[image: ]PODER JUDICIAL     [image: ]

                                                                                  
SUBCOMISIÓN
ACCESO A LA JUSTICIA DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD




San José, 17 de setiembre de 2021
Oficio N° DVV-SP-75-2021

Señora
Licda. Silvia Navarro Romanini
Secretaria General
Corte Suprema de Justicia

Asunto: Informe de Labores III Trimestre 2021Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en situación de Discapacidad del Poder Judicial

Estimada Señora:

Remito por su digno medio a las magistradas y los magistrados integrantes de Corte Plena el Informe de Labores del III Trimestre de 2021 de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en situación de Discapacidad, en cumplimiento del artículo 21 del Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia, el cual dispone: 

Artículo 21°. - Todas las Comisiones deberán presentar a la Corte Plena un informe trimestral de sus actividades, sin perjuicio de los que la propia Corte les pida. Las Especiales lo harán, además, al concluir sus encargos o el plazo para concluirlos. El mismo deber de información trimestral, pesará sobre los Magistrados, funcionarios o personas que representen a la Corte en Comisiones Interinstitucionales. La omisión en informar será sancionada disciplinariamente y, además, en caso de reincidencia causará la separación del responsable o responsables de la respectiva omisión. 


 

Además, en cumplimiento de lo acordado por Corte Plena en sesión 57-2014 de 8 de diciembre de 2014, Artículo XIX, en el que se aprobó el Informe de Advertencia de la Auditoría Judicial N° 512-44-AEE-2014 del 21 de mayo de dicho año, y se dispuso: 

“Se acordó: 2.) Solicitar a la Secretaría General de la Corte, lo siguiente: a) Mantener el control actualizado de las Comisiones, a efecto que conste el nombre de las personas que las integran, la persona coordinadora, y la que asume la secretaría de cada una y el plazo de nombramiento de sus integrantes, entre otros aspectos que se consideren necesarios…” 

Con ocasión de lo anterior, le comunico:

 

Informe de Labores Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en situación de Discapacidad
IIII Trimestre 2021


I. Antecedentes 

El inicio de la gestión de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad se remonta al año 2007 como parte de la entonces Comisión de Accesibilidad, con el objetivo de materializar el derecho constitucional de acceso a la justicia y tutela judicial efectiva, establecido en el artículo 41 de la Constitución Política y en los convenios internacionales de derechos humanos de las personas en situación de Discapacidad. 

Desde esa fecha hasta la actualidad se ha conformado como una Subcomisión a cargo de la Comisión de Acceso a la Justicia.


II. Coordinación de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en situación de Discapacidad 

Desde su inicio hasta el 2018, la Coordinación de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en situación de Discapacidad correspondió a la exmagistrada Carmen María Escoto Fernández, según se desprende del acuerdo de Corte Plena tomado en sesión N° 19-12 de 28 de mayo de 2012, en el que, además, la Comisión de Accesibilidad se transformó en Comisión de Acceso a la Justicia. 

 Al concluir su gestión la exmagistrada Escoto Fernández, Corte Plena dispuso la designación de la suscrita, magistrada Damaris Vargas Vásquez, como Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en Situación de Discapacidad, función que he asumido desde ese momento hasta la actualidad.
 
En Informes de Labores anteriores, he informado a Corte Plena por medio de la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia, la conclusión de los dos años de nombramiento de la suscrita como Coordinadora, y los dos años de reelección a los que hace referencia el artículo 14 del Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia, para lo de su cargo. 


III. Integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en Situación de Discapacidad 

La Subcomisión está integrada por personas representantes de los diferentes ámbitos del Poder Judicial según la lista que se expone de seguido. Además, la integran personas representantes de las siguientes instituciones: Consejo Nacional de Discapacidad, Ministerio de Trabajo, Defensoría de los Habitantes de la República, y de la sociedad civil.

El siguiente es el listado de las personas que integran la Subcomisión: 

 
	INTEGRANTES 

	Comisión de Acceso a la Justicia: Sr. Jorge Olaso Alvarez, Magistrado Coordinador de la Comisión, Sala Segunda 

	Comisión de Acceso a la Justicia: Sra. Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad e integrante de la Comisión de Acceso a la Justicia por la Sala Primera 

	Comisión de Acceso a la Justicia: Sr. Paul Rueda Leal, Integrante Comisión de Acceso a la Justicia por la Sala Constitucional 

	Comisión de Acceso a la Justicia: Magistrado Gerardo Rubén Alfaro, Integrante de la Comisión de Acceso a la Justicia por la Sala Tercera 

	Consejo Superior: Sra.  Sandra Pizarro Gutiérrez

	Unidad de Acceso a la Justicia: Sra. Angie Calderón, Coordinadora 
Suplentes: Sra. Nora Lía Mora Lizano 

	Dirección de la Defensa Pública: Sr. Juan Carlos Pérez Murillo 
Suplente: Sra. Gabriela Abarca Morán 
Suplente: Sra. Damaris Cruz Obregón

	Dirección del Ministerio Público: Sr. Warner Molina Ruiz
Suplente: Sra. Mayela Pérez Delgado
Suplente: Sra. Evelyn Chavarría Brenes

	Dirección del Organismo de Investigación Judicial: Sr. Walter Espinoza Espinoza
Suplente: Sra. Yorleny Ferreto Solano

	Dirección Ejecutiva: Sra. Ana Eugenia Romero Jenkins
Suplente: Sr. Wilbert Kidd Alvarado, Subdirector 
Suplente: Sra. Katherine Hernández Molina 

	Dirección de Planificación:  Sra. Nacira Valverde Bermúdez
Suplente: Sr. Dixon Li Morales, Subdirector
Suplente: Ginethe Retana
Sr. Allan Pow Hing Cordero

	Judicatura y Dirección del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional: Maricruz Chacón Cubillo
Suplente: Sr. Cristian Alberto Martínez Hernández
Jueza Shirley Víquez Vargas, Tribunal de Familia

	Dirección de Gestión Humana: Sra. Roxana Arrieta Meléndez, Directora de G.H. y Coordinadora Comisión Institucional de Empleabilidad 
Suplente: Sra. Alejandra Isabel Jerez Soto 

	Dirección de Tecnología de la Información: Sra. Kattia Morales
Suplente: Sr. Orlando Castrillo, Subdirector Tecnología de la Información 

	Dirección de la Escuela Judicial: Sra. Rebeca Guardia Morales
Suplente: Sra. María Lourdes Acuña Aguilar
Suplente: Sra. Ana Barboza

	Contraloría de Servicios: Sr. Erick Alfaro Romero
Suplente: Sr. Gustavo Solano 
Suplente: Sra. Ericka Chavarría Astorga

	Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional: Sr. Hugo Vega
Suplente: Sra. Maureen González Barrantes

	Centro de Información Jurisprudencial: Sra. Patricia Bonilla Rodríguez

	Sociedad Civil: Sra. Wendy Patricia Barrantes Jiménez 

	Oficina de Control Interno: Sr. Hugo Hernández Alfaro
Suplente: Sra. Indira Alfaro Castillo

	Departamento de Medicina Legal: Sr. Franz Vega Zúñiga
Suplente : Sr. Kennette Villalobos León 

	Auditoría Judicial (Función Asesora): Sr. Roberth García González
Suplente: Jeremy Eduarte Alemán

	Consejo Nacional de Discapacidad: Sra. Andrea Sanchez Montero
Suplente : Sra. Grettel Oses Gutiérrez

	Defensoría de los Habitantes de la República: Sr. Otto Lépiz, Coordinador del Mecanismo Nacional de Supervisión de las Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de la Defensoría de los Habitantes de la República

	Ministerio de Trabajo: Sra. Ericka Alvarez Ramírez




IV. Actas y sesiones de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en Situación de Discapacidad 

La Subcomisión sesiona mensualmente, en cumplimiento del Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia por medio de la herramienta Microsoft Teams. 

Las siguientes son las fechas y los enlaces de las actas de las sesiones realizadas durante el III Trimestre de 2021, debidamente firmadas: 

 
	Actas
	Fecha de Sesión
	Enlace del Acta

	Acta 7-2021
	6-7-2021
	\\SJ10004-734451\Informes_para_comunicar\DISCAPACIDAD


	Acta 8-2021
	3-8-2021
	\\SJ10004-734451\Informes_para_comunicar\DISCAPACIDAD


	Acta 9-2021
	8-9-2021
	\\SJ10004-734451\Informes_para_comunicar\DISCAPACIDAD





Se anexan a este oficio las actas respectivas debidamente firmadas 

Los acuerdos responden a la gestión de los riesgos incorporados en el SEVRI de la Subcomisión y al cumplimiento de los objetivos y metas del PAO 2021 de la Comisión de Acceso a la Justicia, relacionados con la temática Discapacidad. 

Las actas se remiten a la Comisión de Acceso a la Justicia por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia; y una vez verificada la protección de datos, se publican en la página web de la Comisión.

V. Avances de la Política de Acceso a la Justicia de Personas en situación de Discapacidad y su Plan de Acción

Se ha dado seguimiento al Proyecto Actualización de la Política de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad aprobado por Corte Plena con el apoyo del Consejo Nacional de Discapacidad, ente rector de Discapacidad en el ámbito nacional. Para tal efecto se realizó un Taller liderado por CONAPDIS los días 18 y 25 de agosto y 1 de setiembre de 2021 de las 8 a las 12 horas. De igual forma, se han sostenido sesiones de trabajo con el Alto Comisionado de las Naciones Unidas, Despacho de la Presidencia y la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales con el objetivo de conseguir cooperación internacional para la ejecución del Proyecto de Política de Acceso a la Justicia de Personas en situación de Discapacidad y su Plan de Acción, que también incluye el Plan de Equiparación de Oportunidades de Personas en situación de Discapacidad, según asesoría técnica de CONAPDIS. 



VI. Avances en la participación del proceso de construcción de la Política Institucional de Empleabilidad a cargo de la Dirección de Gestión Humana y de la Comisión Institucional de Empleabilidad

El seguimiento de la Política de Empleabilidad del Poder Judicial está a cargo de la Dirección de Gestión Humana y de la Comisión Institucional de Empleabilidad. De esta última forma parte la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en situación de Discapacidad. 

Con ocasión de ello, se presentó informe a Corte Plena solicitando aprobación para su construcción, aprovechando una solicitud de datos trasladado tanto al Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia como a la suscrita en la función dicha.



VII. Remisión de Informe de Labores del II Semestre 2021 al Consejo Nacional de Discapacidad

Se remitieron al CONAPDIS los informes respectivos, según se desprende de los acuerdos de las actas citadas, entre ellos, el Informe del II Semestre de 2021. 



VIII. Rendición de Informe 2020/2021 a la Asamblea Legislativa

Se envió el Informe de Labores 2020/2021 del Poder Judicial el 1° de agosto de 2021 en cumplimiento de lo dispuesto en el Capítulo VIII de la Ley 7.600. Previo a ello se hicieron las coordinaciones respectivas con las oficinas institucionales e interinstitucionales a las que esa normativa hace referencia.



Cualquier dato adicional se está en la mayor disposición de facilitarlo.

Atentamente,






Magistrada Damaris Vargas Vásquez
Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia
Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de 
Personas en situación de Discapacidad

Copias:
Presidencia de la Corte
Despacho de la Presidencia
Comisión de Acceso a la Justicia
Unidad de Acceso a la Justicia
Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales
Dirección de Gestión Humana
CONAPDIS
Auditoría Judicial
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                           Secretaría General



San José, 12 de mayo de 2021

N° 4162-2021

Al contestar refiérase a este # de oficio







Señora Magistrada 

Dra. Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora

Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas

en situación de Discapacidad



Estimada señora:





Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en sesión N° 16-2021 celebrada el 26 de abril del 2021, que literalmente dice:



[bookmark: _Toc66440074][bookmark: _Toc67040962][bookmark: _Toc68866024][bookmark: _Toc69461880][bookmark: _Toc70064113]“ARTÍCULO XVIII



SALEN LA MAGISTRADA SOLANO Y EL MAGISTRADO ALFARO DE LA SESIÓN POR VIDEOCONFERENCIA.



Documento N° 10405-2017/2602-2021



En sesión N° 02-2020 celebrada el 13 de enero del 2020, artículo XXXII, se aprobó el “Modelo de Gestión (formulación, implementación, seguimiento y evaluación) de Políticas Institucionales”. 



La magistrada Vargas en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en situación de Discapacidad, remite informe N° DVV-SP-11-2021 del 12 de marzo del 2021, para solicitar valorar la posibilidad de someter a análisis la aprobación del Proyecto de actualización de la Política para el Acceso a la Justicia de las personas en situación de Discapacidad del Poder Judicial, que literalmente dice:



“Tengo el honor de dirigirme a usted con el objetivo de solicitarle valorar la posibilidad de someter a análisis y decisión de Corte Plena la aprobación del Proyecto de actualización de la Política para el Acceso a la Justicia de las Personas en Situación de Discapacidad del Poder Judicial.



La propuesta se plantea en cumplimiento de lo dispuesto en el “Modelo de Gestión de Políticas Institucionales”[footnoteRef:1], aprobado por Corte Plena, los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030, Convención Sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, Protocolo Facultativo de la Convención Sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, el artículo 51 de la Constitución Política, Ley N° 7600 Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad con especial énfasis en el capítulo VIII, “Acceso a la Justicia”, Reglamento Ley de Igualdad de Oportunidades para Personas con Discapacidad N° 26831, Ley N° 9379 Ley para la Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad, Ley N°8862 Inclusión y Protección Laboral de las personas con discapacidad en el Sector Público y la Ley N°9049 Ley de Reconocimiento de Lenguaje de Señas Costarricense (LESCO) como lengua materna. [1:  Ver circular de la Secretaría de la Corte N° 22-2020 del 13 de febrero del 2020. Retrieved: 29/5/2020. From: https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/avi-1-0003-6700 ] 




El proyecto está alineado al Plan Estratégico del Poder Judicial 2019/2024, concretamente su misión de “Administrar justicia pronta, cumplida y accesible, de conformidad con el ordenamiento jurídico para contribuir con la democracia, la paz social y el desarrollo sostenible del país”. Además, el Eje Transversal “Acceso a la Justicia” y los 5 temas estratégicos Resolución oportuna de conflictos, Optimización e innovación de los servicios judiciales, Gestión del Personal, Planificación Institucional y en especial, el de “Confianza y probidad en la justicia”.



La Política es una herramienta para impulsar la implementación de la normativa internacional de carácter supraconstitucional y nacional, referida a los derechos humanos de las Personas en situación de discapacidad que según la Encuesta Nacional de Personas con Discapacidad (ENAPDIS) realizada por el Instituto Nacional de Estadística y Censo (INEC), representa un 18,2% de las personas mayores de 18 años y más, aproximadamente 670 640 personas[footnoteRef:2]. Constituye la materialización del conjunto de acciones y compromisos asumidos por el estado costarricense a nivel nacional e internacional, en favor del reconocimiento de la igualdad y la dignidad de las personas en situación de discapacidad y que el Poder Judicial, garantiza la protección de sus derechos, en idénticas condiciones que el resto de la sociedad. [2:  https://www.inec.cr/sites/default/files/documetos-biblioteca-virtual/reenadis2018.pdf pág 55. ] 


  

Cabe destacar que el Poder Judicial cuenta con una Política de igualdad para las personas con discapacidad en el Poder Judicial, aprobada en la sesión n.º 14-08 de la Corte Plena, celebrada el cinco de mayo del dos mil ocho. Artículo XXIII:



https://accesoalajusticia.poder-judicial.go.cr/images/documentos/Politicas_discapacidad.pdf 



A continuación, se exponen las razones que sustentan esta solicitud, en concordancia con los requisitos establecidos en el modelo de gestión aprobado por Corte Plena[footnoteRef:3].  [3:  A partir de la definición de política institucional mencionada supra, la instancia judicial proponente de la elaboración de una nueva política institucional debe analizar los siguientes criterios:
a. ¿El tema o problema a atender o resolver es de interés institucional?
b. ¿El tema o problema a atender o resolver es de índole social (orientado a la resolución de un problema que involucra a la sociedad y/o personas usuarias)?
c. ¿El tema o problema a atender o resolver tiene incidencia directa, y su atención o transformación genera valor, en las personas usuarias externas, sociedad y/o país?
d. ¿El tema o problema a atender o resolver responde a los mandatos de ley, acuerdos o compromisos nacionales e internacionales adquiridos por el Poder Judicial?
e. ¿La atención o resolución del tema o problema se encuentra acorde al plan estratégico institucional?
3.2.1.2. La instancia judicial que propone la elaboración de la nueva política institucional deberá remitir la solicitud formal a la Corte Plena, indicando de manera general el tema o problema a resolver, así como la manera en que se considera que cumple con la definición de política institucional, utilizando como referencia los criterios descritos supra.] 


I.- La Política Institucional para el Acceso a la Justicia para las Personas en Situación de Discapacidad es una política que genera impacto social e institucional



La Corte Plena en sesión N° 02-2020 celebrada el 13 de enero de 2020, artículo XXXII, aprobó el modelo de gestión de las políticas institucionales[footnoteRef:4] que define los alcances de una política pública como "Curso o línea de acción definido para orientar o alcanzar un fin, que se expresa en directrices, lineamientos, objetivos estratégicos y acciones sobre un tema y la atención o transformación de un problema de interés público. Explicitan la voluntad política traducida en decisiones y apoyo en recursos humanos, técnicos, tecnológicos y financieros y se sustenta en los mandatos, acuerdos o compromisos nacionales e internacionales.” (MIDEPLAN 2016), así mismo el Modelo de formulación de política pública del Poder Judicial define a la “Política Institucional de impacto social y/o Institucional”[footnoteRef:5] como “una guía orientadora que se expresa en los objetivos, las líneas de acción y los resultados esperados sobre un tema y la atención o transformación de un problema de interés institucional y/o social; que se sustenta en los mandatos, acuerdos o compromisos nacionales e internacionales del Poder Judicial”. Se caracteriza por definir políticas de tipo general, transversal, asociado al plan estratégico institucional y con incidencia sobre los objetivos de desarrollo sostenible.   [4:  https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/avi-1-0003-6700 ]  [5:  Según se define en el “Modelo de formulación de política pública del Poder Judicial”] 




La actualización de la Política Institucional para el Acceso a la Justicia para las Personas en situación de discapacidad, reafirma los compromisos de nuestro país contenidos en la normativa internacional referida a los derechos de las personas en situación de discapacidad, los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030, Convención Sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, Protocolo Facultativo de la Convención Sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, el artículo 51 de la Constitución Política, Ley N° 7600 Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad con especial énfasis en el capítulo VIII, “Acceso a la Justicia”, Reglamento Ley de Igualdad de Oportunidades para Personas con Discapacidad N° 26831, Ley N° 9379 Ley para la Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad, Ley N°8862 Inclusión y Protección Laboral de las personas con discapacidad en el Sector Público y la Ley N°9049 Ley de Reconocimiento de Lenguaje de Señas Costarricense (LESCO) como lengua materna; las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad, así como los lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas en situación de discapacidad.



[bookmark: _Hlk66361965]La actualización de la Política Institucional para el Acceso a la Justicia para las personas en situación de discapacidad, también tendrá un impacto positivo para un sector de la población que históricamente ha sido invisibilizada y negada su autonomía, será el marco institucional que, enlazado con los instrumentos de Derechos Internacional de Derechos Humanos y normativa nacional, allanará el camino hacia una efectiva promoción de los derechos y permitirá erradicar los obstáculos para el acceso a la justicia dentro de la institución. 



Conforme lo indicado, y siguiendo la guía del modelo de gestión de política institucional aprobada, el tema o problema a atender es de interés institucional pues busca generar acciones para responder a una demanda de un grupo vulnerabilizado, población con la cual el Poder Judicial tiene un compromiso mediante el reconocimiento de las Cien Reglas de Brasilia para el acceso a la justicia de las poblaciones vulnerables y los instrumentos internacionales y nacionales, y es de impacto social y organizacional, al tener como resultado, generar relaciones de convivencia eficaces mediante actuaciones judiciales con ajustes razonables y adecuaciones procedimentales que faciliten la autonomía y el ejercicio del derecho de acceso a la justicia de las personas en situación de discapacidad como participantes directas e indirectas en los procesos y diligencias judiciales.



II.- La Política Institucional para el Acceso a la Justicia para las personas en situación de discapacidad es un instrumento con incidencia directa que genera valor a la institución, las personas usuarias y a la sociedad costarricense



La Política Nacional en Discapacidad (PONADIS) para el periodo 2011-2030, se desarrolla en función de las aspiraciones que cubren las necesidades básicas de la población en situación de discapacidad del país, es producto de los mandatos legales y convencionales y es vinculante a las instituciones que conforman los poderes de la República, a la sociedad civil y sus organizaciones. En el marco del interés público, la PONADIS se sustenta en el Enfoque de Derechos Humanos, el cual es su referente primordial y se complementa con el Enfoque de Derechos Humanos de las Personas con Discapacidad, el Enfoque de Desarrollo Inclusivo, el Enfoque de Equidad de Género y el Enfoque de Gerencia Social por Resultados.

Al ser los Derechos Humanos el enfoque primordial, se retoma la Convención sobre los Derechos de las personas con discapacidad que establece en su artículo 4:



Obligaciones generales 



1. Los Estados Parte se comprometen a asegurar y promover el pleno ejercicio de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales de las personas con discapacidad sin discriminación alguna por motivos de discapacidad. A tal fin, los Estados Parte se comprometen a: 

a) Adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de otra índole que sean pertinentes para hacer efectivos los derechos reconocidos en la presente Convención; 

…

c) Tener en cuenta, en todas las políticas y todos los programas, la protección y promoción de los derechos humanos de las personas con discapacidad; 



Del mismo modo, continua en su artículo 13:



Acceso a la justicia 



1. Los Estados Parte asegurarán que las personas con discapacidad tengan acceso a la justicia en igualdad de condiciones con las demás, incluso mediante ajustes de procedimiento y adecuados a la edad, para facilitar el desempeño de las funciones efectivas de esas personas como participantes directos e indirectos, incluida la declaración como testigos, en todos los procedimientos judiciales, con inclusión de la etapa de investigación y otras etapas preliminares. 

2. A fin de asegurar que las personas con discapacidad tengan acceso efectivo a la justicia, los Estados Parte promoverán la capacitación adecuada de los que trabajan en la administración de justicia, incluido el personal policial y penitenciario.



Por su parte, la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad (Ley 7600) en su artículo 4 establece: 

Obligaciones del Estado. Para cumplir con la presente ley, le corresponde al Estado: 

a) Incluir en planes, políticas, programas y servicios de sus instituciones, los principios de igualdad de oportunidades y accesibilidad a los servicios que, con base en esta ley, se presten; así como desarrollar proyectos y acciones diferenciados que tomen en consideración el menor desarrollo relativo de las regiones y comunidades del país. 

b) Garantizar que el entorno, los bienes, los servicios y las instalaciones de atención al público sean accesibles para que las personas los usen y disfruten. 

c) Eliminar las acciones y disposiciones que, directa o indirectamente, promueven la discriminación o impiden a las personas con discapacidad tener acceso a los programas y servicios. 

…

e) Garantizar el derecho de las organizaciones de personas con discapacidad de participar en las acciones relacionadas con la elaboración de planes, políticas, programas y servicios en los que estén involucradas. 

…

g) Garantizar, por medio de las instituciones correspondientes, los servicios de apoyo requeridos por las personas con discapacidad para facilitarles su permanencia en la familia.

…”

Y de manera más reciente, en el ámbito nacional, la Ley 7600 tuvo una importante adición, el capítulo VIII sobre “Acceso a la Justicia”[footnoteRef:6]  que implica para las personas responsables, ofrecer los ajustes razonables y adecuaciones procedimentales que faciliten la autonomía y el ejercicio del derecho de acceso a la justicia de las personas con discapacidad como participantes de los procesos y diligencias judiciales, así como las ayudas técnicas y humanas necesarias para lograr la atención de las personas con discapacidad dentro de los servicios de administración de justicia.  [6:  Se adicionó al título 11 de la Ley N.º 7600, Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, de 2 de mayo de 1996, un nuevo capítulo VIII denominado "Acceso a la Justicia"] 




La actualización de la Política Institucional para el Acceso a la Justicia para las personas en situación de discapacidad, genera valor a la institución al traer a presente la perspectiva de los Enfoques de la PONAPDIS[footnoteRef:7], para así fomentar el respeto y garantía de los derechos de las personas con discapacidad dentro del quehacer judicial y para las personas usuarias en situación de discapacidad y a la sociedad costarricense, al contar con un instrumento que promueva la inclusión social.   [7:  Enfoque de Derechos Humanos, el Enfoque de Derechos Humanos de las Personas con Discapacidad, el Enfoque de Desarrollo Inclusivo, el Enfoque de Equidad de Género y el Enfoque de Gerencia Social por Resultados] 




III.- La Política Institucional para el Acceso a la Justicia para las personas en situación de discapacidad es una respuesta a compromisos internacionales mandatos de ley, directrices y acuerdos internos del Poder Judicial en materia de los derechos de las personas en situación de discapacidad



Al ser el Poder Judicial parte del Estado de Derecho, debe atender la normativa -aprobada y suscrita- y en este caso de las Personas en situación de discapacidad. 



Entre ellas citamos: 



· Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 

· Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 

· Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 

· Convención Sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad

· Protocolo Facultativo de la Convención Sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad

· Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad

· Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer 

· Convención Americana sobre Derechos Humanos 

· Protocolo Facultativo de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer 

· Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes 

· Convención sobre los Derechos del Niño 

· Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad 

· Convenio Nº111 de la OIT sobre discriminación en materia de empleo y ocupación 

· Protocolo para instituir la comisión de conciliación y buenos oficios facultada para resolver las controversias que daría lugar a la Convención relativa a la Lucha contra las Discriminaciones en la Esfera de la Enseñanza 

· Convención Interamericana para la eliminación de todas las formar de discriminación para las personas con discapacidad. Ley 7948 de Costa Rica 

· Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional (Conferencia Diplomática de Plenipotenciarios de la ONU para establecer la Corte Penal Internacional)

· Declaración Universal de los Derechos Humanos (Ad.AG-ONU 10-12-1948). 

· Observación general Nº 20 La no discriminación y los derechos económicos, sociales y culturales  

· Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada a las personas en situación de discapacidad

· El artículo 51 de la Constitución Política

· Ley N° 7600 Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad con especial énfasis en el capítulo VIII, “Acceso a la Justicia”

· Reglamento Ley de Igualdad de Oportunidades para Personas con Discapacidad N° 26831

· Ley N° 9379 Ley para la Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad

· Ley N°8862 Inclusión y Protección Laboral de las personas con discapacidad en el Sector Público

· La Ley N°9049 Ley de Reconocimiento de Lenguaje de Señas Costarricense (LESCO) como lengua materna.

· Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas en situación de discapacidad.



Por su parte, el Plan Estratégico Institucional del Poder Judicial de Costa Rica 2019-2024, como instrumento de planificación que guía la articulación y el trabajo en equipo del accionar judicial, visualiza la misión institucional de:

“Administrar justicia pronta, cumplida y accesible, de conformidad con el ordenamiento jurídico para contribuir con la democracia, la paz social y el desarrollo sostenible del país.”



Y a su vez se establece como visión:



“Ser un Poder Judicial que garantice al país, pleno acceso a la justicia, que resuelva los conflictos de manera pacífica, eficaz, eficiente, transparente y en apego a la ley, con personas servidoras comprometidas con su misión y valores, consciente de su papel en el desarrollo de la sociedad.”



Del mismo modo, forma parte de los ejes transversales el Acceso a la Justicia, que lo define como:



“Velar por la incorporación en forma transversal, de la perspectiva de las poblaciones en condición de vulnerabilidad (Población con discapacidad, adulta mayor, privada de libertad, migrante y refugiada, sexualmente diversa, indígena, afrodescendiente, víctimas del delito, víctimas de violencia sexual y doméstica, niños, niñas y adolescentes y personas en conflicto con la ley Penal Juvenil) en todo el quehacer institucional, promoviendo acciones de coordinación con los diferentes actores judiciales, para mejorar las condiciones de acceso a la justicia.”



Y del Eje Género definido como:



“Garantizar la prestación del servicio de acuerdo con las necesidades y demandas de mujeres y hombres, que tomen en cuenta sus características específicas y eliminen todas aquellas prácticas y costumbres que tengan un efecto o resultado discriminatorio por razones de género o de cualquier otra naturaleza; igualmente, garantizar la igualdad de oportunidades y la no discriminación entre mujeres y hombres que laboran en el Poder Judicial.”



Por lo que, como puede verse, la visión del Poder Judicial es el pleno acceso a la justicia, por lo que la actualización de la Política Institucional para el Acceso a la Justicia para las personas en situación de discapacidad es indispensable en esta aspiración, a través de un proceso de cocreación con las personas en situación de discapacidad que nos permitirá incorporar su perspectiva.



IV.- La Política Institucional para el Acceso a la Justicia para las personas en situación de discapacidad, una propuesta en cumplimiento de los objetivos estratégicos institucionales 2019-2024[footnoteRef:8] [8:  http://intranet/planificacion/index.php/planificacionestrategica/plan-estrategico-institucional ] 




La misión institucional dentro del mapa estratégico consiste en: “Administrar justicia pronta, cumplida y accesible, de conformidad con el ordenamiento jurídico para contribuir con la democracia, la paz social y el desarrollo sostenible del país”. Para atender esta misión, el Poder Judicial se sustenta en la visión de: “Ser un Poder Judicial que garantice al país, pleno acceso a la justicia, que resuelva los conflictos de manera pacífica, eficaz, eficiente, transparente y en apego a la ley, con personas servidoras comprometidas con su misión y valores, consciente de su papel en el desarrollo de la sociedad”. 



Para el logro de esta estrategia institucional, se cuentan con diferentes objetivos, entre los que se citan por su vinculación con esta propuesta: 



1. Tema estratégico 1: Resolución oportuna de conflictos. Su objetivo consiste en “Resolver conflictos de forma imparcial, célere y eficaz, para contribuir con la democracia y la paz social”. Entre las acciones estratégicas señala: “Abordaje integral a la criminalidad: Definir e implementar una política de persecución penal y abordaje de la criminalidad, acorde a las realidades sociales y la criminalidad del país”.



2. Tema estratégico 2: Confianza y probidad en la justicia. Su objetivo es: “Fortalecer la confianza de la sociedad con probidad en el servicio de justicia, para contribuir con el desarrollo integral y sostenible del país”. Las acciones estratégicas son: 



· Transparencia y rendición de cuentas: Desarrollar procesos de rendición de cuentas y transparencia institucional, que permitan el derecho de acceso y la comprensión de la información pública, sin mayores limitaciones que aquellas expresamente establecidas por las leyes, haciendo uso de soluciones tecnológicas novedosas. 



· Probidad y anticorrupción: Diseñar estrategias que permitan la prevención y abordaje de los delitos de probidad y corrupción en la gestión judicial.



· Colaboración interna y externa: Optimizar y desarrollar procesos estandarizados para la gestión técnica y administrativa que involucren a distintos actores sociales en el diseño, ejecución y evaluación de políticas, programas, proyectos, planes y otras acciones del Poder Judicial, mediante alianzas, la cocreación y las redes de trabajo y apoyo, con el fin de mejorar la calidad del servicio público que se brinda.



· Comunicación y proyección institucional: Proyectar la imagen del Poder Judicial mediante la divulgación del quehacer institucional, en la comunidad nacional e internacional. 



· Participación ciudadana: Desarrollar estrategias de participación ciudadana responsables, activas y sostenibles, que contribuya en la toma de decisiones del Poder Judicial y mejoramiento del servicio público.



Sobre la relación de La Política Institucional para el Acceso a la Justicia para las personas en situación de discapacidad con las metas estratégicas del PEI, se sugiere una nueva meta estratégica especializada que implique el desarrollo de estrategias que incluya Acceso a la Justicia a fin de que pueda comprender las Políticas de Acceso a la Justicia e incorporar el proceso de actualización de esta Política. 



Alineación a ODS de Agenda 2030:

La Política Institucional para el Acceso a la Justicia para las personas en situación de discapacidad que se propone está alineada con los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030, en especial el 5 Igualdad de género, el 10 Reducción de las desigualdades, 9 Industria, Innovación e infraestructuras, 16 Paz, Justicia e Instituciones sólidas, el 17 Alianzas para lograr los objetivos, entre otros.



Modelo Administración de Proyectos

La actualización de la Política se ejecutará conforme al Modelo de Administración de Proyectos.



Visto bueno de Comisión de Acceso a la Justicia

Esta gestión cuenta con el visto bueno del Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia -ente rector del acceso a la justicia- y de la Unidad de Acceso a la Justicia que coadyuva como órgano técnico.”



-0-



Expresa el Presidente, magistrado Cruz: "Este es un informe que hace tiempos está, de la magistrada Vargas sobre una solicitud para actualizar una política de Discapacidad del Poder Judicial”.



Se concede el uso de la palabra a la magistrada Vargas, quien expone: "El planteamiento que estamos haciendo es desde la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, el objetivo es que nosotros tenemos en el Poder Judicial una Política de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, que es del año 2008. Nosotros como institución nos adelantamos mucho en ese tiempo, pero ya han pasado muchos años. 



Lo que queremos es hacer una actualización de esa política con ocasión de muchas leyes que se han aprobado, incluso convenios Internacionales después de esa fecha. 



De esta manera estaríamos cumpliendo con el acuerdo que emitió Corte Plena en enero del 2020, donde estableció el deber de construir las políticas que no tenemos y de actualizar las políticas institucionales, de acuerdo al modelo que aprobó Corte Plena, que se lo planteó la Dirección de Planificación y que también se coordinó con el Ministerio de Planificación y Política Económica (MIDEPLAN).



De manera tal, que esta política no solamente se va a hacer de acuerdo a esos lineamientos, sino también con un plan de acción. El plan de acción es precisamente la parte novedosa del sistema, que permitirá no solamente elaborar el documento, sino asegurarnos de que esta actualización de la política se va a hacer de acuerdo con el modelo de administración de proyectos, que es la idea de la institución de ser una institución proyectada, que todos los proyectos que se desarrollen se hagan de acuerdo con estos lineamientos.



De forma tal que en la propuesta que se está planteando a Corte Plena, de una vez les adjuntamos el acta constitutiva. En el acta constitutiva que se elaboró en coordinación con la Dirección de Planificación, con el visto bueno de la Comisión de Acceso a la Justicia y del magistrado Olaso, quien la coordina, quien también se amarró las mangas para colaborar en la construcción de esta propuesta que les estamos haciendo y la Unidad de Acceso a la Justicia, como colaboradora técnica operativa con la Comisión de Acceso a la Justicia y las diferentes subcomisiones.



Les estamos haciendo el planteamiento asegurando que cada uno de los aspectos que exige el modelo aprobado por Corte Plena se están cumpliendo debidamente y también que se están considerando las diferentes leyes recientes. 



¿Cuáles leyes recientes? Tenemos la Ley de Promoción de la Autonomía de las Personas con Discapacidad, tenemos la Ley 7600, que es una ley aprobada hace mucho tiempo; pero a fines del 2018 se aprobó también el capítulo de acceso a la justicia que no tenía la Ley 7600 esta parte, y establece lineamientos precisos para la institución para su cumplimiento y tenemos también convenciones internacionales. 



La propuesta de actualización de esta política está alineada al Plan Estratégico Institucional, a los ejes transversales que ahí se establecen, uno de ellos es el acceso a la justicia y perfectamente alineada lo que es la misión y la visión. Además, a la política nacional de discapacidad que creo el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad, de manera más o menos reciente, de manera tal que vayamos en la misma línea, cada quien con sus competencias; pero que sí tengamos un objetivo en el ámbito nacional de protección de los derechos de las personas en situación de discapacidad. Que aunque el Poder Judicial es referente, es modelo como institución en el país, realmente hay muchos retos con los cuales tenemos nosotros el deber de cumplir.



Esa es la propuesta que les estamos formulando y está igualmente alineada a lo que son los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), esto lo hemos trabajado en esa propuesta con la señora Karen Leiva de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial de Costa Rica. Estamos considerando las limitaciones presupuestarias, de buscar la colaboración del alto comisionado de las Naciones Unidas, para que nos apoyen con su asesoría.



	En eso, como el señor Presidente tiene conocimiento, la alta comisionada de Naciones Unidas nos está apoyando muchísimo en lo que es la construcción de la política indígena y también uno de sus temas prioritarios que ha mencionado en sus diferentes visitas, inclusive al Poder Judicial, es también el tema de acceso a la justicia de las personas en situación de discapacidad y de las personas defensoras de los derechos humanos de las poblaciones en situación de vulnerabilidad.



De forma tal que con esto, la propuesta que les pedimos es que si es posible que nos aprueben este proyecto de actualización de la política de acceso a la justicia a las personas en situación de vulnerabilidad. 



En los documentos aportados en la agenda de Corte Plena, están lo suficientemente detallados con la normativa de carácter internacional, que regula estos derechos y que la Sala Constitucional reiteradamente ha señalado que son de carácter supra constitucional, sumada la normativa interna que establece exigencias específicas para la institución. 



Esa sería la propuesta. Muchas gracias, señor Presidente".



	Dice el Presidente, magistrado Cruz: "Muchas gracias, magistrada Vargas. Podríamos someter a votación el plan. ¿Es una propuesta?".



	Indica la magistrada Vargas: "Sí señor. Es una propuesta de aprobación del Proyecto de actualización de la Política para el Acceso a la Justicia de las Personas en Situación de Discapacidad, que presenta la Subcomisión de Acceso a la Justicia a personas en situación de discapacidad y que cuenta con el visto bueno de la Comisión de Acceso a la Justicia, y se ha trabajado conjuntamente con la Dirección de Planificación".



	Indica el Presidente, magistrado Cruz: "Sí, vamos a someterlo a votación para cumplir con la formalidad. 



Muchas gracias, magistrada Vargas”



	Menciona el magistrado Olaso: "Primero que todo darle las gracias a la magistrada Vargas por la amplia labor desplegada en la Subcomisión de las Personas con Discapacidad. 



Ella hace mención de que ahí nos recogemos las mangas, pero es todos y todas. 



Gracias a la magistrada Vargas por el impulso que ella da a esa política, es grande y es muy necesaria, como bien lo dice ella, la situación de las personas con discapacidad y su defensa y tutela judicial efectiva, ha evolucionado. El Poder Judicial requiere estar acorde con estas nuevas visiones y estos nuevos paradigmas acerca de lo que es la situación de las personas con discapacidad. 



Gracias, magistrada Vargas, por la labor desplegada de parte de la comisión, es un verdadero honor trabajar junto a usted en esa subcomisión y estamos para seguir adelante. Muchas gracias".



	Indica la magistrada Vargas: "El honor es mío magistrado Olaso. Muchas gracias a usted".



Recibida la votación correspondiente, por mayoría de diecinueve votos, se acordó: Acoger la propuesta de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en situación de Discapacidad respecto del “Proyecto de actualización de la Política para el Acceso a la Justicia de las personas en situación de Discapacidad del Poder Judicial”. Así votaron los magistrados y las magistradas Cruz, Rivas, Solís, Vargas, Aguirre, Varela, Sánchez, Olaso, Chacón, Ramírez, Burgos, Castillo, Rueda, Salazar Alvarado, Araya, Garro, las suplentes Vargas Vargas, Picado Brenes y el suplente López González.



La magistrada Zúñiga emitió su voto por no acoger la citada propuesta de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en situación de Discapacidad.



-0-



Indica la magistrada Zúñiga: “Eso fue una equivocación”	



	Expresa el Presidente, magistrado Cruz: "Bueno, por hoy es suficiente. Muchas gracias, que todos y todas tengan un feliz descanso".”



Atentamente, 









Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General

						Corte Suprema de Justicia





 

c: 	Dirección de Planificación

Diligencias / Refs: (10405-2017/2602-2021) 
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                           Secretaría General

[bookmark: _Hlk29476459]San José, 05 de agosto de 2021

N° 6947-2021

Al contestar refiérase a este # de oficio







Señora Magistrada 

Dra. Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora

Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas

en situación de Discapacidad



Estimada señora:





Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en sesión N° 29-2021 celebrada el día 12 de julio de 2021, que literalmente dice:



“ARTÍCULO XIV



Documento N° 5715-2015 / 12578-2020, 12749-2020, 12913-2020, 13045-2020, 13494-2020, 1984-2021, 3008-2021, 3868-2021, 5397-2021, 5638-2021, 6641-2021



La máster Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, en oficio N° PJ-DGH-SACJ-1961-2020 de 30 de octubre del 2020, transcribe el acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura en sesión N° CJ-044-2020 celebrada el 21 de octubre recién pasado, artículo V, que literalmente dice: 



“Documento 18288-2020



Mediante correo electrónico de fecha 17 de octubre de 2020, el señor Olman Ugalde González, indica: 



“…, me apersono ante sus dignas autoridades para hacer referencia que mediante la Ley 8661, vigente desde el 29 de setiembre de 2008, el Estado ratifica la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD) y el Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.



Que el 11 de setiembre 2010, se promulga la Ley de Inclusión y protección laboral de las personas con discapacidad en el sector público; cuyo texto dispone la reserva, en cada oferta de empleo público en cada uno de los Poderes de la República, de un cinco por ciento de las vacantes, destinados para personas con discapacidad. Dicha Ley fue publicada en la Gaceta, 219 del 11 de octubre 2010; su reglamento fue dictado mediante Decreto Ejecutivo N° 36462-MP-MTSS, Publicado en La Gaceta N° 56 del 21 de marzo 2011.



Conforme a lo enumerado la Ley al momento actual tiene más de diez años de su promulgación y más de nueve años seis meses de haber sido reglamentada. Por esa razón les hago notar mi preocupación en virtud que la misma a hoy todavía no se aplica en el Poder Judicial conforme a su mandato. E de rescatar que, aunque dicha normativa es absolutamente clara en cuanto a la reserva del cinco por ciento de las vacantes, destinados para personas con discapacidad. Y refiriéndome propiamente a la Judicatura. El Consejo de la Judicatura. Durante estos más de diez años de vigencia de la ley de Inclusión y protección laboral de las personas con discapacidad en el sector público; únicamente ha promovido y destinado tres plazas de jueces para Personas con Discapacidad, a saber, una de Juez Civil uno, y dos de Juez dos de familia. Sin considerar para ello plazas de jueces de nivel superior como pueden ser jueces cuatro o cinco. Y sin valorar que en la Institución podamos haber personas idóneas para poder desempeñarles. Para ejemplificar este asunto he de señalar: que el suscrito participó del “concurso CJ-16-2019, para el cargo de juez 5 laboral de apelaciones. y a tales efectos el Consejo de la Judicatura Dirección de Gestión Humana Sección Administrativa de la Carrera Judicial me notificó:



…”0601780828- UGALDE GONZALEZ OLMAN GERARDO- Promedio- CJ-0016-2019-JUEZ5- TRIBUNAL DE APELACIONES EN SENTENCIA LABORAL Nombre: UGALDE GONZALEZ OLMAN GERARDO Identificación: Clase de puesto: JUEZ 5 Materia Judicial: Tribunal de Apelaciones en Sentencia Laboral Fecha de corte actual: 11/09/2019 Promedio anterior: 0 Promedio propuesto: 80.2745”. Además, he de indicar desconozco si en el Poder Judicial, existan otras personas en mí misma situación, que al igual que mi persona, puedan aspirar a ocupar un cargo de Juez cinco una vez acreditada ser idónea.



Es importante enfatizar que mediante la Ley de Inclusión y Protección de las personas con discapacidad en el Sector Público (Ley N° 8862 de setiembre de 2010) se reservó un porcentaje no menor del 5% de las plazas vacantes en la Administración Pública, para ser cubiertas por las personas con discapacidad, siempre que existan ofertas de empleo y se superen las pruebas selectivas y de idoneidad que corresponda. Sin establecerse que las plazas serían exclusivamente para cargos de niveles inferiores. Por esa razón es que la Ley N° 8862 es concebida como una acción afirmativa de tipo laboral en beneficio de la población con discapacidad en el país, lo cual constituye una política pública que requiere de un conjunto de medidas reglamentarias conducentes a su debida operativización y seguimiento en su aplicación dentro del sector público, con el fin de asegurar la igualdad de oportunidades y el emprendimiento de acciones especiales que garanticen su cumplimiento efectivo, sin dilaciones u obstáculos indebidos, coadyuvando de ese modo a facilitar la plena integración de las personas con discapacidad en la sociedad, luchando contra el desempleo que enfrenta dicha población. Igualmente la Convención Internacional de Derechos de las Personas con Discapacidad, aprobada por la Asamblea Legislativa de Costa Rica por Ley N° 8661, en su artículo 27 promueve que se prohíba la discriminación por motivos de discapacidad con respecto a todas las cuestiones relativas a cualquier forma de empleo, incluidas las condiciones de selección, contratación y empleo, la continuidad en el empleo, la promoción profesional, condiciones de trabajo seguras y saludables, y en particular la igualdad de oportunidades y de remuneración por igual valor, incluida la protección contra el acoso y la reparación por agravios sufridos. Adicionalmente el Reglamento a la Ley 8862, dispone para lo que interesa al Poder Judicial: “Artículo 2°—Ámbito de aplicación. Las disposiciones contenidas en este Reglamento serán de aplicación obligatoria para todo el sector público, mismo que comprenderá: ”… al Poder Judicial y todos sus órganos;”… En el Artículo 3°— se establece: “Objeto del Reglamento. El presente Reglamento tiene como objeto regular los mecanismos para la efectiva aplicación y seguimiento de la Ley N°8862, a fin de alcanzar la más plena inclusión de las personas con discapacidad en el ámbito laboral del sector público.”. El Artículo 5°— dispone para lo que importa: “La Comisión Especializada tendrá las siguientes funciones a su cargo: a- Hacer anualmente un estudio para identificar los puestos que serán objeto de una reserva de no menos de un 5% de las plazas vacantes para ser ocupadas por personas con discapacidad. Para ello, consultará obligatoriamente las bases de datos institucionales internas,”… Se agrega: “con el fin de reservar aquellas plazas vacantes que tengan oferentes disponibles.”. Adicionalmente el Artículo 7°— dispone: “Responsabilidades de las Unidades de Recursos Humanos: Las Unidades de Recursos Humanos tendrán como parte de sus funciones regulares las siguientes: a- Realizar el proceso de selección, reclutamiento y contratación de las personas con discapacidad, conforme a las normas internas propias de cada órgano u entidad. b- Conformar registros de elegibles paralelos especiales, para todas las clases y especialidades, incluyendo aquellas personas con discapacidad que hayan obtenido la elegibilidad de acuerdo con los procedimientos establecidos.”… Igualmente en el mismo Artículo establece: “c- Conformar nóminas (lista de elegibles) con uno o más candidatos, de acuerdo con la cantidad de personas con discapacidad que se encuentren en los registros de elegibles paralelos, para la clase y especialidad de que trate el pedimento de personal, debiendo escoger uno entre los candidatos que se le envían. La nómina estará conformada solo con población con discapacidad sin importar su condición.”. Además el Artículo 8°— dispone: “Obligación de contratar. Todas las instituciones del Sector Público dispuestas en el artículo 2 del presente Reglamento, deberán escoger de manera obligatoria a la persona con discapacidad que haya superado las pruebas selectivas y de idoneidad correspondientes y que acepte el puesto, aunque la nómina o la designación haya sido conformada por un(a) solo(a) candidato(a) o solo una persona se hubiese presentado a la entrevista.”. Finalmente el Artículo 10° establece: “Casos de excepción. Se exceptúa a las instituciones del Sector Público de la no aplicación del presente Reglamento, cuando la institución se halle en los siguientes supuestos:



a- En caso de no encontrarse oferentes idóneos para ocupar las plazas vacantes, la institución deberá documentarlo para justificar la no posibilidad de reservar las plazas y para los efectos del informe estipulado en el artículo 12 de este Reglamento.” … Adicionalmente el Artículo 23 de la Ley 7600, sobre Igualdad de Oportunidades para las Personas con discapacidad, establece: “El Estado garantizará a las personas con discapacidad, tanto en zonas rurales como urbanas, el derecho de un empleo adecuado a sus condiciones y necesidades personales. De la misma manera, el Reglamento a la Ley 7600, dispone en el Artículo 71 “c) Garantizar que el trabajador con discapacidad se ubique en un empleo acorde a sus condiciones y necesidades, en forma digna y remunerado adecuadamente, se mantenga y promocione en el mismo. En el mismo sentido el Convenio C159 sobre la readaptación profesional y el empleo (personas inválidas), 1983. En el Artículo 4 dispone para lo que importa: “Las medidas positivas especiales encaminadas a lograr la igualdad efectiva de oportunidades y de trato entre los trabajadores inválidos y los demás trabajadores no deberán considerarse discriminatorias respecto de estos últimos”. Finalmente es importante acotar, que la propia Ley de la Carrera Judicial. Tiene sabiamente previstos casos extraordinarios como viene ser el que nos ocupa y por ello la propia Ley de Carrera Judicial N° 5155, en su numeral 83, dispone: 



“Los casos no previstos en esta ley o en sus reglamentos se resolverán de acuerdo con la Ley Orgánica del Poder Judicial, el Código de Trabajo, los principios generales del Servicio Civil, las leyes y principios de derecho común, la equidad, la costumbre y los usos locales”. La negrita no pertenece al original. O sea que está debidamente autorizado por nuestro ordenamiento jurídico, el también decidir donde la Persona con discapacidad puede ser más útil. Para concluir la Sala Constitucional, en la sentencia Nº2288-99 de las 11:06 hrs. de 26 de marzo de 1999, señaló: “Esta Sala ya se ha pronunciado en otras ocasiones sobre la protección especial que el ordenamiento jurídico da a las personas discapacitadas, a fin de que éstas puedan desenvolverse normalmente dentro de la sociedad. No se trata simplemente de un trato especial en atención a las particulares condiciones de esa población, sino de un derecho de ésta y una obligación del resto de las personas por respetar esos derechos y cumplir con las obligaciones que de ellos se derivan. [...]".



Conforme a todo lo expuesto, conozco que pronto saldrán a concurso varias plazas nuevas y vacantes para el cargo de juez 5 laboral. Y desconozco si también saldrán a concurso plazas de las demás materias. Lo que si tengo claro es que dentro de dichas plazas a hoy no se ha efectuado la reserva correspondiente al cinco por ciento que pertenece a las personas con discapacidad.



Por esa razón es que me permito solicitar, se verifique la condición de elegibilidad de los jueces con discapacidad y en cumplimiento a la Ley 8862, se reserve de dichas plazas al menos una de ellas que pueda ser ocupada por una persona con Discapacidad. Y que la plaza que se reserve mientras la Corte Plena no designe a su titular sea ocupada de forma interina por la persona con discapacidad que acredite ser idónea para ocuparla. Con lo propuesto, se cumplirá al menos para el año dos mil veinte, con el mandamiento de la Ley 8862 y su Reglamento. Al destinar al menos un código de los que debe disponerse conforme a las regulaciones de la Ley 8862 y su Reglamento. Ya que, aunque no se hayan realizado los concursos especiales para contar con Personas idóneas con Discapacidad. El Reglamento de dicha ley faculta a aplicar la Ley 8862 y su Reglamento. Si una persona con discapacidad resulta declarada idónea conforme al mandato constitucional, entonces puede aplicarse a su favor lo establecido en el apartado segundo del Transitorio I, del Reglamento a la Ley 8862, sobre “Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público en donde se dispone:



“Lo cual no exime de la debida aplicación de la Ley N° 8862”. De lo transcrito, se tiene que se está habilitando al Poder Judicial a que en casos como el que refiero, se está facultado para hacer cumplir el mandato de la Ley. Porque de otra manera se continuaría con el incumplimiento de la normativa especial. Por tal motivo si en el momento actual, se cuenta con Personas con Discapacidad, que hayan participado en algún concurso en el cual hallan resultado ser idóneos, en acatamiento de lo normado en el transitorio supra citado, se faculta al Consejo de la Judicatura a destinar al menos una plaza, a través de la reserva de Ley, para ser utilizado en cumplimiento del mandato del legislador. Una vez efectuada la reserva del cargo o cargos, si únicamente una persona con discapacidad resultara elegible para ocupar el puesto conforme al mandato constitucional de idoneidad, se está facultado por la propia Ley, para recomendar a la Corte Plena su nombramiento. Y si hubiese más cargos en reserva. Y no se contará con Personas con Discapacidad idóneas, entonces la propia norma faculta a llenarles con oferentes sin discapacidad.”
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La Sección Administrativa de la Carrera Judicial informa: 



1. En cumplimiento con la Ley 8862 de Inclusión y Protección de las personas con discapacidad en el Sector Público, la Sección Administrativa de la Carrera Judicial ha realizado los siguientes concursos: 



· CJ-0026-2017 juez y jueza 1 civil, publicado el 27 de julio de 2017, obteniendo como resultado una persona elegible de un total de 17 personas que se inscribieron.



· CJ-0029-2018 juez y jueza 1 familia, publicado el 08 de noviembre de 2018, obteniendo como resultado 3 personas elegibles de un total de 18 personas inscritas. 



1. Con relación al tema, este año se está realizando una consulta dirigida a las personas con discapacidad permanente, sobre su interés para integrar las listas de elegibles para los puestos de la judicatura, mediante un formulario deberán indicar su preferencia según materia y categoría, el fin es generar un diagnostico para determinar que concurso podemos realizar, después de revisar las plazas vacantes, la consulta se divulgo en la página web del Colegio de Abogados y Abogadas y por medio de correo electrónico al personal interno del Poder Judicial. 



1. La Secretaria General de La Corte, solicitó sacar a concurso las siguientes plazas:



		 

 

No. Oficio

		No. Puesto

		Despacho

		Condición

		Observaciones



		4005-19

		109795

		Tribunal de Apelación de Trabajo Primer Circuito Judicial de San José 

		Vacante

		en sustitución del señor Manuel Alfredo Rodríguez Carrillo, quien se acogió a su jubilación.



		8334-18

		95501

		Tribunal de Apelación Civil y Trabajo de Heredia Debe resolver materia civil.

		Vacante

		en sustitución del señor Jorge Mario Soto Álvarez, quien pasó a otro cargo.



		8586-18

		111532

		Tribunal de Apelación Civil y Trabajo de Heredia Debe resolver materia civil.

		Vacante

		en sustitución de la señora Carmen María Blanco Meléndez, quien se acogió a su jubilación.



		8334-18

		6133

		Tribunal de Apelación Civil y Trabajo del I y III Circuito Judicial de Alajuela Debe resolver materia civil.

		Vacante

		en sustitución del Sr. Antonio Gerardo Barrantes Torres, quien se acogió a su jubilación.



		8808-19

		350161

		Tribunal de Apelación Civil y Trabajo de Puntarenas Debe resolver materia civil.

		Vacante

		En sustitución de la señora Adriana María Chacón Catalán, quien se acogió a su jubilación.



		8586-18

		365690

		Tribunal de Apelación Civil y Trabajo de Guanacaste, Liberia debe resolver materia civil.

		Vacante

		en sustitución del señor Max Baltodano Chamorro, quien pasó a otro cargo.





 

1. El señor Olman Ugalde González, cédula de identidad 06010780828, se encuentra elegible para el puesto de juez 5 laboral con un promedio de 80,2745 ocupa la posición 30 de un total de 40 elegibles.



1. El concurso para los puestos mencionados está listo para dar inicio en la presente semana.
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La Ley de inclusión y Protección laboral de las personas con discapacidad en el sector público, No. 8862 establece:



“LEY DE INCLUSIÓN Y PROTECCIÓN LABORAL DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN EL SECTOR PÚBLICO Ley n.° 8862 Publicada en La Gaceta n.° 219 de 11 de noviembre de 2010 _________________________________________________ LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA DECRETA: INCLUSIÓN Y PROTECCIÓN LABORAL DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN EL SECTOR PÚBLICO ARTÍCULO ÚNICO.- En las ofertas de empleo público de los Poderes del Estado se reservará cuando menos un porcentaje de un cinco por ciento (5%) de las vacantes, en cada uno de los Poderes, para que sean cubiertas por personas con discapacidad siempre que exista oferta de empleo y se superen las pruebas selectivas y de idoneidad, según lo determine el régimen de personal de cada uno de esos Poderes. Rige a partir de su publicación.
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Según se establece en el artículo 72 de la Ley de Carrera Judicial, las competencias de este Consejo se limitan a la organización y administración de los concursos y a la confección de las ternas cuando son solicitadas. Lo relativo a la gestión del recurso humano que labora en la administración de justicia, le corresponde a la Corte Suprema de Justicia o al Consejo Superior según sea el caso, con el apoyo de los órganos administrativos que existen a ese efecto, entre ellos, la Presidencia de la Corte y la Secretaría General de la Corte. 



En razón de lo anterior, como la petición del señor Ugalde pretende en primer lugar, que como una acción afirmativa,  se nombre interinamente a una persona con discapacidad en una de las plazas nuevas en materia laboral para la categoría de juez y jueza 5, que reúna los requisitos, al ser esa una competencia de la Corte,  Órgano a cargo de realizar los nombramientos en plazas interinas o vacantes en esa categoría,  se estima procedente trasladar la gestión para que se resuelva si se adopta o no la acción afirmativa pedida.  



Asimismo, el señor Ugalde está haciendo una solicitud para que en concordancia con lo dispuesto en la Ley de Inclusión y Protección Laboral de las personas con discapacidad en el sector público, No. 8862, se destine una plaza de juez 5 para ser ocupada por un aspirante idóneo con discapacidad, solicitud que de acuerdo con las competencias ya mencionadas, también le compete a la Corte resolver. 



Este Consejo estima que el tema de la aplicación de esta Ley debe definirse a nivel institucional dictando directrices que sean de aplicación general y que comprenda todas las áreas en donde se deben hacer nombramientos, no solo a nivel técnico, sino a nivel profesional y a nivel de Judicatura, para lo cual sería necesario realizar las acciones correspondientes con la intervención de la Dirección de Gestión Humana, en coordinación con la Comisión de Discapacidad.  



SE ACORDÓ: Trasladar a la Corte Plena la solicitud del señor Olman Ugalde González.”
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          El doctor Olman Gerardo Ugalde González, Juez del Juzgado de Seguridad Social del Primer Circuito Judicial de San José, en nota de 5 de noviembre de 2020, manifestó: 



“… en relación con el oficio PJ-DGH-SACJ-1961-2020 De 30 de octubre del 2020 que hace referencia al acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura en sesión CJ-044-2020, celebrada el 21 de octubre del año en curso. Me permito ampliar mi solicitud con los siguientes aspectos de importancia.



1.-    Mi preocupación sobre el incumplimiento a las disposiciones de la Ley 8862 de 11 de setiembre 2010, de Inclusión y protección laboral de las personas con discapacidad en el sector público; se retrotrae a antes de julio del año 2014. Cuando por primera vez, me reuní con la Expresidenta de la Corte Suprema de Justicia señora Zarela Villanueva Monge. Y en aquella ocasión en mi calidad de secretario de la Junta Directiva del Patronato Nacional de Ciegos, trate este tema con doña Zarela. En dicha ocasión la señora Villanueva Monge, me solicitó colaboración para el análisis de dicha política y emitió el siguiente correo electrónico:



“De: Zarela Villanueva Monge Enviado el: martes, 08 de julio de 2014 10:09 a.m. Para: Francisco Arroyo Meléndez; Alejandra Monge Arias; Roger Mata Brenes; ugaldego@abogados.or.cr Asunto: Empleabilidad Empleabilidad



Favor hablar con Roger Mata para mejoras en la política institucional de empleabilidad 



Enviarle a don Olman correo ugaldego@abogados.or.cr la política, y escuchar sus observaciones Visita de don Olman Ugalde González Secretario de la junta directiva de ciegos Primer abogado ciego



Buscar otras puestos en la política de empleabilidad del Poder judicial Que sean profesionales. Prueba para exámenes de la judicatura. Buscar cómo mejorar condiciones para que su participación sea igualitaria en exámenes. Comentarle a don Orlando lo de la carrera.



Zarela, desde mi iPad”.



2.-    El 9 de octubre 2014 emití para la presidencia de la Corte Suprema de Justicia el informe que transcribo:



“9 de octubre 2014



Licenciada

Zarella Villanueva Monge, Presidenta

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA



Estimada señora:



Estimada señora presidenta, en primer término permítame saludarle con mi más alta estima y respeto.



En segundo término, acorde con lo tratado en su Despacho, en nuestra reunión del 7 de julio 2014, en referencia al acceso al empleo de las personas con discapacidad y en atención a su atenta petición, procedí a revisar la política de empleabilidad para las personas con discapacidad, con que cuenta el Poder Judicial y que se generó mediante el Documento 8196-11, 4304-14, sesión Nº 4-14 celebrada el 16 de enero de 2014 oportunidad en que se tuvo por recibido el informe Nº 706-JP-2013 de la Comisión de Empleabilidad del Poder Judicial.



Evaluadas las políticas en referencia, procedo a elevarle el siguiente informe, el cual consta de las siguientes acciones:



A). - Examen integral de las políticas de empleabilidad del Poder Judicial, para las personas con discapacidad,



B). - Análisis de la Ley 8862 sobre “Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público” y su Reglamento.



C). - Acciones realizadas internamente con Jerarcas del Poder Judicial, que conllevó conversaciones con el Lic. Francisco Arrollo Meléndez, Director Gestión Humana y la Licda. Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la sección Administrativa, de la Carrera Judicial.



D). - Audiencia con los integrantes de la comisión de empleabilidad del Poder judicial, coordinada muy diligentemente por el Lic. Señor Francisco Arroyo Meléndez. Con la finalidad que diera a conocer mis observaciones y consideraciones, al pleno de la Comisión, sobre la Política de Empleabilidad.



Detalle de las acciones ejecutadas:



1.- Se procede a evaluar las políticas de Empleabilidad dictadas por el Poder Judicial, y detectan las siguientes debilidades o inconsistencias:



A)    Las políticas, no se ajustan al mandato de la Ley, 8862 sobre “Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público”. En razón a que en el momento de emitir las políticas, que regularían la reserva de puestos, que deberán de ser ocupados por personas con discapacidad, exclusivamente fue considerado el (5%), de los puestos nuevos, que regirían a partir del 01 de julio del 2014. Y no un (5%) de la totalidad de los cargos vacantes, conforme lo dispone la Ley N° 8862. Con lo que eventualmente se puede, estar desaplicando parcialmente lo que prescribe dicha norma jurídica, ya que en ella, se dispone literalmente:



“ARTÍCULO ÚNICO.- En las ofertas de empleo público de los Poderes del Estado se reservará cuando menos un porcentaje de un cinco por ciento (5%) de las vacantes, en cada uno de los Poderes, para que sean cubiertas por personas con discapacidad siempre que exista oferta de empleo y se superen las pruebas selectivas y de idoneidad, según lo determine el régimen de personal de cada uno de esos Poderes”.



B). - Los criterios utilizados en la política de empleabilidad, para la reserva inicial de las vacantes, prácticamente solo tomó en consideración cargos a nivel técnico, excluyendo tácitamente con dicha acción, a los oferentes con discapacidad profesionales. Y que han identificado en dicha reserva de cargos, una alta posibilidad de superación y crecimiento. Tal como aspirar a convertirse en jueces, letrados, fiscales y otras profesiones de impacto.



C). - En la política se elige únicamente vacantes a nivel técnico, con lo que se puede estar eventualmente vulnerando el mandato constitucional del numeral 33 de nuestra Constitución Política, que determina, que todos los costarricenses son iguales ante la Ley, y que no podrá hacerse diferencia entre los mismos.



D). - En la política, con la selección previa de las vacantes, se designan de ante mano ciertas zonas del país donde se ubican dichos cargos. Lo que excluye a las personas con discapacidad de otras ciudades a las electas, aunque quizá, en las zonas no consideradas, pueda ser que se encuentren Personas con Discapacidad que resulten ser idóneas conforme al mandato constitucional, y que quizá por las ciudades electas, no puedan aspirar a dichos cargos por la distancia de sus lugares de residencia.



E). - En la política de empleabilidad, al elegirse las vacantes de previo, no se valora que cuando el Poder Judicial, someta a concurso determinadas vacantes, entre las que no se encuentren incluidas las vacantes previamente seleccionadas, destinadas a ser utilizadas por personas con discapacidad. Se presentará la problemática de que el Área de Reclutamiento y Selección, no tendrá forma legal de indicar a las personas con discapacidad que no pueden participar de dichos concursos, porque de hacerlo se estaría vulnerando todo el ordenamiento jurídico nacional e internacional. Justipreciando que todos los ciudadanos en Costa Rica, son iguales ante la Ley, y por tanto tendrán el legítimo derecho de participar en los concursos y si los oferentes con discapacidad llegarán a ser eventualmente idóneos conforme dispone nuestra Carta Magna, en el numeral 192, entonces ostentarán el derecho de ser tomados en consideración y si llegaren a ser  idóneos, debería considerarse sus nombres para un eventual nombramiento, en acatamiento al mandato  de la Ley 8862 sobre “Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público”.



2.- Análisis de Ley N° 8862, sobre “Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público” y su reglamento.



A). - Se tiene que la Ley 8862 sobre “Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público”, fue promulgada en setiembre 2010 y publicada en la Gaceta, 219 del 11 de octubre 2010; y su reglamento fue dictado mediante Decreto Ejecutivo N° 36462-MP-MTSS y Publicado en La Gaceta N° 56 del 21 de marzo 2011. Con lo que la Ley al momento actual tiene ya más de cuatro años de dictada y más de tres años y medio de haber sido reglamentada, y pese a ello todavía no se aplica conforme a su mandato.



B). - El Reglamento a la Ley 8862, sobre “Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público”. En su Transitorio I dispone que “El estudio referido en el artículo segundo de este reglamento y la consecuente política institucional en la materia deberá estar listo a más tardar en el segundo trimestre del año 2011”. Con lo que a la fecha se cuenta con un desfase de más de tres años, en el cumplimiento de lo dispuesto por el Legislador.



C). - Adicionalmente y de gran relevancia para las personas con Discapacidad, es lo que se norma en el apartado segundo del mismo transitorio, en donde se dispone literalmente:



“lo cual no exime de la debida aplicación de la Ley N° 8862”. Lo transcrito, ésta mandando que pese a que se carezca de la política institucional, persiste la obligatoriedad de aplicar la Ley. O sea que si en el momento actual se cuenta con Personas con Discapacidad, que hayan participado en algún concurso del cual hallan resultado ser idóneos, en acatamiento de lo normado en el transitorio supra citado, debería procederse a identificar la vacante y a su nombramiento sin mayor dilación.



D). - Se debe tomar en consideración que cuando en el Artículo 5, del Reglamento a la Ley 8862, se establece: “Hacer anualmente un estudio para identificar los puestos que serán objeto de una reserva de no menos de un 5% de las plazas vacantes para ser ocupadas por personas con discapacidad”.



Con lo anterior, no se está normando que las vacantes deben ser identificadas, en determinados lugares a elegir por conveniencia. Si no lo que ello implica es que de determinada la clase de puesto que se debe reservar un 5% de las vacantes, ejemplo, si existen cien vacantes de cargos de auxiliares judiciales, lo que la ley ordena es reservar al menos cinco de ellas, para eventualmente ser ocupadas por personas con discapacidad. Independientemente esto de la zona en que se vayan a ubicar, esto será algo por definir dependiendo de dónde el patrono cuente con las vacantes. Esta misma regla será la que se deba cumplir con los otros tipos de cargos, sean estos de jueces, letrados o cualquier otro.



E). - Otro aspecto muy importante a dejar claro, es que efectuada la reserva de las vacantes, y realizados los respectivos concursos, si de ellos no resultaran Personas con Discapacidad, que sean idóneas para ocupar los puestos conforme al mandato constitucional, del artículo 192 de nuestra Constitución Política, inmediatamente el Poder Judicial, o cualquier otro Poder de la República, quedan facultados por la propia Ley, para llenar las plazas reservadas, con oferentes sin discapacidad. Ejemplifiquemos esto: se reservaron tres cargos para jueces, y efectuado el proceso de selección, únicamente una persona con discapacidad, resultó ser idónea, al calificar para ocuparla conforme dispone la norma constitucional. Entonces las vacantes restantes fruto de ese concurso, al no existir más Personas con Discapacidad idóneas, pueden ser llenadas con oferentes sin discapacidad, sin que con ello se vulnere el mandato de la Ley 8862.



3.- Acciones realizadas a lo interno del Poder Judicial con sus Jerarcas.



Contacté al Lic. Francisco Arroyo Meléndez, Director Gestión Humana y a la Licda. Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la sección Administrativa, de la Carrera Judicial.



Procedí a tratar el tema de la política de empleabilidad, con el Lic. Francisco Arroyo Meléndez, y le trasladé en forma verbal las anteriores observaciones. Además, con la Licda. Lucrecia Chaves Torres, también traté tópicos relativos a la accesibilidad del sitio web de la Corte y de las pruebas que se aplican a las personas con discapacidad, para conocer de su accesibilidad. Cabe anotar que de ambos funcionarios, se ha encontrado una muy buena disposición a valorar las observaciones de que se trata en este pequeño informe.



4.- Audiencia con los integrantes de la comisión de empleabilidad del Poder judicial.



Luego de haber tratado los anteriores tópicos, con el Lic. Francisco Arroyo Meléndez, Director del Departamento Gestión Humana, el 10 de septiembre 2014, fui recibido en Audiencia por los integrantes de la comisión de empleabilidad del Poder judicial, audiencia coordinada muy diligentemente por el Lic. Francisco Arroyo Meléndez, con la finalidad que diera a conocer mis observaciones y consideraciones, al pleno de la Comisión, sobre la Política de Empleabilidad, así como que atendiera preguntas o interrogantes de sus integrantes. 



Conforme a lo señalado, en dicha audiencia expliqué lo que considero de la política, y formalicé recomendaciones que a mi juicio pueden mejorarle, atendí preguntas del pleno de la Comisión; he incluso una de las participantes señaló que sería importante escuchar a otras personas con discapacidad que no fueran ciegas, para conocer su parecer. Lo anterior me resultó bastante prudente e interesante, por lo que recomendé se entrevistara entre esas personas, a la Licda. Ericka Álvarez Ramírez, actual asesora de la Primera Vicepresidenta de la República, doña Ana Elena Chacón, quien es una persona que posee una discapacidad de movilidad reducida al faltarle una pierna. Además, de que es la persona responsable en casa presidencial de los tópicos que tienen relación con la discapacidad, e igualmente me puse a la disposición de la Comisión para contactarles con el Consejo Nacional de Rehabilitación, o con personas de otro tipo de discapacidades, como podrían ser personas sordas o con cualquier otra discapacidad que se requiera entrevistar, así como para cualquier tema que ellos tengan a bien someter a mi criterio.



Conclusiones:



1.- La Ley 8862 sobre “Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público”, fue promulgada en setiembre 2010 y publicada en la Gaceta, 219 del 11 de octubre 2010; y su reglamento fue dictado mediante Decreto Ejecutivo N° 36462-MP-MTSS y Publicado en La Gaceta N° 56 del 21 de marzo 2011. Con lo enunciado se tiene que la Ley 8862, cuenta con más de cuatro años de emitida y con más de tres años y medio de haber sido reglamentada. Sin embargo, aún todavía no se aplica, en eventual perjuicio de las personas con discapacidad.



2.- En la política de empleabilidad, al elegirse las vacantes de previo, no se valora que cuando el Poder Judicial, saque a concurso ciertas vacantes, entre las que no se encuentren incluidas las vacantes previamente seleccionadas, destinadas a ser utilizadas por personas con discapacidad, se presentará la problemática, de que el Área de Reclutamiento y Selección, no tendrá forma legal de indicar a las personas con discapacidad que no pueden participar de dichos concursos, porque de hacerlo se estaría vulnerando todo el ordenamiento jurídico nacional e internacional. Justipreciando que todos los ciudadanos en Costa Rica, son iguales ante la Ley, y por tanto tendrán el legítimo Derecho de participar en los concursos y si los oferentes con discapacidad llegarán a ser eventualmente idóneos conforme dispone nuestra Carta Magna, en el numeral 192, ostentarán el derecho de ser tomados en consideración y si la Persona con Discapacidad llegaré a ser  idónea, debería considerarse para un eventual nombramiento, ello en acatamiento al mandato  de la Ley 8862 sobre “Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público” y su reglamento.



3.- El Reglamento a la Ley 8862, sobre “Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público”, en su Transitorio I. dispone que “El estudio referido en el artículo segundo de este reglamento y la consecuente política institucional en la materia deberá estar listo a más tardar en el segundo trimestre del año 2011”.  Con lo que a la fecha se cuenta con un desfase de más de tres años, en el cumplimiento de lo dispuesto.



4.- En el apartado segundo del Transitorio I, del Reglamento a la Ley 8862, sobre “Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público se dispone:



“lo cual no exime de la debida aplicación de la Ley N° 8862”. Lo transcrito, está mandando que pese a que se carezca de la política institucional, persiste la obligatoriedad de aplicar la Ley. O sea que si en el momento actual se cuenta con Personas con Discapacidad, que hayan participado en algún concurso del cual hallan resultado ser idóneos, en acatamiento de lo normado en el transitorio supra citado, debería procederse a identificar la vacante y a su nombramiento sin mayor dilación.



Recomendaciones:



1.- Se requiere en el Poder Judicial ajustar la política sobre la reserva de puestos, destinada a ser ocupada por personas con discapacidad, tomando en consideración al menos un (5%), de la totalidad de los cargos vacantes, y no exclusivamente sobre los nuevos cargos como se efectúo originalmente. Para que con dicha acción cumplir con el mandato de la Ley 8862 sobre “Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público”



2.- Se requiere ajustar la reserva de plazas vacantes, para que no aparezcan solo cargos a nivel técnico, sino que también en la reserva se incorporen plazas a nivel profesional. Con ello se evitarán eventuales actos de discriminación, hacia las personas con discapacidad, que ostenten el grado de profesionales, donde el único aspecto para prescindir de la oferta de una persona con discapacidad, lo ha de ser el mandato del Artículo 192 de nuestra Constitución Política, el cual enmarca la idoneidad del oferente.



3.- La selección de las plazas vacantes debe efectuarse, por categoría o clases de puestos y no destinando de previo el lugar de ubicación y el nombre del cargo por ofertar. Esto se debe efectuar de una forma diferente y es haciendo la selección por clase de puesto de que trate. Ejemplifiquemos esto: si se necesitare llenar cien vacantes de auxiliares judiciales, entonces la reserva se debe realizar sobre esas cien vacantes, o sea se reservan cinco vacantes para ser ocupadas por personas con discapacidad, sin señalar de previo que son de San José, Alajuela o Limón. Y hasta que se supere el proceso se podrá determinar si se cuenta con oferta de personas con discapacidad idóneas para ocupar dichas vacantes. Luego de superado todo el proceso de selección, será posible por razones de conveniencia tanto para el Poder-Judicial, como para la persona que va a ser contratada, valorar la mejor ubicación, considerando factores tales como accesibilidad, tecnología, acceso al entorno físico, especialización de las funciones. Ello lo ejemplificamos de la siguiente manera, si la persona es ciega y va a ocupar un puesto de juez, y el Poder Judicial, tiene implementado procesos de oralidad, lo más conveniente y lógico, será acordar que ese es el mejor lugar de trabajo para ese futuro funcionario. Pero por conveniencia para ambas partes, ya que la persona ciega va a poder brindar un mejor rendimiento y el Poder Judicial y los costarricenses en general se van a beneficiar con un funcionario público eficaz y eficiente. De esta forma se podrá proceder en otros casos.



De esta forma le dejo brindado este informe y desde ya me pongo a sus gratas órdenes para cualquier otro asunto que tenga a bien requerir.



Cordialmente,



Dr. Olman Ugalde González, abogado persona ciega 

Secretario Junta Directiva, Patronato Nacional de Ciegos

CC:  Lic. Francisco Arroyo Meléndez, Director Gestión Humana

Msc. Róger Mata Brenes, Director Despacho de Presidencia.”.



3.-    Como puede notarse, Desde esa fecha o antes vengo luchando por que la Institución cumpla con el mandato de la Ley 8862, emitida desde hace más de diez años. Y Si ciertamente El Consejo de la Judicatura y la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial, este año durante octubre y noviembre 2020 esta realizando una consulta dirigida a las personas con discapacidad permanente, sobre su interés para integrar las listas de elegibles para los puestos de la judicatura, mediante un formulario deberán indicar su preferencia según materia y categoría, el fin es generar un diagnostico para determinar que concurso podemos realizar, después de revisar las plazas vacantes, la consulta se divulgo en la página web del Colegio de Abogados y Abogadas y por medio de correo electrónico al personal interno del Poder Judicial. Se debe aclarar que este resulta ser un diagnostico sin ninguna reserva de cargos. Nótese que el mismo formulario hace las siguientes observaciones:



“Se aclara que la presente consulta NO es un concurso, sino que se trata de un levantamiento de información que servirá como insumo para determinar cuáles son las categorías y materias para cargos de juez y jueza en los cuales hay un mayor interés. Para las clases de puestos de juez y jueza 4 la edad mínima es 30 años y 35 años para los puestos de juez y jueza 5. En este último debe contar con un mínimo de 10 años de experiencia profesional.” … La negrita no pertenece al original.



Como puede observarse no es posible que después de diez años de vigencia de la Ley 8862 se prosiga en intentos de cómo hacerle cumplir. _Adicionalmente este sería un proyecto a concretar si se diera entre dos a tres años al menos. Todos sabemos que un concurso de judicatura lleva al menos dos años y apenas se está en una etapa de recopilar información de un cuestionario y he de destacar con el debido respeto que ese no es el mandato de la Ley 8862, ya que desde su promulgación la instrucción es determinante:



“En las ofertas de empleo público de los Poderes del Estado se reservará cuando menos un porcentaje de un cinco por ciento (5%) de las vacantes, en cada uno de los Poderes, para que sean cubiertas por personas con discapacidad siempre que exista oferta de empleo y se superen las pruebas selectivas y de idoneidad, según lo determine el régimen de personal de cada uno de esos Poderes” (El destacado no corresponde al original).



Preocupantemente aunque estoy tratando en este caso el asunto de judicatura, la problemática se da desde los puestos técnicos hasta los de más alto nivel y las personas con discapacidad llevan en espera más de diez años de que este poder de la República haga cumplir la Ley 8862 acorde a su mandato. Y incluso al Departamento de Gestión Humana se le podría solicitar eventualmente responsabilidad por incumplir los Artículos 7, 8, 12 del Reglamento a la Ley 8862 que disponen:



“Artículo 7°— Responsabilidades de las Unidades de Recursos Humanos: Las Unidades de Recursos Humanos tendrán como parte de sus funciones regulares las siguientes:



a- Realizar el proceso de selección, reclutamiento y contratación de las personas con discapacidad, conforme a las normas internas propias de cada órgano u entidad.



b- Conformar registros de elegibles paralelos especiales, para todas las clases y especialidades, incluyendo aquellas personas con discapacidad que hayan obtenido la elegibilidad de acuerdo con los procedimientos establecidos. Excepto, las instituciones cubiertas por el Régimen del Servicio Civil, que se rigen por los procedimientos propios establecidos.



c- Conformar nóminas (lista de elegibles) con uno o más candidatos, de acuerdo con la cantidad de personas con discapacidad que se encuentren en los registros de elegibles paralelos, para la clase y especialidad de que trate el pedimento de personal, debiendo escoger uno entre los candidatos que se le envían. La nómina estará conformada solo con población con discapacidad sin importar su condición.



d- En coordinación con la Comisión Especializada, velar porque se brinden las condiciones y los servicios de orientación y apoyo a las personas con discapacidad desde el período de prueba y realizar las adecuaciones en el puesto de trabajo y los ajustes razonables que se requieran en el entorno laboral de la institución, a fin de que coadyuven positivamente en el desempeño laboral, de conformidad con lo que se establece en el Capítulo de Acceso del Trabajo de la Ley N° 7600 y su Reglamento.



Artículo 8°—Obligación de contratar. Todas las instituciones del Sector Público dispuestas en el artículo 2 del presente Reglamento, deberán escoger de manera obligatoria a la persona con discapacidad que haya superado las pruebas selectivas y de idoneidad correspondientes y que acepte el puesto, aunque la nómina o la designación haya sido conformada por un(a) solo(a) candidato(a) o solo una persona se hubiese presentado a la entrevista.



Artículo 12. —Deber de rendir informes. Las Unidades de Recursos Humanos de las entidades estipuladas en el artículo 2, elaborarán y remitirán a la Comisión Técnica Interinstitucional para la Empleabilidad de las Personas con Discapacidad, informes de cumplimiento semestral con el detalle de las acciones realizadas y las justificaciones que se estimen pertinentes. Dichos informes deberán presentarse a más tardar el 31 de julio y el 31 de enero de cada año, de acuerdo con los lineamientos, formatos y por los medios que dicha Comisión o este Reglamento determine en forma estandarizada para todo el Sector Público.”. La negrita no corresponde al original.



Conforme a lo expuesto y no solo por que quién suscribe sea una persona con Discapacidad, estoy pretendiendo que la Institución cumpla con la reserva del 5% de plazas vacantes, solo como ejemplo para el año 2020 se tiene o ha tenido un total de más de treinta plazas disponibles exclusivamente para la materia de Juez cinco de las cuales al día de hoy no se a destinado ni una para ser ocupada por personas con discapacidad,. Esto conforme al detalle que le solicité a la funcionaria Laura Marcela Gutiérrez Escobar y que trascribo a continuación:



“Relación de puestos al 04 de setiembre de 2020



Materia     Vacantes      En consulta        Pendiente     Observación



Laboral Apelaciones      14      6        8        2 plazas trasladadas al Juzgado Laboral



5 plazas pendiente de solicitar por el Centro de Gestión y Apoyo, 1 nombrada interina



Civil Apelaciones 3        2        1        pendiente de solicitar por el Centro de Gestión y Apoyo



Contencioso Administrativo Apelaciones         2        0        2        por estudio de planificación 



Penal Apelaciones          0        0        0        ***



Penal Juvenil Apelaciones       0        0        0        ****

Centro de Gestión y Apoyo      5        0        5        pendiente de solicitar por el Centro de Gestión y Apoyo



Total          24      8        16      



Además, para el año 2020 se nombraron en propiedad 6 plazas de civil apelaciones y 3 plazas de penal apelaciones.”.



La negrita no pertenece al original.



Acorde a lo expuesto y únicamente para el cargo de Juez cinco, se debieron reservar al menos dos plazas de las cuales si no se tuviera oferentes con discapacidad las mismas, se podrían llenar con oferentes sin discapacidad pero previo a cumplir con el mandato de la Ley 8862. Por ese motivo es que solicite al Consejo de la Judicatura considerando que no han existido concursos especiales y que por ende no se va a disponer de muchos oferentes con discapacidad, es que en concordancia con lo dispuesto en la Ley de Inclusión y Protección Laboral de las personas con discapacidad en el sector público, No. 8862,  es que estoy requiriendo al menos se destine una plaza de juez 5 para ser ocupada por un aspirante idóneo con discapacidad y si no se hiciera pronto el nombramiento, para ser congruente con la reserva estoy requiriendo como una acción afirmativa, se nombre interinamente a la persona con discapacidad que resulte ser idónea en la plaza reservada en materia laboral para la categoría de juez y jueza 5.



Finalmente al igual que lo realiza el Consejo de la Judicatura, Aprovecho para requerir que el tema de la aplicación de esta Ley se defina a nivel institucional dictando directrices que sean de aplicación general y que comprenda todas las áreas en donde se deben hacer nombramientos, no solo a nivel técnico, sino a nivel profesional y a nivel de Judicatura, para lo cual sería necesario realizar las acciones correspondientes con la intervención de la Dirección de Gestión Humana, en coordinación con la Comisión de empleabilidad en materia de Discapacidad. Para lo cual en mi calidad de magistrado suplente de la Sala Segunda, y como persona con discapacidad, me pongo a la disposición de la honorable Corte Plena para colaborar en lo que sus autoridades lo tengan a bien. Y concluyo enfatizando que se llevan más de diez años de incumplimiento a los mandatos de la Ley 8862 y Ley 8661, vigente desde el 29 de setiembre de 2008, cuando el Estado ratifica la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD) y el Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.



De esta forma dejo ampliada mi petición al Consejo de la Judicatura.”



- 0 -



Dichas diligencias se trasladaron para estudio e informe tanto a la Dirección de Gestión Humanan como de la Comisión de Acceso a Personas con Discapacidad.



Posteriormente, el doctor Olman Gerardo Ugalde González, Juez del Juzgado de Seguridad Social del Primer Circuito Judicial de San José, en nota de 10 de noviembre de 2020, indicó: 



“(…) en relación con los escritos:



PJ-DGH-SACJ-1974-2020 TJ-084-2020 de 02 de noviembre de 2020, PJ-DGH-SACJ-1975-2020,  TJ-084-2020,  de  fecha  02 de noviembre de 2020, PJ-DGH-SACJ-1971-2020 TJ-084-2020 02 de noviembre de 2020, TJ-084-2020 02 de noviembre de 2020 Y el TJ-0084-2020 de 02 de noviembre de 2020, suscritos por el Consejo de la Judicatura, Dirección de Gestión Humana Subproceso de la Administración de la Carrera Judicial. PJ-DGH-SACJ-1974-2020 TJ-084-2020, 02 de noviembre de 2020, que remite cinco ternas para el nombramiento en propiedad de Juez(a) 5 Laboral.  Apelaciones.



Con el debido respeto deseo solicitar a la honorable Corte Plena que previo a proceder con estos nombramientos y cualquier otro de Juez(a) 5 Apelaciones, primeramente se proceda a resolver la gestión relacionada con el oficio PJ-DGH-SACJ-1961-2020 De 30 de octubre del 2020 que hace referencia al acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura en sesión CJ-044-2020, celebrada el 21 de octubre del año en curso y ampliada por el suscrito con nota de 5 de noviembre de 2020.



Esta petición tiene relación directa en que dichos nombramientos se relacionan con la solicitud de la reserva que debe efectuar el Poder Judicial, de un cinco por ciento de plazas para ser ocupadas por las personas con Discapacidad, acorde al mandato de la Ley 8862 sobre Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público, que dispone:



“En las ofertas de empleo público de los Poderes del Estado se reservará cuando menos un porcentaje de un cinco por ciento (5%) de las vacantes, en cada uno de los Poderes, para que sean cubiertas por personas con discapacidad siempre que exista oferta de empleo y se superen las pruebas selectivas y de idoneidad, según lo determine el régimen de personal de cada uno de esos Poderes”. (El destacado no corresponde al original).



Conforme a lo expuesto y valorando que para el año 2020 y para años anteriores la Institución no ha efectuado la reserva del 5% de plazas vacantes. Y ya para el año 2020 se nombraron en propiedad 6 plazas de civil apelaciones y 3 plazas de penal apelaciones.”. De proseguirse con los nombramientos sin efectuarse la respectiva reserva de Ley, se puede llegar a que cuando se determine la obligatoriedad de proceder con la reserva las plazas estén en su totalidad ocupadas, o de las que se disponga no sean acorde con las personas con discapacidad que acrediten ser idóneas. Y ello conlleve a incumplir una vez más con la obligatoria reserva.



Por todas las razones desarrolladas, respetuosamente solicito a la honorable Corte Plena que previo a efectuar estos nombramientos y cualquier otro de Juez(a) 5 Apelaciones, primeramente se resuelva mi gestión relacionada con el oficio PJ-DGH-SACJ-1961-2020 De 30 de octubre del 2020 que hace referencia al acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura en sesión CJ-044-2020, celebrada el 21 de octubre del año en curso y ampliada por el suscrito con nota de 5 de noviembre de 2020. Adicionalmente fundamento mi petición en que se llevan más de diez años de vigencia de las leyes 8862 y Ley 8661, vigente desde el 29 de setiembre de 2008, cuando el Estado ratifica la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD) y el Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y a la fecha lamentablemente la Institución tiene un incumplimiento a sus mandatos y por esa razón tampoco para el año dos mil veinte a este momento se cuenta con la respectiva reserva.”



- 0 -



La magistrada Vargas, en calidad de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad e Integrante de la Comisión Especializada de Empleabilidad, en oficio N° DVV-S1-0170-2020, de 11 de noviembre de 2020 manifestó:



“En atención al Oficio N° 10429-2020 de 6 de noviembre de 2020 en el que la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia solicita informe en relación con el Oficio PJ-DGH-SACJ-1961-2020[footnoteRef:1], suscrito por la máster Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial y la nota de 5 de noviembre de 2020, emitida por el doctor Olman Ugalde González, magistrado suplente de la Sala Segunda y Juez del Juzgado de Seguridad Social del Primer Circuito Judicial de San José; le informo: [1:  Número de gestión corregida por la Secretaría de la Corte mediante oficio No. 10604-2020 del 11 de noviembre de 2020] 




I. Antecedentes



El Consejo de la Judicatura en sesión CJ-044-2020, celebrada el 21 de octubre de 2020, Artículo V, tomó el acuerdo de trasladar a Corte Plena la solicitud formulada por el juez Olman Ugalde González, decisión que fue puesta en conocimiento mediante Oficio N° PJ-DGH-SACJ-1961-2020 de 30 de octubre de 2020.



La gestión del juez Ugalde fue realizada en correo electrónico de fecha 17 de octubre de 2020, y en ella indica: 



“… me apersono ante sus dignas autoridades para hacer referencia que mediante la Ley 8661, vigente desde el 29 de setiembre de 2008, el Estado ratifica la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD) y el Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.



Que el 11 de setiembre 2010, se promulga la Ley de Inclusión y protección laboral de las personas con discapacidad en el sector público; cuyo texto dispone la reserva, en cada oferta de empleo público en cada uno de los Poderes de la República, de un cinco por ciento de las vacantes, destinados para personas con discapacidad. Dicha Ley fue publicada en la Gaceta, 219 del 11 de octubre 2010; su reglamento fue dictado mediante Decreto Ejecutivo N° 36462-MP-MTSS, Publicado en La Gaceta N° 56 del 21 de marzo 2011.



Conforme a lo enumerado la Ley al momento actual tiene más de diez años de su promulgación y más de nueve años seis meses de haber sido reglamentada. Por esa razón les hago notar mi preocupación en virtud que la misma a hoy todavía no se aplica en el Poder Judicial conforme a su mandato. E de rescatar que, aunque dicha normativa es absolutamente clara en cuanto a la reserva del cinco por ciento de las vacantes, destinados para personas con discapacidad. Y refiriéndome propiamente a la Judicatura. El Consejo de la Judicatura. Durante estos más de diez años de vigencia de la ley de Inclusión y protección laboral de las personas con discapacidad en el sector público; únicamente ha promovido y destinado tres plazas de jueces para Personas con Discapacidad, a saber, una de Juez Civil uno, y dos de Juez dos de familia. Sin considerar para ello plazas de jueces de nivel superior como pueden ser jueces cuatro o cinco. Y sin valorar que en la Institución podamos haber personas idóneas para poder desempeñarles. Para ejemplificar este asunto he de señalar: que el suscrito participó del “concurso CJ-16-2019, para el cargo de juez 5 laboral de apelaciones. y a tales efectos el Consejo de la Judicatura Dirección de Gestión Humana Sección Administrativa de la Carrera Judicial me notificó:



…”0601780828- UGALDE GONZALEZ OLMAN GERARDO- Promedio- CJ-0016-2019-JUEZ5- TRIBUNAL DE APELACIONES EN SENTENCIA LABORAL Nombre: UGALDE GONZALEZ OLMAN GERARDO Identificación: Clase de puesto: JUEZ 5 Materia Judicial: Tribunal de Apelaciones en Sentencia Laboral Fecha de corte actual: 11/09/2019 Promedio anterior: 0 Promedio propuesto: 80.2745”. Además, he de indicar desconozco si en el Poder Judicial, existan otras personas en mí misma situación, que al igual que mi persona, puedan aspirar a ocupar un cargo de Juez cinco una vez acreditada ser idónea.



Es importante enfatizar que mediante la Ley de Inclusión y Protección de las personas con discapacidad en el Sector Público (Ley N° 8862 de setiembre de 2010) se reservó un porcentaje no menor del 5% de las plazas vacantes en la Administración Pública, para ser cubiertas por las personas con discapacidad, siempre que existan ofertas de empleo y se superen las pruebas selectivas y de idoneidad que corresponda. Sin establecerse que las plazas serían exclusivamente para cargos de niveles inferiores. Por esa razón es que la Ley N° 8862 es concebida como una acción afirmativa de tipo laboral en beneficio de la población con discapacidad en el país, lo cual constituye una política pública que requiere de un conjunto de medidas reglamentarias conducentes a su debida operativización y seguimiento en su aplicación dentro del sector público, con el fin de asegurar la igualdad de oportunidades y el emprendimiento de acciones especiales que garanticen su cumplimiento efectivo, sin dilaciones u obstáculos indebidos, coadyuvando de ese modo a facilitar la plena integración de las personas con discapacidad en la sociedad, luchando contra el desempleo que enfrenta dicha población. Igualmente la Convención Internacional de Derechos de las Personas con Discapacidad, aprobada por la Asamblea Legislativa de Costa Rica por Ley N° 8661, en su artículo 27 promueve que se prohíba la discriminación por motivos de discapacidad con respecto a todas las cuestiones relativas a cualquier forma de empleo, incluidas las condiciones de selección, contratación y empleo, la continuidad en el empleo, la promoción profesional, condiciones de trabajo seguras y saludables, y en particular la igualdad de oportunidades y de remuneración por igual valor, incluida la protección contra el acoso y la reparación por agravios sufridos. 



Adicionalmente el Reglamento a la Ley 8862, dispone para lo que interesa al Poder Judicial: “Artículo 2°—Ámbito de aplicación. Las disposiciones contenidas en este Reglamento serán de aplicación obligatoria para todo el sector público, mismo que comprenderá:” … al Poder Judicial y todos sus órganos;” … En el Artículo 3°— se establece: “Objeto del Reglamento. El presente Reglamento tiene como objeto regular los mecanismos para la efectiva aplicación y seguimiento de la Ley N°8862, a fin de alcanzar la más plena inclusión de las personas con discapacidad en el ámbito laboral del sector público.”. El Artículo 5°— dispone para lo que importa: “La Comisión Especializada tendrá las siguientes funciones a su cargo: a- Hacer anualmente un estudio para identificar los puestos que serán objeto de una reserva de no menos de un 5% de las plazas vacantes para ser ocupadas por personas con discapacidad. Para ello, consultará obligatoriamente las bases de datos institucionales internas,” … Se agrega: “con el fin de reservar aquellas plazas vacantes que tengan oferentes disponibles.”. 



Adicionalmente el Artículo 7°— dispone: “Responsabilidades de las Unidades de Recursos Humanos: Las Unidades de Recursos Humanos tendrán como parte de sus funciones regulares las siguientes: a- Realizar el proceso de selección, reclutamiento y contratación de las personas con discapacidad, conforme a las normas internas propias de cada órgano u entidad. b- Conformar registros de elegibles paralelos especiales, para todas las clases y especialidades, incluyendo aquellas personas con discapacidad que hayan obtenido la elegibilidad de acuerdo con los procedimientos establecidos.” … Igualmente en el mismo Artículo establece: “c- Conformar nóminas (lista de elegibles) con uno o más candidatos, de acuerdo con la cantidad de personas con discapacidad que se encuentren en los registros de elegibles paralelos, para la clase y especialidad de que trate el pedimento de personal, debiendo escoger uno entre los candidatos que se le envían. La nómina estará conformada solo con población con discapacidad sin importar su condición.”. 



Además, el Artículo 8°— dispone: “Obligación de contratar. Todas las instituciones del Sector Público dispuestas en el artículo 2 del presente Reglamento, deberán escoger de manera obligatoria a la persona con discapacidad que haya superado las pruebas selectivas y de idoneidad correspondientes y que acepte el puesto, aunque la nómina o la designación haya sido conformada por un(a) solo(a) candidato(a) o solo una persona se hubiese presentado a la entrevista.”. 



Finalmente, el Artículo 10° establece: “Casos de excepción. Se exceptúa a las instituciones del Sector Público de la no aplicación del presente Reglamento, cuando la institución se halle en los siguientes supuestos:



a- En caso de no encontrarse oferentes idóneos para ocupar las plazas vacantes, la institución deberá documentarlo para justificar la no posibilidad de reservar las plazas y para los efectos del informe estipulado en el artículo 12 de este Reglamento.” … Adicionalmente el Artículo 23 de la Ley 7600, sobre Igualdad de Oportunidades para las Personas con discapacidad, establece: “El Estado garantizará a las personas con discapacidad, tanto en zonas rurales como urbanas, el derecho de un empleo adecuado a sus condiciones y necesidades personales. De la misma manera, el Reglamento a la Ley 7600, dispone en el Artículo 71 “c) Garantizar que el trabajador con discapacidad se ubique en un empleo acorde a sus condiciones y necesidades, en forma digna y remunerado adecuadamente, se mantenga y promocione en el mismo. En el mismo sentido el Convenio C159 sobre la readaptación profesional y el empleo (personas inválidas), 1983. En el Artículo 4 dispone para lo que importa: “Las medidas positivas especiales encaminadas a lograr la igualdad efectiva de oportunidades y de trato entre los trabajadores inválidos y los demás trabajadores no deberán considerarse discriminatorias respecto de estos últimos”. Finalmente es importante acotar, que la propia Ley de la Carrera Judicial. Tiene sabiamente previstos casos extraordinarios como viene ser el que nos ocupa y por ello la propia Ley de Carrera Judicial N° 5155, en su numeral 83, dispone: 



“Los casos no previstos en esta ley o en sus reglamentos se resolverán de acuerdo con la Ley Orgánica del Poder Judicial, el Código de Trabajo, los principios generales del Servicio Civil, las leyes y principios de derecho común, la equidad, la costumbre y los usos locales”. La negrita no pertenece al original. O sea que está debidamente autorizado por nuestro ordenamiento jurídico, el también decidir donde la Persona con discapacidad puede ser más útil. Para concluir la Sala Constitucional, en la sentencia Nº 2288-99 de las 11:06 hrs. de 26 de marzo de 1999, señaló: “Esta Sala ya se ha pronunciado en otras ocasiones sobre la protección especial que el ordenamiento jurídico da a las personas discapacitadas, a fin de que éstas puedan desenvolverse normalmente dentro de la sociedad. No se trata simplemente de un trato especial en atención a las particulares condiciones de esa población, sino de un derecho de ésta y una obligación del resto de las personas por respetar esos derechos y cumplir con las obligaciones que de ellos se derivan. [...]".



Conforme a todo lo expuesto, conozco que pronto saldrán a concurso varias plazas nuevas y vacantes para el cargo de juez 5 laboral. Y desconozco si también saldrán a concurso plazas de las demás materias. Lo que si tengo claro es que dentro de dichas plazas a hoy no se ha efectuado la reserva correspondiente al cinco por ciento que pertenece a las personas con discapacidad.



Por esa razón es que me permito solicitar, se verifique la condición de elegibilidad de los jueces con discapacidad y en cumplimiento a la Ley 8862, se reserve de dichas plazas al menos una de ellas que pueda ser ocupada por una persona con Discapacidad. Y que la plaza que se reserve mientras la Corte Plena no designe a su titular sea ocupada de forma interina por la persona con discapacidad que acredite ser idónea para ocuparla. Con lo propuesto, se cumplirá al menos para el año dos mil veinte, con el mandamiento de la Ley 8862 y su Reglamento. Al destinar al menos un código de los que debe disponerse conforme a las regulaciones de la Ley 8862 y su Reglamento. Ya que, aunque no se hayan realizado los concursos especiales para contar con Personas idóneas con Discapacidad. El Reglamento de dicha ley faculta a aplicar la Ley 8862 y su Reglamento. Si una persona con discapacidad resulta declarada idónea conforme al mandato constitucional, entonces puede aplicarse a su favor lo establecido en el apartado segundo del Transitorio I, del Reglamento a la Ley 8862, sobre “Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público en donde se dispone:



“Lo cual no exime de la debida aplicación de la Ley N° 8862”. De lo transcrito, se tiene que se está habilitando al Poder Judicial a que en casos como el que refiero, se está facultado para hacer cumplir el mandato de la Ley. Porque de otra manera se continuaría con el incumplimiento de la normativa especial. Por tal motivo si en el momento actual, se cuenta con Personas con Discapacidad, que hayan participado en algún concurso en el cual hallan resultado ser idóneos, en acatamiento de lo normado en el transitorio supra citado, se faculta al Consejo de la Judicatura a destinar al menos una plaza, a través de la reserva de Ley, para ser utilizado en cumplimiento del mandato del legislador. Una vez efectuada la reserva del cargo o cargos, si únicamente una persona con discapacidad resultara elegible para ocupar el puesto conforme al mandato constitucional de idoneidad, se está facultado por la propia Ley, para recomendar a la Corte Plena su nombramiento. Y si hubiese más cargos en reserva. Y no se contará con Personas con Discapacidad idóneas, entonces la propia norma faculta a llenarles con oferentes sin discapacidad.”



La Sección Administrativa de la Carrera Judicial remitió informe al Consejo de la Judicatura, en el que se indica:



5) En cumplimiento con la Ley 8862 de Inclusión y Protección de las personas con discapacidad en el Sector Público, la Sección Administrativa de la Carrera Judicial ha realizado los siguientes concursos: 



· CJ-0026-2017 juez y jueza 1 civil, publicado el 27 de julio de 2017, obteniendo como resultado una persona elegible de un total de 17 personas que se inscribieron.



· CJ-0029-2018 juez y jueza 1 familia, publicado el 08 de noviembre de 2018, obteniendo como resultado 3 personas elegibles de un total de 18 personas inscritas. 



6) Con relación al tema, este año se está realizando una consulta dirigida a las personas con discapacidad permanente, sobre su interés para integrar las listas de elegibles para los puestos de la judicatura, mediante un formulario deberán indicar su preferencia según materia y categoría, el fin es generar un diagnostico para determinar que concurso podemos realizar, después de revisar las plazas vacantes, la consulta se divulgo en la página web del Colegio de Abogados y Abogadas y por medio de correo electrónico al personal interno del Poder Judicial. 



7) La Secretaria General de La Corte, solicitó sacar a concurso las siguientes plazas:



		 

 

No. Oficio

		No. Puesto

		Despacho

		Condición

		Observaciones



		4005-19

		109795

		Tribunal de Apelación de Trabajo Primer Circuito Judicial de San José 

		Vacante

		en sustitución del señor Manuel Alfredo Rodríguez Carrillo, quien se acogió a su jubilación.



		8334-18

		95501

		Tribunal de Apelación Civil y Trabajo de Heredia Debe resolver materia civil.

		Vacante

		en sustitución del señor Jorge Mario Soto Álvarez, quien pasó a otro cargo.



		8586-18

		111532

		Tribunal de Apelación Civil y Trabajo de Heredia Debe resolver materia civil.

		Vacante

		en sustitución de la señora Carmen María Blanco Meléndez, quien se acogió a su jubilación.



		8334-18

		6133

		Tribunal de Apelación Civil y Trabajo del I y III Circuito Judicial de Alajuela Debe resolver materia civil.

		Vacante

		en sustitución del Sr. Antonio Gerardo Barrantes Torres, quien se acogió a su jubilación.



		8808-19

		350161

		Tribunal de Apelación Civil y Trabajo de Puntarenas Debe resolver materia civil.

		Vacante

		En sustitución de la señora Adriana María Chacón Catalán, quien se acogió a su jubilación.



		8586-18

		365690

		Tribunal de Apelación Civil y Trabajo de Guanacaste, Liberia debe resolver materia civil.

		Vacante

		en sustitución del señor Max Baltodano Chamorro, quien pasó a otro cargo.





 

8) El señor Olman Ugalde González, cédula de identidad 06010780828, se encuentra elegible para el puesto de juez 5 laboral con un promedio de 80,2745 ocupa la posición 30 de un total de 40 elegibles.



9) El concurso para los puestos mencionados está listo para dar inicio en la presente semana.”



II. Régimen de empleabilidad de personas con discapacidad 



El juez Olman Ugalde solicita en lo medular la reserva de al menos una plaza de juez/jueza categoría 5 laboral que pueda ser ocupada por una persona con discapacidad y que, mientras Corte Plena hace la designación respectiva, se disponga sea ocupada interinamente por una persona de dicha población idónea para ocuparla.



Para poder atender la consulta es preciso hacer un abordaje integral de la normativa que contempla el régimen de empleabilidad de las personas con discapacidad.



La normativa internacional que regula los derechos de las personas con discapacidad, de carácter supraconstitucional según jurisprudencia reiterada de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, refiere al derecho al empleo de esta población.



· La Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad, Ley N° 7948, dispone en el Artículo III que los Estados parte se comprometen a adoptar las medidas de carácter legislativo, social, educativo, laboral o de cualquier otra índole, necesarias para eliminar la discriminación contra las personas con discapacidad y propiciar su plena integración en la sociedad, incluidas las medidas para eliminar progresivamente la discriminación y promover la integración por parte de las autoridades gubernamentales entre otras actividades, en el empleo.



· La Convención sobre los derechos de las Personas con Discapacidad, Ley 8661, dispone en relación con el trabajo y el empleo, que los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad a trabajar en igualdad de condiciones con las demás; el derecho a tener la oportunidad de ganarse la vida mediante un trabajo libremente elegido o aceptado en un mercado y un entorno laborales que sean abiertos, inclusivos y accesibles a las personas con discapacidad; y salvaguardar y promover el ejercicio del derecho al trabajo, incluso para las personas que adquieran una discapacidad durante el empleo, adoptando medidas pertinentes, incluida la promulgación de legislación. Se regula de manera expresa la prohibición de la discriminación por motivos de discapacidad con respecto a todas las cuestiones relativas a cualquier forma de empleo, incluidas las condiciones de selección, contratación y empleo, la continuidad en el empleo, la promoción profesional y condiciones de trabajo seguras y saludables.



En relación con la normativa interna, la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad N° 7600, establece en el artículo 67 la no discriminación para el acceso al empleo público de las personas con discapacidad, al disponer:



“Se considerarán actos de discriminación el emplear en la selección de personal, mecanismos que no estén adaptados a las condiciones de los aspirantes, el exigir requisitos adicionales a los establecidos para cualquier solicitante y el no emplear, por razón de su discapacidad, a un trabajador idóneo…”



Por su parte, el artículo 85 de esa ley señala que toda persona con discapacidad que ostente los requisitos establecidos para cada clase de puesto podrá concursar libremente y ser declarada elegible si demuestra idoneidad para el mismo.



El Reglamento N° 26831 de la Ley 7600 incorpora un capítulo sobre Acceso al Trabajo. En el artículo 67 se indica:



“Actos de discriminación en el empleo. Se considerarán actos de discriminación el emplear en la selección de personal, mecanismos que no estén adaptados a las condiciones de los aspirantes, el exigir requisitos adicionales a los establecidos para cualquier solicitante y el no emplear, por razón de su discapacidad, a un trabajador idóneo…”



En ese mismo sentido, la Ley de Inclusión y Protección Laboral de las personas con discapacidad en el Sector Público N° 8862, en su artículo Único señala:



“En las ofertas de empleo público de los poderes del Estado se reservará cuando menos un porcentaje de un cinco por ciento (5%) de las vacantes, en cada uno de los Poderes, para que sean cubiertas con personas con discapacidad siempre que exista oferta de empleo y se superen las pruebas selectivas y de idoneidad, según lo determine el régimen de personal de cada uno de esos Poderes.”



III. Obligaciones del jerarca máximo del Poder Judicial en relación con la empleabilidad de personas con discapacidad



El Reglamento N° 36462-MP-MTSSLA de la Ley de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público establece que su régimen es aplicable, entre otras instituciones, al Poder Judicial. El Reglamento tiene como fin alcanzar la más plena inclusión de las personas con discapacidad en el ámbito laboral del sector público.



El Reglamento ordena al máximo jerarca de cada institución la obligación de crear una Comisión Especializada conformada por: 



· el Director de la Unidad de Recursos Humanos quien la coordinará



· un representante de la Comisión Institucional en Materia de Discapacidad



· un especialista en terapia ocupacional o en su defecto un profesional en psicología



De acuerdo con el Reglamento la Comisión Especializada de Empleabilidad tiene las siguientes funciones:



1. Hacer anualmente un estudio para identificar los puestos que serán objeto de una reserva de no menos de un 5% de las plazas vacantes para ser ocupadas por personas con discapacidad.



2. Informar al jerarca institucional el estudio estipulado en el inciso a), identificando las posibles plazas vacantes a reservar para las personas con discapacidad y recomendar las adecuaciones y adaptaciones pertinentes para ser aplicadas en el proceso de evaluación y contratación.



3. Velar por el efectivo cumplimiento del Reglamento y dar seguimiento a la contratación de las plazas vacantes para personas con discapacidad y su inserción en el ámbito laboral en condiciones óptimas. 



Por su parte, el máximo jerarca institucional de acuerdo con el artículo 6 tiene las siguientes obligaciones:



1. Emitir una Política Institucional basada en el estudio técnico y recomendación elaborada por la Comisión Especializada de Empleabilidad.



2. Dictar la respectiva resolución administrativa de reserva de plazas que corresponda para cada año, la cual deberá ser publicada en el Diario Oficial La Gaceta y un extracto de esta en un medio de prensa. Dicha resolución deberá ser comunicada a la Dirección General del Servicio Civil, a la Secretaría Técnica de la Autoridad Presupuestaria (STAP) cuando corresponda y, en todo caso a la Dirección Nacional de Empleo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 



Para efectos de la definición del máximo jerarca institucional, la Constitución Política señala:



“ARTÍCULO 152.- El Poder Judicial se ejerce por la Corte Suprema de Justicia y por los demás tribunales que establezca la ley.”



Aunado a ello, la Ley Orgánica del Poder Judicial establece en el artículo 48 que:



“La Corte Suprema de Justicia es el Tribunal Superior del Poder Judicial y como órgano superior de éste ejercerá las funciones de gobierno y de reglamento.” (El resaltado es propio)



A su vez, el artículo 67 de dicha ley señala en lo que interesa: 



“El Consejo Superior del Poder Judicial es un órgano subordinado de la Corte Suprema de Justicia (…)”. 



De las normas transcritas se desprende que la Corte Plena o Corte Suprema de Justicia es el órgano superior jerárquico del Poder Judicial, por mandato legal.



En esa línea, la Contraloría General de la República en Oficio N° DJ-3972-2010 de 15 de noviembre de 2010, dirigido a la Auditoría Judicial del Poder Judicial, rindió informe en el que indicó:



“III. Conclusiones.



De lo anterior se concluye:



a) Que la Corte Plena o Corte Suprema de Justicia en los términos de la Ley General de Control Interno es el Jerarca o máxima autoridad en el Poder Judicial.



b) Que los destinatarios de los informes de auditoría son el jerarca o los titulares subordinados de la administración activa, según lo establecido en el artículo 35 de la Ley General de Control Interno.



c) Que el Consejo Superior del Poder Judicial en los términos de la Ley General de Control Interno tiene la condición de titular subordinado.



d) Que la Corte Plena o Corte Suprema de Justicia acordó implementar al sistema de control interno, que los informes de la Auditoría Judicial sean conocidos por ese órgano, incluso los informes de auditoría remitidos a titulares subordinados del Poder Judicial, para poder dar seguimiento de dichos informes, sin perjuicio de lo estipulado en el artículo 36 de la Ley General de Control Interno.



e) Que las discrepancias que surjan del informe de la auditoría entre el Consejo Superior del Poder Judicial y el Auditor Judicial serán resueltas por la Corte Plena o Corte Suprema de Justicia en su condición de jerarca del Poder Judicial.



f) Que a la Contraloría General de la República únicamente corresponde conocer de los conflictos que surjan de los informes de auditoría entre la Corte Plena o Corte Suprema de Justicia y el Auditor Judicial.” (El resaltado es propio)



Por su parte, la Dirección de Gestión Humana, conforme al numeral 7 del Reglamento N° 36462-MP-MTSSLA de la Ley de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público, debe:



1. Realizar el proceso de selección, reclutamiento y contratación de las personas con discapacidad, conforme a las normas internas propias de cada órgano u entidad.



2. Conformar registros de elegibles paralelos especiales, para todas las clases y especialidades, incluyendo aquellas personas con discapacidad que hayan obtenido la elegibilidad de acuerdo con los procedimientos establecidos.  



3. Conformar nóminas (lista de elegibles) con una o más personas candidatas, de acuerdo con la cantidad de personas con discapacidad que se encuentren en los registros de elegibles paralelos, para la clase y especialidad de que trate el pedimento de personal, debiendo escoger uno entre los candidatos que se le envían. La nómina estará conformada solo con población con discapacidad sin importar su condición. 



4. En coordinación con la Comisión Especializada, velar porque se brinden las condiciones y los  servicios  de  orientación  y  apoyo  a  las  personas  con  discapacidad  desde  el  período  de prueba y realizar las adecuaciones en el puesto de trabajo y los ajustes razonables que se requieran en el entorno laboral de la institución, a fin de que coadyuven positivamente en el desempeño laboral,  de  conformidad  con  lo  que  se  establece  en  el  Capítulo  de  Acceso  del Trabajo de la Ley Nº 7600 y su Reglamento. 



El Reglamento refiere también la obligación de contratar a las personas con discapacidad en el artículo 8, al señalar:



“Todas las instituciones del Sector Público dispuestas en el artículo 2 del presente Reglamento, deberán escoger de manera obligatoria a la persona con discapacidad que haya superado las pruebas selectivas y de idoneidad correspondientes y que acepte el puesto, aunque la nómina o la designación haya sido conformada por un(a) solo(a) candidato(a) o solo una persona se hubiese presentado a la entrevista.”



Esa normativa plantea como casos de excepción a las obligaciones establecidas en el Reglamento, a las instituciones que se hallen en los siguientes supuestos:



a. En caso de no encontrarse personas oferentes idóneas para ocupar las plazas vacantes, la institución deberá documentarlo para justificar la no posibilidad de reservar las plazas y para los efectos del informe estipulado en el artículo 12 de este Reglamento. 



b. En caso de que no existan personas candidatas en el Registro de Elegibles paralelos para llenar los puestos reservados dentro del 5%, estos puestos podrán ser ocupados con candidatos del Registro de elegibles general que cada institución lleve al efecto, sin perjuicio de que se utilicen otros pedimentos de personal para mantener la reserva regulada en la Ley Nº 8862. 



El artículo 15 del Reglamento en estudio indica que las y los funcionarios públicos que incumplan la disposición relativa al reclutamiento y selección de personal serán sancionados de conformidad con lo establecido en los artículos 62, 63 y 64 de la Ley Nº 7600, Ley de Igualdad de Oportunidades para las personas con discapacidad. 



IV. Abordaje constitucional sobre el derecho al empleo de las personas con discapacidad.



La Sala Constitucional mediante resolución Nº 08695-2019 de las 09 horas 30 minutos del 17 de mayo de 2019, desarrolló la temática sobre el derecho al trabajo de las personas con discapacidad: 



[bookmark: _Hlk56063110]“En la sentencia Nº 2009019021, de las 09:39 horas del 18 de diciembre de 2009, se analizó este tema. En cuanto a normativa, se traen al caso el Convenio 111 de la OIT relativo a la Discriminación en materia de Empleo y Ocupación la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y la Ley de Igualdad de Oportunidades (ley Nº 7600), cuya lectura integrada obliga al Estado a velar, no solo por la promoción del empleo para las personas con discapacidad sino también por la eliminación de todas las barreras físicas, legales y culturales que impiden una inclusión plena y efectiva de este colectivo en la fuerza laboral del país. Así el empleador se ve obligado a adaptar el empleo y el entorno a las condiciones y necesidades de la persona con discapacidad que lo requiera, lo que puede incluir cambios en el espacio físico y provisión de ayudas técnicas o servicios de apoyo (artículo 26 de la ley 7600).   Tal como ya lo ha precisado este Tribunal en la sentencia No. 2017-6341 de las 9:15 horas del 5 de mayo de 2017, las sociedades inclusivas son aquellas en que se considera que todas las personas, por su mera condición de ser humano, tienen el mismo valor y su dignidad humana es una sola. Característico de la sociedad inclusiva es que contiene mecanismos que facilitan la participación equitativa y efectiva de todos sus integrantes en los diferentes campos del desarrollo humano, como el económico, el cultural, el político y, por supuesto, el educativo, entre otros. A los efectos de lo anterior, la sociedad inclusiva provee diversos tipos de acciones afirmativas para que la persona con discapacidad pueda integrarse como un ser humano pleno y productivo. Con miras a tal objetivo, en el ideal de sociedad inclusiva no se trata de ignorar las características especiales de las personas con discapacidad, sino de atender dichas particularidades y promover estrategias públicas y privadas para compensarlas, todo ello en procura de que la persona con discapacidad alcance el nivel más óptimo posible de desarrollo humano y de aporte a la sociedad. Así, adquiere enorme sentido la denominada “sensibilización social”, que más bien busca que la población aprecie tales diferencias con una actitud más positiva y las admita como cuestiones propias de una sociedad.” (El resaltado es propio)



Particularmente, sobre la Ley 8862 el Tribunal Constitucional en resolución No.09723-2013 de las 10 horas del 19 de julio de 2013, indicó: 



“Es por esa razón que el legislador aprobó posteriormente la Ley número 8862, en la que ordena a cada uno de los Poderes del Estado reservar cuando menos un 5% de las plazas vacantes, en cualquier nivel de la escala de clasificación de puestos (incluido por supuesto el nivel profesional) para que sean cubiertos por personas con capacidades especiales, claro, siempre y cuando haya oferta de 
empleo y se superen las pruebas selectivas y de idoneidad. Esta es una obligación  
concreta y específica, a la que debe dar fiel cumplimiento el Estado. De manera
que, además de la obligación de impartir cursos de capacitación y adaptar las
pruebas y requisitos de selección de personal, debe reservarse y garantizarse el
acceso de este sector de la población al mercado laboral. Lo anterior, no implica
que se le exima a la persona de capacidades especiales de satisfacer los requisitos
que se requieren para el puesto, toda vez que debe cumplirse con los principios de
eficiencia e idoneidad que rigen la contratación de los funcionarios públicos, pero
que en caso de reunir los requisitos sí se les garantice su acceso al menos en dicho
porcentaje. Ahora bien, dicha disposición no implica que cada vez que se realice
un concurso deba ser nombrada una persona con capacidades especiales o en
determinado puesto o Ministerio, ya que la norma en cuestión lo que da son
parámetros que deben ser implementados por cada Poder del Estado a la hora de
estructurar su oferta laboral en general, para la cual claro deberá reservar al menos
un 5% para el nombramiento de personas con capacidades especiales. Esto
significa, además, que cada Poder deberá establecer los mecanismos para verificar y controlar, que de la oferta laboral total de ese Poder (no de cada concurso en específico), se contemple el porcentaje previsto en la norma, de modo que se mantengan totalmente actualizados los registros, para que tanto la administración como los oferentes verifiquen la oferta disponible o el cubrimiento de esta en los términos previstos por el legislador. De tal forma que se permita o facilite el ejercicio de las acciones reivindicativas que pudiere corresponder, a través eso sí, de las instancias ordinarias en cada caso concreto.



IV. Sobre el caso particular. En el sub examine, la recurrente, quien manifiesta adolecer una discapacidad, estima violentados sus derechos, pues a pesar de que el ordenamiento jurídico estatuye que las instituciones deben nombrar en un 5% de su oferta laboral a personas con capacidades especiales y haber presentado su oferta laboral en varias instituciones públicas, no ha sido contratada por ninguna. Al respecto, es importante señalar que la Sala coincide con la amparada en el sentido de que toda discriminación en perjuicio de las personas con capacidades especiales debe ser erradicada y que el sector laboral es sin duda alguna uno de los ámbitos más relevantes donde se requiere garantizar sus derechos. Ahora bien, como quedó debidamente establecido en el considerando anterior, no podría este Tribunal entrar a verificar si una persona cumple los requisitos para ser nombrada, o si debe ser elegida con fundamento en la norma que cita de la Ley No. 8862, toda vez que lo ahí dispuesto no significa que en cada concurso en concreto deba nombrarse a una persona con capacidades especiales como pretende la recurrente, por cuanto tal disposición se refiere a toda la oferta laboral en cada uno de los Poderes, no a lo que cada dependencia resuelva en un concurso particular. Por consiguiente, no puede pretender la recurrente que a través del amparo se garantice su nombramiento en cualquiera de los concursos por ella señalados, ni podría la Sala entrar a determinar si reúne los requisitos para ser electa, como ya se le indicó en una oportunidad anterior en la sentencia No. 2013-1884. Así las cosas, la vía sumaria del amparo no resulta idónea para controlar en específico la aplicación de la norma citada, toda vez que ello es objeto de la jurisdicción ordinaria y no constitucional.” (El resaltado es propio)



Sobre los parámetros constitucionales para la reserva de plazas en el Poder Judicial, en voto No. 22069 – 2019 de las 09 horas 15 minutos del 08 de noviembre de 2019 se analizó la situación de la reserva de plazas (2017-2018) realizada a nivel institucional para el cumplimiento de la ley No. 8862. A raíz de que una de las plazas que se reservó se encontraba ocupada interinamente por otra funcionaria, ésta interpuso un recurso de amparo por considerar que la reserva violentaba sus derechos como interina. Al respecto la Sala Constitucional indicó:



III.- En primer término, debe indicarse a la recurrente que lo planteado no se relaciona directamente con una eventual vulneración de algún derecho fundamental, protegido por medio del recurso de amparo, lo anterior, porque su derecho a la estabilidad como funcionaria interina no se ve lesionado porque la plaza vacante que ha venido ocupando, sea reservada al cumplimiento de la Ley 8862, por la autoridad recurrida. Es claro que la amparada tuvo hasta ahora una expectativa de derecho, de participar en el eventual concurso de antecedentes por dicha plaza vacante, en igualdad de condiciones que los demás oferentes, si cumplía los requisitos para el puesto. Sin embargo, su derecho fundamental al trabajo o a la estabilidad impropia no tienen los alcances que la recurrente le atribuye, ya que en el fondo se opone a que la administración haya dispuesto reconvertir esa plaza vacante específica, y no otra, para cumplir las obligaciones que le impone la Ley 8862. Por otra parte, tal y como indicó el Consejo Superior al resolver el recurso de reconsideración interpuesto, los años laborados en forma interina en la plaza en cuestión por la recurrente podrán serán tomados en cuenta en el eventual concurso de otra plaza vacante de Asistente Administrativo, por lo que se descarta la infracción a los derechos fundamentales invocados por la recurrente y el recurso en cuanto, a estos extremos, debe ser rechazado por el fondo. (El resaltado es propio)



De esta manera, el Tribunal Constitucional avaló la posibilidad de reservar plazas para el cumplimiento de la Ley No.8862 aun cuando se encuentre ocupada por una persona servidora en condición interina.



V. Abordaje Institucional a la Empleabilidad de Personas con Discapacidad



a. “Política de igualdad para las personas con discapacidad en el Poder Judicial”



En materia de discapacidad, a nivel institucional se cuenta con la “Política de igualdad para las personas con discapacidad en el Poder Judicial” aprobada por Corte Plena en la sesión N° 14-08 de la Corte Plena, celebrada el cinco de mayo del dos mil ocho, Artículo XXIII:









Esta política -en proceso de actualización- fue emitida con ocasión de la promulgación de la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, Ley No. 7600 del año 1996. Si bien es cierto, es previa a la Ley de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad del año 2010, la temática abordada tiene plena vigencia en la actualidad pues se realizó desde una perspectiva integral y visionaria respondiendo a la normativa internacional que regula los derechos de las personas con discapacidad, de carácter supraconstitucional según jurisprudencia reiterada de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.



Específicamente, la “Política de igualdad para las personas con discapacidad en el Poder Judicial”, establece sobre la gestión de personal:



“c) Gestión de Personal: El Departamento de Personal como ente rector en materia de Gestión Humana en el Poder Judicial, deberá garantizar que los procesos de selección de personal estén adaptados a las condiciones de las y los aspirantes con discapacidad y que se asegure la igualdad de oportunidades en dichos procesos.



El Departamento de Personal incorporará en los procesos de inducción la perspectiva de la discapacidad para promover actitudes respetuosas para esta población.



El Departamento de Personal debe asegurar que las políticas de contratación de personal, incentivos, ascensos, formación profesional, evaluación del desempeño y administración de los recursos humanos en general, no discriminen por razones de discapacidad.



El Departamento de Personal formará a servidoras (es) judiciales en la lengua de señas costarricense con énfasis en el área jurídica para la atención al público. 



El Departamento de Personal desarrollará acciones para facilitar que las personas con discapacidad que son servidoras judiciales cuenten con los servicios de apoyo y las ayudas técnicas para desempeñar lo mejor posible sus funciones. Así como readaptar y reubicar al personal que adquiera una discapacidad.”



La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad ha asumido la integración de la Comisión Especializada de Empleabilidad del Poder Judicial, siguiendo los lineamientos dispuestos por el Reglamento de la Ley 8862 que señala, la Comisión será presidida por quien ostente el cargo de Dirección de Gestión Humana e integrada por “un representante de la Comisión Institucional en materia de Discapacidad”. Lo anterior porque en el Poder Judicial la atención de los temas de discapacidad ha sido asignados por Corte Plena a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad. 



En consulta formulada a la Auditoría Judicial sobre las competencias de las Subcomisiones ante el vacío normativo que existe en la Ley Orgánica del Poder Judicial y el Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia, se emitió el Oficio Nº 952-AUD-48-UJ-2020 del 13 de agosto de 2020, donde se indicó:



“A pesar de ese vacío regulatorio y considerando la Comisión a la que pertenecen ciertas Subcomisiones en la realidad, se logra inferir que existe una dependencia organizacional en cuanto a la coordinación y subordinación, dado que bajo ese parámetro podría indicarse que no pueden tener mayores competencias que la primera. Es en esa línea que precisamente, la Comisión de Acceso a la Justicia, se constituye en el órgano institucional rector en materia de acceso a la justicia -valga la redundancia- de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, para lo cual se le encargó la elaboración de políticas y lineamientos institucionales para el mejoramiento del acceso a la justicia de estas poblaciones. Sin embargo, dichas políticas y lineamientos deben ser aprobadas en última instancia por la Corte Plena, o bien por el Consejo Superior, según corresponda. (…) Es de destacar que el ámbito de acción de la Comisión de cita, se delimita a constituirse en órgano asesor del jerarca para las diferentes materias, tal como señala el artículo 19 del Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial vigente, por lo que no guardan la categoría de tomadores de decisiones finales que reflejan la última voluntad de la institución, por ello, los alcances de las funciones propias de las Subcomisiones, son aún más limitadas, en relación con las Comisiones a la que pertenecen, en virtud de que éstas se constituyen en un importante apoyo especializado a su labor, pero siempre bajo su coordinación y con los límites de acción expuestos líneas atrás, de modo que tampoco podrían atribuirse la determinación última que se pueda adoptar sobre un tema específico, situación que explica el por qué sus productos no tienen fuerza vinculante, sino que son meramente consultivos.”



Aparte de la “Política de igualdad para las personas con discapacidad en el Poder Judicial” aprobada por Corte Plena, la Institución cuenta con lineamientos emitidos por el Consejo Superior en varios acuerdos, referidos a la empleabilidad de las personas con discapacidad.



b. “Política de Reserva” y “Modelo para el Reclutamiento y Selección de Personas con Discapacidad”



En sesión No. 004-2014 del 16 de enero de 2014, el Consejo Superior conoció y aprobó el informe presentado por el entonces Presidente de la Comisión de Empleabilidad del Poder Judicial, en el cual detalló las labores que ha venido realizando dicha Comisión para cumplir con la Ley N° 7600 “Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad” y la Ley N° 8862 “Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público”.



Entre las acciones enumeradas en el informe, se indicó:



1. En primera instancia se definió como una necesidad establecer un mapa de las acciones necesarias para cumplir con el cometido de la Ley.  Basados en las capacitaciones previas recibidas que han brindado la Comisión Interinstitucional para la Empleabilidad de las Personas con Discapacidad o de las capacitaciones como las de ASCODI, se aprobó seguir la siguiente secuencia:
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En esa primera reunión, la Comisión acordó trabajar sobre los siguientes aspectos:



· Contar con un inventario de las plazas vacantes.



· Clases de puestos vacantes y precisar ubicación y despacho.



· Conocer el detalle de la condición de infraestructura de los edificios del Poder Judicial, en especial donde se ubican dichas plazas.



· Determinar las clases de puestos que en este momento están trabajando bajo la modalidad de teletrabajo; a fin de valorar esta posibilidad en caso de que algunos de los cargos vacantes laboren en esta modalidad.



· Definido la cantidad de puestos que se procurará llenar.  Se puede trabajar valorar un grupo de clases de puestos para iniciar con un plan piloto, dado la complejidad del tema.



2. Debido a la magnitud, complejidad e interdisciplinariedad que implica la definición de los puestos que pueden ser ocupados por personas con discapacidad, la Comisión acordó apoyar su trabajo creando un equipo multidisciplinario con personal de la Dirección de Gestión Humana donde se incluyen Profesionales en Recursos Humanos, Trabajo Social, Medicina y Salud Ocupacional. En particular, la Subcomisión se compone del siguiente equipo:



		Mauricio Quirós Álvarez, Subdirector de Gestión Humana



		



		Mauricio Moreira Soto, Médico de Empresa, Servicios de Salud



		



		Alejandra Jeréz Soto, Profesional en Psicología, Reclutamiento y Selección



		



		Rebeca Sanabria Sánchez, Profesional en Trabajo Social, Carrera Judicial



		



		Lucrecia Chaves Torres, Jefa Sección Administrativa de la Carrera Judicial



		



		María Gabriela Mora Zamora, Jefa Sección de Análisis de Puestos 







A esta Subcomisión se le asignó la tarea de analizar los puestos vacantes y plantear una alternativa de conformidad con los elementos mencionados.



3. Con base en lo dispuesto, la Subcomisión elaboró los siguientes instrumentos:



· “REQUERIMIENTOS PARA LA ELABORACIÓN DE PERFILES DE PUESTOS APLICABLES A OFERENTES CON DISCAPACIDAD”.  Siendo este un instrumento que considera como base los elementos del CIF (Clasificación Internacional del Funcionamiento, de la Discapacidad y de la Salud); así como los distintos insumos suministrados por ASCODI en capacitaciones que ha recibido los servidores del Departamento de Gestión Humana.



· “EVALUACIÓN DE INFRAESTRUCTURA EN RELACION A LA DISCAPACIDAD EN EL PODER JUDICIAL”,  herramienta que se puede utilizar para verificar en el Poder Judicial el cumplimiento de las condiciones de accesibilidad en obras existentes (edificios principales, casas alquiladas, locales alquilados) en concordancia con la Ley 7600 y su Reglamento, la normalización técnica en Accesibilidad al Medio Físico (INTECO) y recomendaciones complementarias del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial (CNREE) y el Colegio Federado de Ingenieros y de Arquitectos (CFIA).  Los elementos que considera la herramienta son tomados de la “Guía Integrada para la Verificación de la Accesibilidad al Entorno Físico”. Capítulo V. Instrumento Técnico: Verificación de la Accesibilidad al Entorno Físico en Costa Rica.



4. La Comisión definió que con el fin de iniciar el proceso de inserción laboral se tomen como base los cargos nuevos destinados para el presupuesto del 2014.

Esta medida tiene los siguientes beneficios:



a) Dado que las plazas son "nuevas"; es decir, no vienen desde años anteriores como extraordinarias y en 2014 se oficializan, sino que se tratan de plazas "sin historial" por decirlo de alguna forma, se facilita el proceso de inserción, ya que no existen personas que vengan ocupando las plazas, ni se han generado expectativas, ni compromisos con ellas.



b) La Sección de Reclutamiento y Selección puede continuar y finalizar los concursos actuales y los que tiene previstos para lo que resta del período, bajo las medidas temporales aprobadas por el Consejo Superior. 



c) El total de plazas según programa presupuestario es el siguiente:
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d) Se realizó un ejercicio para determinar el equivalente del 5% de plazas que deben reservarse, resultando 13 puestos. Sobre este punto la Comisión reiteró que es importante considerar variables como: cantidad de puestos, ubicación geográfica, programa presupuestario, accesibilidad de la infraestructura, ambientes laborales, entre otras.  



e) Se ratifica lo señalado en sesiones anteriores, donde a criterio de la Comisión, que por la naturaleza del trabajo de los cargos catalogados como de riesgo, entre éstos; fiscales, defensores y jueces, por contener como requisito el carné de portación de armas, los postulantes deberán ser valorados para determinar la idoneidad mental, se dispuso no incluirlos para la reserva.    



f) Se define la necesidad de efectuar protocolos relacionados con el proceso de inducción, seguimiento de las personas que se contraten bajo la nueva política de accesibilidad, en diferentes áreas como la infraestructura; el ambiente laboral; adaptabilidad del puesto de trabajo; desempeño, entre otras.    



5. Luego de varias sesiones de trabajo y de análisis de los insumos presentados por la Subcomisión, se acordó seguir analizando las 219 plazas nuevas para el 2014 con el objetivo de determinar con análisis matricial de todas las variables, la cantidad de plazas que se reservarán por medio de una Política que, conforme a la ley, debe dictar el máximo jerarca.  En el momento de realizar este informe, el trabajo de análisis está en proceso y se espera que durante el mes de febrero 2014 se haya aprobado, en definitiva.



6. Proyecto de Ventanilla Ciudadana



La Comisión conoció acuerdo del Consejo Superior de fecha primero de agosto del año 2014, artículo LXX, en el que se recomienda implantar un plan piloto de “Ventanilla Ciudadana” en el edificio de la Corte Suprema de Justicia, a cargo de una persona con discapacidad, en cumplimiento de la Ley de   Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad”, y que los responsables de su ejecución son la   Contraloría de Servicios y Gestión Humana. Sobre el particular, la Comisión decidió participar del proyecto por considerar que es competente de acuerdo con las responsabilidades legales otorgadas.



Luego de varias reuniones, el Departamento de Gestión Humana presentó el estudio técnico donde se realiza la propuesta sobre la definición de la naturaleza del trabajo, tareas típicas, condiciones ambientales y organizacionales; así como los requerimientos físicos, sensoriales y mentales de un cargo cuyo propósito es la atención de consultas de las personas usuarias orientadas a los servicios que brinda la institución y la ubicación de los diferentes despachos judiciales para que sea ocupado por una persona con diversidad funcional (discapacidad).



7. Otras iniciativas institucionales.



El Consejo Superior en sesión del 16 de julio de 2013, artículo XXXVI, autorizó la gestión para ejecutar el "PROYECTO PILOTO QUE GARANTICE EL ACCESO A LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD A LA OFERTA DE EMPLEO DEL MINISTERIO PÚBLICO", por lo que se otorgó permiso con goce de salario y sustitución a la plaza No. 24809 de Fiscal Auxiliar en la Fiscalía de Pérez Zeledón, Zeledón para que garantice la inclusión de un oferente elegible con discapacidad visual para el puesto de fiscal auxiliar, que sirva como experiencia previa a fin de que se puedan crear condiciones igualitarias para que personas con otro tipo de discapacidad y que muestren interés de ingresar al Ministerio Público puedan optar por una plaza en forma interina o propietaria, siempre que existan ofertas de empleo y se superen las pruebas de selección y de idoneidad.



Para un mayor detalle se adjunta el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión No. 004-2014 del 16 de enero de 2014, artículo LXIV, donde se dispuso:



“Se acordó: 1.) Tener por recibido el informe anterior e instar a las personas que integran la Comisión de Empleabilidad del Poder Judicial a continuar con los planes para dar cumplimiento a la normativa 2.) Hacer de conocimiento de la Comisión de Acceso a la Justicia y del resto de Comisiones Institucionales con el fin de que estén informadas del cumplimiento de la normativa para acceso a cargos públicos de personas con discapacidad.”









El Consejo Superior mediante acuerdo N° 40-2014 del 02 de mayo del 2014, conoció y aprobó la Política de Empleabilidad del Poder Judicial (Política de Reserva), en la cual se indicó:



“JUSTIFICACIÓN DE LA POLÍTICA: El Poder Judicial desarrolla acciones para avanzar en la construcción de una institución inclusiva. En este sentido, debe desarrollar una estrategia de inclusión laboral para personas con discapacidad. Estas acciones deben realizarse no sólo para cumplir con la Ley 8862 y su Reglamento, que en todo caso es de acatamiento obligatorio, sino también para aprovechar las capacidades de esta fuerza laboral y promover condiciones de pleno desarrollo, donde el trabajo es fuente de progreso y dignificación de cada persona.”



Asimismo, se explicó el Procedimiento para la reserva cuando menos un porcentaje de un cinco (5%) de las plazas vacantes para el período en ejercicio - 2014- según el marco normativo vigente. 



Bajo ese escenario, se plantea al Consejo Superior en cada período del ejercicio presupuestario correspondiente, el listado de plazas que mediante un estudio técnico se recomiendan reservar a través de la Política de Reserva para cumplir con el requerimiento estipulado en la ley no. 8862.



Aunado a esto, el Consejo Superior en sesión N° 049- 2015 del 26 de mayo de 2015 conoció y aprobó el Modelo para el Reclutamiento y Selección de Personas con Discapacidad, el cual establece el procedimiento detallado de la siguiente manera: 



“Acciones a desarrollar



1. Estudio de clases sujetas a reserva: Se revisa el detalle de todas las plazas vacantes en los diferentes programas presupuestarios para el período siguiente; así como la información relacionada con la clasificación de los cargos, su naturaleza y tareas asociadas.



2. Aviso de Reclutamiento Selección para crear banco de postulantes: Mediante la publicación de un concurso, se insta a las personas con discapacidad (certificadas por la C.C.S.S); a conformar parte de un registro de postulantes. La comunicación es accesible y detalla los puestos vacantes por lo que pueden optar en el Poder Judicial, asimismo establece los requisitos y otros aspectos de interés.



3. Revisión y clasificación de oferentes: Se revisa cada una de las ofertas para establecer el cumplimiento de los requerimientos definidos en la publicación, esto según el interés de la persona con discapacidad.



4. Creación del banco de postulantes: Se procede a confeccionar el banco de postulantes por clase de puesto.



5. Estudio para determinar puestos de reserva: En esta etapa se analiza y compara los requerimientos físicos, sensoriales y psicosociales de cada puesto con el banco de postulantes. Al mismo tiempo que se orientan los posibles ajustes técnicos razonables que se debería hacer para integrar a la persona a cada puesto.



6. Crear Política de Reserva: Se procede a confeccionar y trasladar al Consejo Superior para su aprobación la Política de Reserva, con el detalle específico de los puestos que la conforman.



7. Concurso para puestos de reserva: Se publica el concurso para los puestos de reserva por clase.



8. Consulta al Banco de oferentes: Se procede a consultar el banco de oferentes.



De existir en el banco de oferentes personas con discapacidad que cumplan los requerimientos definidos en la publicación, se procede con lo siguiente:



§ Aplicación y evaluación de pruebas: En caso de existir personas con discapacidad que cumplan con los requisitos establecidos, se   procede con la aplicación de pruebas y otros instrumentos para determinar la idoneidad, esto de conformidad con la regulación institucional. Estas pruebas deben adecuarse y adaptarse a la discapacidad que presente la persona interesada.



§ Confección de Nómina (lista de elegibles con discapacidad): La Sección de Reclutamiento y Selección confeccionará una nómina que contiene la propuesta de la o las personas candidatas.



§ Nombramiento: La misma será remitida a la jefatura de la oficina a la que está adscrita el puesto quien de acuerdo con lo establecido en la regulación vigente, está en la obligación de escoger uno entre los candidatos que se le envían o bien a quien resulte elegible cuando la nómina este conformada por una sola persona. Una vez que se tome la decisión se remitirá al Consejo Superior el detalle de la persona con discapacidad propuesta y los ajustes razonables que se requieren entre ellos la accesibilidad al entorno físico. ([1])  



Cuando no resulten oferentes del banco o bien a pesar de existir ninguno, haya obtenido la elegibilidad de acuerdo con los procedimientos establecidos se procede de la siguiente forma:



§ Concurso abierto: En caso de no existir personas con discapacidad que cumplan con los requisitos establecidos para los puestos de reserva; ya sea porque no hay oferentes o estos no fueran idóneos, se publica un concurso abierto. 



§ Revisión de ofertas: Se procede a revisar las ofertas y el cumplimiento de requerimientos definidos en la publicación del concurso.



§ Aplicación y evaluación de pruebas: Se   procede con la aplicación de pruebas y otros instrumentos para determinar la idoneidad del oferente, esto de conformidad con la regulación institucional.



§ Confección de Nómina (lista de elegibles): La Sección de Reclutamiento y Selección confeccionará una nómina que contiene la propuesta de la o las personas candidatas.



§ Nombramiento: La misma será remitida a la jefatura de la oficina a la que está adscrita el puesto, para que de conformidad con lo establecido escoja entre las o los candidatos. Una vez que se tome la decisión se remitirá el detalle de la persona propuesta al Consejo Superior.



Lo anterior, se justifica no solamente en la obligatoriedad que tiene el Poder Judicial de cumplir con la Ley 8862 y su Reglamento; sino también permite avanzar y fortalecer las acciones que promueven la inclusión de poblaciones vulnerables como lo son las personas con discapacidad.



Expuesto lo anterior se recomienda:



1. Aprobar el flujo del procedimiento propuesto y de esta forma avanzar en la construcción de una institución más inclusiva, que pueda aprovechar las capacidades de esta fuerza laboral y promover condiciones de pleno desarrollo, y de trabajo como fuente de progreso y dignificación.



2. La Comisión de Empleabilidad en coordinación con la Dirección de Gestión Humana, estará remitiendo el cronograma de actividades respectivo, para el desarrollo de la propuesta. “



En ese sentido, se adjuntan los acuerdos del Consejo Superior:























Adicionalmente, el artículo 67 del Estatuto de Servicio Judicial reformado por el artículo 1 de la Ley de Carrera Judicial, señala la inclusión de participación para todos los abogados que están habilitados para ejercer y que hayan cumplido los requisitos de idoneidad y elegibilidad:



 “Podrán ingresar a la carrera judicial todos los abogados del país autorizados para el ejercicio de su profesión, que reúnan los requisitos exigidos para desempeñar el puesto que se interesen y que hayan aprobado los respectivos concursos.” 



En ese sentido, según lo informado por la Sección Administrativa de la Carrera Judicial al Consejo Superior se han realizado los siguientes concursos para la judicatura en cumplimiento con la Ley 8862 de Inclusión y Protección de las personas con discapacidad en el Sector Público:



· CJ-0026-2017 juez y jueza 1 civil, publicado el 27 de julio de 2017, obteniendo como resultado una persona elegible de un total de 17 personas que se inscribieron.



· CJ-0029-2018 juez y jueza 1 familia, publicado el 08 de noviembre de 2018, obteniendo como resultado 3 personas elegibles de un total de 18 personas inscritas. 



VI. Sobre la revisión y actualización de la Política de Empleabilidad del Poder Judicial (Política de Reserva y Modelo para el Reclutamiento y Selección de Personas con Discapacidad)



En sesión de Corte Plena N° 02-2020 del 13 de enero de 2020, artículo XXXII, se aprobó el Modelo de Gestión de las Políticas Institucionales en el Poder Judicial.



En la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad e integrante de la Comisión Especializada de Empleabilidad, en cumplimiento del acuerdo de Corte Plena, remití el Oficio N° DVV-S1-0167-2020 a la Comisión pidiendo la revisión y actualización de la Política de Empleabilidad del Poder Judicial.



En el Oficio DVV-S1-0167-2020 se indica:



“… Solicitud



Conforme a lo expuesto, se le solicita:



1. Se incluya en la siguiente sesión de la Comisión Institucional de Empleabilidad esta propuesta de revisión y actualización de la Política de Empleabilidad del Poder Judicial, a fin de la Comisión de aboque su conocimiento y decisión como una de sus prioridades a corto plazo, a fin de cumplir con los siguientes objetivos:



0. Garantizar a la población en situación de discapacidad el acceso al empleo sin discriminación en cumplimiento de la Convención Internacional sobre los derechos de las personas con discapacidad y la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, de carácter supraconstitucional por tratarse de derechos humanos, en los términos dispuestos reiteradamente por la Sala Constitucional. Además, la normativa nacional integrada entre otras por la Ley 7.600, la Ley 8862 y su Reglamento, y la Ley que creo un capítulo adicional de Acceso a la Justicia a la Ley 7600, así como la Política de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad del Poder Judicial aprobada por Corte Plena.



0. Cumplir con el acuerdo de Corte Plena en sesión N° 02-2020 de 13 de enero de 2020, Artículo XXXII, en el que aprobó el Modelo de Gestión de las Políticas Institucionales en el Poder Judicial y estableció la exigencia del alineamiento de los planes de acción de todas las políticas existentes a dicho Modelo.



0. Propiciar una mayor claridad en las regulaciones administrativas que engloban los derechos de las personas con discapacidad, en virtud de las posiciones que ha adoptado el Consejo Superior y que han sido de conocimiento de la Comisión para la reserva de plazas, de conformidad con la Ley N° 8862 y su Reglamento.



1. Solicitar al Consejo Nacional de Discapacidad asesoría para la revisión y actualización de la Política de Empleabilidad del Poder Judicial, con base en el artículo 2 de la Ley 9303 que es la Ley de Creación del Consejo Nacional de Discapacidad; así como a la Dirección de Planificación conforme al Modelo de Gestión de Políticas Institucionales del Poder Judicial.









La Coordinadora de la Comisión de Empleabilidad mostró su anuencia a incluir esa solicitud en la agenda respectiva.



VII. Acuerdos del Consejo Superior para la reserva de plazas



El Consejo Superior ha asumido las decisiones institucionales vinculadas con la aprobación de la Política de Empleabilidad, reserva de plazas y concursos, basados en la información suministrada por la Dirección de Gestión Humana y la Comisión Especializada de Empleabilidad.



Para mayor claridad sobre las acciones a seguir para la reserva de puestos, el Consejo Superior en la sesión N° 54-17 celebrada el 02 de junio de 2017, Artículo XCV, por mayoría,  acordó solicitar a la Dirección Jurídica emitiera criterio legal donde establezca las medidas que deben adoptarse y el procedimiento que legalmente se debe aplicar,  para cumplir con lo ordenado por la Ley de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público (Ley N° 8862 del 16 de septiembre del 2010).



La Dirección Jurídica en oficio N° DJ-C-559-2019 del 16 diciembre de 2019, comunicó:



“En atención a su oficio N°6883-17 emitido por la Secretaría General de la Corte con fecha de 20 de junio de 2017, mediante el cual se informó que el Consejo Superior, en la sesión N.54-17 celebrada el 02 de junio de 2017, Artículo XCV acordó: 



“Solicitar a la Dirección Jurídica que analice la situación planteada y emita criterio legal donde establezca las medidas que deben adoptarse y el procedimiento que legalmente se debe aplicar, para cumplir con lo ordenado por la Ley de Inclusión Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público (Ley N.8862 del 16 de septiembre de 2010) pero respetando los derechos de las personas interinas que vienen ocupando las plazas que se indican en el informe que ahora se conoce; por cuanto este Consejo ordenó en su momento que fueran plazas nuevas vacantes las que se consideraran en concurso, para este tipo de población. Y no se cumplió con esta disposición.”



Al respecto, nos permitimos expresar lo siguiente:



A efecto de contar con una mejor comprensión de lo acontecido con las plazas aludidas y destinadas a ser ocupadas por personas con discapacidad, valga recordar la siguiente cronología: 



En sesión N° 49-16 celebrada el 26 de mayo del 2015, artículo LXXXV, se aprobó el modelo para Reclutamiento y Selección de Personas con Discapacidad en el Poder Judicial, propuesto por la Dirección de Gestión Humana y la Comisión de Acceso a la Justicia, en el entendido que este Consejo analizaría cada nombramiento a realizarse mediante este modelo de forma individual. El máster José Luis Bermúdez Obando, en condición de Coordinador de la Comisión Institucional de Empleabilidad, remitió el oficio N° JP-198-2016 del 18 de abril de 2016, que literalmente dice: “Con el fin de que sea conocido por el Consejo Superior, a continuación transcribo lo acordado en sesión N°01-2016 de la Comisión Institucional de Empleabilidad, con respecto a la Política de puestos de reserva, en aplicación a la ley 8862: “Acoger el informe N° RS-0412-16 presentado por la Sección de Reclutamiento y Selección, el cual  contiene las consideraciones técnicas en relación con la propuesta de Puestos de Reserva para el año 2016 conforme al modelo aprobado por el Consejo Superior en sesión 49-15 del 26 de mayo del 2015, artículo LXXXV y en cumplimiento a la Ley 8862. De tal manera, se aprueba someter a valoración del Consejo Superior la siguiente Propuesta de puestos de reserva para ser ocupados por personas con discapacidad, puestos dentro de los cuales se encontraban las plazas números 109802, 103198, 371323, 371324, 359342 y 47176. (ver acta de Consejo Superior N. 40-2016)”



En la sesión 57-16 del 09 de junio del 2016, artículo LIII, el Consejo Superior conoció y acogió la propuesta de reserva de 5% de las plazas vacantes del Poder Judicial, para la contratación de personas con discapacidad permanente. (ver acta de Consejo Superior N. 100-2016).



Mediante el concurso CN004-2017 que iniciaba el 20 de marzo de 2017 y finalizaba el 31 de marzo de ese mismo año, se sacaron a concurso entre otras las plazas números 109802, 103198, 371323, 371324, 359342 y 47176.



La Ley N.8862, en lo que interesa señala:



“En las ofertas de empleo público de los Poderes del Estado se reservará cuando menos un porcentaje de un cinco por ciento (5%) de las vacantes, en cada uno de los Poderes, para que sean cubiertas por personas con discapacidad siempre que exista oferta de empleo y se superen las pruebas selectivas y de idoneidad, según lo determine el régimen de personal de cada uno de esos Poderes”.



Sobre el particular, vale la pena acotar que se desconoce la razón por la cual dichas plazas, al igual que las restantes que conformaban el concurso, fueron las elegidas para esa condición y/o los parámetros que se utilizaron para ello.



De conformidad con la anterior norma, se evidencia que por plazas vacantes se entienden aquellos puestos que no se encuentran ocupados por personas funcionarias nombrados en propiedad. 



En otras palabras, cuando la Ley de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público estipula la obligatoriedad de nombrar a personas con capacidad disminuida en plazas vacantes no se refiere a que ese nombramiento debe de realizarse necesariamente en plazas nuevas destinadas para ese efecto, toda vez que ello limitaría la accesibilidad de empleo para esta población, hasta que existiese contenido presupuestario en el sector público para la creación de nuevos puestos con esa finalidad, lo cual a todas luces riñe no sólo con la intención del legislador sino también con la filosofía de los Tratados Internacionales que rigen la materia.



Siguiendo ese orden de ideas, se entiende que existe oferta de empleo cuando la totalidad de plazas en una determinada dependencia pública no se encuentran debidamente ocupadas con personas nombradas en propiedad, sea que existen plazas vacantes ocupadas por personal nombrado de manera interina. 

Lo que nos lleva a considerar otro elemento no menos relevante cual es el referente a las personas trabajadoras en calidad de interinas que ocupan plazas vacantes (independientemente del tiempo que tengan en esa condición). 



Al respecto en forma reiterada la Sala Constitucional ha indicado que este tipo de personas trabajadoras (llámeseles interinas) detentan lo que se conoce como “estabilidad relativa o impropia”, lo cual implica que estos funcionarios mantienen la posibilidad de permanecer en esa plaza vacante que han venido ocupando hasta que sea nombrada en ella a otra persona funcionaria en propiedad, o bien que el propietario regrese a la misma, concluyéndose por consiguiente que el personal interino que ocupa una plaza vacante en realidad solo goza de una estabilidad relativa. 



En ese sentido hacemos nuestras las palabras de la Sala indicada, al señalar mediante voto 01265-2015 del 30 de enero de 2015 que: 



“…es importante realizar la distinción entre interinos nombrados para sustituir funcionarios en propiedad; es decir, interinos en plazas no vacantes, y los interinos en plazas vacantes. En el caso del nombramiento en sustitución del propietario, la designación está subordinada a la eventualidad del regreso al puesto del funcionario titular, en cuyo caso debe cesar la designación del interino, ya que ese tipo de nombramiento no le es oponible al propietario. En caso de plazas vacantes, el servidor interino goza de una estabilidad relativa o impropia, en el sentido de que no puede ser cesado de su puesto a menos que se nombre en él a otro funcionario en propiedad. El interinato es una situación provisional y una excepción a la regla, así que ningún funcionario puede pretender que las autoridades accionadas estén obligadas a decretar la prórroga de su nombramiento, pues no se ostenta derecho adquirido alguno sobre un puesto determinado, sino que ello dependerá de la situación particular de cada uno, y de que no se esté frente a alguno de los siguientes cinco supuestos que operan como excepciones a la máxima de no poder sustituir un interino por otro funcionario: a) cuando se nombra a otro funcionario en propiedad -plaza vacante-; b) cuando se reincorpora a sus labores el titular del puesto, es decir, cuando sustituye a otra persona por un determinado plazo y este se cumple -plaza no vacante-; c) cuando el interino inicialmente nombrado lo fue por inopia, no reuniendo los requisitos del puesto -interino nombrado sin reunir los requisitos-; d) cuando el servidor ascendido interinamente no supera con éxito el período de prueba establecido por la ley; o, e) cuando se esté en casos calificados como aquellos donde se está frente a un proceso de reestructuración que implica la eliminación de plazas, con el respectivo cumplimiento de los requisitos legalmente establecidos para hacerlo (ver sentencia número 2007-7650 de las 16:59 horas del 31 de mayo de 2007)…”



Sobre el particular y en virtud de lo esbozado supra se hace el cuestionamiento respecto de los derechos que detentan de las personas trabajadoras interinas en razón del transcurrir del tiempo, observándose que en las plazas de interés, las personas funcionarias judiciales que ocupan u ocupaban las mismas tenían de laborar en ellas hasta el 3 de mayo de 2017, en condición de vacante los periodos que se dirán: en la plaza 371323, 6 meses y 21 días ; en la plaza 109802, 1 mes y 28 días; en la plaza 371324, 2 años, 3 meses y 14 días; en la plaza 359342 2 años, 2 meses y 21 días; en la plaza 103198, 7 meses y 9 días, y el plaza 47176, 1 año, 10 meses y 3 días.



Sin embargo, precisamente por la naturaleza de su condición, tal y como lo ha indicado la Sala Constitucional, pese al transcurrir del tiempo, independientemente de su lapso, dichos funcionarios no han adquirido respecto de dichas plazas ningún tipo de derecho (lo cual no implica que no hayan adquirido los derechos laborales que todo trabajador ostenta según nuestro ordenamiento jurídico y que deberán reclamar una vez dejado sin efecto su nombramiento en la vía correspondiente). Véase en estos sentidos los Votos de la Sala Constitucional N. 9723, de las 10:00 horas del 19 de julio de 2013, N. 5986 de las 9:05 horas del 6 de mayo de 2016, N. 5975, de las 9:05 horas del 6 de mayo de 2016 y N. 4401 de las 9:20 horas del 1 de abril de 2016.



No obstante, debe tomarse en consideración la existencia de un riesgo de alegación de violación del principio de confianza legítima, si a los servidores que se encuentran designados en las respectivas plazas no se les advirtió que no tendrían posibilidad de acceder a las mismas en propiedad al reservarse para dar oportunidades exclusivamente para personas con discapacidad. 



En este sentido se abren dos posibilidades:



Que a las personas interinas se les hubiera advertido desde el inicio que esas plazas serían destinadas al cumplimiento de la ley de cita y en el entendido de que existe algún documento técnico que haya recomendado que las plazas 109802,103198, 371323, 371324, 359342 y 47176 eran las adecuadas para el cumplimiento de la normativa de análisis.



En este caso, si bien en otrora se ordenó que las plazas 109802,103198, 371323, 371324, 359342 y 47176 fueran ocupadas en propiedad por personas con capacidad disminuidas para dar así cumplimiento a la Ley de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público y a la fecha no se ha hecho por cuanto se encuentran ocupadas por personal interino, ello no constituye ningún óbice para que en dichas plazas vacantes sean ocupadas en propiedad por personas con algún tipo de discapacidad permanente, siempre y cuando estas superen las pruebas selectivas y de idoneidad, según lo determine el puesto correspondiente a cada plaza, al tenor del Reglamento a la Ley de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público.



En otros términos, siendo que las personas interinas que ocupan las plazas vacantes número 109802,103198, 371323, 371324, 359342 y 47176 no tienen ningún derecho adquirido respecto de las mismas, se considera que se debe sacar dichas plazas a concurso de conformidad con los parámetros y requisitos que impone el Reglamento acotado,  para en su lugar nombrar en ellas a personas con capacidad disminuida siempre y cuando cumplan con los requisitos establecidos para los puestos que corresponden a las mismas.



Para una mayor claridad se transcribe el artículo 7 del Reglamento a la Ley de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público:



“Artículo 7º—Responsabilidades de las Unidades de Recursos Humanos: Las Unidades de Recursos Humanos tendrán como parte de sus funciones regulares las siguientes:



a- Realizar el proceso de selección, reclutamiento y contratación de las personas con discapacidad, conforme a las normas internas propias de cada órgano u entidad.



b- Conformar registros de elegibles paralelos especiales, para todas las clases y especialidades, incluyendo aquellas personas con discapacidad que hayan obtenido la elegibilidad de acuerdo con los procedimientos establecidos. Excepto, las instituciones cubiertas por el Régimen del Servicio Civil, que se rigen por los procedimientos propios establecidos.



c- Conformar nóminas (lista de elegibles) con uno o más candidatos, de acuerdo con la cantidad de personas con discapacidad que se encuentren en los registros de elegibles paralelos, para la clase y especialidad de que trate el pedimento de personal, debiendo escoger uno entre los candidatos que se le envían. La nómina estará conformada solo con población con discapacidad sin importar su condición.



d- En coordinación con la Comisión Especializada, velar porque se brinden las condiciones y los servicios de orientación y apoyo a las personas con discapacidad desde el período de prueba y realizar las adecuaciones en el puesto de trabajo y los ajustes razonables que se requieran en el entorno laboral de la institución, a fin de que coadyuven positivamente en el desempeño laboral, de conformidad con lo que se establece en el Capítulo de Acceso del Trabajo de la Ley Nº 7600 y su Reglamento.”



Que a las personas no se les hubiera advertido, que esas plazas serían destinadas al cumplimiento de la ley de cita, en cuyo caso podría haber una violación al principio de confianza legítima y del deber de motivación de la conducta administrativa, que justifique el motivo por el cual esas plazas y no otras son destinadas para el cumplimiento de la ley 8862.



No es óbice indicar que en el acta del Consejo Superior N.100-2016, artículo LXXIX de 01 de noviembre de 2016 claramente se estipuló el procedimiento a seguir al indicar lo siguiente:



“El artículo número 7º del REGLAMENTO A LA LEY DE INCLUSIÓN Y PROTECCIÓN LABORAL DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN EL SECTOR PÚBLICO, señala como parte de las responsabilidades de las Unidades de Recursos Humanos, realizar el proceso de selección, reclutamiento y contratación de las personas con discapacidad, conforme a las normas internas propias de cada órgano u entidad.



Asimismo, el deber de conformar registros de elegibles paralelos especiales, para todas las clases y especialidades, incluyendo aquellas personas con discapacidad que hayan obtenido la elegibilidad de acuerdo con los procedimientos establecidos, es decir un registro de personas con discapacidad que, producto de participar en un concurso, demostraron ser idóneas para ocupar puestos de determinada(s) clase(s) y especialidades, de conformidad con la normativa vigente y el reglamento.



En el caso del Poder Judicial, la normativa vigente o la regulación de la institución, es  el modelo consensuado para el Reclutamiento y Selección de Personas con Discapacidad, creado como parte de las acciones afirmativas de la Comisión integrada por representantes de la Comisión de Acceso a la Justicia, la Comisión de Salud Ocupacional, la Unidad de Salud Ocupacional, la Sección de Reclutamiento y Selección de Gestión Humana, con el apoyo de un equipo multidisciplinario integrado por Profesionales en Recursos Humanos, Trabajo Social, Medicina y Salud Ocupacional, de la Dirección de Gestión Humana.



Como parte de las fases del modelo que se han realizado, una vez finalizada la vigencia de la convocatoria exclusiva, se analizó la documentación aportada por cada una de las personas oferentes para establecer el cumplimiento de los requisitos legales mínimos definidos en la publicación, lo que permitió la confección del registro de elegibles integrado por todas aquellas personas con discapacidad que se mantienen activas en la convocatoria.



Posteriormente, una vez aprobada la ley y teniendo definidos los puestos vacantes que la conformarían, producto de la participación en el concurso que corresponda, las personas inscritas deberán demostrar la idoneidad para ocupar los puestos de determinadas clases y especialidades, mediante la aplicación de pruebas psicolaborales, así como la verificación de antecedentes sociolaborales por parte de la unidad de investigación especializada.



De modo que, a través de la aplicación de todas las etapas del Modelo de Reclutamiento y Selección de Personas con discapacidad, la Institución se asegura de contratar personal previamente verificado y evaluado, con una idoneidad comprobada en línea con los perfiles requeridos para desarrollar los diferentes puestos, previendo la calidad que todo funcionario debe brindar en los distintos servicios que ofrece el Poder Judicial.



Por otra parte, cuando no resulten oferentes del banco o bien a pesar de existir, ninguna persona haya obtenido la elegibilidad de acuerdo con los procesos establecidos, se procede con la publicación de un concurso abierto tal y como lo establece el reglamento de la ley 8862.



Seguidamente, se efectúa la etapa de revisión de ofertas, la aplicación de las correspondientes evaluaciones, finalizando con la confección de una nómina para el nombramiento de los puestos vacantes, asegurándose que la plaza, bajo todos los posibles escenarios, va a ser ocupada por una persona que cumple a cabalidad los requisitos establecidos y el perfil necesario para el desarrollo del cargo.”



De conformidad con lo anterior, estimamos que dependiendo de los dos supuestos indicados, podría ser necesario que se adopte una decisión respecto de las plazas en mención, toda vez que si las personas que ocupan las respectivas plazas no tenían conocimiento de que las mismas serían empleadas para cumplir la ley 8862 y no existió una justificación del motivo por el cual se escogió esas plazas en particular, se podría incurrir en una conducta antijurídica violatoria de los derechos de las respectivas personas.



En razón de lo anterior, podría valorarse alguna de las siguientes opciones:  



a)              Reubicar a las personas servidoras judiciales que queden cesantes después de realizado el concurso bajo análisis, en otras plazas vacantes que obviamente se encuentren desocupadas sin afectar las condiciones de su relación de empleo.



b)             Ordenar cambiar todas las plazas sacadas a concurso por plazas nuevas o de reciente creación, pero sin un ocupante interino o en propiedad, con la advertencia al personal interino que la vayan a ocupar, que las mismas serán utilizadas a corto plazo para nombrar en ellas en propiedad a personas con discapacidades disminuidas.



c)              Disponer que, en los futuros concursos de plazas vacantes por jubilación, muerte, etc, se realice una programación de manera tal que quede claro que serán empleados determinado porcentaje de los concursos para el cumplimiento de la ley 8862 y en el entendido de que cualquier servidor interino deberá tener conocimiento de lo anterior, previo a su nombramiento, aunque sea con carácter de estabilidad impropia. 



De esta manera se deja rendido el criterio legal solicitado para lo que corresponda.” 



Con fundamento en el criterio técnico de la Dirección Jurídica el Consejo Superior acordó: 



“Acoger parcialmente el criterio N° DJ-C-559-2019 del 16 diciembre de 2019, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino y la máster Argili Gómez Siu, Sub Directora Jurídica interina, en consecuencia: a.) Disponer que, en futuros concursos de plazas vacantes, la Dirección de Gestión Humana realice una programación de manera tal que determinado porcentaje de plazas se otorguen para el cumplimiento de la ley 8862, en el entendido de que cualquier servidor interino deberá tener conocimiento de lo anterior, previo a su nombramiento, aunque sea con carácter de estabilidad impropia. b.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Asociación Nacional de Empleados Judiciales. La Dirección Jurídica tomará nota para lo que corresponda.”



Posteriormente, el Consejo Superior en sesión N° 75-2020 celebrada el 28 de julio de 2020, Artículo XIX, dispuso por mayoría:



“1.) Señalar a la Dirección de Gestión Humana que efectivamente debe de dejar sin efecto la reserva de plazas de los años 2017 y 2018, en virtud que no han iniciado los concursos, no obstante, el concurso CN-04-2017, que se encuentra activo debe proseguir y finiquitarse a la brevedad. 2.) Indicar a la Dirección de Gestión Humana, que para la reserva de plazas vacantes de conformidad con la Ley de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público-Ley 8862 para los períodos 2019 y 2020, deberá comunicar a la población judicial interina que se encuentre en el puesto que esa plaza está destinada para el cumplimiento de la citada Ley. 3.) Dejar sin efecto el acuerdo tomado en la sesión N° 2-20 del 9 de enero de 2020, artículo XXIV.”



Se planteó recurso de reconsideración por parte de la Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad contra el acuerdo anterior. No obstante, el Consejo Superior en sesión N° 91-2020 celebrada el 17 de setiembre de 2020, Artículo IX, acordó:



 “En razón de lo anterior, por mayoría, rechazar los recursos de reconsideración presentados por el magistrado Jorge Olaso Álvarez, en su condición de Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia y la magistrada Damaris Vargas Vásquez, en su calidad de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en Situación de Discapacidad; así como el recurso de revisión presentado por la integrante licenciada Sandra Pizarro Gutiérrez. En consecuencia, se dispone a mantener lo resuelto en la sesión N° 75-2020 celebrada el 28 de julio de 2020, artículo XIX…”.



De lo expuesto se desprende que la solicitud del juez Olman Ugalde asociado a la petición de la reserva de una plaza de judicatura categoría 5, está subsumido en la responsabilidad institucional de cumplimiento de la normativa en referencia que debe abarcar no solo ese puesto sino también los demás existentes en la Institución conforme a los lineamientos señalados, por lo que su petición será contemplada en las siguientes recomendaciones técnicas.



VIII. Recomendaciones técnicas



[bookmark: _Hlk77578017]Conforme a la normativa nacional e internacional que regula el derecho al empleo de las personas con discapacidad y en atención a la gestión realizada por el juez Olman Ugalde trasladada por la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia a la suscrita en la condición de Magistrada Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad e integrante de la Comisión de Acceso a la Justicia y la Comisión Especializada de Empleabilidad del Poder Judicial, se emiten las siguientes recomendaciones técnicas para valoración de Corte Plena:



1. En cumplimiento de la Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad, Ley N° 7948, la Convención sobre los derechos de las Personas con Discapacidad, Ley 8661, así como la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad N° 7600 y su Reglamento N° 26831, se dispone que en la selección de personal con discapacidad se empleen mecanismos adaptados a las condiciones de las y los aspirantes, sin exigir requisitos adicionales a los establecidos para cualquier solicitante.



2. Continuar con el proceso de reserva de al menos un porcentaje de un cinco por ciento (5%) de las vacantes, para que sean cubiertas con personas con discapacidad siempre que exista oferta de empleo y se superen las pruebas selectivas y de idoneidad.



3. Con fundamento en la Ley de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público y su Reglamento, a fin de alcanzar la más plena inclusión de las personas con discapacidad en el ámbito laboral del Poder Judicial, la Comisión Especializada de Empleabilidad, Coordinada por la Dirección de Gestión Humana, realizará un estudio anual para identificar los puestos que serán objeto de una reserva de no menos un 5% de las plazas vacantes para ser ocupadas por personas con discapacidad; e informará dicho estudio a Corte Plena como superior jerárquico, identificando las posibles plazas vacantes a reservar para las personas con discapacidad y recomendación de las adecuaciones y adaptaciones pertinentes para ser aplicadas en el proceso de evaluación y contratación.



4. Corte Plena actuando como jerarca máximo institucional, de conformidad con los artículos 152 de la Constitución Política, 48 y 67 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y el Oficio N° DJ-3972-2010 de 15 de noviembre de 2010 de la Contraloría General de la República que señala a Corte Plena como jerarca del Poder Judicial en los términos de la  Ley General de Control Interno, emitirá la Política Institucional de Empleabilidad debidamente actualizada, basada en el estudio técnico y recomendación elaborada por la Comisión Especializada de Empleabilidad. Dicha Política incluirá la revisión y actualización de la Política de Reserva y el Modelo para el Reclutamiento y Selección de Personas con Discapacidad, aprobadas por el Consejo Superior en sesiones N° 40-2014 de 2 de mayo de 2014 y N° 49-2015 de 26 de mayo de 2015. La actualización se realizará conforme al Modelo de Gestión de las Políticas Institucionales en el Poder Judicial aprobado por Corte Plena en sesión N° 02-2020 de 13 de enero de 2020, Artículo XXXII, para lo cual se contará con el apoyo de la Dirección de Planificación y se solicitará asesoría al Consejo Nacional de Discapacidad con base en el artículo 2 de la Ley 9303.



5. El acuerdo donde se disponga la reserva de plazas que corresponda para cada año, será publicado en el Diario Oficial La Gaceta y un extracto de ésta en un medio de prensa. Dicho acuerdo será comunicado a la Dirección Nacional de Empleo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 



6. La Dirección de Gestión Humana realizará el proceso de selección, reclutamiento y contratación de las personas con discapacidad, de acuerdo con las normas internas propias del Poder Judicial y conformará registros de elegibles paralelos especiales, para todas las clases y especialidades, incluyendo aquellas personas con discapacidad que hayan obtenido la elegibilidad de acuerdo con los procedimientos establecidos.  



7. La Dirección de Gestión Humana conformará nóminas (lista de elegibles) con una o más personas candidatas, de acuerdo con la cantidad de personas con discapacidad que se encuentren en los registros de elegibles paralelos, para la clase y especialidad de que trate el pedimento de personal. La nómina estará conformada solo con población con discapacidad sin importar su condición, siempre que cumpla con idoneidad comprobada.



8. La Dirección de Gestión Humana en coordinación con la Comisión Especializada de Empleabilidad velará porque se brinden las condiciones y los servicios de orientación y apoyo a las personas con discapacidad desde el período de prueba y realizará las adecuaciones en el puesto de trabajo y los ajustes razonables que se requieran en el entorno laboral de la institución, a fin de que coadyuven positivamente en el desempeño laboral.



9. En los concursos especializados para personas con discapacidad, se escogerá de manera obligatoria a la persona con discapacidad que haya superado las pruebas selectivas y de idoneidad correspondientes y que acepte el puesto, aunque la nómina o la designación haya sido conformada por una sola persona candidata.



10. En caso de no encontrarse personas oferentes idóneas para ocupar las plazas vacantes, la Dirección de Gestión Humana deberá documentarlo para justificar la no posibilidad de reservar las plazas.



11. De no existir personas candidatas en el Registro de Elegibles paralelos para llenar los puestos reservados dentro del 5%, estos puestos podrán ser ocupados con candidatas del Registro de elegibles general, sin perjuicio de que se utilicen otros pedimentos de personal para mantener la reserva regulada en la Ley Nº 8862.



12. En los concursos de las plazas que se reserven para ser ocupadas por personas con discapacidad se advertirá desde el inicio que éstas serán o podrán ser destinadas al cumplimiento de la Ley de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público y su Reglamento. Se informará al personal interino que vaya a ocupar esas plazas, desde un inicio, que éstas serán utilizadas a corto plazo para nombrar en ellas en propiedad a personas con discapacidad. Sin embargo, la omisión de dicha comunicación no será motivo para excluir la reserva de conformidad con lo resuelto por la Sala Constitucional en voto No. 22069 – 2019 de las 09 horas 15 minutos del 08 de noviembre de 2019.



13. Solicitar a la Dirección de Gestión Humana y a la Comisión Especializada de Empleabilidad que en el estudio anual para identificar los puestos que serán objeto de una reserva de no menos de un 5% de las plazas vacantes para ser ocupadas por personas con discapacidad, valore la posibilidad de incluir plazas de judicatura laboral categoría 5, en atención a la gestión formulada por el juez Ugalde. 



14. Con fundamento en la Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad, Ley N° 7948, y la Convención sobre los derechos de las Personas con Discapacidad, Ley 8661, establecer como una acción afirmativa en beneficio de las personas en situación de discapacidad que las plazas reservadas para los concursos especializados para dicha población, sean ocupadas por personas en esa condición que reúnan los requisitos de idoneidad comprobada y hayan superado los el proceso de elegibilidad establecidos para la categoría del puesto. 



Finalmente, es importante señalar que la Auditoría Judicial en comunicado electrónico enviado el 4 de noviembre de 2020 remitió consulta a la Coordinadora de la Comisión Especializada de Empleabilidad y a la suscrita Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad e integrante de esa Comisión, acerca de la Política que sustenta la empleabilidad de personas con discapacidad y las acciones desarrolladas para su actualización conforme al Modelo de Gestión de las Políticas Institucionales en el Poder Judicial aprobado por Corte Plena en sesión N° 02-2020 de 13 de enero de 2020, Artículo XXXII. La suscrita remitió el informe respectivo y emitió comunicado solicitando la ejecución de acciones para la actualización de la Política de Empleabilidad a la Comisión respectiva. 



Dejo rendido el informe solicitado por la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia en mi condición de Magistrada Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad e integrante de las Comisiones de Acceso a la Justicia y de la Comisión Especializada de Empleabilidad del Poder Judicial.”. 
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[bookmark: _Hlk76714613]La máster Roxana Arrieta Meléndez, y las licenciadas Olga Guerrero Córdoba, Krissia Rojas Quirós y Lucrecia Chaves Torres, por su orden; Directora y Subdirectora interinas de Gestión Humana, Jefa interina de la Sección de Reclutamiento y Selección de Personal y Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, en oficio N° PJ-DGH-RS-659-2020 de 24 de noviembre de 2020, refirieron:



“Mediante oficio 10427-2020, recibido por esta Dirección el pasado 6 de noviembre de 2020, la Secretaría General de la Corte trasladó para su análisis el oficio PJ-DGH-SACJ-1962-2020 suscrito por la máster Lucrecia Chaves Torres, jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial y nota del 5 de noviembre de 2020, suscrita por el doctor Olman Ugalde González magistrado suplente de la Sala Segunda y juez del Juzgado de Seguridad Social del Primer Circuito Judicial de San José. Ambas gestiones relacionadas propiamente con la solicitud del señor Ugalde González, referente a la conformación de las reservas para personas con discapacidad en cumplimiento de la Ley 8862, específicamente en lo siguiente:



“…se destine una plaza de juez 5 para ser ocupada por un aspirante idóneo con discapacidad y si no se hiciera pronto el nombramiento, para ser congruente con la reserva estoy requiriendo como una acción afirmativa, se nombre interinamente a la persona con discapacidad que resulte ser idónea en la plaza reservada en materia laboral para la categoría de juez y jueza 5.



Finalmente al igual que lo realiza el Consejo de la Judicatura, Aprovecho para requerir que el tema de la aplicación de esta Ley se defina a nivel institucional dictando directrices que sean de aplicación general y que comprenda todas las áreas en donde se deben hacer nombramientos, no solo a nivel técnico, sino a nivel profesional y a nivel de Judicatura, para lo cual sería necesario realizar las acciones correspondientes con la intervención de la Dirección de Gestión Humana, en coordinación con la Comisión de empleabilidad en materia de Discapacidad…”



Al respecto es de importancia manifestar que todas las clases de puestos vigentes en el Poder Judicial pueden ser consideradas para un estudio anual de reserva del 5% de plazas vacantes para personas con discapacidad, a excepción de aquellas que por su naturaleza de trabajo y condiciones ambientales se consideran de “riesgo” (cargos policiales, auxiliares de seguridad, custodios de detenidos).



Para la escogencia de dichas plazas si bien la normativa vigente no delimita la forma en que cada institución del Estado deba proceder con su reserva, la Dirección de Gestión Humana ha implementado una metodología que le permita determinar de manera equitativa cuáles pueden ser las que se consideren, lo cual requiere de un análisis estadístico que tome en cuenta variables como: preferencia de las personas con discapacidad (tipo de puestos) la cantidad de vacantes disponibles (y que pueden ser objeto de reserva), oficina a la que pertenecen, ubicación física, zona de residencia de las personas con discapacidad que han mostrado interés, grados de escolaridad, tipos de discapacidad, entre otras consideraciones particulares que pueden presentarse dentro de la revisión.



Cabe agregar que posterior a la selección y aprobación de las plazas que conformarán la reserva, siguiendo el procedimiento establecido en el  Modelo para el Reclutamiento de Personas con Discapacidad, aprobado por el Consejo Superior en sesión 49-15, celebrada el 26 de mayo del 2015, artículo LXXXV, estas son publicadas en un concurso exclusivo para la población con discapacidad, con el fin de que todas las personas  interesadas se inscriban y participen en igualdad de condiciones de acuerdo con los principios de transparencia que  debe mantener el proceso.



Relativo a lo mencionado, actualmente la Sección Administrativa de la Carrera Judicial se encuentra trabajando en un diagnóstico para determinar el interés de la población con discapacidad en puestos de la Judicatura y determinar así en forma objetiva, cuál es su interés (categorías y materias) y de esta forma analizar cuáles podrían ser objeto de reserva.  Respecto de las demás clases de puestos, se trabaja en la implementación de lo acordado por el Consejo Superior en sesión 91-2020, celebrada el 17 de setiembre de 2020, artículo IX (según criterio de la Dirección jurídica DJ-C-559-2019), propiamente en lo concerniente a:



“…2.) Indicar a la Dirección de Gestión Humana, que para la reserva de plazas vacantes de conformidad con la Ley de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público-Ley 8862 para los períodos 2019 y 2020, deberá comunicar a la población judicial interina que se encuentre en el puesto que esa plaza está destinada para el cumplimiento de la citada Ley…”  (énfasis agregado)



Lo anterior, con el propósito de iniciar con la aplicación de una nueva metodología para la confección de las futuras reservas, dado que la última reserva para un próximo concurso exclusivo para la población con discapacidad (vacantes de los años 2017 y 2018) fue anulada en la misma sesión indicada, por cuanto en adelante se deberá advertir a la persona interina que la ocupe que su puesto podría ser objeto de reserva.  Ello en vista de que, la Dirección Jurídica (en atención a una consulta elevada desde el año 2017) indicó que con el procedimiento que se venía implementando, se contravenía el principio de confianza legítima y la estabilidad impropia del interino.



Asimismo y para mejor resolver, el caso será analizado por la Comisión Especializada de Empleabilidad en una sesión programada para el próximo 27 de noviembre a fin de analizar la viabilidad técnica de lo expuesto por el señor Ugalde González.”
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Según los registros que a los efectos lleva esta Secretaría, se informa que a la fecha no se ha tenido el análisis realizado por la Comisión de empleabilidad referido en el anterior oficio de la Dirección de Gestión Humana.



El doctor Olman Gerardo Ugalde González, Juez del Juzgado de Seguridad Social del Primer Circuito Judicial de San José, en nota de 23 de febrero de 2021 indicó:



“Hago referencia  a la gestión relacionada a los escritos: PJ-DGH-SACJ-1974-2020 TJ-084-2020 de 02 de noviembre de 2020, PJ-DGH-SACJ-1975-2020,  TJ-084-2020,  de  fecha  02 de noviembre de 2020, PJ-DGH-SACJ-1971-2020 TJ-084-2020 02 de noviembre de 2020, TJ-084-2020 02 de noviembre de 2020 Y el TJ-0084-2020 de 02 de noviembre de 2020, Y al oficio 10427-2020 de la Secretaría General de la Corte, que fue corregido por esa secretaría para que sea leído correctamente “PJ-DGH-SACJ-1961-2020. relativo a la solicitud del doctor Ugalde González, sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD) y el Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad,”.



1.-	muy respetuosamente me refiero a la indicada gestión. Ya que la misma fue presentada por este Magistrado Suplente desde el 5 de noviembre 2020,



2.-	Igualmente, el 10 de noviembre de 2020, gestione ante esa secretaría:



“en relación con los escritos: PJ-DGH-SACJ-1974-2020 TJ-084-2020 de 02 de noviembre de 2020, PJ-DGH-SACJ-1975-2020,  TJ-084-2020,  de  fecha  02 de noviembre de 2020, PJ-DGH-SACJ-1971-2020 TJ-084-2020 02 de noviembre de 2020, TJ-084-2020 02 de noviembre de 2020 Y el TJ-0084-2020 de 02 de noviembre de 2020, suscritos por el Consejo de la Judicatura, Dirección de Gestión Humana Subproceso de la Administración de la Carrera Judicial. PJ-DGH-SACJ-1974-2020 TJ-084-2020, 02 de noviembre de 2020, que remite cinco ternas para el nombramiento en propiedad de Juez(a) 5 Laboral.  Apelaciones.



Con el debido respeto deseo solicitar a la honorable Corte Plena que previo a proceder con estos nombramientos y cualquier otro de Juez(a) 5 Apelaciones, primeramente se proceda a resolver la gestión relacionada con el oficio PJ-DGH-SACJ-1961-2020 De 30 de octubre del 2020 que hace referencia al acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura en sesión CJ-044-2020, celebrada el 21 de octubre del año en curso y ampliada por el suscrito con nota de 5 de noviembre de 2020.. Esta petición tiene relación directa en que dichos nombramientos se relacionan con la solicitud de la reserva que debe efectuar el Poder Judicial, de un cinco por ciento de plazas para ser ocupadas por las personas con Discapacidad, acorde al mandato de la Ley 8862 sobre Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público, que dispone: “En las ofertas de empleo público de los Poderes del Estado se reservará cuando menos un porcentaje de un cinco por ciento (5%) de  las vacantes, en cada uno de los Poderes, para que sean cubiertas por personas con discapacidad siempre que exista oferta de empleo y se superen las pruebas selectivas y de idoneidad, según lo determine el régimen de personal de cada uno de esos Poderes”….



3.-	El 13 de enero 2021 doña Roxana Arrieta Meléndez, respondiendo a mi correo escribió:



“Buenos días, don Olman



Un gusto saludarlo, como le había comentado en la reunión que tuvimos el año pasado, la consulta de la interpretación al transitorio se realizó tanto al CONAPDIS como a la Dirección Jurídica. y estamos a la espera de la respuesta, para desde la Comisión de Empleabilidad emitir el informe correspondiente a Corte Plena. Tenga certeza que estamos atendiendo su gestión y la solicitud de Corte Plena.”.



En lo tocante a esta gestión me preocupa mucho la tardanza que ha conllevado su tramitación ya tiene prácticamente cuatro meses. Y me preocupa tener por tanto tiempo detenidos los nombramientos de jueces cinco de apelación que debe efectuar la Corte Plena.



Por esta razón si la Asesoría Jurídica no ha rendido el criterio jurídico que le fue requerido por parte de Gestión Humana, respetuosamente solicito, se le establezca un corto plazo para resolver. Y se haga un recordatorio de la consulta a la dirección Ejecutiva del “CONAPDIS”. Esto con la finalidad de que mi gestión sea resuelta y de gran relevancia que también la Honorable Corte Plena, pueda proceder con el nombramiento de los jueces cinco de apelación que se encuentran pendientes en virtud de esta gestión.” 
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La anterior gestión se hizo del conocimiento de la Dirección de Gestión Humana para lo correspondiente, reiterando que continuaba pendiente el análisis de la Comisión de Empleabilidad indicado en el oficio N° PJ-DGH-RS-659-2020 de la citada Dirección.



El doctor Olman Gerardo Ugalde González, Juez del Juzgado de Seguridad Social del Primer Circuito Judicial de San José, en correo electrónico de 24 de marzo de 2021 remitió sentencia de cupo laboral del 9 de marzo de 2021.



[bookmark: _Hlk76714614]La máster Roxana Arrieta Meléndez y la licenciada Olga Guerrero Córdoba, por su orden; Directora y Subdirectora de Gestión Humana, en oficio CEE-003-2021 de 14 de abril de 2021 señalaron:



[bookmark: _Hlk76714615]“La Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial en respuesta al oficio de la Secretaria de la Corte N° 2959-2021 del 7 de abril de 2021, en que se indica que, está pendiente dar respuesta al oficio 10427-2020 del 6 de noviembre de 2020, se informa que se respondió con el oficio PJ-DGH-RS-659-2020 de fecha 24 de noviembre de 2020 y posteriormente, se recibió el oficio de la Secretaria de la Corte N° 2085-2021 del 3 de marzo del 2021, en el cual se adicionó un oficio suscrito por el doctor Olman Ugalde González.



[bookmark: _Hlk69295941]Aunado a lo anterior, las gestiones del doctor Ugalde González, referente a la conformación de las reservas para personas con discapacidad en cumplimiento de la Ley 8862, puntean:



“…se destine una plaza de juez 5 para ser ocupada por un aspirante idóneo con discapacidad y si no se hiciera pronto el nombramiento, para ser congruente con la reserva estoy requiriendo como una acción afirmativa, se nombre interinamente a la persona con discapacidad que resulte ser idónea en la plaza reservada en materia laboral para la categoría de juez y jueza 5.



Finalmente al igual que lo realiza el Consejo de la Judicatura, Aprovecho para requerir que el tema de la aplicación de esta Ley se defina a nivel institucional dictando directrices que sean de aplicación general y que comprenda todas las áreas en donde se deben hacer nombramientos, no solo a nivel técnico, sino a nivel profesional y a nivel de Judicatura, para lo cual sería necesario realizar las acciones correspondientes con la intervención de la Dirección de Gestión Humana, en coordinación con la Comisión de empleabilidad en materia de Discapacidad…”



En atención a la gestión presentada, esta Dirección informa que, se remitió en fecha 15 de marzo de 2021, una consulta al Área Jurídica de CONAPDIS/MTSS con el fin de tener el criterio legal del ente rector en cuanto a las manifestaciones realizadas por el doctor Ugalde González.



Tras consultar el estado de la gestión en fecha 14 de abril 2021 la licenciada Rojas Salas informó:



“A su consulta me permito informarle que teníamos previsto dar respuesta a la solitud semanas atrás, pero fue imposible hacerlo según lo esperado por las múltiples tareas asignadas a la señora Andrea Sánchez Montero y la suscrita. Tenemos previsto emitir el criterio en los próximos días.”



En razón de lo anterior, esta Dirección se encuentra a la espera de recibir la respuesta por parte de la asesoría legal de CONAPDIS, con el fin de poder aportar datos de apoyo para tomas de decisiones a las instancias superiores.



Por otra parte, con respecto a la solicitud de que se destine una plaza de juez 5 para ser ocupada por un aspirante idóneo con discapacidad, se indica:



· Esta Dirección reconoce la importancia que todas las clases de puestos vigentes en el Poder Judicial puedan ser consideradas para un estudio anual de reserva del 5% de plazas vacantes para personas con discapacidad, a excepción de aquellas que por su naturaleza de trabajo y condiciones ambientales se consideran de “riesgo” (cargos policiales o con portaciones de armas de fuego).



· Sin embargo, existe una limitación de técnica y procedimiento, ya que, esta Dirección está sujeta a las directrices que dicta el Consejo Superior, en esa línea en sesión 02-2020, ese Órgano conoció el oficio de la Dirección Jurídica DJ-C-559-2019 de diciembre del 2019, el cual en su análisis manifiesta que, la condición de “estabilidad relativa o impropia” que le cubre a las personas interinas, ampliamente expuesto en la jurisprudencia de la Sala Constitucional, indica que una persona en esa condición -independientemente del tiempo que tenga desempeñándose en la plaza- no podría ser cesado de su puesto, a menos que se nombre a otro funcionario en propiedad, o bien, que se dé alguno de los 5 supuestos que operan como excepciones a la máxima de no poder sustituir un interino por otro funcionario.



Así, la Dirección Jurídica refiere a la existencia de “un riesgo de alegación de violación del principio de confianza legítima”, si a esos funcionarios no se les advirtió que no tendrían oportunidad de ser nombrados en propiedad, por cuanto serían plazas que se reservarían para los concursos exclusivos para personas con discapacidad.



De conformidad con lo anterior, el Consejo Superior acordó:



“…2.) Indicar a la Dirección de Gestión Humana, que para la reserva de plazas vacantes de conformidad con la Ley de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público-Ley 8862 para los períodos 2019 y 2020, deberá comunicar a la población judicial interina que se encuentre en el puesto que esa plaza está destinada para el cumplimiento de la citada Ley.”



· En acatamiento a lo dictado por el Ente Superior, esta Dirección se encuentra trabajando en la propuesta de reserva de plazas vacantes de conformidad con la Ley de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público-Ley 8862 e incorporando las indicaciones vertidas por la Dirección Jurídica del Poder Judicial.



· Para la escogencia de dichas plazas si bien la normativa vigente no delimita la forma en que cada institución del Estado deba proceder con su reserva, la Dirección de Gestión Humana ha implementado una metodología que le permita determinar de manera equitativa cuáles pueden ser las que se consideren, lo cual requiere de un análisis estadístico que tome en cuenta variables como: preferencia de las personas con discapacidad (tipo de puestos), la cantidad de vacantes disponibles (y que pueden ser objeto de reserva), oficina a la que pertenecen, ubicación física, zona de residencia de las personas con discapacidad que han mostrado interés, grados de escolaridad, tipos de discapacidad, entre otras consideraciones particulares que pueden presentarse dentro de la revisión.



· Entre las acciones realizadas por este Dirección para cumplir con lo establecido en la Ley 8862, así como incorporar los lineamientos emitidos por el Consejo Superior, se está trabajando en realizar mejoras en el sistema SIGA de modo que se pueda prever de forma automática al realizarse el primer nombramiento interino en plaza vacante, la comunicación oportuna de que la plaza podría ser valorada dentro del estudio para reserva destinadas al cumplimiento de dicha Ley.



· Sin embargo, hasta que las herramientas tecnológicas medien en esa tarea, para que esta Dirección pueda realizar la nueva reserva de plazas vacantes para personas con discapacidad, acatando lo indicado por Consejo Superior y la Dirección Jurídica, se debe tomar como base los comunicados que las Jefaturas remiten a esta Dirección, en concordancia con la Circular N° 17-2020 de la Dirección de Gestión Humana que literalmente indicó:



[bookmark: _Hlk69306467]“…Además de lo anterior, la jefatura de cada oficina estará en la obligación de indicar por escrito a la persona propuesta en la plaza vacante y con copia a la Dirección de Gestión Humana que esa plaza podría ser valorada dentro del estudio del cinco por ciento (5%) destinadas al cumplimiento de la Ley 8862 Inclusión y Protección Laboral de Personas con Discapacidad en el Sector Público, de 16 de setiembre de 2010.”



· En relación con el punto anterior, es importante señalar que, se ha tenido poca comunicación por parte de las Jefaturas en atención a esta Circular, lo que a su vez limitará las plazas que se puedan considerar en la reserva para personas con discapacidad que esta Dirección está trabajando.



· Por otra parte, cabe señalar que, esta Dirección en el pasado ha realizado reservas y procesos selectivos exclusivos para personas con discapacidad en las clases de puesto de Juez 1, siendo esta la clase donde se ha encontrado candidatos con condición de discapacidad para participar y que cumplan con los requisitos que establece los cargos de la Judicatura.



· Aunado a lo anterior, la Dirección de Gestión Humana vela porque cualquier persona con discapacidad, participe en los procesos selectivos ordinarios realizando los ajustes requeridos con el fin de que puedan participar en igualdad de oportunidad, sin que sea limitada la participación solo en procesos exclusivos para personas con discapacidad.



· De conformidad con lo anterior, la norma que rige la designación de nombramientos en Carrera Judicial establece que sea por medio de ternas, siendo que en el caso de la clase de juez 5 la Institución no cuenta con la cantidad de candidatos con condición de discapacidad para poder realizar un proceso selectivo exclusivo, en razón de lo anterior, al ser el doctor Ugalde González el único candidato, la participación de don Olman se ha realizado en procesos ordinarios.



· Es dable mencionar que, el doctor Ugalde González conforma una de las ternas enviadas a Corte Plena para la designación de la persona que ocuparía el cargo, específicamente la terna para el cargo de Juez (a) 5 Laboral Apelaciones del Tribunal de Apelación Civil y Trabajo de Guanacaste, Liberia (debe resolver materia civil), plaza vacante, No. Puesto 365690.



En concordancia con lo señalado en este informe, esta Dirección concluye que, en este momento los lineamientos dictados por el Consejo Superior y que son base para efectuar reservas para personas con discapacidad, limitan a esta Dirección para recomendar una reserva donde median procesos ordinarios en trámite donde incluso existen ternas que ya fueron remitidas a Corte Plena para la designación respectiva, toda vez que el criterio jurídico expresa que existe “un riesgo de alegación de violación del principio de confianza legítima”, si a esos funcionarios no se les advirtió que no tendrían oportunidad de ser nombrados en propiedad, por cuanto serían plazas que se reservarían para los concursos exclusivos para personas con discapacidad.



En línea con lo anterior, es importante resaltar que, la designación de las personas a ocupar los cargos comunicados en las ternas, sería potestad de la Corte Plena de conformidad con las normas que rigen la materia para nombramientos en cargos de la Judicatura en el Poder Judicial.



Finalmente, esta Dirección da por contestados los oficios 10427-2020 del 6 de noviembre de 2020, 2085-2021 del 3 de marzo del 2021 y 2959-2021 del 7 de abril del 2021”. 
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El máster Rafael Ortega Tellería juez del Juzgado Civil y de Trabajo de Grecia, el doctor Adrián Calderón Chacón juez del Tribunal de Apelación de Trabajo del Primer Circuito Judicial de San José, el máster Luis Eduardo Mesén García juez y la máter Marnie Guerrero Lobato, Juez y Jueza del Tribunal de Apelación de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José, en nota de 27 de mayo de 2021, comunicaron:



“Desde mediados del año 2020 se integraron las ternas para nombrar las plazas vacantes de juez 5 laboral, las cuales estaban para ser votadas en una sesión de Corte Plena extraordinaria en el mes de noviembre. 



Entendemos que las plazas fueron sacadas de agenda por una gestión del compañero judicial Olman Ugalde González, en la que se ataca la conformación de las ternas que nosotros integramos. A partir de ese momento, han pasado ya más de 6 meses sin que exista un pronunciamiento concreto de este órgano, consideramos que ese plazo es sumamente amplio y no se justifica, si atendemos que sobre este tema ya la Sala Primera de la Corte dictó jurisprudencia rechazando los argumentos de nuestro colega en la resolución n.º 2872-F-S1-2020 de las 9:25 horas del 10 de diciembre de 2020.  

            

Como funcionarios judiciales nos hemos sometido a todos y cada una de las pruebas de aptitud para ser tomados en cuenta para un nombramiento en propiedad, por eso les solicitados de forma respetuosa que emprendan acciones concretas para solventar la problemática que nos aqueja. Creemos que la estabilidad laboral de las personas juzgadoras debería ser una prioridad para el gobierno de nuestra institución, lo que consustancialmente se va a ver reflejado en un servicio público de excelencia para nuestros usuarios (as). Por otra parte, no se puede dejar inadvertido que el Poder Judicial ha invertido tiempo, fondos públicos y recursos humanos en la realización del concurso, por lo que debería llegar a buen puerto el proceso que se inició. 

            

Por otro lado, consideramos que, si existen plazas vacantes interinas en el Primer Circuito Judicial de San José y un panel de jueces elegibles, deberían igualmente ser sacadas a concurso público, toda vez que esos puestos deben ser nombrados con base en el mérito y la capacidad comprobada del funcionario conforme lo indica el artículo 192 de la Carta Magna de nuestro país.  

           

Agradecemos de antemano sus buenos oficios para que se resuelvan los aspectos que exponemos en esta nota, así como la confirmación del recibido de este correo. 



Recibiremos notificaciones a nuestros correos institucionales.”



- 0 -



[bookmark: _Hlk76714631]La máster Roxana Arrieta Meléndez, y la licenciada Olga Guerrero Córdoba, por su orden; Directora y Subdirectora interinas de la Dirección de Gestión humana, en oficio N° CEE-005-2021 de 19 de mayo de 2021, refirieron:



“La Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial en adición al oficio CEE-003-2021, remitido para conocimiento del Consejo Superior en fecha 19 de abril del 2021, en el cual se señaló que, en atención a las gestiones presentadas por el doctor Ugalde González, referente a la interpretación de la Ley 8862 sobre “Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público” y su Reglamento, expresamente en lo correspondiente al transitorio I, se solicitó criterio al Área Jurídica de CONAPDIS/MTSS con el fin de tener el criterio legal del ente rector en cuanto a las manifestaciones realizadas por el doctor Ugalde González.



En razón de lo anterior, en fecha 9 de mayo en curso, se recibió respuesta de ese Ente en el cuál señala que, para dar un criterio integral es necesario contar con la Política de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad del Poder Judicial, con el fin conocer el contenido de dicha Política, y realizar el proceso de revisión general correspondiente.



Cabe señalar que, esta Dirección se encuentra trabajando en la elaboración de dicha Política, sin embargo, por ser necesario resolver con prontitud el tema, se señalan algunos puntos que rigen el actuar de esta Dirección, en concordancia con los lineamientos y criterios legales que actualmente rigen la materia.



Aunado a lo anterior, esta Dirección está sujeta a las directrices que dicta el Consejo Superior, así como la Dirección Jurídica del Poder Judicial, en esa línea, ese estimable Consejo en sesión 02-2020, ese Órgano conoció el oficio de la DJ-C-559-2019 de diciembre del 2019, el cual en su análisis manifiesta que, la condición de “estabilidad relativa o impropia” que le cubre a las personas interinas, ampliamente expuesto en la jurisprudencia de la Sala Constitucional, indica que una persona en esa condición -independientemente del tiempo que tenga desempeñándose en la plaza- no podría ser cesado de su puesto, a menos que se nombre a otro funcionario en propiedad, o bien, que se dé alguno de los 5 supuestos que operan como excepciones a la máxima de no poder sustituir un interino por otro funcionario.



La Dirección Jurídica refiere a la existencia de “un riesgo de alegación de violación del principio de confianza legítima”, si a esos funcionarios no se les advirtió que no tendrían oportunidad de ser nombrados en propiedad, por cuanto serían plazas que se reservarían para los concursos exclusivos para personas con discapacidad.



Cabe señalar que, para la escogencia de las plazas de reserva, la normativa vigente no delimita la forma en que cada institución del Estado deba proceder con su reserva, sin embargo, la Dirección de Gestión Humana ha implementado una metodología que le permita determinar de manera equitativa cuáles pueden ser las que se consideren, lo cual requiere de un análisis estadístico que tome en cuenta variables como: preferencia de las personas con discapacidad (tipo de puestos), la cantidad de vacantes disponibles (y que pueden ser objeto de reserva), oficina a la que pertenecen, ubicación física, zona de residencia de las personas con discapacidad que han mostrado interés, grados de escolaridad, tipos de discapacidad, entre otras consideraciones particulares que pueden presentarse dentro de la revisión, siendo el criterio técnico de esta Dirección que para las reservas se debe considerar que exista oferta de empleo, es decir, que exista un grupo de oferentes para realizar un proceso selectivo exclusivo para personas con discapacidad.



En el caso que nos ocupa, podemos señalar que, la norma que rige la designación de nombramientos en Carrera Judicial establece que dicho proceso sea por medio de ternas, siendo que en el caso de la clase de juez 5 la Institución no cuenta con la cantidad de candidatos con condición de discapacidad para poder realizar un proceso selectivo exclusivo, en razón de lo anterior, al ser el doctor Ugalde González en este momento el único candidato, la participación de don Olman se ha realizado en procesos ordinarios.



Es importante acotar que, el doctor Ugalde González conforma una de las ternas enviadas a Corte Plena para la designación de la persona que ocuparía el cargo, específicamente la terna para el cargo de Juez (a) 5 Laboral Apelaciones del Tribunal de Apelación Civil y Trabajo de Guanacaste, Liberia (debe resolver materia civil), plaza vacante, No. Puesto 365690.



Finalmente, esta Dirección concluye que, en este momento los lineamientos dictados por el Consejo Superior que son base para efectuar reservas para personas con discapacidad, limitan a esta Dirección para recomendar una reserva donde median procesos ordinarios en trámite, es decir, donde actualmente existen ternas que ya fueron remitidas a Corte Plena para la designación respectiva, toda vez que el criterio jurídico expresa que existe “un riesgo de alegación de violación del principio de confianza legítima”, si a esos funcionarios no se les advirtió que no tendrían oportunidad de ser nombrados en propiedad, por cuanto serían plazas que se reservarían para los concursos exclusivos para personas con discapacidad.



En línea con lo anterior, es importante resaltar que, la designación de las personas a ocupar los cargos comunicados en las ternas, sería potestad de la Corte Plena de conformidad con las normas que rigen la materia para nombramientos en cargos de la Judicatura en el Poder Judicial.”
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Todas las diligencias se trasladaron para estudio e informe del magistrado Olaso, quien mediante oficio Nº JOA-013-2021, de 25 de junio de 2021, manifestó: 



“En solicitud de informe n.° 4869-2021, con fecha 4 de junio de 2020, se me trasladó el oficio n.°PJ-DGH-SACJ-1961-2020 de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, notas de 5 y 10 de noviembre de 2020 y de 23 de febrero y 24 de marzo de 2021, suscritas por el doctor Olman Gerardo Ugalde González, oficio n.° DVV-S1-0170-2020 de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, n.° PJ-DGH-RS-659-2020, CEE-003-2021 y CEE-005-2021 de la Dirección de Gestión Humana y nota de 27 de mayo suscrita por varios jueces de la materia Laboral. Lo anterior; a fin de analizar dichas gestiones y rendir el criterio. Al respecto me permito realizar las siguientes consideraciones:



1.- Antecedentes:



[bookmark: _Hlk75241345]1.1 El 5 de noviembre de 2020, Olman Gerardo Ugalde González, persona en situación de discapacidad, Magistrado Suplente de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, Juez del Juzgado de Seguridad Social del I Circuito Judicial de San José, emite nota dirigida a la Secretaria General Corte Suprema de Justicia, mediante la cual muestra preocupación por lo que califica, el incumplimiento a las disposiciones de la Ley 8862 de 11 de setiembre 2010, sobre Inclusión y protección laboral de las personas con discapacidad en el sector público. En dicha nota expone un informe que le hiciera a la ex presidenta de la Corte Suprema de Justicia, Zarela Villanueva Monge, en el mes de octubre de 2014. Entre sus pretensiones se encuentran: Que se cumpla la ley referida, además que el Poder Judicial cumpla con la reserva del 5% de plazas vacantes para personas en situación de discapacidad; refiere, como ejemplo, que en el año 2020 se han tenido más de treinta plazas disponibles exclusivamente para la materia de Juez cinco, de las cuales al día de hoy no se ha destinado ni una para ser ocupada por personas en situación de discapacidad. Por ello, solicita que se destine, al menos, una plaza de juez 5 para ser ocupada por un aspirante idóneo con discapacidad y si no se hiciera pronto el nombramiento, entonces que, como una acción afirmativa, se nombre interinamente a la persona en situación de discapacidad que resulte ser idónea en la plaza reservada en materia laboral para esa categoría de juez y jueza. También requiere que la aplicación de la ley en cuestión, se defina a nivel institucional, dictando directrices que sean de aplicación general y que comprenda todas las áreas en donde se deben hacer nombramientos, no solo a nivel técnico, sino a nivel profesional y a nivel de Judicatura, para lo cual sería necesario realizar las acciones correspondientes con la intervención de la Dirección de Gestión Humana, en coordinación con la Comisión de empleabilidad en materia de Discapacidad. Por último, en su calidad de magistrado suplente de la Sala Segunda, y como persona con discapacidad, se pone a disposición de Corte Plena para colaborar en lo que se tenga a bien.



1.2 El 10 de noviembre de 2020, Olman Gerardo Ugalde González, de nuevo remite nota a la Secretaria General Corte Suprema de Justicia, reaccionando a los oficios n.° PJ-DGH-SACJ-1974-2020 TJ-084-2020, PJ-DGH-SACJ-1975-2020,  TJ-084-2020, PJ-DGH-SACJ-1971-2020 TJ-084-2020, TJ-084-2020, PJ-DGH-SACJ-1974-2020, TJ-084-2020, y TJ-0084-2020, suscritos por el Consejo de la Judicatura, Dirección de Gestión Humana Subproceso de la Administración de la Carrera Judicial,   mediante los cuales se remiten cinco ternas para el nombramiento en propiedad de jueces y juezas 5, en materia Laboral. Y solicita a Corte Plena que, previo a proceder con esos nombramientos y cualquier otro de dicha categoría, se resuelva la gestión expuesta en el punto 1.2



1.3 El mismo gestionante presentó escrito el 23 de febrero, a la Secretaria General Corte Suprema de Justicia, donde reitera resolución de sus peticiones, para que se proceda con el nombramiento de los jueces y juezas cinco que se encuentran pendientes. 



1.4 Mediante el oficio n.° DVV-S1-0170-2020, de fecha 11 de noviembre de 2020, la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, en atención al oficio n.°10429-2020 del 6 de noviembre de 2020 en el que la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia solicita informe en relación con el Oficio PJ-DGH-SACJ-1961-2020 , suscrito por la máster Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial y la nota de 5 de noviembre de 2020, emitida por el doctor Olman Ugalde González; emite una serie de recomendaciones.



1.5 Mediante el oficio n.° PJ-DGH-RS-659-2020, del 24 de noviembre de 2020, la Dirección de Gestión Humana remitió a Corte Plena sus consideraciones sobre la gestión del juez Ugalde González, e informó sobre la implementación de una metodología para proceder con la reserva de plazas. 



1.6 También la Dirección de Gestión Humana, en oficio n.° CEE-003-2021 del 14 de abril de 2021, manifestó que, en razón de la gestión presentada por el señor Ugalde González, remitió en fecha 15 de marzo de 2021, una consulta al Área Jurídica de CONAPDIS/MTSS con el fin de tener el criterio legal del ente rector en cuanto a las manifestaciones realizadas por él.  



1.7 El 27 de mayo de 2021, varios jueces y varias juezas remiten nota a Corte Plena donde manifiestan que, ciertos concursos donde ellos y ellas participan para ocupar las plazas, fueron sacadas de agenda por la gestión de don Olman Ugalde González; en tazón de ello,  expresan que si existen plazas vacantes interinas en el Primer Circuito Judicial de San José y un panel de jueces elegibles, deberían ser sacadas a concurso público, toda vez que esos puestos deben ser nombrados con base en el mérito y la capacidad comprobada del funcionario conforme lo indica el artículo 192 de la Constitución Política. 



2.- Esquema normativo (mínimo) que enmarca la gestión planteada



2.1. La Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, ratificada por Costa Rica, mediante decreto ejecutivo n.° 28405 del 8 de diciembre de 1999 (Ley n.° 7948), en aras de prevenir y eliminar todas las formas de discriminación contra las personas en situación de discapacidad y propiciar su plena integración en la sociedad (artículo 2), impone a los Estados parte, adoptar las medidas de carácter legislativo, social, educativo, laboral o de cualquier otra índole, necesarias para eliminar la discriminación contra las personas en situación de discapacidad y propiciar su plena integración en la sociedad (Artículo 3).



2.2 La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, ratificada por Costa Rica mediante Decreto Ejecutivo n.° 34780 del 29 de setiembre de 2008 (Ley n.° 8661), cuyo propósito es promover, proteger y asegurar el goce pleno y en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y libertades fundamentales por todas las personas con discapacidad, y promover el respeto de su dignidad inherente (artículo 1). Para ello, los Estados parte se han comprometido a realizar los “ajustes razonables”, es decir, a emplear las modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas para garantizar a las personas en situación de discapacidad el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales (artículo 2). 



2.3 Mediante Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, n.° 7600 del 29 de mayo de 1996, se declara de interés público el desarrollo integral de la población en situación de discapacidad, en iguales condiciones de calidad, oportunidad, derechos y deberes que el resto de los habitantes (artículo 1). Y el Estado se compromete a garantizar a las personas en situación de discapacidad, el derecho de un empleo adecuado a sus condiciones y necesidades personales (artículo 23). Así como proporcionar facilidades para que todas las personas, sin discriminación alguna, se capaciten y se superen en el empleo (artículo 27). Además, se determina que configuran actos de discriminación en la selección de personal, cuando se emplean mecanismos que no estén adaptados a las condiciones de los aspirantes, el exigir requisitos adicionales a los establecidos para cualquier solicitante y el no emplear, por razón de su en situación de discapacidad, a un trabajador idóneo (artículo 24). 



2.4. El 11 de noviembre de 2010, mediante la ley n.° 8862, se regula la Inclusión y Protección Laboral de las personas con discapacidad en el Sector Público, con un único capítulo que establece: “En las ofertas de empleo público de los Poderes del Estado se reservará cuando menos un porcentaje de un cinco por ciento (5%) de las vacantes, en cada uno de los Poderes, para que sean cubiertas por personas con discapacidad siempre que exista oferta de empleo y se superen las pruebas selectivas y de idoneidad, según lo determine el régimen de personal de cada uno de esos Poderes”.



[bookmark: _Toc288211135]2.5 Dicha ley fue reglamentada mediante el Decreto Ejecutivo n.° 36462-MP-MTSS, donde, entre otras cosas, se dispone la creación de una Comisión Especializada de Empleo y Discapacidad en cada una de las instituciones públicas, que vele por el cumplimiento de la ley descrita. 



3. Acciones del Poder Judicial en garantía del trabajo para personas con discapacidad



3.1 Con la Política de igualdad para las personas en situación de discapacidad del Poder Judicial, aprobada en la sesión n.º 14-08 de la Corte Plena, celebrada el 5 de mayo de 2008, se reconoce la realidad social que refleja la desigualdad económica, jurídica, política e ideológica que viven las personas en situación de discapacidad en la sociedad costarricense y se fundamenta en los principios de no discriminación por razones de discapacidad, el principio de equiparación que implica utilizar acciones afirmativas o medidas correctivas dirigidas a erradicar desigualdades sociales conforme a los instrumentos internacionales de protección de los derechos humanos, el principio de igualdad de oportunidades que requiere ampliar el principio de igualdad formal, al de igualdad real y equidad tomando en cuenta con criterios de equidad, las condiciones personales y el trasfondo humano, entre otros. Y a partir de ahí, desarrollar todas las medidas de carácter administrativo, normativo, procedimental y operativo que sean necesarias para garantizar la integración y aplicación de esta política en los diferentes ámbitos del Poder Judicial.



3.2 La Corte Plena en sesión n.° 27-13, celebrada el 17 de junio de 2013, artículo XVI, acordó aprobar el "Plan de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”, con el fin de asegurar el acceso real, efectivo y un servicio de calidad a las poblaciones en condición de vulnerabilidad. No obstante, debe acuñarse que el plazo de su vigencia ha fenecido y no se ha actualizado. 



3.3 En sesión n.° 004-2014 del 16 de enero de 2014, el Consejo Superior conoció y aprobó el informe presentado por el entonces presidente de la Comisión de Empleabilidad del Poder Judicial, en el cual detalló las labores que ha venido realizando dicha Comisión para cumplir con la Ley n.° 7600 “Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad” y la Ley n.° 8862 “Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público”.



3.4 Luego, también el Consejo Superior mediante acuerdo n.° 40-2014 del 02 de mayo de 2014, aprobó la Política de Empleabilidad del Poder Judicial (Política de Reserva), en la cual se indicó: “El Poder Judicial desarrolla acciones para avanzar en la construcción de una institución inclusiva. En este sentido, debe desarrollar una estrategia de inclusión laboral para personas con discapacidad. Estas acciones deben realizarse no sólo para cumplir con la Ley 8862 y su Reglamento, que en todo caso es de acatamiento obligatorio, sino también para aprovechar las capacidades de esta fuerza laboral y promover condiciones de pleno desarrollo, donde el trabajo es fuente de progreso y dignificación de cada persona.”



3.5 Posteriormente, ese mismo órgano, en sesión n.° 049- 2015 del 26 de mayo de 2015, conoció y aprobó el Modelo para el Reclutamiento y Selección de Personas con Discapacidad, el cual establece el procedimiento detallado del estudio de clases sujetas a reserva, la creación de bancos de postulantes, confecciones de nóminas, etc.  



3.6 Mediante el oficio n.° PJ-DGH-SACJ-1961-2020 del 30 de octubre de 2020, la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, se comunicó acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura en sesión CJ-044-2020, celebrada el 21 de otubre de 2020, donde se estimó que el tema en cuestión debe definirse a nivel institucional dictando directrices que sean de aplicación general y que comprenda todas las áreas en donde se deben hacer nombramientos, no solo a nivel técnico, sino a nivel profesional y a nivel de Judicatura, para lo cual sería necesario realizar las acciones correspondientes con la intervención de la Dirección de Gestión Humana, en coordinación con la Comisión de Discapacidad.



3.7 La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en situación de Discapacidad, de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, mediante el oficio n.° DVV-S1-0170-2020, de fecha 11 de noviembre de 2020, sobre el particular, emite a Corte Plena una de serie de recomendaciones, entre ellas: Continuar con el proceso de reserva de, al menos, un cinco por ciento (5%) de las plazas vacantes, para que sean cubiertas por personas en situación de discapacidad, siempre que exista oferta de empleo y se superen las pruebas selectivas y de idoneidad. Se especifica también que, con la finalidad de alcanzar la más plena inclusión de las personas en esa situación en el ámbito laboral del Poder Judicial, la Comisión Especializada de Empleabilidad, Coordinada por la Dirección de Gestión Humana, realizará un estudio anual para identificar los puestos que serán objeto de una reserva de no menos un 5% de las plazas vacantes para ser ocupadas por personas en situación de discapacidad; e informará dicho estudio a Corte Plena como superior jerárquico, identificando las posibles plazas vacantes a reservar y recomendación de las adecuaciones y adaptaciones pertinentes para ser aplicadas en el proceso de evaluación y contratación. A su vez, la Dirección de Gestión Humana realizará el proceso de selección, reclutamiento y contratación de las personas en situación de discapacidad, de acuerdo con las normas internas propias del Poder Judicial y conformará registros de elegibles paralelos especiales, para todas las clases y especialidades, incluyendo aquellas personas en situación de discapacidad que hayan obtenido la elegibilidad de acuerdo con los procedimientos establecidos. A su vez, se indicó que la Auditoría Judicial remitió consulta a dicha comisión, acerca de la Política que sustenta la empleabilidad de personas en situación de discapacidad y las acciones desarrolladas para su actualización conforme al Modelo de Gestión de las Políticas Institucionales en el Poder Judicial aprobado por Corte Plena en sesión n.° 02-2020 de 13 de enero de 2020, Artículo XXXII. Ante lo cual se ordenó la ejecución de acciones para la actualización de la Política de Empleabilidad a la Comisión respectiva. 



3.8 Mediante el oficio n.° PJ-DGH-RS-659-2020, del 24 de noviembre de 2020, la Dirección de Gestión Humana indicó que todas las clases de puestos vigentes en el Poder Judicial pueden ser consideradas para un estudio anual de reserva del 5% de plazas vacantes para personas en situación de discapacidad, a excepción de aquellas que por su naturaleza de trabajo y condiciones ambientales se consideran de “riesgo” (cargos policiales, auxiliares de seguridad, custodios de detenidos). Y que para la escogencia de dichas plazas si bien la normativa vigente no delimita la forma en que cada institución del Estado deba proceder con su reserva, la Dirección de Gestión Humana ha implementado una metodología que le permita determinar de manera equitativa cuáles pueden ser las que se consideren, lo cual requiere de un análisis estadístico que tome en cuenta variables como: preferencia de las personas con discapacidad (tipo de puestos) la cantidad de vacantes disponibles (y que pueden ser objeto de reserva), oficina a la que pertenecen, ubicación física, zona de residencia de las personas con discapacidad que han mostrado interés, grados de escolaridad, tipos de discapacidad, entre otras consideraciones particulares que pueden presentarse dentro de la revisión. También se expresó que la Sección Administrativa de la Carrera Judicial se encontraba trabajando en un diagnóstico para determinar el interés de la población con discapacidad en puestos de la Judicatura y determinar así en forma objetiva, cuál es su interés (categorías y materias) y de esta forma analizar cuáles podrían ser objeto de reserva.  



3.9 También la Dirección de Gestión Humana, en oficio n.° CEE-003-2021 del 14 de abril de 2021, manifestó que, en razón de la gestión presentada por el señor Ugalde González, remitió en fecha 15 de marzo de 2021, una consulta al Área Jurídica de CONAPDIS/MTSS con el fin de tener el criterio legal del ente rector en cuanto a las manifestaciones realizadas por él.  No obstante, para ese momento no habían obtenido respuesta. Por otro lado, indicó que la designación de las personas a ocupar los cargos comunicados en las ternas, sería potestad de la Corte Plena de conformidad con las normas que rigen la materia para nombramientos en cargos de la Judicatura en el Poder Judicial. 



3.10 Luego, el 19 de mayo de 2021, con el oficio n.° CEE-005-2021, se adiciona el anterior, y se expresa que el 9 de mayo del mismo año, se recibió respuesta del CONAPDIS/MTSS, donde se indicó que, para dar un criterio integral requerían contar con la Política de Inclusión y Protección Laboral de las Personas en situación de Discapacidad del Poder Judicial, con el fin conocer el contenido de dicha Política, y realizar el proceso de revisión general correspondiente. Sin embargo, dicha Dirección se encuentra trabajando en la elaboración de esa Política. 



4. Sobre la gestión del Dr. Olman Gerardo Ugalde González



4.1 Parte de las solicitudes que plantea el gestionante es que, en cuanto al nombramiento de personas en situación de discapacidad, se defina a nivel institucional, la aplicación general de directrices y que comprenda todas las áreas en donde se deben hacer nombramientos, no solo a nivel técnico, sino a nivel profesional y a nivel de Judicatura. Aspecto que, en efecto, el Poder Judicial ha venido llevando a cabo, tal y como se observa en el apartado 3 de este informe. Pues se han venido diseñando políticas con base en estadísticas cuantitativas y cualitativas, para dar cumplimiento a la Ley n.° 8862 del 11 de setiembre 2010, sobre Inclusión y protección laboral de las personas en situación de discapacidad en el sector público. Y es claro que dentro del 5% de las plazas vacantes, no se vislumbra ninguna exclusión por categoría del puesto, sean técnicos, profesionales y de la judicatura. Con la salvedad, claro está, de aquellas plazas que por su naturaleza de trabajo y condiciones ambientales se consideran de “riesgo” (cargos policiales, auxiliares de seguridad, custodios de detenidos).



4.2 En segundo lugar, solicita que se destine, al menos, una plaza de juez 5 para ser ocupada por un aspirante idóneo en situación de discapacidad; y si no se hiciera pronto el nombramiento, entonces que, como una acción afirmativa, se nombre interinamente a la persona en situación de discapacidad que resulte ser idónea en la plaza reservada en materia laboral para esa categoría de juez y jueza. Al respecto debe indicarse que, tal y como indicara la Dirección de Gestión Humana, en oficio n.° CEE-003-2021 del 14 de abril de 2021, y atención a lo dispuesto por el Consejo Superior, en sesión 02-2020, donde se conoció el oficio de la Dirección Jurídica DJ-C-559-2019 de diciembre del 2019, el cual en su análisis manifiesta que, la condición de “estabilidad relativa o impropia” que le cubre a las personas interinas, ampliamente expuesto en la jurisprudencia de la Sala Constitucional, indica que una persona en esa condición -independientemente del tiempo que tenga desempeñándose en la plaza- no podría ser cesado de su puesto, a menos que se nombre a otro funcionario en propiedad, o bien, que se dé alguno de los 5 supuestos que operan como excepciones a la máxima de no poder sustituir un interino por otro funcionario. Por lo que esa Dirección sostuvo que sería un riesgo de alegación de violación del principio de confianza legítima, si a esos funcionarios no se les advirtió que no tendrían oportunidad de ser nombrados en propiedad, por cuanto serían plazas que se reservarían para los concursos exclusivos para personas en situación de discapacidad. Es por ello, como se indicó, que Gestión Humana se encuentra trabajando en la propuesta de reserva de plazas vacantes de conformidad con la Ley de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público, y al tenor de las indicaciones vertidas por la Dirección Jurídica del Poder Judicial. Ahora bien, cabe señalar que, en ese mismo oficio, Gestión Humana informó que el doctor Ugalde González conforma una de las ternas enviadas a Corte Plena para el cargo de Juez o jueza 5 del Tribunal de Apelación Civil y Trabajo de Guanacaste, Liberia (debe resolver materia civil), plaza vacante, n.° de Puesto 365690. No obstante, expresó que se encuentra limitada para recomendar una reserva donde median procesos ordinarios en trámite, y donde incluso, existen ternas que ya fueron remitidas a Corte Plena para la designación respectiva, por las razones ya dadas. Si a ello se abona que la Sala Constitucional ha indicado que lo dispuesto en la ley de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público,  “(…) no implica que cada vez que se realice un concurso deba ser nombrada una persona con capacidades especiales o en determinado puesto o Ministerio, ya que la norma en cuestión lo que da son parámetros que deben ser implementados por cada Poder del Estado a la hora de estructurar su oferta laboral en general, para la cual claro deberá reservar al menos un 5% para el nombramiento de personas con capacidades especiales. Esto significa, además, que cada Poder deberá establecer los mecanismos para verificar y controlar, que de la oferta laboral total de ese Poder (no de cada concurso en específico), se contemple el porcentaje previsto en la norma, de modo que se mantengan totalmente actualizados los registros, para que tanto la administración como los oferentes verifiquen la oferta disponible o el cubrimiento de esta en los términos previstos por el legislador. De tal forma que se permita o facilite el ejercicio de las acciones reivindicativas que pudiere corresponder, a través eso sí, de las instancias ordinarias en cada caso concreto” (voto n.° 9723 de las 10 horas del 19 de julio de 2013, en el mismo sentido en los votos n.° 1022 de las 9 horas 5 minutos del 22 de enero de 2016 y 1597 de las 14 horas 30 minutos del 2 de febrero de 2016). Y por su parte, la Sala Primera, conociendo casualmente una causa interpuesta en la vía contenciosa por el señor Ugalde González, expresó lo siguiente: “si una persona con discapacidad participa en un concurso ordinario y supera las pruebas, ello no le otorga, per se, el derecho a ser nombrado en una plaza vacante al amparo de la Ley de cita, pues no es ese el supuesto de hecho que cobija esa normativa. En ese caso, debe el oferente competir en igualdad de condiciones con el resto de participantes. No debe perderse de vista que el objeto de dicha Ley es constreñir a las entidades públicas a reservar un 5% del total de sus plazas vacantes para que sean ocupadas por personas con discapacidad, lo que a su vez obliga al desarrollo de concursos especiales de selección para los nombramientos de dichos puestos, de manera tal que sólo personas con discapacidad participen en ellos. Ahora, se insiste, esa disposición de modo alguno podría interpretarse en el sentido que pretende el casacionista, sea que la participación de una persona con discapacidad en cualquier concurso ordinario le otorgue el derecho de obtener un nombramiento directo en propiedad, pues ello implicaría afrentar los derechos de los otros participantes que ostentan un mejor puntaje. En otras palabras, lo dispuesto en la norma comporta una obligación para la Administración en los términos dichos, mas no le concede un derecho subjetivo a las personas con discapacidad que han superado las pruebas de selección de obtener un nombramiento directo en cualquiera de los puestos que desean, o en cualquiera de los concursos ordinarios donde participan. En el subexamine, el accionante pide un nombramiento en propiedad como juez laboral 3, al tenor de la reserva que fija la Ley de comentario, en tanto es una persona con discapacidad y ya superó las pruebas selectivas y de idoneidad en el concurso ordinario supra citado. No obstante, esa sola condición resulta insuficiente para la obtención del derecho pretendido, en tanto el aura de protección de la normativa de referencia se manifiesta en otra dimensión o supuesto, según se explicó supra”. Entonces no existen elementos para poder acoger la petición del señor Ugalde González. 



4.3 De lo anterior se colige que, si el gestionante se encuentra participando dentro de una terna para el nombramiento de un juez de categoría 5, la ley n.° 8862 del 11 de setiembre 2010, sobre Inclusión y protección laboral de las personas en situación de discapacidad en el sector público, no le concede el derecho para que se le nombre necesariamente en ese puesto, a él, o a cualquier otra persona en situación de discapacidad, pues el 5% que exige dicha normativa, debe ser del total de las plazas vacantes, cuya determinación está siendo analizada metódicamente por las instancias pertinentes de esta institución, a fin de dar el mejor cumplimiento a las exigencias normativas. Ahora bien, esto no supone que, como manifestaron varios jueces y varias juezas en la nota remitida a Corte Plena, en caso de existir plazas vacantes interinas en el Primer Circuito Judicial de San José -en general en el Poder Judicial- y un panel de jueces elegibles, deberían ser sacadas a concurso público, puesto que, como se ha manifestado, la institución se encuentra gestionando su política institucional y la metodología para darle participación a las personas en situación de discapacidad. No así en los casos en que ya se encuentran las ternas conformadas y remitidas a Corte Plena, para su nombramiento. En estos casos, deberá continuarse con el procedimiento habitual. 



[bookmark: _Hlk77579687]5. Conclusiones: 



5.1 El Poder Judicial ha venido diseñando herramientas con base en estadísticas cuantitativas y cualitativas, para dar cumplimiento a la Ley n.° 8862 del 11 de setiembre 2010, sobre Inclusión y protección laboral de las personas en situación de discapacidad en el sector público. Donde se están considerando todas las clases de puestos vigentes en la institución, para reservar, al menos, un 5% de plazas vacantes para personas en situación de discapacidad, a excepción de aquellas que por su naturaleza de trabajo y condiciones ambientales se consideran de “riesgo” (cargos policiales, auxiliares de seguridad, custodios de detenidos). 



5.2 No obstante lo anterior, cabe hacer mención que, aunque la Dirección de Gestión Humana se encuentra trabajando en ella, aún no se cuenta con la Política de Inclusión y Protección Laboral de las Personas en situación de Discapacidad del Poder Judicial. Si a esto se abona que el "Plan de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”, se encuentra vencido; entonces es requerido llevar a cabo las gestiones pertinentes para acelerar la culminación de un documento que sistematice, metodológicamente, la efectiva participación de las personas en situación de discapacidad en los concursos de las plazas vacantes. 



5.3 Si el juez Olman Ugalde González se encuentra participando dentro de una terna para el nombramiento de un juez de categoría 5, la ley n.° 8862 del 11 de setiembre 2010, sobre Inclusión y protección laboral de las personas en situación de discapacidad en el sector público, no le concede el derecho para que se le nombre necesariamente en ese puesto, a él, o a cualquier otra persona en situación de discapacidad, pues el 5% que exige dicha normativa, debe ser del total de las plazas vacantes. 



5.4 En los concursos puestos en discusión sobre esta gestión, donde las ternas se encuentran conformadas y remitidas a Corte Plena para su nombramiento; deberán continuarse con el procedimiento habitual.



5.5 En caso de existir plazas vacantes interinas y un panel de jueces elegibles, éstas no deben ser sacadas a concurso público, puesto que, como se ha manifestado, el Poder Judicial se encuentra gestionando su política institucional y la metodología para darle participación a las personas en situación de discapacidad. 



Conforme lo expuesto, se deja rendido el informe requerido para lo que corresponda.”



- 0 -



Expresa el Presidente, magistrado Cruz: “Este es un tema que se planteó por parte de don Olman Ugalde González, es nota de varios jueces. Los antecedentes son una discusión que hemos tenido sobre la reserva de plazas vacantes para personas en situación de discapacidad, entonces eso ha tenido una puesta en vigencia con algunas omisiones tal vez o tardanza, pero él lo plantea respecto a los jueces 5 como parte de la cuota.



Se le pidió un informe al magistrado Olaso sobre este tema y por eso, para ese propósito, le doy la palabra respecto a la pretensión del señor juez, don Olman Ugalde González y las posibilidades que eso tiene de que la cuota sea cumplida en el puesto de Juez 5, como el pretende”.



Se concede el uso de la palabra al magistrado Olaso, quien expone: “Sí señor presidente, como bien lo hace mención usted, este informe mío realmente es un informe bastante largo, pero como bien también lo indicó usted, tiene distintas situaciones históricas. 



Tiene acuerdos del Consejo de la Judicatura, la nota del magistrado suplente Olman Ugalde González, la nota de varios jueces en relación con el tema planteado, que en realidad lo que los jueces plantean es su preocupación por qué no se haya designado todavía aun habiendo hecho los exámenes correspondientes y que no se haya elaborado las ternas para el nombramiento de Juez 5 de la materia laboral.



Creo que en el orden, a pesar que en el artículo 10 se habla de que está la nota de los jueces y después está el informe de la Dirección de Gestión Humana y de la Comisión de Acceso, creo yo que en el orden específico de los factores el informe de la Subcomisión de Acceso de Personas con Discapacidad, que fue emitido por la magistrada Damaris Vargas y presentado a Corte desde noviembre de 2020, que no se ha conocido, pero al cual yo me refiero en mi informe, creo que por respeto a la magistrada Vargas y en virtud de que fue un informe que ella hizo y que yo tomé en cuenta para el mío, no sé si estaríamos de acuerdo en que primero ella pudiera rendir su informe.



Me parece un informe muy correcto y por la especialidad que tiene doña Damaris en la materia, considero muy importante que ella lo pueda rendir para después referirme al mismo con las conclusiones que llega ella para el mío, si ustedes a bien lo tienen”.



Añade el Presidente, magistrado Cruz: "Sí claro, me parece muy razonable, no sé si doña Damaris estaría en condiciones de hacerlo, pero sí sería lo más coherente en el punto de vista del discurso de su informe".



Hace uso de la palabra la magistrada Vargas: "Sí señor Presidente, si a usted le parece, con mucho gusto. 



Voy a exponer un resumen ejecutivo porque el informe es bastante amplio, es del 11 de noviembre del 2020, yo creo que pese a ser de noviembre del año pasado está actualizado con algunos detalles que podría informarles al final.



Este es un acuerdo que tomó el Consejo de la Judicatura sobre una gestión que hizo el juez Olman Ugalde González, que es juez laboral y magistrado suplente de la Sala Segunda, se lo direccionó al Consejo de la Judicatura y el Consejo de la Judicatura lo remitió a Corte Plena al estimar que no era parte de su competencia, en un acuerdo que tomó el Consejo de la Judicatura el año pasado.



Básicamente lo que don Olman plantea es en relación con la Ley 8661, vigente desde el 29 de setiembre del 2008 y que ratifica la Convención Internacional de Derechos de las personas con discapacidad, su protocolo facultativo y también la Ley de Inclusión y Protección Laboral de personas con discapacidad en el sector público.



Esta Ley de inclusión y protección laboral de personas con discapacidad está vigente desde el 2010 y consta de un sólo artículo que obliga a las instituciones públicas, incluyendo a los Poderes del Estado para hacer la reserva de al menos el 5% de las plazas vacantes de cada uno de los años para las personas en situación de discapacidad.



Esa ley fue reglamentada posteriormente en el año 2011 y se le incluyeron algunos lineamientos específicos, lo que se trata de hacer es reserva de puestos en la institución para esta población.



Básicamente en el historial del Poder Judicial siempre ha existido un compromiso de cumplir con esta normativa, solamente que en un inicio se estimó que era pertinente reservar solamente algunas plazas para esa población, que consideró en su momento la Dirección de Gestión Humana, que a la vez coordina la Comisión Institucional de Empleabilidad, que solamente algunas plazas podían ocupar esas personas, inclusive se planteó una demanda contra el Estado Costarricense y el Poder Judicial, porque se estimó que discriminaba a la población en situación de discapacidad, porque estaba limitando el acceso a la generalidad de plazas.



	A raíz de eso, se generó una nueva propuesta para la inclusión de esa población y la propuesta fue crear un banco de personas oferentes con discapacidad y se les consultó los puestos que podrían tener interés en ocupar dentro del Poder Judicial, por las circunstancias particulares de las personas en situación de discapacidad y sus limitaciones en relación con lo que es la capacitación y formación profesional, la gran mayoría de esas personas optó por puestos en el sector administrativo y muy poquitos en el sector de judicatura, Defensa Pública, Ministerio Público, puestos profesionales, no obstante eso no significa que tengan que haberse excluido de esos sectores.



	En efecto quedaron incluidos a tal punto que en estos momentos la institución tiene nombrada a una persona, precisamente a don Olman, en materia laboral y a otra persona me parece que en Familia, que es no vidente, dos personas con discapacidad en concursos especiales y otros concursos para el sector administrativo. 



Lo que pasa es que con el planteamiento que hace don Olman, tiene la institución que establecer un lineamiento en el sentido de que esas plazas que deben ser reservadas en cada uno de los años que se han generado desde la vigencia de la Ley en el 2010 y su reglamento en el 2011, deben estar ocupadas por personas en situación de discapacidad; si todavía no se ha nombrado a la persona titular deberían estar ocupadas interinamente por personas en situación de discapacidad y no por otras poblaciones.



	Él básicamente plantea que está elegible y tiene interés en un puesto de juez de apelaciones, categoría 5 laboral, entonces que si él cumple con todos los requisitos para esa plaza en concreto o las vacantes que al momento en que se emitió este informe indicó la Sección de Carrera Judicial al Consejo de la Judicatura estaban vacantes de Tribunales de Apelación, que él debería pasar  a ocupar una de esas plazas de manera interina y que si no, hay otras personas idóneas que tengan discapacidad para ocupar esas plazas, entonces que lo nombren a él en ese puesto en particular. Esas son básicamente las dos propuestas que él está planteando en ese sentido.



	La Sección de Carrera Judicial indicó que tenían pendiente de concurso una plaza en el Tribunal de Apelación de Trabajo del Primer Circuito Judicial de San José, otra en el Tribunal de Apelación Civil y Trabajo de Heredia que tienen que resolver materia civil, otra en Alajuela que tiene que resolver civil, otra en Puntarenas, igual Tribunal de Apelación Civil, que tiene que resolver materia civil y otra en Liberia, en Guanacaste, que tiene que resolver también la materia civil.



	Básicamente en mi informe, vinculado con esa gestión que está planteando don Olman, primero hago una indicación. ¿Cuál es el régimen de habilidades de las personas con discapacidad? Al respecto hago alusión a lo que es la normativa internacional, que la Sala Constitucional ha dicho que es supraconstitucional, porque está referida a derechos humanos, concretamente  la Convención interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad y la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, ambas ratificadas por Costa Rica y que hacen alusión a la parte del empleo de las personas con discapacidad y los compromisos de los Estados.



	También se hace referencia a la Ley de igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad, que es la ley 7600; que emite lineamientos generales. 



En el artículo 85 se señala que toda persona con discapacidad que ostente los requisitos establecidos para cada clase de puesto puede concursar libremente y ser declarada elegible si demuestra idoneidad para el puesto y también en su reglamento. Más adelante surge esa ley específica de inclusión de personas en situación de discapacidad, que ya es más concreta y ya establece la obligación de los poderes del Estado de hacer esta reserva de al menos el 5% de las plazas vacantes en cada uno de los poderes del Estado.



	Es importante señalar cuáles son de acuerdo con esa normativa las obligaciones del jerarca máximo del Poder Judicial en relación con la empleabilidad de personas con discapacidad, entonces en el reglamento de la Ley de inclusión y protección laboral de personas con discapacidad, se señala que, dice el reglamento; ordena al máximo jerarca de cada institución la obligación de crear la Comisión Especializada conformada con la persona Directora de Gestión Humana, una representante de la Comisión Institucional en materia de Discapacidad, un especialista en terapia ocupacional  o psicología.



	También en el reglamento señala cuáles son las funciones de esa comisión especializada de discapacidad, en concreto plantea que el máximo jerarca institucional, de acuerdo con el artículo 6 y siguientes, tienen las siguientes obligaciones; ojo que resalto esto, máximo jerarca institucional, que en mi criterio es Corte Plena dice: 1. Emitir una Política Institucional basada en el estudio técnico y recomendación elaborada por la Comisión Especializada de Empleabilidad, la que preside Gestión Humana. 2. Dictar la respectiva resolución administrativa de reserva de plazas que corresponda para cada año, la cual deberá ser publicada en La Gaceta y un extracto de esta en un medio de prensa. Dicha resolución deberá ser comunicada a la Dirección General del Servicio Civil, creo que no sería en nuestro caso y a la Secretaría Técnica de la Autoridad Presupuestaria (STAP) cuando corresponda y, en todo caso; a la Dirección Nacional de Empleo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 



	Es importante señalar que de acuerdo con la Constitución Política en el artículo 152 la jerarquía máxima corresponde a la Corte Suprema de Justicia y el artículo 67 dispone que el Consejo Superior es un órgano subordinado de la Corte Suprema de Justicia, de manera tal que no se puede considerar el Consejo Superior como la jerarquía máxima.



	De todas maneras, hay un informe de la Contraloría General de la República, que es el oficio DJ-3972-2010, donde de manera expresa señala que la Corte Plena o Corte Suprema de Justicia, en los términos de la Ley General de Control Interno, es el Jerarca o máxima autoridad y también indica que el Consejo Superior, en los términos de la Ley General de Control Interno, tiene la condición de titular subordinado. De manera tal, que lo que mencioné anteriormente le correspondería a Corte Plena.



	Esto lo señalo porque las acciones que se han desarrollado en la institución sobre este tema se han planteado por Gestión Humana ante el Consejo Superior y han sido conocidas y aprobadas por el Consejo Superior, no por Corte Plena. 



Se establecen algunos casos de excepción en esa ley especial en que no se debe uno sujetar a la reserva de ese 5% de plazas, lo que pasa es que creo que no nos encontramos en eso, por ejemplo dice; no encontrarse personas oferentes idóneas para ocupar las plazas vacantes, y en caso de que no existan personas candidatas en el registro de elegibles paralelos para llenar los puestos reservados dentro del 5%, estos puestos pueden ser ocupados por candidatos del registro de elegibles general, o sea; en esos dos supuestos quedamos eximidos pero tiene que quedar constando que al menos lo intentamos en los términos que señala la normativa.



	¿Cuál es el abordaje constitucional que se ha hecho sobre este tema por parte de la Sala Constitucional? Bueno, en una resolución de mayo del 2019, que es la 8695-2019, señala la Sala, dice; la eliminación de todas las barreras físicas, legales y culturales que impiden una inclusión plena y efectiva de este colectivo en la fuerza laboral del país como una responsabilidad que tenemos las distintas instituciones, y ya más particularmente en otra resolución, que es la 9723-2013, la Sala Constitucional refiriéndose precisamente a la ley 8862 señala: Es por esa razón y disculpen que lo lea, es un extracto simplemente,  que el legislador aprobó posteriormente la Ley 8862, en la que ordena a cada uno de los Poderes del Estado reservar cuando menos un 5% de las plazas vacantes en cualquier nivel de la escala de clasificación de puestos, incluido por supuesto el nivel profesional, para que sean cubiertos por personas con capacidades especiales, claro, siempre y cuando haya oferta de empleo y se superen las pruebas selectivas y de idoneidad. Esto último lo resalto, porque precisamente esa ley establece la reserva de plazas para personas en situación de discapacidad, pero no es que se les van a dar las plazas por esa condición simplemente, sino que tienen que acreditar la idoneidad del puesto. 



Continua la Sala; eso significa además que cada poder deberá establecer los mecanismos para verificar y controlar que de la oferta laboral total de ese Poder, no de cada concurso en específico, se contemple el porcentaje previsto en la norma, de modo que se mantengan totalmente actualizados los registros, para que tanto la administración como los oferentes verifiquen la oferta disponible y el cubrimiento de esta en los términos previstos por el legislador.



	Esta resolución de la Sala no fue emitida con ocasión del Poder Judicial sino fue otra institución, pero una mujer en situación de discapacidad la planteó porque no se le estaba respetando su derecho, pero es relevante mencionar que también la Sala alude a la estabilidad de las personas interinas. Recordemos que la Sala ha sido del criterio de que no se puede quitar una persona interina por otra interina, esto lo tenemos bien claro, pero plantea algunas excepciones.



La Sala dice en este caso en particular, porque su derecho a la estabilidad como funcionaria interina no se ve lesionado porque la plaza vacante que ha venido ocupando sea reservada al cumplimiento de la Ley 8862 por la autoridad recurrida, es claro que la amparada tuvo hasta ahora una expectativa de derecho de participar en el eventual concurso de antecedentes por dicha plaza vacante en igualdad de condiciones que los demás oferentes, sí cumplía los requisitos para el puesto, sin embargo, su derecho fundamental al trabajo o a la estabilidad impropia no tienen los alcances que la recurrente le atribuye, ya que en el fondo se opone a que la administración haya dispuesto reconvertir esa plaza vacante específica, y no otra, para cumplir las obligaciones que le impone la Ley 8862. 



	Eso lo señalo porque hay un antecedente del Consejo Superior donde se dispone conforme un informe de la Dirección Jurídica que si esas plazas de reserva están ocupadas por personas interinas no se puede hacer la reserva, porque esas personas interinas han estado ahí en espera de que se les designe en esos puestos, nunca se les dijo que esa plaza eventualmente podría reservarse para personas en situación de discapacidad, entonces esto vulneraría sus derechos.



Así es como el Consejo Superior en un acuerdo dispuso excluir la reserva de plazas de dos años en concreto, de las personas con discapacidad, porque las plazas presentaban esa situación, de manera tal que no se están abriendo concursos para eso dos años en particular y el año siguiente está en espera de que el concurso concluya, entonces esa es una situación preocupante.



	A ese acuerdo del Consejo Superior, tanto don Jorge Olaso como coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia, como en mi caso, como coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en Situación de Discapacidad, presentamos una reconsideración al Consejo Superior, el cual fue rechazado por mayoría, también una persona integrante del Consejo Superior pidió reconsideración, de igual manera le fue denegada.



	Eso en relación con el abordaje institucional de la empleabilidad de las personas con discapacidad, nosotros, el Poder Judicial, desde el año 2008 tiene una política de igualdad para las personas con discapacidad que, aunque es del 2008, es decir; mucho antes de esta normativa a la que estamos haciendo referencia, ya contemplaba esta temática de la empleabilidad de las personas con discapacidad, porque recordemos que esto deviene más allá de esa ley, si tiene las convenciones internacionales.



Es así como ha ido transcurriendo sobre este tema, en alguna oportunidad se le hizo una consulta a la Auditoría Judicial de las competencias de las subcomisiones y lo que señaló la Auditoría dice; es en esa línea que, precisamente la Comisión de Acceso se constituye en el órgano institucional rector en materia de Acceso a la Justicia, valga la redundancia, de las poblaciones en condición de vulnerabilidad. Por lo cual se le encargó la elaboración de políticas y lineamientos institucionales para el mejoramiento del acceso a la justicia de estas poblaciones. 



Dichas políticas y lineamientos deben ser aprobadas en última instancia por Corte Plena, o bien por el Consejo Superior, pues en el caso de nosotros esa política que les mencionaba, que es de 2008, como ya ustedes saben porque lo aprobaron en sesión de Corte Plena, está en proceso de actualización, pero esa es la Política de igualdad de las personas con discapacidad en el Poder Judicial, no es esta otra política, que es diferente, porque es con el tema de empleabilidad.



En relación con la Política de Reserva y el Modelo para el reclutamiento y selección de las personas con discapacidad, en el año 2014  la Dirección de Gestión Humana presentó una propuesta al Consejo Superior, la cual fue aprobada en el año 2014, que fue el informe presentado en ese entonces por el Presidente de la Comisión de Empleabilidad del Poder Judicial, que a la vez era director de Gestión Humana, en el cual detalló las labores que ha venido realizando dicha Comisión para cumplir con la Ley N° 7600 y la Ley N° 8862 de Inclusión y Protección Laboral de Personas con Discapacidad.



En esa oportunidad se dio un informe detallado de todo lo que habían realizado, los avances que habían planteado y la justificación de la política respectiva. Lo que pasa es que eso se ha seguido avanzando pero no está debidamente actualizada esa política, en mi criterio habría que valorarlo incumpliendo con la reserva de plazas del 2011 a 2013, que no hicimos ninguna reserva de ninguna naturaleza, en el 2014 es cuando se presenta esto y luego vino el Consejo Superior pidiendo que se excluyeran dos años de la reserva de postulantes. Igualmente, se está trabajando y tenemos un banco de personas oferentes.



Sobre la revisión y actualización de la Política de Empleabilidad, que es la Política de Reserva y modelo para el reclutamiento y selección de personas con discapacidad, Corte Plena aprobó el Modelo de Gestión de Políticas Institucionales en el Poder Judicial y a raíz de eso, todas las políticas que estaban han tenido que actualizarse de acuerdo con el nuevo modelo de Corte Plena y las que no existían tienen que construirse.



La Auditoría Judicial incluso pidió a la Comisión de Empleabilidad que, si ya estaba en proceso de actualización, eso está en proceso en estos momentos, pero no se ha avanzado, no se ha presentado a Corte Plena la solicitud de actualización de esa política, de ahí que más adelante les expondré cuál es mi propuesta en ese sentido.



El acuerdo del Consejo Superior de la no reserva de plazas ahí está indicado en mi informe cuál es, porque me parece a mí que es bastante preocupante eso y tenemos que asumir funciones porque es parte de lo nuestro.



Con ocasión de todo este historial que les he mencionado, yo les planteo unas recomendaciones técnicas en el informe. En primer orden que en cumplimiento de las dos Convenciones Internacionales que les mencioné, así como la Ley de Igualdad de Oportunidades, que es la Ley N° 7600 y su reglamento, disponer que "... en la selección de personal con discapacidad se empleen mecanismos adaptados a las condiciones de las y los aspirantes, sin exigir requisitos adicionales a los establecidos para cualquier solicitante". Como segundo: "Continuar con el proceso de reserva de al menos un porcentaje de un cinco por ciento (5%) de las vacantes, para que sean cubiertas con personas con discapacidad siempre que exista oferta de empleo y se superen las pruebas selectivas y de idoneidad". Como tercero: Con fundamento en la Ley de Inclusión y Protección Laboral de Personas con Discapacidad en el Sector Público y su Reglamento, al fin de alcanzar la más plena inclusión de las personas con discapacidad en el ámbito laboral del Poder Judicial, que la Comisión Especializada de Empleabilidad, coordinada por la Dirección de Gestión Humana, realice un estudio anual para identificar los puestos que serán objeto de una reserva de no menos del 5% de las plazas vacantes, para ser ocupadas por esta población e informar dicho estudio a Corte Plena como superior jerárquico, identificando las posibles plazas vacantes a reservar para las personas con discapacidad y de una vez la recomendación de las adecuaciones y adaptaciones pertinentes para ser aplicadas en el proceso de evaluación y contratación. Como cuarto punto: Que Corte Plena actuando como jerarca máximo institucional, de acuerdo con los artículos 152 de la Constitución Política, 48 y 67 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y el oficio de la Dirección Jurídica de la Contraloría General de la República DJ-3972-2010, que señala a Corte Plena como jerarca del Poder Judicial en los términos de la  Ley General de Control Interno, que se emita la Política Institucional de Empleabilidad, cuyo nombre correcto es; la Política Institucional para la Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Poder Judicial  y su plan de acción. Esta última indicada en el artículo 6 del Decreto 43024-MP-MTSS, que es una reforma del Decreto 36462-MP-MTSS, publicado en La Gaceta del 4 de junio del 2001 y el reglamento a la Ley de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público y su plan de acción, esto último, lo estoy agregando, actualizando el informe, porque como ustedes verán son decretos y lineamientos emitidos en el año 2021, bastante reciente, que esté debidamente actualizada, basada en el estudio técnico y recomendación elaborada por la Comisión Especializada de Empleabilidad. 



Dicha Política incluirá la revisión y actualización de la Política de Reserva y el Modelo para el Reclutamiento y Selección de Personas con Discapacidad aprobadas por el Consejo Superior en las sesiones N° 40-2014 y N° 49-2015.



Como sugerencia técnica también, que la actualización se realice conforme al Modelo de Gestión de las Políticas Institucionales en el Poder Judicial aprobado por Corte Plena en la sesión N° 02-2020 y se solicite asesoría al Consejo Nacional de Discapacidad, porque de acuerdo con la normativa del CONAPDIS ellos tienen la obligación de dar asesoría a las instituciones en esos procesos que no son sencillos.



[bookmark: _Hlk77577526]De igual forma, como recomendación técnica y actualización al informe que presenté a fines del año pasado, en atención a que la Ley 7600 y su reglamento, así como en la Ley 9171 y 8661, que Corte recomiende la construcción de la Política Institucional de Equiparación de Oportunidades para las Personas con Discapacidad y su plan de acción. Vean ustedes que son dos políticas diferentes en las cuales la Dirección de Gestión de Política Pública del Consejo Nacional de Discapacidad recomienda técnicamente que se trabaje de manera separada.



Quinto, el acuerdo donde se disponga la reserva de plazas que corresponda para cada año, será publicado en La Gaceta y un extracto de ésta en un medio de prensa y que el acuerdo sea comunicado a la Dirección Nacional de Empleo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social; vean que eso es para también darle divulgación dentro de esta población.



La Dirección de Gestión Humana realizará el proceso de selección, reclutamiento y contratación de personas con discapacidad, de acuerdo con las normas internas propias del Poder Judicial y conformará los registros de elegibles paralelos especiales para todas las clases de puestos y especialidades, incluyendo aquellas personas con discapacidad que hayan obtenido la elegibilidad de acuerdo con los procedimientos establecidos.  



Séptimo, la Dirección de Gestión Humana conformará nóminas, que son listas de elegibles, con una o más personas candidatas, de acuerdo con la cantidad de personas con discapacidad que se encuentren en los registros de elegibles paralelos para la clase y especialidad de que se trate el pedimento de personal. Vemos que son todas las plazas, todas las categorías, no solamente algunas que nosotros seleccionemos. La nómina estará conformada solo con población con discapacidad sin importar su condición, siempre que cumpla con la idoneidad comprobada.



Ocho, la Dirección de Gestión Humana en coordinación con la Comisión Especializada de Empleabilidad velará porque se brinden las condiciones y los servicios de orientación y apoyo para las personas con discapacidad desde el período de prueba y realizará las adecuaciones en el puesto de trabajo y los ajustes razonables que se requieran en el entorno laboral de la institución, a fin de que coadyuven positivamente en el desempeño laboral.



Nueve, en los concursos especializados para personas con discapacidad, se escogerá de manera obligatoria a la persona con discapacidad que haya superado las pruebas selectivas y de idoneidad correspondientes y que acepte el puesto, aunque la nómina o la designación haya sido conformada solo por una persona candidata, esto porque así lo establece la normativa.



En caso de no encontrarse personas oferentes idóneas para ocupar las plazas vacantes, la Dirección de Gestión Humana deberá documentarlo para justificar la no posibilidad de reserva de plazas y ahí sí vamos a concursos abiertos.



Once, de no existir personas candidatas en el Registro de Elegibles paralelos para llenar los puestos reservados dentro del 5%, estos puestos podrán ser ocupados con candidatas del Registro de elegibles general, sin perjuicio de que se utilicen otros pedimentos de personal para mantener la reserva regulada en la Ley Nº 8862.



Doce, que es muy importante, en los concursos de las plazas que se reserven para ser ocupadas por personas con discapacidad, se advertirá desde el inicio que esas serán o podrán ser destinadas al cumplimiento de la Ley de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público y su Reglamento. 



Se informará al personal interino que vaya a ocupar esas plazas, desde un inicio, que esas serán utilizadas a corto plazo para nombrar en ellas en propiedad a personas con discapacidad, sin embargo; la omisión de dicha comunicación no será motivo para excluir la reserva de conformidad con lo resuelto por la Sala Constitucional en voto No. 22069 – 2019.



Trece, solicitar a la Dirección de Gestión Humana y a la Comisión Especializada de Empleabilidad que en el estudio anual para identificar los puestos que serán objeto de una reserva de no menos del 5% de plazas vacantes para ser ocupadas por personas con discapacidad, valoren la posibilidad de incluir plazas de judicatura laboral categoría 5, en atención a la gestión formulada por el juez Ugalde, que sabemos es una persona en situación de discapacidad.



Catorce, con fundamento en la Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad y la Convención sobre los derechos de las Personas con Discapacidad, establecer como una acción afirmativa en beneficio de las personas en situación de discapacidad, que las plazas reservadas para los concursos especializados para dicha población, sean ocupadas por personas en esa condición que reúnan los requisitos de idoneidad comprobada y hayan superado el proceso de elegibilidad establecidos para el puesto. 



Finalmente, importante señalarles, ya concluí este informe, que la Auditoría Judicial en comunicado electrónico del 4 de noviembre del 2020, remitió una consulta a la Coordinadora de la Comisión Especializada de Empleabilidad y a mí también en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad e integrante de esa Comisión, acerca de la Política que sustenta la empleabilidad de personas con discapacidad y las acciones desarrolladas con ocasión del acuerdo de Corte Plena del Modelo de Construcción de Políticas Institucionales, está pendiente desarrollar y parte del informe es indicar que tiene que construirse esa política en concreto en los términos señalados.



Básicamente este es el informe, cualquier duda o cualquier aspecto adicional con muchísimo gusto y a la orden".



SALE EL MAGISTRADO CASTILLO DE LA SESIÓN POR VIDEOCONFERENCIA, CON MOTIVO DE PROBLEMAS TÉCNICOS EN EL EQUIPO DE CÓMPUTO.



Expresa la magistrada Varela: "Doña Damaris, muy completo su informe, me parece que la gestión de don Olman, analizando lo que él está planteando, me parece que tiene buen sustento, el tema es: ¿Actualmente no es viable? O sea, por el hecho de que no exista una política ampliativa en el sentido de que también aplica pero en otras categorías de puestos, creo que no se necesita de esa política si tenemos un tema de convencionalidad que nos obliga, entonces la pregunta es, dentro de la exploración y estudio que usted hizo ¿No es viable atender la gestión de don Olman?".



Aclara la magistrada Vargas: "Doña Julia, de acuerdo con la normativa nacional e internacional no es potestativo de nosotros tener la política, debemos tenerla y debemos mantenerla actualizada, el planteamiento, y nosotros tenemos reservas de plazas para esa población de algunos años, no de todos los años, de acuerdo con lo que él plantea, él quiere que lo nombren en una de las plazas que están pendientes de juez de apelaciones laboral, que es categoría 5, él creo que está en un puesto de categoría 4, pero esos concursos que la Sección de Carrera Judicial indicó que estaban abiertos, que eran 4 o 5, son concursos ya abiertos, donde hay personas que han participado, es decir, esas plazas se abrieron en concursos generales para cualquier persona que quisiera participar, por supuesto que don Olman puede participar, imagino que participó, la recomendación en esta línea no es que se obstruya esos concursos, no sé si ya salieron o no salieron, no recuerdo si nosotros hemos hecho nombramientos sobre esos puestos en particular con todos los que hicimos más o menos recientemente.



	Pero sí la propuesta es que, de acuerdo con la normativa, tienen que reservarse en todos los puestos del Poder Judicial plazas para esa población hasta que lleguen al menos al 5% cada uno de los años, de manera tal que si él ha mostrado interés y queda vacante una plaza de juez categoría 5 laboral de apelaciones, entonces que se reserve esa plaza, pero si ya son concursos que están abiertos en forma genérica, si el concursa y se nombra, extraordinario, pero no se le daría el mismo tratamiento de un concurso para personas con discapacidad, porque no se abrieron en esa línea, no eran las reglas para las personas que concursaron en su momento.



	Pero sí tienen que tomarse previsiones lo antes sea posible por parte de Corte Plena creo yo, para que se hagan las reservas de plazas en todos los puestos, y también de esas plazas en particular y como acción afirmativa que se considere que esas plazas, las reservadas, identificadas expresamente, que se pueda nombrar ahí a personas interinas en los puestos, pero no es por el simple hecho de ser personas con discapacidad, sino que además de tener una discapacidad comprobada que además acredite la idoneidad que en los términos de Carrera Judicial, para los puestos de judicatura, es que estén elegibles en el puesto en concreto.



En el caso de don Olman, entiendo yo que él está elegible, pues si existiera algún interinazgo, me parece a mí, podría valorarse esa situación, pero digamos en ese caso en particular, pero en cualquier otro caso tiene que acreditarse la discapacidad y también la idoneidad.



	Importante señalar que muchos de esos concursos, aunque la Dirección de Gestión Humana ha hecho esfuerzos y me consta personalmente desde hace mucho tiempo, quedaron paralizados porque la ley establece que es la Caja Costarricense del Seguro Social la que tiene que certificar si la persona tiene una discapacidad permanente o temporal, porque vean ustedes que incluye varios supuestos. La Caja Costarricense del Seguro Social había dicho que ellos no tenían capacidad operativa para poder hacerlo, inclusive se presentaron amparos a la Sala Constitucional y fue recientemente, hace poco más de un año, que el CONAPDIS (Consejo Nacional de Discapacidad) dijo que ellos iban a empezar a emitir esas certificaciones.



	Entonces ellos son los que están certificando que la persona tiene o no tiene discapacidad y ese es un elemento esencial para el tema de los concursos, para cerrar esos concursos, algunos que están abiertos y algunos que ni siquiera se han abierto para otros puestos".



	Interviene la magistrada Varela: "Si me permite don Fernando otra acotación, es que yo recuerdo cuando justamente estaban, que no se habían hecho los nombramientos que se hicieron ya para juez 5, que ya estaba el concurso en trámite, estaba por cerrarse y don Olman estaba en ese grupo, entonces desde ese momento recuerdo que ya él había hecho una gestión, a los efectos de que una de esas plazas se reservara para el caso concreto de él, aquí es donde a mí me preocupa el tema de si por un formalismo nosotros no podamos cumplir con lo que establece, lo que se desprende de la convención, eso es lo que a mí me preocupa en particular.



Porque recordemos que estos puestos no aparecen así como mensualmente o anualmente, no, eso cuesta mucho que se dé, en el momento histórico en que él hace la gestión todavía estaba en ese trámite y varias plazas, no recuerdo con exactitud, pero alrededor de cinco o más plazas eran, entonces desde ese momento él hace la gestión, desde ese momento la institución tenía la alerta de que hay una persona debidamente capacitada e idónea para el puesto, que está en esa condición, que hace la gestión y además la condición de discapacidad por problemas visuales está acreditado desde que él entró al Poder Judicial.



Recordemos en aquel momento histórico, ¿te acuerdas cuando lo buscamos a él para que trabajara en el tema de descongestión, que fue uno de los primeros y voz y yo tuvimos la claridad en eso, de que sí se podía y que teníamos que darle la oportunidad?, además por esta fundamentación jurídica que han dado, y fue todo un éxito recordamos, es más llegó al grado de que incluso superaba los estándares de los demás que eran sin ningún problema visual.



	En consecuencia, yo me temo que en el caso concreto sí deberíamos de dar esa acción afirmativa y que está bien respaldada jurídicamente, es por eso que te preguntaba ¿qué obstáculos reales existen para que no se le pueda atender la gestión?".



	Responde la magistrada Vargas: "Las plazas están identificadas ahí en el informe que yo les presenté, eso ya se sacó a concurso, la Secretaria General de la Corte pidió que se sacara a concurso esas plazas en particular, que son de tribunales de apelaciones, si ya se sacó a concurso y los concursos iban en una línea me parece que él no podría perjudicarse a las personas que ofertaron en su momento, es decir que salieron en términos genéricos.



	Efectivamente, la experiencia que se ha tenido, o por lo menos que yo tuve en su momento desde el Centro de Apoyo Jurisdiccional es que don Olman Ugalde es una persona absolutamente eficiente y muy comprometida con su trabajo, sin embargo; estas plazas se sacaron a concurso desde hace rato y no sé si ya las nombramos o no las nombramos, pero creo que tendría que concluir de acuerdo con los concursos que en su momento se abrieron, pero que si queda una plaza de juez categoría 5 laboral, se considere dentro de la reserva de plazas, si queda alguna en los años respectivos, los pendientes, porque estamos con un atraso significativo en años anteriores desde que entró en vigencia esa ley especial, que fue en el 2010 y cuando se construyó su reglamento en el 2011".



	Indica el Presidente, magistrado Cruz: "Gracias, doña Silvia les va hacer una aclaración a propósito de ese tema y también quería decirles que el informe del magistrado Olaso se refiere en particular al tema que estamos, es ya particularizar lo que tiene que ver con don Olman".



	Señala la Secretaria General: "Sí, nada más para señalarles que varias de las plazas ya fueron enviadas desde finales del año pasado a conocimiento de la Corte para el nombramiento, pero precisamente a petición de don Olman y me imagino que ahorita don Jorge Olaso lo va a indicar, no se han podido hacer los nombramientos, hasta que se conociera todos estos informes, porque son varios informes que se solicitaron en su oportunidad, a propósito de la gestión de él".



	Refiere la magistrada Martínez Bolívar: "Mi pregunta es tanto para don Jorge como para doña Damaris,  ¿si el concurso de las plazas de laboral salió bajo la advertencia a las personas concursantes de que esas plazas podrían, en el 5%, representar la posibilidad de que la ganara una persona con discapacidad, que no solamente cuenta con la idoneidad sino con la discapacidad?



	La segunda pregunta es ¿se ha hecho el estudio correspondiente para determinar, porque entiendo que don Olman está en el puesto 30 de 40, se ha determinado que las 29 personas adelante de don Olman no tienen discapacidad? Esas son mis dos preguntas".



	Interviene el Presidente, magistrado Cruz: "Doña Deyanira y tal vez doña Roxana, me parece que escuchemos el informe del magistrado Olaso, porque va en concreto sobre el tema y ya luego podemos formular las preguntas si les parece".



	Hace uso de la palabra el magistrado Olaso: "La idea de presentar el de doña Damaris era porque yo me fundamento en él, pero la idea no era que le formularan a doña Damaris las preguntas, porque ella no concreta el informe acerca del informe o la gestión de don Olman, a mí fue el que me correspondió ese informe, entonces digamos yo les agradecería a las compañeras y ya doña Julia también lo hizo, que las preguntas en cuanto a los concursos concretos de don Olman me los hagan a mí o a doña Damaris, pero ya cuando rinda yo mi informe, porque la situación que yo resuelvo es la concreta del concurso de él, entonces eso solventaría todas las preguntas que estamos haciendo.



¿Si usted me lo permite, señor presidente?"



	Responde el Presidente, magistrado Cruz: "Sí claro, don Jorge, puede exponer y luego ya todas las preguntas pendientes las puede contestar usted".



	Prosigue el magistrado Olaso: "Para conocimiento de las compañeras y los compañeros, el 27 de mayo del 2021, varios jueces y varias juezas con ocasión de un concurso, que como bien lo indicó doña Damaris, se hizo sin reserva sino que fue un concurso abierto para todas las personas, y para contestar de una vez la pregunta a doña Deyanira, sin ninguna cláusula en cuanto a limitación de ninguna naturaleza, sino que fue un concurso ordinario para todos los jueces y las juezas que en materia laboral quisieran concursar como juez 5, esta fue la situación que estamos resolviendo ahora.



Ese concurso; como bien lo indicó doña Silvia, ya tiene personas que ganaron el concurso por su idoneidad, están ranqueadas en determinadas ternas y en esas ternas don Olman no entra, no entra porque está en un puesto que su nota no le permite estar ranqueado.



	Entonces y como también lo indicó doña Silvia, desde el 27 de mayo del 2021, varios jueces y varias juezas, que es lo que me lleva a mi informe, remiten a Corte Plena una solicitud donde manifiestan que ciertos concursos donde ellos y ellos participan para participar las plazas, fueron sacadas de agenda, eso es un hecho, por la gestión de don Olman, en razón de que expresan que existen plazas vacantes interinas en el Primer Circuito Judicial de San José y un panel de jueces elegibles con base a este concurso, que hago la reiteración, fue un concurso ordinario para todos y para todas, deberían ser sacadas a concurso, eso es lo que piden los jueces y las juezas, toda vez que esos puestos deben ser nombrados con base al mérito, idoneidad y capacidad comprobada del funcionario, conforme lo indica el artículo 192.



	Doña Damaris con un mayor conocimiento del que yo tengo, hace todo un análisis sumamente estructural de lo que hemos avanzado, desde el momento en que yo en el año 89, para aquellos que no lo conocen, tuve que hacer mi primer concurso de ingreso a la Corte, donde no teníamos ninguna política de accesibilidad y a todas las personas se nos hacía el mismo examen para poder siquiera ser técnicos y técnicas judiciales.



	Evidentemente no teníamos una Convención Interamericana para la Eliminación, en el momento que yo participé verdad, de todas las formas de discriminación, que fue ratificada por Costa Rica mediante decreto ejecutivo N° 28405 del 8 de diciembre del 99, es lo que marca la pauta en esta situación de la eliminación de todas las formas de discriminación, en aras de prevenir y eliminar todas las formas de discriminación contra las personas en situación de discapacidad y propiciar su plena integración como lo dice el (artículo 2) de la convención, impone a los Estados parte, adoptar las medidas de carácter legislativo, social, educativo, laboral o de cualquier otra índole, necesarias para eliminar la discriminación contra las personas en situación de discapacidad y propiciar su plena integración en la sociedad (Artículo 3).



	La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, a la cual doña Damaris hizo referencia ahora, fue ratificada por Costa Rica, como bien ya lo indiqué no voy a hacer referencia, cuyo propósito ¿cuál era?, promover, proteger, asegurar el goce pleno y en condiciones de igualdad de todos los Derechos Humanos y libertades fundamentales para todas las personas con discapacidad y promover el respeto o la dignidad inherente. 



Para ello, los Estados parte se habían comprometido o se comprometen a hacer ajustes razonables, es decir; a emplear las modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas para garantizar a las personas en situación de discapacidad el goce o ejercicio en igualdad de condiciones.



	También doña Damaris hizo referencia a la Ley de Igualdad de oportunidades, por lo cual no me voy a referir a la misma, también hizo referencia a esta normativa, que es la del 11 de noviembre del 2010, Ley 8862, que regula la Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público, donde se establece, en las ofertas de empleo público de los Poderes del Estado se reservará cuando menos un porcentaje de un cinco por ciento (5%) de las vacantes, en cada uno de los Poderes, para que sean cubiertas por personas con discapacidad siempre que exista oferta de empleo y se superen pruebas selectivas y de idoneidad, según lo determine el régimen de personal de cada uno de esos Poderes. 



Reitero, en el concurso que estamos hablando y al cual hacen la gestión los jueces, no se hizo esta limitación concreta, sino fue un concurso ordinario sin ninguna limitación en ese momento. Dicha ley fue reglamentada mediante el Decreto Ejecutivo N° 36462-MP-MTSS, entre otras cosas, se dispone a la creación de una Comisión Especializada de Empleo y Discapacidad, al cual doña Damaris ya hizo referencia. También doña Damaris hizo referencia a las acciones que ha hecho el Poder Judicial y muchas debidas a la labor encomiable de la Subcomisión de Personas con Discapacidad en este tópico, por lo cual no voy a hacer referencia a las mismas, doña Damaris en una forma muy técnica lo explicó.



Ahora bien, la gestión de don Olman. Parte de las solicitudes que plantea don Olman, es que en cuanto al nombramiento de personas en situación de discapacidad se defina a nivel institucional la aplicación general de directrices y que comprenda todas las áreas en donde se deben hacer nombramientos, no sólo a nivel técnico sino a nivel profesional y a nivel de judicatura, aspecto que, en efecto; el Poder Judicial ha venido llevando a cabo tal y como se observa en el apartado 3 de este informe, pues se han venido diseñando políticas a las cuales doña Damaris ya hizo referencia con base en la Ley 8862, del 11 de setiembre del 2010, sobre Inclusión y Protección Laboral de las Personas en situación de Discapacidad en el Sector Público y es claro que dentro del 5% de las plazas vacantes no se vislumbra ninguna exclusión por categoría del puesto, sean técnicos, profesionales o judicatura.



¿Qué implica eso? Que ese 5% también debería reflejarse en judicatura, con la salvedad, claro está, de que hay plazas de que por su naturaleza de trabajo y condiciones ambientales se consideren de riesgo, cargos policiales, auxiliares de seguridad, custodios de detenido.



En segundo lugar, solicita que se destine al menos, eso es lo que solicita don Olman, solicita que se destine al menos una plaza de juez 5 para ser ocupada por un aspirante idóneo en situación de discapacidad y si no se hiciera pronto el nombramiento entonces que con una acción afirmativa se nombre interinamente a la persona en situación de discapacidad que resulte ser idónea en la plaza reservada en materia laboral para esa categoría de juez y jueza.



Al respecto voy a indicar si tal y como lo indicara la Dirección de Gestión Humana en oficio N° CEE-003-2021 del 14 de abril de 2021 y en atención a lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión 02-2020, en donde se conoció el oficio de la Dirección Jurídica DJ-C-559-2019, de diciembre de 2019, en el cual en su análisis manifiesta que la condición de estabilidad relativa o impropia, esto ya hizo referencia doña Damaris pero es bueno que lo tomemos en cuenta, porque es una gestión del Consejo Superior, "...manifiesta que, la condición de “estabilidad relativa o impropia” que le cubre a las personas interinas, ampliamente expuesto en la jurisprudencia de la Sala Constitucional, indica que una persona en esa condición -independientemente del tiempo que tenga desempeñándose en la plaza- no podría ser cesado de su puesto"



¿Por qué es importante esto? Porque eso fue un criterio que tomó en cuenta el Consejo Superior para no hacer la reserva del 5%, como ya lo indicó doña Damaris, es cuestión de interinos que tenían muchas personas en esos puestos, por lo que esa dirección sostuvo que sería un riesgo de alegación de violación del principio de confianza legítima, si a esos funcionarios no se les advirtió que no tendrían oportunidad de ser nombrados en propiedad, por cuanto serían plazas que se reservarían para los concursos exclusivos para personas en situación de discapacidad. Es por ello, como se indicó, que Gestión Humana se encuentra trabajando en la propuesta de reserva de plazas vacantes de conformidad con la Ley de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público, y al tenor de las indicaciones vertidas por la Dirección Jurídica del Poder Judicial. 



Ahora bien, cabe señalar que, en el mismo oficio, Gestión Humana informó que el doctor Ugalde González conforma una de las ternas enviadas a Corte Plena para el cargo de juez 5 de apelación, o de trabajo de Guanacaste, Liberia, debe resolver materia civil, plaza vacante, n.° de puesto 365690. No obstante, expresó que se encuentra limitada para recomendar una reserva donde median procesos ordinarios en trámite, y donde incluso, existen ternas que ya fueron remitidas a Corte Plena para la designación respectiva, por las razones ya dadas. 



Si a ello se abona que la Sala Constitucional ha indicado que lo dispuesto en la ley de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público,  “no implica que cada vez que se realice un concurso deba ser nombrada una persona con capacidades especiales o en determinado puesto o Ministerio, ya que la norma en cuestión lo que da son parámetros que deben ser implementados por cada Poder del Estado a la hora de estructurar su oferta laboral en general”, para la cual claro “deberá reservar (...) un 5% para el nombramiento de personas con capacidades especiales”. 



Esto significa, además, que cada Poder deberá establecer los mecanismos para verificar y controlar, que de la oferta laboral total de ese Poder, no de cada concurso en específico, se contemple el porcentaje previsto.



No sé si esto lo estamos entendiendo muy claro pero lo que implica es, que no es una oferta laboral en general si no cada concurso en específico, como bien lo explicó doña Damaris, tienen que tomarse en cuenta ese 5% para la judicatura para personas con discapacidad no en cada concurso específico y así lo dice la Sala Constitucional, para que tanto la administración como los oferentes verifiquen la oferta disponible o el cubrimiento de esta en los términos previstos por el legislador y creo que por ahí viene la pregunta de doña Deyanira, en ese sentido.



De tal forma, que se permita o facilite el ejercicio de las acciones reivindicativas que pudiere corresponder, a través de eso. Esto lo dijo la Sala en el voto al cual ya hizo referencia doña Damaris, N° 9723 del 19 de julio de 2013 y en varios votos, el 1022 del 22 de enero de 2016, 1597 del 2 de febrero de 2016.



Por su parte, y esto es importante destacarlo, en un caso que don Olman presentó ante la Sala Primera conociendo una causa que él planteó por esta misma situación que está planteando ahora, la Sala Primera en su resolución, a la cual voy a hacer referencia, le indicó a don Olman con un voto, valga la redundancia, como tiene cosa juzgada material “… si una persona con discapacidad participa en un concurso ordinario y supera las pruebas, ello no le otorga, per se, el derecho a ser nombrado en una plaza vacante al amparo de la Ley de cita...", esto lo dice la Sala Primera "... pues no es ese el supuesto de hecho que cobija esa normativa. En ese caso, debe el oferente competir en igualdad de condiciones con el resto de participantes. No debe perderse de vista que el objeto de dicha Ley es constreñir a las entidades públicas a reservar un 5% del total de sus plazas vacantes para que sean ocupadas por personas con discapacidad, lo que a su vez obliga al desarrollo de concursos especiales de selección para los nombramientos de dichos puestos, de manera tal que sólo personas con discapacidad participen en ellos. 



Ahora, se insiste, esa disposición de modo alguno podría interpretarse en el sentido que pretende el casacionista..." que, en este caso era don Olman, "... sea que la participación de una persona con discapacidad en cualquier concurso ordinario le otorgue el derecho de obtener un nombramiento directo en propiedad, pues ello implicaría afrentar los derechos de los otros participantes que ostentan un mejor puntaje. 



En otras palabras, lo dispuesto en la norma comporta una obligación para la Administración en los términos dichos, mas no le concede un derecho subjetivo a las personas con discapacidad que han superado las pruebas de selección de obtener un nombramiento directo en cualquiera de los puestos que desean, o en cualquiera de los concursos ordinarios donde participan. 



En el subexamine, el accionante pide un nombramiento en propiedad como juez laboral 3, al tenor de la reserva que fija la Ley de comentario, en tanto es una persona con discapacidad y ya superó las pruebas selectivas y de idoneidad en el concurso ordinario supra citado. No obstante, esa sola condición resulta insuficiente para la obtención del derecho pretendido, en tanto el aura de protección de la normativa de referencia se manifiesta en otra dimensión o supuesto, según se explicó supra”. 



Entonces no existen elementos para poder acoger la petición del señor Ugalde González, eso ya lo estableció la Sala Primera.



"De lo anterior se colige que, si el gestionante se encuentra participando dentro de una terna para el nombramiento de un juez de categoría 5, la ley n.° 8862 del 11 de setiembre 2010, sobre Inclusión y protección laboral de las personas en situación de discapacidad en el sector público, no le concede el derecho para que se le nombre necesariamente en ese puesto, a él, o a cualquier otra persona en situación de discapacidad, pues el 5% que exige dicha normativa, debe ser del total de las plazas vacantes, cuya determinación está siendo analizada metódicamente por las instancias pertinentes de esta institución, a fin de dar el mejor cumplimiento a las exigencias normativas”.



Ahora bien, esto no supone que, como manifestaron varios jueces y varias juezas en la gestión que hacen en la nota remitida a Corte Plena, en caso de existir plazas vacantes interinas en el Primer Circuito Judicial de San José -en general en el Poder Judicial- y un panel de jueces elegibles, deberían ser sacadas a concurso público, pues como se ha manifestado, la institución se encuentra gestionando su política institucional y la metodología para darle participación a las personas en situación de discapacidad. 



No así en los casos en que ya se encuentren en ternas conformadas, como bien lo dijo doña Silvia, ya en este momento esas ternas están conformadas y remitidas a Corte Plena, que es la situación que nos apunta ahora, para su nombramiento. En estos casos deberá continuarse con el procedimiento habitual. ¿Cuál es? Nombramiento por parte de Corte.



En conclusiones, el Poder Judicial ha venido diseñando herramientas con base en estadísticas cuantitativas y cualitativas, para dar cumplimiento a la Ley n.° 8862 del 11 de setiembre 2010 de donde se están considerando todas las clases de puestos vigentes en la institución, para reservar, al menos, un 5% de plazas vacantes para personas en situación de discapacidad, a excepción de aquellas, como ya expliqué, por condiciones ambientales de riesgo.



No obstante lo anterior, cabe hacer mención que, aunque la Dirección de Gestión Humana se encuentra trabajando en ella, aún no se cuenta con la Política de Inclusión y Protección Laboral de las Personas en situación de Discapacidad, que eso ya lo indicó muy claramente doña Damaris.



Si a esto se abona que el Plan de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017, se encuentra vencido; esto es requerido llevar a cabo las gestiones pertinentes para acelerar la culminación de un documento que sistematice metodológicamente la efectiva participación de las personas en situación de discapacidad en los concursos de las plazas vacantes. 



   Si el juez Olman Ugalde González se encuentra participando dentro de una terna para el nombramiento de un juez de categoría 5, La ley N.° 8862 del 11 de setiembre, no le concede el derecho para que se le nombre necesariamente en ese puesto a él, o a cualquier otra persona en situación de discapacidad, pues el 5% que exige dicha normativa, debe ser del total de las plazas vacantes. 



En los concursos puestos en discusión sobre esta gestión, donde las ternas se encuentran conformadas, ya están conformadas en este momento, y remitidas a Corte Plena para su nombramiento; deberá continuarse con el procedimiento habitual.



En caso de existir plazas vacantes interinas y un panel de jueces elegibles, éstas no deberán ser sacadas a concurso público, pues como se ha manifestado, el Poder Judicial se encuentra gestionando su política institucional y la metodología para darle participación a las personas en situación de discapacidad. 

De esta manera dejo rendido el informe".



	MIENTRAS SE HALLABA EN EL USO DE LA PALABRA EL MAGISTRADO OLASO, ENTRÓ EL MAGISTRADO CASTILLO A LA SESIÓN POR VIDEOCONFERENCIA.



Indica el Presidente, magistrado Cruz: "Se va a someter a consideración y análisis el informe que ha expuesto el magistrado Olaso. ¿Alguna observación o argumento? porque si no pasaríamos a votarlo".



Consulta la magistrada Varela: "Una pregunta nada más, tal vez para doña Silvia. ¿En qué estado nos encontramos con el tema de ese concurso y las plazas que estaban en laboral para ser nombradas? Es que si la memoria no me falla eso ya se hizo ¿Es así? ¿O se nombraron todas las vacantes? ¿O queda alguna en específico? Es que tengo esa inquietud, por eso era la pregunta para doña Damaris y por otro lado; se habla también del tema de confianza legítima de las personas que estaban interinas en esos puestos y que concursaron, eso es totalmente compresible.



Pero si el tema de la confianza legitima también de quienes están en una condición como el que está gestionando y que tiene toda una normativa internacional y nacional que le da un, digámoslo así, estaría dentro de un trato especial, entonces me genera una gran duda si por una cuestión de que el hecho de que se sacara en forma abierta el concurso y ya por eso no pueda esa persona tener el acceso a un puesto de esa categoría. Pero quisiera saber ¿cuál es el estado actual de esas plazas?".



Dice el magistrado Olaso: "Como bien lo indiqué en el informe, el estado actual de esas plazas es que no se han sacado a concurso, no ha llegado aquí a Corte, no se ha nombrado a Corte, ya se hizo el concurso, como doña Julia bien lo sabe, porque nosotros valoramos esos jueces y los calificamos, ya esos jueces están calificados, ya esas ternas están enviadas, nada más que Corte no ha nombrado por la gestión de don Olman, como bien lo indiqué yo en el informe se suspendieron los nombramientos en Corte.



En cuanto a la segunda situación que hice de la confiabilidad, ese es un argumento que utiliza más bien el Consejo Superior para darle el derecho a las personas interinas y no sacar la posibilidad de nombrar a las plazas con discapacidad. 



El argumento este de la confiabilidad, yo lo digo bien en el informe ahí, radica en un argumento que dio el Consejo para no nombrar, porque dijo que por la confiabilidad que se tenía en los interinos no se les podía sacar de las plazas para dárselas a las personas con discapacidad y como bien lo indicó doña Damaris, esa argumentación la impugnamos nosotros, nosotros presentamos por parte de la Comisión de Acceso a la Justicia, por parte de la Subcomisión de Personas con Discapacidad, un recurso de reconsideración el cual fue denegado por el Consejo Superior, pero ese argumento de la confiabilidad fue un argumento que dio el Consejo para los interinos en ese momento que se encontraban en las plazas, para no nombrar porque iban a darle preferencia a las personas que estaban en el concurso por discapacidad".



	Responde la magistrada Varela: "Listo, gracias".



	Dice el Presidente, magistrado Cruz: "Gracias doña Julia, doña Silvia les va a hacer una observación".



	Añade la Secretaria General: "Tal vez es importante indicar que sí, ya varias de las ternas están aquí para conocimiento de la Corte, es que como les dije hace un rato, don Olman había indicado que no se hiciera el nombramiento hasta que se conociera su gestión, son cinco ternas de jueces 5 en materia Laboral y él, como les decía, solicitó que previo a conocer esos nombramientos y cualquier otro de dicha categoría se resolviera la gestión que él hizo oportunamente, esas plazas están pendientes y se requiere hacer lo antes posible el nombramiento".



	Dice el Presidente, magistrado Cruz: "Vamos a someter a votación el informe de don Jorge".



	Agrega la magistrada Vargas: "Era para consultarle si se va a someter a conocimiento o aprobación también el informe mío, es que a mí me preocupan mucho las responsabilidades institucionales ¿O se tiene por planteado únicamente?".



	Señala el Presidente, magistrado Cruz: "Podemos someter a votación uno y después el otro. Con mucho gusto".



	Responde la magistrada Vargas: "Sí señor, gracias". 



Agrega el ¨residente, magistrado, Cruz: “Vamos a someter a votación primero el de doña Damaris y después el de don Jorge”.



	Indica la Secretaria General: “Voy a iniciar la votación, el primero sería el informe de la magistrada Vargas. Ya pueden votar”. 



[bookmark: _Hlk74838085]	Sometido el asunto a votación, por mayoría de veintiún votos, se dispuso: Acoger el informe de la magistrada Vargas en términos expuestos, en consecuencia: 1). La Dirección de Gestión Humana deberá: a) En cumplimiento de la Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad, Ley N° 7948, la Convención sobre los derechos de las Personas con Discapacidad, Ley 8661, así como la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad N° 7600 y su Reglamento N° 26831, en la selección de personal con discapacidad empleará mecanismos adaptados a las condiciones de las y los aspirantes, sin exigir requisitos adicionales a los establecidos para cualquier solicitante.  b) Continuará con el proceso de reserva de al menos un cinco por ciento (5%) de las vacantes, para que sean cubiertas con personas con discapacidad siempre que exista oferta de empleo y se superen las pruebas selectivas y de idoneidad. c) Con fundamento en la Ley de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público y su Reglamento, la Comisión Especializada de Empleabilidad, coordinada por dicha Dirección, realizará un estudio anual para identificar los puestos que serán objeto de una reserva de no menos un 5% de las plazas vacantes para ser ocupadas por personas con discapacidad; e informará dicho estudio a Corte Plena como superior jerárquico, identificando las posibles plazas vacantes a reservar para las personas con discapacidad y recomendación de las adecuaciones y adaptaciones pertinentes para ser aplicadas en el proceso de evaluación y contratación. d) Realizar el proceso de selección, reclutamiento y contratación de las personas con discapacidad, de acuerdo con las normas internas propias del Poder Judicial y conformará registros de elegibles paralelos especiales, para todas las clases y especialidades, incluyendo aquellas personas con discapacidad que hayan obtenido la elegibilidad de acuerdo con los procedimientos establecidos. e). Conformar nóminas (listas de elegibles) con una o más personas candidatas, de acuerdo con la cantidad de personas con discapacidad que se encuentren en los registros de elegibles paralelos, para la clase y especialidad de que trate el pedimento de personal. La nómina estará conformada solo con población con discapacidad sin importar su condición, siempre que cumpla con idoneidad comprobada. g) En caso de no encontrarse personas oferentes idóneas para ocupar las plazas vacantes, esa Dirección deberá documentarlo para justificar la no posibilidad de reservar las plazas. h) De no existir personas candidatas en el Registro de Elegibles paralelos para llenar los puestos reservados dentro del 5%, estos puestos podrán ser ocupados con candidatas del Registro de elegibles general, sin perjuicio de que se utilicen otros pedimentos de personal para mantener la reserva regulada en la Ley Nº 8862.  i) En en los concursos de las plazas que se reserven para ser ocupadas por personas con discapacidad, deberá advertir desde el inicio que éstas serán o podrán ser destinadas al cumplimiento de la Ley de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público y su Reglamento. Informará al personal interino que vaya a ocupar esas plazas, desde un inicio, que éstas serán utilizadas a corto plazo para nombrar en ellas en propiedad a personas con discapacidad. Sin embargo, la omisión de dicha comunicación no será motivo para excluir la reserva de conformidad con lo resuelto por la Sala Constitucional en voto No. 22069 – 2019 de las 09 horas 15 minutos del 08 de noviembre de 2019. 2.) La Dirección de Gestión Humana en coordinación con la Comisión Especializada de Empleabilidad velará porque se brinden las condiciones y los servicios de orientación y apoyo a las personas con discapacidad desde el período de prueba y realizará las adecuaciones en el puesto de trabajo y los ajustes razonables que se requieran en el entorno laboral de la institución, a fin de que coadyuven positivamente en el desempeño laboral. 



3). En los concursos especializados para personas con discapacidad, se escogerá de manera obligatoria a la persona con discapacidad que haya superado las pruebas selectivas y de idoneidad correspondientes y que acepte el puesto, aunque la nómina o la designación haya sido conformada por una sola persona candidata. 4.)  La Corte Plena como jerarca máximo institucional, emitirá la Política Institucional de Empleabilidad debidamente actualizada, basada en el estudio técnico y recomendación elaborada por la Comisión Especializada de Empleabilidad. Dicha Política incluirá la revisión y actualización de la Política de Reserva y el Modelo para el Reclutamiento y Selección de Personas con Discapacidad, aprobadas por el Consejo Superior en sesiones N° 40-2014 de 2 de mayo de 2014 y N° 49-2015 de 26 de mayo de 2015. La actualización se realizará conforme al Modelo de Gestión de las Políticas Institucionales en el Poder Judicial aprobado por Corte Plena en sesión N° 02-2020 de 13 de enero de 2020, artículo XXXII, para lo cual se contará con el apoyo de la Dirección de Planificación y se solicitará asesoría al Consejo Nacional de Discapacidad con base en el artículo 2 de la Ley 9303. 4). El acuerdo donde se disponga la reserva de plazas que corresponda para cada año, será publicado en el Diario Oficial La Gaceta y un extracto de ésta en un medio de prensa. Dicho acuerdo será comunicado a la Dirección Nacional de Empleo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. A esos efectos, la Secretaría General de la Corte tomará nota para lo que corresponda. 5). Solicitar a la Dirección de Gestión Humana y a la Comisión Especializada de Empleabilidad que en el estudio anual para identificar los puestos que serán objeto de una reserva de no menos de un 5% de las plazas vacantes para ser ocupadas por personas con discapacidad, valore la posibilidad de incluir plazas de judicatura laboral categoría 5, en atención a la gestión formulada por el juez Ugalde. El Consejo de la Judicatura, la Sección Administrativa de la Carrera Judicial y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional tomarán nota para lo de su cargo. 6). Con fundamento en la Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad, Ley N° 7948, y la Convención sobre los derechos de las Personas con Discapacidad, Ley 8661, se establece como una acción afirmativa en beneficio de las personas en situación de discapacidad que las plazas reservadas para los concursos especializados para dicha población, sean ocupadas por personas en esa condición, que reúnan los requisitos de idoneidad comprobada y hayan superado los el proceso de elegibilidad establecidos para la categoría del puesto. Así votaron las magistradas y los magistrados Cruz, Rivas, Vargas, Varela, Sánchez, Olaso, Chacón, Ramírez, Solano, Burgos, Alfaro, Zúñiga, Castillo, Rueda, Salazar Alvarado, Araya, Garro, las Suplentes y los Suplente López González, Jiménez Ramírez, Vargas Vargas y Fernández Arguello.



           La magistrada suplente Martínez Bolívar votó por no acoger el informe de la magistrada Vargas.



-0-



Refiere el Presidente, magistrado Cruz: "Ahora vamos a someter a votación el informe de doña Damaris Vargas".



Aclara la Secretaria General: “No, ese era el de doña Damaris, ahora es el de don Jorge Olaso. Voy a iniciar la votación. Ya pueden votar”.



Por mayoría de veintiún votos, se dispuso: Acoger el informe del magistrado Olaso en términos señalados, en consecuencia; 1). Solicitar a la Dirección de Gestión Humana se sirva llevar a cabo las gestiones pertinentes para acelerar la culminación de un documento que sistematice metodológicamente la efectiva participación de las personas en situación de discapacidad en los concursos de las plazas vacantes. 2). Comunicar al máster Olman Gerardo Ugalde González, que en atención a las gestiones planteadas y que al encontrarse participando dentro de una terna para el nombramiento de un juez de categoría 5, la Ley N.° 8862 del 11 de setiembre 2010, sobre Inclusión y protección laboral de las personas en situación de discapacidad en el sector público, no le concede el derecho para que se le nombre necesariamente en ese puesto, a él, o a cualquier otra persona en situación de discapacidad, puesto que el 5% que exige la normativa, debe ser del total de las plazas vacantes. 3). Hacer del conocimiento de la Dirección de Gestión Humana, del Consejo de la Judicatura, de la Sección Administrativa de la Carrea Judicial, del Centro de Gestión, Apoyo y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y de la Secretaría General de la Corte que los concursos puestos en discusión sobre esta gestión, donde las ternas se encuentran conformadas y remitidas a Corte Plena para su nombramiento; deberán continuarse con el procedimiento habitual, por lo que se tiene por rechazada la solicitud planteada por el máster Ugalde González. 4). Ordenar a la Dirección de Gestión Humana y al Consejo de la Judicatura que, en caso de existir plazas vacantes interinas y un panel de jueces elegibles, éstas no deben ser sacadas a concurso público, puesto que, el Poder Judicial se encuentra gestionando su política institucional y la metodología para darle participación a las personas en situación de discapacidad. 



La Sección Administrativa de la Carrera Judicial y el Centro de Gestión, Apoyo y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional tomarán nota para lo de su cargo. Así votaron las magistradas y los magistrados Cruz, Rivas, Vargas, Sánchez, Olaso, Chacón, Ramírez, Solano, Burgos, Alfaro, Zúñiga, Castillo, Rueda, Salazar Alvarado, Araya, Garro, las Suplentes y los Suplente López González, Jiménez Ramírez, Vargas Vargas, Martínez Bolívar y Fernández Arguello.



           La magistrada Varela votó por no acoger el informe del magistrado Olaso.”







Atentamente, 









Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General

						Corte Suprema de Justicia





 

Cc:

Consejo Superior

Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional

Área de Gestión y Apoyo

Área de Coordinación y Mejoramiento

Auditoría

Lic. Mariano Rodríguez Flores, Jefe del Área de Gestión y Apoyo

Diligencias / Refs: (5715-2015 / 12578-2020 / 12749-2020 / 12913-2020 / 13045-2020 / 13494-2020 / 1984-2021 / 3008-2021 / 3868-2021 / 5397-2021 / 5638-2021 / 6641-2021) 

naguilars

Teléfonos: 2295-3008 // 2295-3711	 Correo: secrecorte@poder-judicial.go.cr Fax: (506) 2295-3706 Apdo: 1-1003 San José
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Acta de Consejo Superior Nº 004 - 2014



Artículo LXIV
Buscar en el acta actual...



16 de Enero del 2014Fecha: 



ARTÍCULO LXIV
Documento N° 14909-13
            El máster Francisco Arroyo Meléndez, en su condición de Presidente de la Comisión de Empleabilidad del Poder Judicial, en
oficio N° 706-JP-2013 de 17 de diciembre de 2013, rindió el siguiente informe:
“En cumplimiento de los deberes y responsabilidades que la ley establece, la Comisión Especializada en Empleabilidad del Poder
Judicial se permite poner en su conocimiento un Informe Ejecutivo de Labores correspondiente al año 2013.
 
Como se menciona más adelante, la Comisión inicia funciones a mediados del mes de junio del presente año.  En primera instancia
ha sido necesario integrar conocimiento no sólo del marco legal, sino también de todos aquellos elementos que desde las
diferentes dimensiones de la accesibilidad deben ser incorporados para lograr una efectiva inclusión en el mercado laboral de las
personas que poseen algún tipo de discapacidad.
 
Esperamos que las acciones que estamos formulando y ejecutando puedan sentar las bases y abrir la senda que permita a esta
población tener una participación equitativa, efectiva, plena y sostenible en el mercado laboral, y específicamente en lo que al
Poder Judicial atañe.
 
La Ley 8862 “Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público”  en su artículo único señala:
 
"ARTÍCULO ÚNICO.- En las ofertas de empleo público de los Poderes del Estado se reservará cuando menos un porcentaje de un
cinco por ciento (5%) de las vacantes, en cada uno de los Poderes, para que sean cubiertas por personas con discapacidad
siempre que exista oferta de empleo y se superen las pruebas selectivas y de idoneidad, según lo determine el régimen de personal
de cada uno de esos Poderes.”
 
En cumplimiento de dicha normativa, la acción que debe ejecutarse por el máximo jerarca de la institución es la emisión de una
Política de Reserva.  Para ese propósito la Comisión ha venido trabajando en una propuesta, que es la que se hará del
conocimiento del Consejo Superior en los próximos días para su valoración.
 
Definida la Política de Reserva, esta Comisión en coordinación con el Departamento de Gestión Humana realizará todas las
acciones necesarias para su debida implementación.
 



Informe Ejecutivo
Labores desarrolladas por la Comisión Especializada en Empleabilidad del Poder Judicial en el año 2013



 
 
I. Marco Legal y conformación de la Comisión Especializada en Empleabilidad del Poder Judicial.
 
La Ley 7600 “Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad” establece la obligatoriedad de las
instituciones a incluir en sus planes, políticas, programas y servicios los principios de igualdad de oportunidades y accesibilidad a
los servicios.  También se orienta a eliminar las acciones y disposiciones que directa o indirectamente, promuevan la discriminación
o impidan a las personas con discapacidad tener acceso a los programas y servicios.
 
Para el año 2010, se crea la Ley Nº 8862, denominada “Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el
Sector Público” cuyo artículo único señala:
 
"ARTÍCULO ÚNICO.- En las ofertas de empleo público de los Poderes del Estado se reservará cuando menos un porcentaje de un
cinco por ciento (5%) de las vacantes, en cada uno de los Poderes, para que sean cubiertas por personas con discapacidad
siempre que exista oferta de empleo y se superen las pruebas selectivas y de idoneidad, según lo determine el régimen de personal











de cada uno de esos Poderes.”
 
Del mismo modo, debe reseñarse que existe un Reglamento a la “Ley de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con
Discapacidad en el Sector Público, Ley Nº 8862”  (Decreto Ejecutivo Nº 36462-MP-MTSS); y que precisamente el Reglamento
establece que cada institución debe crear una “Comisión Especializada” con la finalidad de dar seguimiento y realizar las acciones
tendientes a aplicar en la medida de lo posible lo que señala en esa norma jurídica, conforme el artículo N° 4:
 
Artículo Nº 4.-“… El máximo jerarca de las instituciones reguladas en el artículo 2 del presente reglamento, tendrá la obligación de
crear una Comisión Especializada conformada por: el Director de la Unidad de Recursos Humanos quien la coordinará, un
representante de la Comisión institucional en Materia de Discapacidad y preferiblemente un especialista en terapia ocupacional o
en su defecto un profesional en psicología. Dicha Comisión tendrá por objeto primordial el velar por el efectivo cumplimiento del
presente Reglamento a nivel institucional, para lo cual contará con la debida colaboración de todas las demás unidades
organizacionales.”
 
Debe indicarse, que recientemente en la Gaceta N° 241 del pasado 13 de diciembre, se publicó la Ley N° 9171 denominada
CREACIÓN DE LAS COMISIONES INSTITUCIONALES SOBRE ACCESIBILIDAD Y DISCAPACIDAD (CIAD), sobre las cual la
institución deberá adoptar las acciones respectivas para su cumplimiento.
 
En consideración a estas disposiciones, el Poder Judicial mediante acuerdo del Consejo Superior de fecha 16 de agosto del 2012,
artículo LVII acordó conformar la Comisión Especializada, que quedó conformada de la siguiente forma:
Ø     Francisco Arroyo, Director de Gestión Humana.  Presidente
Ø     Alexander Alvarado García, Representante de la Comisión de Acceso a la Justicia
Ø     José Antonio Madrigal Soto, Representante de la Comisión de Salud Ocupacional.
Ø     Ana Patricia Jiménez Granados,  Jefa Unidad de Salud Ocupacional.
Ø     Maritza Herrera Sánchez, Jefa de la Sección de Reclutamiento y Selección.
II. Acciones Ejecutadas
Luego de su constitución, la Comisión inició labores el 21 de junio del presente año.
2.1. En primera instancia se definió como una necesidad establecer un mapa de las acciones necesarias para cumplir con el
cometido de la Ley.  Basados en las capacitaciones previas recibidas que han brindado la Comisión Interinstitucional para la
Empleabilidad de las Personas con Discapacidad o de las capacitaciones como las de ASCODI, se aprobó seguir la siguiente
secuencia:
 



En esa primera reunión, la Comisión acordó trabajar sobre los siguientes aspectos:
Ø              Contar con un inventario de las plazas vacantes.
Ø              Clases de puestos vacantes  y precisar ubicación y despacho.
Ø              Conocer el detalle de la condición de infraestructura de los edificios del Poder Judicial, en especial donde se ubican
dichas plazas.
Ø              Determinar las clases de puestos que en este momento están trabajando bajo la modalidad de tele-trabajo; a fin de
valorar esta posibilidad en caso de que algunos de los cargos vacantes laboren en esta modalidad.
Ø              Definido la cantidad de puestos que se procurará llenar.  Se puede trabajar valorar un grupo de clases de puestos para
iniciar con un plan piloto, dado la complejidad del tema.
2.2. Debido a la magnitud, complejidad  e interdisciplinariedad que implica la definición de los puestos que pueden ser ocupados
por personas con discapacidad, la Comisión acordó apoyar su trabajo creando un equipo multidisciplinario con personal de la
Dirección de Gestión Humana donde se incluyen Profesionales en Recursos Humanos, Trabajo Social, Medicina y Salud
Ocupacional. En particular, la Subcomisión se compone del siguiente equipo:
 
Mauricio Quirós Álvarez, Subdirector de Gestión Humana
Mauricio Moreira Soto, Médico de Empresa, Servicios de Salud
Alejandra Jeréz  Soto, Profesional en Psicología, Reclutamiento y Selección
Rebeca Sanabria Sánchez, Profesional en Trabajo Social, Carrera Judicial











Lucrecia Chaves Torres, Jefa Sección Administrativa de la Carrera Judicial
María Gabriela Mora Zamora, Jefa Sección de Análisis de Puestos 



 
A esta Subcomisión se le asignó la tarea de analizar los puestos vacantes y plantear una alternativa de conformidad con los
elementos mencionados
.
2.3. Con base en lo dispuesto, la Subcomisión elaboró los siguientes instrumentos:
 
“REQUERIMIENTOS PARA LA ELABORACIÓN DE PERFILES DE PUESTOS APLICABLES A OFERENTES CON DISCAPACIDAD”. 
Siendo este un instrumento que considera como base los elementos del CIF (Clasificación Internacional del Funcionamiento, de la
Discapacidad y de la Salud); así como los distintos insumos suministrados por ASCODI en capacitaciones que ha recibido los
servidores del Departamento de Gestión Humana.
 



“Guía Integrada para la Verificación de la Accesibilidad al Entorno Físico”. Capítulo V. Instrumento Técnico:
Verificación de la Accesibilidad al Entorno Físico en Costa Rica.



“EVALUACIÓN DE INFRAESTRUCTURA EN RELACION A LA DISCAPACIDAD EN EL PODER JUDICIAL”,  herramienta que se
puede utilizar para verificar en el Poder Judicial el cumplimiento de las condiciones de accesibilidad en obras existentes (edificios
principales, casas alquiladas, locales alquilados) en concordancia con la Ley 7600 y su Reglamento, la normalización técnica en
Accesibilidad al Medio Físico (INTECO) y recomendaciones complementarias del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación
Especial (CNREE) y el Colegio Federado de Ingenieros y de Arquitectos (CFIA).  Los elementos que considera la herramienta son
tomados de la 



 
2.4. La Comisión definió que con el fin de iniciar el proceso de inserción laboral se tomen como base los cargos nuevos destinados
para el presupuesto del 2014.
 
Esta medida tiene los siguientes beneficios:
 
a)             Dado que las plazas son "nuevas"; es decir, no vienen desde años anteriores como extraordinarias y en 2014 se
oficializan, sino que se tratan de plazas "sin historial" por decirlo de alguna forma, se facilita el proceso de inserción, ya que no
existen personas que vengan ocupando las plazas, ni se han generado expectativas, ni compromisos con ellas.
 
b)             La Sección de Reclutamiento y Selección puede continuar y finalizar los concursos actuales y los que tiene previstos para
lo que resta del período, bajo las medidas temporales aprobadas por el Consejo Superior. 
 
c)             El  total  de   plazas  según  programa  presupuestario  es el siguiente:
 



Cantidad  de  plazas Programa  presupuestario 



31 926  Ámbito Administrativo
96 927  Ámbito Jurisdiccional
55 928  OIJ
24 929  Ministerio  Público
21 930 Defensa  Pública
2 950 Protección de Víctimas



 
d)             Se realizó  un ejercicio  para  determinar  el equivalente   del 5%  de  plazas  que deben reservarse, resultando 13
puestos.  Sobre este punto la Comisión reiteró que es importante considerar  variables como: cantidad de puestos, ubicación
geográfica, programa  presupuestario,   accesibilidad de  la infraestructura,   ambientes laborales,  entre otras.  
 
e)             Se  ratifica  lo señalado  en  sesiones  anteriores, donde a criterio de la Comisión, que por  la  naturaleza  del  trabajo de 
los cargos catalogados como de riesgo, entre éstos; fiscales, defensores  y jueces,  por  contener como requisito el carné de 
portación de armas, los postulantes  deberán ser valorados  para determinar  la idoneidad mental,  se dispuso no  incluirlos  para 
la  reserva.    
 
f)               Se define la necesidad de efectuar  protocolos relacionados con  el proceso de inducción,  seguimiento  de  las 
personas  que  se  contraten   bajo   la nueva  política  de  accesibilidad, en diferentes áreas como la infraestructura; el ambiente
laboral; adaptabilidad del puesto de trabajo; desempeño, entre otras.    
 
2.5. Luego de varias sesiones de trabajo y de análisis de los insumos presentados por la Subcomisión, se acordó seguir analizando
las 219 plazas nuevas para el 2014 con el objetivo de determinar con análisis matricial de todas las variables, la cantidad de plazas
que se reservarán por medio de una Política que conforme a la ley, debe dictar el máximo jerarca.  En el momento de realizar este
informe, el trabajo de análisis está en proceso y se espera que durante el mes de febrero 2014 se haya aprobado en definitiva.
 
III. Proyecto de Ventanilla Ciudadana
 
La Comisión conoció acuerdo del Consejo Superior de fecha primero de agosto del año en curso, artículo LXX,  en el que se











recomienda implantar un plan piloto de “Ventanilla Ciudadana” en el edificio de la Corte Suprema de Justicia, a cargo de una
persona con discapacidad, en cumplimiento  de la  Ley de   Inclusión y  Protección  Laboral   de las Personas con Discapacidad”, y 
que  los  responsables de  su  ejecución son  la   Contraloría  de  Servicios y Gestión Humana. Sobre el particular, la Comisión
decide participar del proyecto por considerar que es competente de acuerdo con las responsabilidades legales otorgadas.
 
Luego de varias reuniones, el Departamento de Gestión Humana presenta el estudio técnico donde se realiza la propuesta sobre la
definición de la naturaleza del trabajo, tareas típicas, condiciones ambientales y organizacionales; así como los requerimientos
físicos, sensoriales y mentales de un cargo cuyo propósito es la atención de consultas de las personas usuarias orientadas a los
servicios que brinda la institución y la ubicación de los diferentes despachos judiciales para que sea ocupado por  una persona con
diversidad funcional (discapacidad).
 
El informe será puesto en conocimiento del Consejo Superior en los próximos días para que valore la propuesta.
 
IV. Otras iniciativas institucionales.
 
Debe indicarse, que en el presente año, el Consejo Superior en sesión del 16 de julio de 2013, artículo XXXVI, autorizó la gestión
para ejecutar el "PROYECTO PILOTO QUE GARANTICE EL ACCESO A LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD A LA OFERTA DE
EMPLEO DEL MINISTERIO PÚBLICO", por lo que se otorgó permiso con goce de salario y sustitución a la plaza No. 24809 de Fiscal
Auxiliar en la Fiscalía de Pérez Zeledón, Zeledón para que garantice la inclusión de un oferente elegible con discapacidad visual
para el puesto de fiscal auxiliar, que sirva como experiencia previa a fin de que se puedan crear condiciones igualitarias para que
personas con otro tipo de discapacidad y que muestren interés de ingresar al Ministerio Público puedan optar por una plaza en
forma interina o propietaria, siempre que existan ofertas de empleo y se superen las pruebas de selección y de idoneidad.”



- 0 -
 
            Se acordó: 1.) Tener por recibido el informe anterior e instar a las personas que integran la Comisión de Empleabilidad del
Poder Judicial a continuar con los planes para dar cumplimiento a la normativa .).Hacer de conocimiento de la Comisión de Acceso
a la Justicia y del resto de Comisiones Institucionales con el fin de que estén informadas del cumplimiento de la normativa para
acceso a cargos públicos de personas con discapacidad.
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Acta de Consejo Superior Nº 040 - 2014



Artículo LXII
Buscar en el acta actual...



02 de Mayo del 2014Fecha: 
 Ley Nº 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con DiscapacidadDescriptores/Temas:



ARTÍCULO LXII



Documento 8196-11, 4304-14
En sesión Nº 4-14 celebrada el 16 de enero de 2014, artículo LXIV, se tuvo por recibido el informe Nº 706-JP-2013 de la Comisión
de Empleabilidad del Poder Judicial y se instó a las personas que integran esta Comisión a continuar con los planes para dar
cumplimiento a la normativa, asimismo se hizo de conocimiento de la Comisión de Acceso a la Justicia y del resto de Comisiones
Institucionales con el fin de que estuvieran informadas del cumplimiento de la normativa para acceso a cargos públicos de personas
con discapacidad.
Mediante oficio Nº 64-CP-2014, recibido el 22 de abril de 2014, el máster Francisco Arroyo Meléndez, Jefe del Departamento de
Personal, transcribe el acuerdo tomado por el Consejo de Personal, en sesión Nº 05-2014 celebrada el 27 de marzo de este año,
artículo XXII, que literalmente dice:
“La Sección de Análisis de Puestos en el Informe SAP-049-2014 señala:
 



 



Con la finalidad de que sea conocido por los señores miembros del Consejo de Personal y en apego con los alcances tomados por
el Consejo Superior, en la sesión N° 4-14. celebrada el 16 de enero pasado, artículo LXIV y comunicado mediante el Oficio N°
1125-14 de fecha 4 de febrero del 2014 donde se conoce el Informe Ejecutivo N° 706-JP-2013 (ver anexo) elaborado por la
Comisión Especializada en Empleabilidad del Poder Judicial sobre las acciones ejecutadas amparadas al marco legal de la  Ley
7600 “Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad” que establece la obligatoriedad de las instituciones
a incluir en sus planes, políticas, programas y servicios los principios de igualdad de oportunidades y accesibilidad a los servicios. 
También se orienta a eliminar las acciones y disposiciones que directa o indirectamente, promuevan la discriminación o impidan a
las personas con discapacidad tener acceso a los programas y servicios.
 
Se acuerda por parte de ese órgano superior:
 
“1.) Tener por recibido el informe anterior e instar a las personas que integran la Comisión de Empleabilidad del Poder Judicial a
continuar con los planes para dar cumplimiento a la normativa .).Hacer de conocimiento de la Comisión de Acceso a la Justicia y
del resto de Comisiones Institucionales con el fin de que estén informadas del cumplimiento de la normativa para acceso a cargos
públicos de personas con discapacidad.
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”
 
Es así que nos permitimos presentar el detalle de los cargos que se deben de reservar y las acciones que una vez tomado el
acuerdo respectivo los integrantes de la Comisión Especializada en coordinación con el Departamento de Gestión Humana
realizarán para dar cumplimiento a lo que establece la Ley 8862 “Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad
en el Sector Público”, veamos:
 



 
 
Procedimiento para la reserva cuando menos un porcentaje de un cinco (5%)
de las plazas vacantes para el período en ejercicio - 2014- según el marco
normativo vigente
 
 



 
En cumplimiento a la normativa vigente tal como se indicó en el Informe
Ejecutivo se debe de ejecutar la “Política de Reserva”.  Para ese
propósito la Comisión estableció el siguiente procedimiento: 
 



 Puestos de Profesional 1, Asesor del
Consejo Superior, Auxiliar Administrativo, Secretaria 1,
Perito Judicial (Trabajo Social/Psicología), Profesional
2 (Trabajo Social/Psicología), Administrador Regional



Programa 926:











 Se toma como fuente el archivo electrónico (hoja de excell)
instrumento denominado “Relación de puestos para el año 2014” que
contiene el detalle de las plazas ordinarias y extraordinarias para el
2014.  El instrumento detalla, el código del programa presupuestario,
nombre del despacho, clase de puesto, número de puesto, condición
del cargo  (vacante/ propiedad) condición del cargo
(ordinario/extraordinario) jornada laboral (horas), fecha de inicio y fin
de vigencia del puesto, entre otros detalles.



1.



 Se procede a revisar la naturaleza de cada clase de  puesto según
programa presupuestario.  Se analizan de la herramienta los puestos
nuevos ordinarios con fecha de rige a partir del 01 de julio del 2014;
toda vez que en sesiones de trabajo de la Comisión ya se había
determinado considerar plazas totalmente nuevas para así llevar el
proceso de una forma más acertada y que no existan elementos que
vengan a limitar las acciones que se deben de implementar en el
proceso.



2.



 
 Se obtiene que a partir del 01 de julio del 2014 se contará con un



total de 219 cargos ordinarios, 25 para al     programa 926, 96 para el
927, 53 para el 928, 23 para el 929, 20 para el 930 y 2 finalmente para
el programa 950.  Que al realizar el ejercicio se estaría considerando
12 puestos  para reservar en apego al 5% conforme a la ley.



3.



 
 
 
 



 Bajo el contexto anterior antes de establecer los puestos podemos
describir los cargos que según programa fueron creados de manera
ordinaria a partir del 01 de julio del 2014, veamos:



4.



 
 
 
 
Asimismo, la ubicación según oficina:
 



 Departamento de Gestión Humana (Unidades de la
Sección de Administración Salarial), Oficina de Trabajo Social de
Upala, Sarapiquí, Administración Regional de Aguirre y Parrita, Oficina
de Trabajo Social II Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Departamento
de Trabajo Social y Psicología, sede central.



Programa 926:



 
 Juzgado Ejecución de las Sanciones Penales



Juveniles, Tribunal Apelación de Sentencia, Juzgado Penal Juvenil I y II 
Circuito Judicial Zona Sur, Tribunal, II Circuito Judicial de la Zona Sur,
Juzgado de Cobro, Contravencional y Menor Cuantía Golfito, Sede
Puerto Jiménez, Juzgado Contravencional y Menor Cuantía San Mateo,
Juzgado Penal Juvenil II Circuito Judicial de Alajuela, Tribunal II Circuito
Judicial de Alajuela, Juzgado Civil y Trabajo II Circuito Judicial, Sede
Upala, Juzgado Penal Juvenil III Circuito Judicial de Alajuela (San
Ramón), Juzgado Civil, Trabajo y Familia y Penal Juvenil Sarapiquí,
Juzgado Penal Juvenil II Circuito Judicial Guanacaste, Centro de
Conciliación, Sede Circuito Judicial de Puntarenas, Juzgado Penal
Juvenil II Circuito Judicial Zona Atlántica, Juzgado Penal de Puntarenas,
Sede Cóbano.



Programa 927:



 
 Administración del Organismo de Investigación Judicial,



Departamento de Medicina Legal, Secretaría General del OIJ, Sección
de Cárceles, Delegaciones Regionales.



Programa 928:



 
 Oficina de Defensa Civil de la Víctima, Fiscalía Adjunta



del I y II Circuito Judicial de la Zona Sur Fiscalía Adjunta del II Circuito
Judicial de Alajuela, Fiscalía Adjunta de III Circuito Judicial de Alajuela
(San Ramón), Fiscalía de Santa Cruz.



Programa 929:



 



1, Auxiliar de Seguridad.
 



 Cargos de Auxiliar de Servicios
Generales 2, Técnico Judicial 1,2 y 3, Técnico en
Comunicaciones Judiciales, Coordinador Judicial 1 y 2,
Juez 1, Juez 3, Juez 4 y Juez 5.



Programa 927:



 
 Se asignan cargos de Profesional 1,



Técnico Especializado 5, Custodio de Detenidos,
Médico Residente, Auxiliar Administrativo, Oficial de
Investigación, Investigador 1.



Programa 928:



 
 Técnico Judicial 2, Fiscal Auxiliar,



Fiscal, Fiscal Adjunto 1, Profesional en Derecho 2.
Programa 929:



 
 Secretaria 1, Defensor Público



Supervisor, Defensor Público, Coordinador de Unidad
3.



Programa 930:



 
 Profesional 2 (Trabajo



Social/Psicología).
Programa 950:



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Tal y como se indicó en el párrafo anterior, previo a
establecer los puestos, se debe consignar que en
sesiones de trabajo por parte de los miembros de la
Comisión se estableció que no serán considerados
para la reserva cargos que por la naturaleza del
trabajo y las condiciones ambientales se consideran de
“riesgo”; toda vez que una de las exigencias para
ocupar el cargo es la utilización de un arma de fuego;
aunado a lo anterior los postulantes  deben  de pasar
por un proceso de valoración psicológica para
determinar la idoneidad mental (cargos policiales,
auxiliares de seguridad, custodios de detenidos); así
también en esta primera reserva no serán
considerados cargos tales como fiscales,  defensores
públicos, y  jueces.
 
Expuesto lo anterior, estos son los puestos  que se
d e b e n reservar en apego a la Ley Nº 8862,
denominada “Inclusión y Protección Laboral de las
Personas con Discapacidad en el Sector Público” cuyo
artículo único reza :
 
 
"ARTÍCULO ÚNICO.- En las ofertas de empleo público
de los Poderes del Estado se reservará cuando menos
un porcentaje de un cinco por ciento (5%) de las
vacantes, en cada uno de los Poderes, para que sean
cubiertas por personas con discapacidad siempre que
exista oferta de empleo y se superen las pruebas
selectivas y de idoneidad, según lo determine el
régimen de personal de cada uno de esos Poderes.”
 











 Defensa Pública I Circuito  Judicial de la Zona Sur,
Defensa Pública II Circuito Judicial
Programa 930:



 
 
 
Zona Sur, Defensa Pública Puerto Jiménez, Defensa Pública del II
Circuito Judicial de Alajuela, Defensa Pública III Circuito Judicial de
Alajuela (San Ramón), Defensa Pública de Santa Cruz.
 



 Oficina de Atención a la Víctima de Delitos.Programa 950:
 



 
Es así, que en cumplimiento con los deberes y responsabilidades que la ley establece, la Comisión Especializada en Empleabilidad
del Poder Judicial ha definido los siguientes cargos sobre los cuales se trabajará según programa:
 



 PROGRAMA DESPACHO NO. PUESTO CLASE DE PUESTO
1 926-23-6 OFICINA DE TRABAJO SOCIAL SARAPIQUÍ 369780 AUXILIAR ADMINISTRATIVO



2 926-32-1 DPTO. DE TRAB. SOCIAL Y PSICOL. (SEDE CENTRAL) 369782 PROFESIONAL 2



3 927-5-9
JUZGADO EJECUCIÓN DE LAS SANCIONES PENALES
JUVENILES



369934 TÉCNICO JUDICIAL 2



4 927-27-2 JUZGADO PENAL JUVENIL II CIRC. JUD. ZONA SUR 369900 TÉCNICO JUDICIAL 2



5 927-37-4 JUZGADO PENAL JUVENIL II CIRC. JUD. ALAJUELA 369891 TÉCNICO JUDICIAL 2



6 927-57-4
JUZGADO CIVIL, TRABAJO, FAMILIA Y PENAL JUVENIL
SARAPIQUÍ



369959 TÉCNICO JUDICIAL 2



7 927-87-17
CENTRO DE CONCILIACIÓN, SEDE I CIRC. JUD.
ALAJUELA



369968 TÉCNICO JUDICIAL 2



8 928-3-10 UNIDAD DE MEDICINA LEGAL DE PUNTARENAS 369993 AUXILIAR ADMINISTRATIVO



9 929-1-5 OFICINA DEFENSA CIVIL DE LA VÍCTIMA 370039 TÉCNICO JUDICIAL 2



10 929-11-1
FISCALÍA ADJUNTA DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE
ALAJUELA



370049 TÉCNICO JUDICIAL 2



11 929-12-1
FISCALÍA ADJUNTA DEL III CIRC. JUD. ALAJ. (SAN
RAMÓN)



370052 TÉCNICO JUDICIAL 2



12 930-9-1 DEF. PÚBLICA III CIRC. JUD. DE ALAJ. (SAN RAMÓN) 370088 SECRETARIA 1



 
Tal y como se puede apreciar los cargos definidos para la reserva conforme el marco normativo vigente representan 12.  Es así,
que dadas las características propias de la conformación de clases de puestos de cada programa presupuestario y la constitución
de cada despacho judicial fue posible considerar cargos de los programas 926, 927, 928, 929 y 930.  Es decir, como parte del
proceso se tomarán puestos de primer ingreso de naturaleza administrativa y de orden jurisdiccional de los tres ámbitos que
conforman el
 
Poder Judicial.  En este punto, al revisar los requisitos asociados a las clases de puestos, según el Manual Descriptivo de Clases de
puestos vigente la exigencia académica mínima es que el ocupante del cargo ostente el “Título de Educación Media”; a excepción
del cargo de “Profesional 2” del programa 926 donde la exigencia académica es de un grado universitario.
 
Otro de los criterios analizados de manera particular es la ubicación geográfica de los despachos judiciales; tal y como observamos
los cargos que se han tomado para la reserva se ubican en San José, Alajuela, San Ramón, Zona Sur y Puntarenas; lo anterior
para facilitar los procesos de Reclutamiento y Selección de personal.  Es dable indicar que considerando el criterio de expertos; la
accesibilidad al entorno físico del edificio o posible local-casa donde se destacaran los puestos de reserva; deben garantizar que
las personas trabajadoras tienen el derecho de llegar, ingresar y utilizar  los puestos de trabajo  en un contexto de seguridad,
comodidad y autonomía.
 
Un elemento más que se consideró en la medida de lo posible es la ubicación del Departamento  de Gestión Humana (I Circuito
Judicial de San José), con los despachos judiciales ya que es necesario el apoyo directo de un equipo de profesionales que
puedan respaldar a esta propuesta en cuanto al reclutamiento, selección, la inducción al puesto, el acompañamiento, seguimiento,
elementos claves para cumplir con lo que establece la norma legal.
 
Siendo así cualquiera de las acciones que formulemos y ejecutemos implicará una expectativa en la población de personas con
discapacidad; así como un impacto social conforme a la ubicación del despacho según el Circuito Judicial; y no dudamos que habrá
una participación equitativa y sostenible en el mercado laboral, y específicamente en este Poder de la República.
 
Por lo indicado y tal como se ha expuesto en apego al REGLAMENTO A LA LEY DE INCLUSIÓN Y PROTECCIÓN LABORAL DE











LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN EL SECTOR PÚBLICO  donde señala en su  Artículo 6º:  “



se presenta la propuesta de la política.



El máximo jerarca de cada
institución,  con base en el estudio técnico y recomendación elaborada por la Comisión Especializada, procederá a emitir
una Política Institucional y dictará la respectiva resolución administrativa de reserva de plazas que corresponda para cada
año … “; 
 



JUSTIFICACIÓN DE LA POLÍTICA: 
 



El Poder Judicial desarrolla acciones para avanzar en la construcción de una institución inclusiva.  En este sentido, debe
desarrollar una estrategia de inclusión laboral para personas con discapacidad.  Estas acciones deben realizarse no sólo para
cumplir con la Ley 8862 y su Reglamento, que en todo caso es de acatamiento obligatorio, sino también para aprovechar las
capacidades de esta fuerza laboral y promover condiciones de pleno desarrollo, donde el trabajo es fuente de progreso y
dignificación de cada persona.



 
POLÍTICA SOBRE EMPLEABILIDAD EN EL PODER JUDICIAL



CONSIDERANDO:
Que la Ley 7600 IGUALDAD DE OPORTUNIDADES PARA LAS



PERSONAS  CON DISCAPACIDAD, señala en su artículo N° 23-
Derecho al trabajo. “El Estado garantizará a las personas con
discapacidad, tanto en zonas rurales como urbanas,  el derecho de un
empleo adecuado a sus condiciones y necesidades personales”.



1 . - 



 
Que la Ley 8862 INCLUSIÓN Y PROTECCIÓN LABORAL DE LAS



PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN EL SECTOR PÚBLICO en su
ARTÍCULO ÚNICO señala lo siguiente:



2.-  
, 



 
"En las ofertas de empleo público de los Poderes del Estado se
reservará cuando menos un porcentaje de un cinco por ciento (5%) de
las vacantes, en cada uno de los Poderes, para que sean cubiertas por
personas con discapacidad siempre que exista oferta de empleo y se
superen las pruebas selectivas y de idoneidad, según lo determine el
régimen de personal de cada uno de esos Poderes".
 



Que el  REGLAMENTO A LA LEY DE INCLUSIÓN Y PROTECCIÓN
LABORAL DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN EL SECTOR
PÚBLICO indica en lo relevante:



3.- 



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
c-    Velar por el efectivo cumplimiento del presente Reglamento y dar
seguimiento a la contratación de las plazas vacantes para personas
con discapacidad y su inserción en el ámbito laboral en condiciones
óptimas.
 
 
Artículo 6º—



, la cual deberá ser
publicada en el Diario Oficial La Gaceta y un extracto de la misma en
un medio de prensa escrita. Dicha resolución deberá ser comunicada a



Política Institucional y Resolución del Jerarca. El
máximo jerarca de cada institución,  con base en el estudio
técnico y recomendación elaborada por la Comisión
Especializada, procederá a emitir una Política Institucional y
dictará la respectiva resolución administrativa de reserva de
plazas que corresponda para cada año



Artículo 4º—Creación de la Comisión
Especializada. El máximo jerarca de las instituciones
reguladas en el artículo 2 del presente Reglamento,
tendrá la obligación de crear una Comisión
Especializada conformada por: el Director de la Unidad
de Recursos Humanos quien la coordinará, un
representante de la Comisión Institucional en Materia
de Discapacidad y preferiblemente un especialista en
terapia ocupacional o en su defecto un profesional en
psicología. Dicha Comisión tendrá por objetivo
primordial el velar por el efectivo cumplimiento del
presente Reglamento a nivel institucional, para lo cual
contará con la debida colaboración de todas las demás
unidades organizacionales.
 
Artículo 5º—



. La Comisión Especializada tendrá las
siguientes funciones a su cargo:



Funciones de la Comisión
especializada



 
a-    Hacer anualmente un estudio para identificar los
puestos que serán objeto de una reserva de no menos
de un 5% de las plazas vacantes para ser ocupadas
por personas con discapacidad.
 
b-   Informar al jerarca institucional el estudio
estipulado en el inciso a), identificando las
posibles plazas vacantes a reservar para las
personas con discapacidad y recomendar las
adecuaciones y adaptaciones pertinentes para
ser aplicadas en el proceso de evaluación y
contratación. (énfasis agregado )
 
 
 
 
 



Que la Comisión Especializada en empleabilidad
para la población con Discapacidad, en sesión
celebrada el 12 de julio de 2013, valoró la posibilidad
de recomendar al máximo jerarca la reserva de un 5%
de las plazas totalmente nuevas creadas a partir del
año 2014, como Plan Piloto.  Esta recomendación no
incluye las plazas extraodinarias o con permiso con
goce de sueldo que viene ya funcionando y que  se
convierten en ordinarias en el 2014, sino que se refiere
a aquellas plazas que surgen a partir del año citado
como completamente nuevos.



4 . - 



 
Esta recomendación pretende no generar conflictos
con las plazas que ya vienen funcionando en la











la Dirección General del Servicio Civil, a la Secretaría Técnica de la
Autoridad Presupuestaria (STAP) cuando corresponda y, en todo caso
a la Dirección Nacional de Empleo del Ministerio de Trabajo y
Seguridad Social. ( énfasis agregado )
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



institución por varios años, donde existen personas en
los cargos que se han mantenido en ellos a la espera
de que se conviertan en ordinarias, y que tienen una
expectativa legítima de participar y obtener un cargo en
la institución y sobre las cuales la jefatura ha fijado sus
pretensiones.  La Comisión estima que tratándose de
plazas nuevas, no existe   conflicto de intereses, lo que
posibilitará un pronóstico más beneficioso a la
incorporación de personas con discapacidad al Poder
Judicial.
 
 
 



 
5.- El Poder Judicial reservará la siguiente cantidad de plazas nuevas del Presupuesto 2014 para que sean cubiertas por personas
con discapacidad siempre que exista oferta de empleo y se superen las pruebas selectivas y de idoneidad, según lo determine el
Departamento de Gestión Humana a través de los mecanismos técnicos que para el efecto se definan.  Plazas reservadas:
 



 PROGRAMA DESPACHO NO. PUESTO CLASE DE PUESTO
1 926-23-6 OFICINA DE TRABAJO SOCIAL SARAPIQUÍ 369780 AUXILIAR ADMINISTRATIVO



2 926-32-1 DPTO. DE TRAB. SOCIAL Y PSICOL. (SEDE CENTRAL) 369782 PROFESIONAL 2



3 927-5-9
JUZGADO EJECUCIÓN DE LAS SANCIONES PENALES
JUVENILES



369934 TÉCNICO JUDICIAL 2



4 927-27-2 JUZGADO PENAL JUVENIL II CIRC. JUD. ZONA SUR 369900 TÉCNICO JUDICIAL 2



5 927-37-4 JUZGADO PENAL JUVENIL II CIRC. JUD. ALAJUELA 369891 TÉCNICO JUDICIAL 2



6 927-57-4
JUZGADO CIVIL, TRABAJO, FAMILIA Y PENAL JUVENIL
SARAPIQUÍ



369959 TÉCNICO JUDICIAL 2



7 927-87-17
CENTRO DE CONCILIACIÓN, SEDE I CIRC. JUD.
ALAJUELA



369968 TÉCNICO JUDICIAL 2



8 928-3-10 UNIDAD DE MEDICINA LEGAL DE PUNTARENAS 369993 AUXILIAR ADMINISTRATIVO



9 929-1-5 OFICINA DEFENSA CIVIL DE LA VÍCTIMA 370039 TÉCNICO JUDICIAL 2



10 929-11-1
FISCALÍA ADJUNTA DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE
ALAJUELA



370049 TÉCNICO JUDICIAL 2



11 929-12-1
FISCALÍA ADJUNTA DEL III CIRC. JUD. ALAJ. (SAN
RAMÓN)



370052 TÉCNICO JUDICIAL 2



12 930-9-1 DEF. PÚBLICA III CIRC. JUD. DE ALAJ. (SAN RAMÓN) 370088 SECRETARIA 1



 
6.- La Comisión Especializada y el Departamento de Gestión Humana implementarán todas las acciones  que se consideren
necesarias para que las personas con discapacidad puedan participar del proceso de reclutamiento y selección en igualdad de
oportunidades  que el resto de participantes.
 
Se acordó: Aprobar el informe elaborado por la Sección de Análisis de Puestos.”



- 0 -
Se acordó: 1) Tener por rendido y aprobar el informe anterior sobre las acciones ejecutadas amparadas al marco legal de la  Ley
7600 “Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad”, que establece la obligatoriedad de las instituciones
a incluir en sus planes, políticas, programas y servicios los principios de igualdad de oportunidades y accesibilidad a los servicios.



 El Departamento de Personal tomará todas las medidas necesarias para su cumplimiento.  Hacer este acuerdo de
conocimiento de los siguientes despachos judiciales: Fiscalía Adjunta del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, Fiscalía Adjunta y
Defensa Pública del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, Juzgado de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles, Juzgado Penal
del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, Juzgado Penal Juvenil del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, Juzgado Civil,
Trabajo, Familia y Penal Juvenil de Sarapiquí, Centro de Conciliación del Primer Circuito Judicial de Alajuela, Departamento de
Trabajo Social y Psicología, Oficina de Defensa Civil de la Víctima, Oficina de Trabajo Social de Sarapiquí y Unidad de Medicina
Legal de Puntarenas, para la implementación de la 



2) 3)



normativa para acceso a cargos públicos de personas con discapacidad. 
Hacer este acuerdo de conocimiento de la Comisión de Acceso a la Justicia.



4)



 











Clasificación elaborada por SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE del Poder Judicial. Prohibida su reproducción y/o
distribución en forma onerosa.
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Acta de Consejo Superior Nº 088 - 2014



Artículo IX
Buscar en el acta actual...



07 de Octubre del 2014Fecha: 



 Recursos de reconsideración, Personas con discapacidadDescriptores/Temas:



ARTÍCULO IX



Documento 8196-11, 10870-14
En sesión N° 76-14 del 26 de agosto de 2014, artículo XLIV, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“(…)
 
En sesión Nº 40-14 celebrada el artículo LXII, se tuvo por rendido el informe SAP-049-2014 elaborado por la
Sección de Análisis de Puestos del Departamento de Personal, en que se conoció el Informe Ejecutivo Nº 706-JP-2013 elaborado
por la Comisión Especializada en Empleabilidad del Poder Judicial sobre las acciones ejecutadas amparadas al marco legal de la
Ley 7600 “Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad”.



2 de mayo de 2014, 



 
Posteriormente, en sesión Nº 53-14, celebrada el 10 de junio de 2014, artículo XLII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
 
“La Magistrada Doris Arias Madrigal, en su Condición de Coordinadora del Programa de Justicia Restaurativa, en correo electrónico
del 9 de junio de 2014, solicitó:
 
“…En atención al oficio N. 4902-14 de fecha 19 de mayo, mediante el cual se transcribe acuerdo tomado en la Sesión Nº 40-14.
Artículo LXII, sobre la disponibilidad de destinar el 5% de plazas nuevas a personas con discapacidad, me permito solicitar su
reconsideración en lo que respecta a la plaza número 369782, único puesto profesional enlistado, que corresponde al puesto de
profesional 2 (Psicólogo/a) del Departamento de Trabajo Social y Psicología.
 
En primer lugar debo mencionar que estoy totalmente de acuerdo en que se provean plazas para personas en condición de
capacidad diferente, lo que es acorde con el respeto de los derechos fundamentales de esta población vulnerable.
 
Sin embargo, no se consideró para esta asignación por los equipos técnicos, que el puesto que se tomaba del Departamento de
Trabajo Social, corresponde a la primera plaza ordinaria del proyecto piloto del Programa de Justicia Restaurativa.  Tampoco se
consultó al programa que dirijo, ni al Departamento de Trabajo social y psicología. Debe considerarse que esta novel plaza
pretende consolidar los Objetivos Estratégicos (Retraso judicial y participación ciudadana principalmente) del Plan Estratégico del
Poder Judicial 2013-2017.
 
Por otro lado y en consideración a los recursos invertidos, la persona que ha venido ocupando el puesto desde hace dos años
cuenta con capacitaciones a nivel nacional e internacional en el tema para su óptimo desempeño, aunado a su participación activa
en la elaboración de los Protocolos de Acción para la Implementación del Programa.
 
En consideración a lo anterior considero que esta acción va en detrimento del desarrollo del Programa que se encuentra, aún en
un proceso de consolidación.
 
Con el respeto que ustedes merecen me permito que se valore lo antes expuesto, y considerar que el Departamento de Trabajo
Social y Psicología cuenta con la asignación de otras plazas de perito profesional que podrían considerarse para la asignación de
esta cuota que por ley corresponde.”
 



- 0 -
 



En sesión Nº 4-14 celebrada el 16 de enero de 2014, artículo LXIV, se tuvo por recibido el informe Nº 706-JP-2013 de la Comisión
de Empleabilidad del Poder Judicial y se instó a las personas que integran esa Comisión a continuar con los planes para dar
cumplimiento a la normativa, asimismo se hizo de conocimiento de la Comisión de Acceso a la Justicia y del resto de Comisiones











Institucionales con el fin de que estuvieran informadas del cumplimiento de la normativa para acceso a cargos públicos de personas
con discapacidad.
 
Luego, en sesión Nº 40-14 del 2 de mayo de 2014, artículo LXII, se tuvo por rendido y aprobado el informe Nº 64-CP-2014,
mediante el cual se comunicó el acuerdo tomado por el Consejo de Personal, en sesión Nº 05-2014 celebrada el 27 de marzo de
este año, artículo XXII, sobre las acciones ejecutadas amparadas al marco legal de la  Ley 7600 “Ley de Igualdad de Oportunidades
para las Personas con Discapacidad”, que establece la obligatoriedad de las instituciones a incluir en sus planes, políticas,
programas y servicios los principios de igualdad de oportunidades y accesibilidad a los servicios, que en lo conducente dice:
 
“(…)
 
5.- El Poder Judicial reservará la siguiente cantidad de plazas nuevas del Presupuesto 2014 para que sean cubiertas por personas
con discapacidad siempre que exista oferta de empleo y se superen las pruebas selectivas y de idoneidad, según lo determine el
Departamento de Gestión Humana a través de los mecanismos técnicos que para el efecto se definan.  Plazas reservadas:
 



 PROGRAMA DESPACHO NO. PUESTO CLASE DE PUESTO
 (…)    



2 926-32-1 DPTO. DE TRAB. SOCIAL Y PSICOL. (SEDE CENTRAL) 369782 PROFESIONAL 2



 (…)    



 
- 0 -



 
Previamente a resolver lo que corresponda, Trasladar la gestión de la Magistrada Doris Arias Madrigal, en su
Condición de Coordinadora del Programa de Justicia Restaurativa, al Departamento de Personal para su estudio e informe a la
brevedad.



se acordó:  



 Se declara este acuerdo firme.”
 



- 0 -
 



En razón de lo anterior, el máster Francisco Arroyo Meléndez, Director de Gestión Humana, mediante oficio N° JP-351-2014 recibido
el 14 de agosto del 2014, manifestó:
 
“En atención al oficio número 5897-14, referente a varios comentarios de la señora Magistrada Doris Arias Madrigal, en su
Condición de Coordinadora del Programa de Justicia Restaurativa, en cuanto al puesto número 369782 puesto de Perito Judicial 2
del Departamento de Trabajo Social y Psicología, incluido dentro de la Política sobre Empleabilidad en el Poder Judicial y los
puestos de reserva, al respecto me permito hacer las siguientes observaciones:



1. Que la Ley 7600 “Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad” establece la obligatoriedad de
las instituciones a incluir en sus planes, políticas, programas y servicios los principios de igualdad de oportunidades y accesibilidad
a los servicios. También se orienta a eliminar las acciones y disposiciones que directa o indirectamente, promuevan la
discriminación o impidan a las personas con discapacidad tener acceso a los programas y servicios.



             



2. En el año 2010, se crea la Ley Nº 8862, denominada “Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad
en el Sector Público” cuyo artículo único señala:



             



"ARTÍCULO ÚNICO.- En las ofertas de empleo público de los Poderes del Estado se reservará cuando menos un porcentaje de un
cinco por ciento (5%) de las vacantes, en cada uno de los Poderes, para que sean cubiertas por personas con discapacidad
siempre que exista oferta de empleo y se superen las pruebas selectivas y de idoneidad, según lo determine el régimen de personal
de cada uno de esos Poderes.”



3. Mediante Decreto Ejecutivo Nº 36462-MP-MTSS, se establece el Reglamento a la “Ley de Inclusión y Protección Laboral
de las Personas con Discapacidad en el Sector Público, Ley Nº 8862” y  establece que cada institución debe crear una “Comisión
Especializada” con la finalidad de dar seguimiento y realizar las acciones tendientes a aplicar en la medida de lo posible lo que
señala en esa norma jurídica, y conforme el artículo N° 4:



             



Artículo Nº 4.-“… El máximo jerarca de las instituciones reguladas en el artículo 2 del presente reglamento, tendrá la obligación de
crear una Comisión Especializada conformada por: el Director de la Unidad de Recursos Humanos quien la coordinará, un
representante de la Comisión institucional en Materia de Discapacidad y preferiblemente un especialista en terapia ocupacional o
en su defecto un profesional en psicología. Dicha Comisión tendrá por objeto primordial el velar por el efectivo cumplimiento del
presente Reglamento a nivel institucional, para lo cual contará con la debida colaboración de todas las demás unidades
organizacionales.”



4. En razón de lo anterior, el Consejo Superior, en sesión del 16 de agosto de 2012. artículo LVII, acordó conformar la
Comisión Especializada por el suscrito, un representante de la Comisión de Acceso a la Justicia, un representante de la Comisión
de Salud Ocupacional, el Jefe de la Unidad de Salud Ocupacional y el Jefe de la Sección de Reclutamiento y Selección de Gestión
Humana.



             



5. Debido a la magnitud, complejidad e interdisciplinariedad que implicó la definición de los puestos que pueden ser
ocupados por personas con discapacidad, la Comisión acordó apoyar su trabajo creando un equipo multidisciplinario con personal



             











de la Dirección de Gestión Humana donde se incluyen Profesionales en Recursos Humanos, Trabajo Social, Medicina y Salud
Ocupacional.



6. En razón de las sesiones de trabajo de la Comisión y de la Subcomisión, se presentó ante el Consejo Superior la Política
sobre Empleabilidad en el Poder Judicial y los puestos de reserva, para dar cumplimiento a la Ley 8862 Inclusión y Protección
Laboral de las personas con discapacidad en el Sector Público, aprobada en sesión Nº 40-14 del 2 de mayo de 2014, artículo LXII,
donde está incluido el puesto en discusión.



             



7. Relativo a las observaciones de la señora Magistrada Doris Arias Madrigal, donde se indica que “… la plaza ordinaria
corresponde al proyecto piloto del Programa de Justicia Restaurativa y que no se consultó al programa ni al Departamento de
Trabajo Social y Psicología…”, al respecto debe indicarse que la Comisión de Empleabilidad empezó su operación desde julio del
año pasado y definió varios criterios de oportunidad y conveniencia para la inclusión de los puestos de reserva, el estudio alcanzó
un total de 219 cargos ordinarios, 25 del programa 926, 96 del 927, 53 del 928, 23 del 929, 20 del 930 y 2 finalmente del programa
950. De donde se seleccionaron los doce puestos para reserva de población con discapacidad, en apego al 5% conforme a la ley,
situación que limitó desplegar una consulta individualizada para los puestos en cuestión, por el contrario correspondió a estudios
sobre situaciones de accesibilidad de los edificios y requisitos de los puestos.



             



8. Asimismo, entre los criterios señalados dentro de la política y que resulta de interés reiterar, se encuentran que no fueron
considerados para la reserva cargos que por la naturaleza del trabajo y las condiciones ambientales se consideran de “riesgo”;
toda vez que una de las exigencias para ocupar el cargo es la utilización de un arma de fuego; aunado a lo anterior los postulantes 
deben  de pasar por un proceso de valoración psicológica para determinar la idoneidad mental (cargos policiales, auxiliares de
seguridad, custodios de detenidos); así también en esta primera reserva no incorporó cargos tales como fiscales,  defensores
públicos, y  jueces.



             



9. Se refiere que, “…la persona ha venido ocupando el puesto desde hace dos años…”, no obstante, dentro de las
disposiciones de la Comisión de Empleabilidad y la motivación de la política sobre empleabilidad en el Poder Judicial, se dispuso
que no se incluyen plazas extraordinarias o con permiso con goce de sueldo que estuvieran funcionando, que solamente se
circunscribieron plazas que surgen a partir del presente año, completamente nuevas, para no generar conflictos con las plazas que
vinieran funcionando en la institución por varios años, donde existen personas en los cargos que se han mantenido en ellos a la
espera de que se conviertan en ordinarias, y que tienen una expectativa legítima de participar y obtener un cargo en la institución y
sobre las cuales la jefatura ha fijado sus pretensiones. La Comisión estima que tratándose de plazas nuevas, no existe conflicto de
intereses, lo que posibilitará un pronóstico más beneficioso a la incorporación de personas con discapacidad al Poder Judicial. En
este sentido, desconocemos las razones por las cuales se indica que la persona ha venido ocupando el puesto, considerando que
su vigencia es a partir de julio del presente año, para fundamentar lo comentado se adjunta el acuerdo del Consejo Superior,
donde se aprueba la creación de la plaza en cuestión (anexo n° 1), el cual destaca que: “…para crear la Oficina de Trabajo Social y
Psicología de Sarapiquí, sustentado en el informe 117-PLA-DO-2010, conocido por Consejo Superior en la sesión extraordinaria
41-2010 del 28 de abril de 2010, artículo XLIII…”



             



10. Por otro lado, debe indicarse que la licenciada Alba Gutiérrez Villalobos, realizó consulta por correo electrónico (anexo n°
2) sobre el puesto en cuestión y se le indicó que considerando las acciones que deben ejecutarse y conociendo que las oficinas
necesitan utilizar las plazas creadas para atender las responsabilidades propias de su gestión, se estima conveniente que puedan
hacer uso del recurso a partir del 1° de julio. Adicionalmente, el pasado dos de julio, la señora Gutiérrez remitió el oficio número
DTSP-157-2014 (anexo n° 3), donde manifiesta consideraciones para los potenciales candidatos, en razón de las tareas que
involucra el puesto de Perito Judicial.



          



11. Debe indicarse que la política de reserva fue cuestionada en la vía judicial, ante el Tribunal Contencioso Administrativo
Civil y de Hacienda del Segundo Circuito Judicial de San José y se tramita bajo expediente judicial número 14-3192-1027-CA, así
las cosas, las siguientes acciones dependerán de lo que se resuelva en vía jurisdiccional.



          



12. Finalmente, debe indicarse que conforme lo señalado en el punto sexto del presente documento, siendo que la política de
puestos de reserva para población con discapacidad fue aprobado por la Comisión de Empleabilidad en cumplimiento de la
normativa vigente, se hizo del conocimiento de dicha Comisión, en sesión realizada el día de hoy y fue aprobado en todo sus
extremos lo indicado en el presente oficio, para efectos de comunicar al Consejo Superior.”
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Tener por rendido el informe de la Dirección de Gestión Humana.  Con base en los criterios técnicos indicados en



el informe, que incluye además la posición de la Jefatura del Departamento de Trabajo Social y Psicología; y considerando que se
trata de una plaza nueva que inició funciones a partir del 1º de julio del presente año, mantener lo resuelto en la sesión N° 40-14
celebrada el artículo LXII.  Hacer este acuerdo de conocimiento de la Magistrada Doris Arias Madrigal, en su
Condición de Coordinadora del Programa de Justicia Restaurativa



Se acordó: 1.) 2)



2 de mayo de 2014, 3.)
.”
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En relación con lo anterior, la doctora Doris Arias Madrigal, Magistrada de Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, mediante
oficio N° 046-PJR-14 recibido el 17 de setiembre de 2014, hizo de conocimiento lo siguiente:
“En atención al oficio N° 9257 -14 acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión  celebrada el



, me permito solicitar su reconsideración en lo que respecta a la plaza número 369782, único puesto
profesional enlistado, que corresponde al puesto de profesional 2 (psicólogo/a) del Departamento de Trabajo Social y Psicología,
luego de conocer el estudio realizado por señor Francisco Arroyo Meléndez, Director de Gestión Humana, mediante informe No.
706-JP-2013.



N° 76-14
26 de agosto de 2014



 
Al respecto, me permito referir lo siguiente:
 
Como bien se mencionó en el primer oficio enviado en fecha 9 de junio de 2014, estoy completamente de acuerdo en dar
cumplimiento, por parte de la Comisión de Empleabilidad del Poder Judicial, para brindar cargos públicos a personas con
discapacidad en atención a los derechos fundamentales de esta población vulnerable.
 
Sin embargo, considero que existen suficientes elementos como se expondrán a continuación, 



, así como el Departamento de Personal quien emitió el informe de empleabilidad, órgano último que por
lo demás se constituyó en un censor negativo de todas las razones técnicas que expuse, e ignoró que mi motivación se sustenta en
la idoneidad del funcionariado judicial, la correcta función pública y el mejor suceso del programa de Justicia Restaurativa que dirijo



para valorar una reconsideración por
parte del Consejo Superior



1.- De las 12 plazas que se recomienda reservar, la plaza número 369782, constituye el único puesto profesional enlistado para
cumplir con la Ley 7600, el resto de plazas que se recomienda corresponden a puestos no profesionales.



2.-  La única plaza profesional que se está reservando para ese cometido,  contrario a lo que afirma el Departamento de Personal,
se trata de  una plaza en conflicto que afecta la labor  que desarrolla el Programa de Justicia Restaurativa y a su vez la  situación
laboral de la  servidora asignada desde que se inició el PJR. 



3.-  No se puede cumplir con la Ley 7600 afectando cargos que están asignados a Programas Específicos Institucionales como es
el caso ni  a servidores  judiciales que han estado ejecutando las labores de esa plaza  dejando de lado la inversión institucional en
capacitación en el tema específico



4.- El Informe de Personal, con base en el cual se toma la decisión que se impugna, no evidencia razones técnicas que permitan
dilucidar por qué fue seleccionada una plaza de profesional en psicología  del Programa de Justicia Restaurativa y no otra plaza
profesional. 



5.- Hay omisión de estudios laborales de mercado que permitan deducir que es en el  área de psicología de la Administración de
Justicia que se debe sacar a concurso esa plaza  para cumplir con la Ley 7600 y satisfacer demandas de la población con
discapacidad. Ejemplo de ello es que recientemente fue presentado por una persona litigante con discapacidad un proceso
jurisdiccional  en el  Tribunal Contencioso Administrativo tramitado bajo el expediente 14-3192-1027-CA, mismo que fue entablado
por el señor E. M. V. L. Al contrario de la recomendación que hace el Depto de Personal, este abogado se siente afectado en el
tanto queda sin opción dentro de las 12 plazas recomendadas de poder optar para una plaza en la Administración de Justicia.



Respetuosa de lo que se resuelva  en sede jurisdiccional, la gestión de inconformidad que plantea en esta vía este litigante contra
la  recomendación que hiciera el Departamento de Personal y la Comisión de Empleabilidad,  pareciera indicar   que la propuesta 
de recomendación acogida por ese respetable Consejo debe replantearse  para  abrir oportunidades y avanzar hacia  una real
efectividad del  derecho de Acceso a cargos  públicos,   en las plazas que realmente requiera la población con discapacidad .



Si  hay mayor necesidad en unas profesiones que en otras para la población con discapacidad,   debe ser parte de un estudio más
a fondo  en el que además debe esclarecerse la duda de si la necesidad para esa población está en solo una plaza profesional de
psicología o en  otras plazas profesionales distintas a las de  psicología. 



En ese sentido, el  informe que sirvió base para la decisión de ese Consejo, plantea muchas dudas,  por lo que sería conveniente
que en estos aspectos se replanteara la decisión y se revocara lo hasta aquí avanzado en el tema, en espera de  mayor
investigación y precisión para cumplir con la Ley 7600 y  lograr así realmente satisfacer las demandas  de las poblaciones con
discapacidad. 



6.-  Por otro lado, según el perfil de puesto que se ha creado para el profesional en Psicología, se  requiere  una formación
específica en Justicia Restaurativa por la naturaleza del trabajo que se ejecuta, como se observa a continuación:



I.  NATURALEZA DEL TRABAJO











Ejecución de labores profesionales de psicología, en el trabajo interdisciplinario a desarrollar en procesos de Justicia Restaurativa.



II.  TAREAS TÍPICAS 



•        Coordinar con autoridades judiciales (Fiscalía, Defensa, Juzgados Penales) con el fin de rendir valoración técnica para
inclusión en el Programa de Justicia Restaurativa. (PJR)



•        Realizar entrevistas psicológicas según la población que le corresponda.



•        Ejecutar Entrevistas motivacionales a víctimas y personas imputadas que hayan sido referidas al PJR.



•        Identificar en entrevistados (as) sus necesidades, intereses y anuencia a una negociación alternativa del conflicto y
reparación del daño.



•        Analizar las habilidades, destrezas y motivaciones personales del imputado para una posible reparación del daño encausado
en un servicio comunal.



•        Ejecutar pesquisa de posibles participantes del Programa de tratamiento en Drogas bajo supervisión judicial (PTDJ) con
personas que se encuentran en condición de Reo Preso.



•        Realizar tamizaje de estas personas y emitir criterios de inclusión en programas interinstitucionales.



•        Coordinar con el profesional en Trabajo Social que conforma la dupla psicosocial, previo a la reunión restaurativa con el fin
de realizar un análisis del criterio técnico, relacionado con la reparación del daño.



•        Seleccionar personal de la comunidad que conforma la red interinstitucional que tengan expertiz en el tema que se desarrolle
durante las reuniones restaurativas, para su posible inclusión en estas.



•        Brindar criterio respecto a posibles procesos de rehabilitación y socioeducativos en adicciones, en el manejo de la ira y
control de impulsos, atención psicoterapéutica y perfiles para servicio comunal, entre otras formas de reparación del daño.



•        Valorar las opciones institucionales que permitan inclusión de la persona imputada según sus destrezas y habilidades



•        Fungir como persona facilitadora o cofacilitadora en las reuniones restaurativas.



•        Preparar el encuentro bajo el modelo de Justicia Restaurativa



•        Mantener una relación y comunicación fluida con el sistema de administración de Justicia, con la persona víctima, la persona
imputado(a) y los demás participantes.



•        Cofacilitar ocasionalmente con el objetivo de coadyuvar en la planificar en la reunión restaurativa



•        Realizar intervención en crisis en situaciones emergentes.



•        Referir a otras instituciones en caso de requerirse.



•        Remitir a personas víctimas en caso de requerirse a la Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito del Ministerio
Publico (OAPVD)



•        Coordinar con el Instituto de Alcoholismo y Fármaco Dependencia (IAFA) para el seguimiento de asuntos que fueron remitidos
al PTDJ.



•        Informar a Equipo Interdisciplinario de Justicia Restaurativa sobre las recomendaciones técnicas del tratamiento en el PTDJ.



•        Elaborar, revisar y actualizar protocolos del Programa de Justicia Restaurativa.



•        Realizar trabajos de investigación de acuerdo con el área.



•        Impartir actividades de capacitación en temas propios de su área de conocimiento y acción.



•        Elaborar y proponer a los superiores planes y programas de trabajo en los temas de su especialidad.



•        Coordinar con personal de otras instancias, tanto internas como externas, actividades relacionadas con su cargo.



•        Elaborar y presentar informes orales con las respectivas recomendaciones.



•        Funciones administrativas propias del cargo.



III. REQUISITOS DESEABLES:



•        Conocimientos teóricos y metodológicos relacionados con procesos grupales, intervención en crisis, mecanismos alternos de
resolución de conflictos, justicia restaurativa aplicación de medidas alternas en el proceso jurídico penal, conocimiento en
victimología y reparación del daño, adicciones, y otras problemáticas sociales de interés.



•        Dinamismo, efectividad



•        Capacidad de toma de decisiones



•        Experiencia en diseño de talleres



•        Comunicación asertiva



•        Habilidades para favorecer el diálogo y reencausarlo en forma respetuosa y con estrategias técnicas cuando se presente
alguna dificultad en el mismo.



•        Capacidad de ayudar a quienes enfrentan un conflicto identificando sus posiciones en busca de soluciones conjuntas, sin que
esto lo lleva a asumir un rol autoritario o de "salvador".



•        Imparcialidad y tolerancia a las diferencias culturales, sociales y religiosas.



•        Autocontrol emocional y conductual











•        Capacidad de trabajo en equipo.



•        Agente de cambio y sensible a las necedades humanas.



7.- Debe considerarse también, que la decisión que se solicita reconsiderar ha dejado de lado que el Programa de Justicia
Restaurativa inicia sus labores como plan piloto en el mes de junio del año 2012, inicialmente con jurisdicción en San José y sede
en Pavas. Para la puesta en practica del piloto, se conformó un equipo interdisciplinario, el cual en común acuerdo con los jerarcas
del Ministerio Público, Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito y Defensa Pública, accedieron al préstamo temporal
de los puestos de profesionales necesarios para la conformación del equipo interdisciplinario, a saber: un fiscal(a), un de
trabajador(a) social, un psicólogo(a) y un defensor(a) público que se dedicaran exclusivamente a la ejecución y funcionamiento del
Programa de Justicia Restaurativa (PJR).



El Lic. Róger Mata, quien se encontraba como jefatura de la Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito, aportó al PJR
una dupla psicosocial, durante el periodo de junio 2012 a julio 2014, y   el puesto de psicólogo(a) del PJR que se está afectando,   
desde inicios del Programa  ha participado activamente en la estructuración del funcionamiento del Programa de Justicia
Restaurativa, colaborando en la elaboración de los Protocolos de Actuación y Manuales de Procedimientos, en la definición del
perfil de trabajo desde el área de la Psicología, así como también ha asumido la representación desde el área de Psicología en
distintas Comisiones (Violencia Doméstica, Programa de Tratamiento de Drogas bajo Supervisión Judicial, Campañas de
Divulgación del PJR, capacitadora del PJR en la Unidad de Capacitación del Ministerio Público, presentadora del PJR en otros
despachos como una labor de sensibilización y formación sobre los principios de la Justicia Restaurativa, entre otros).



Debe agregarse que durante  el periodo 2012-2014, el puesto de Profesional 2 en Psicología se mantuvo bajo la  dirección
administrativa de la Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito  y  a  mediados del año 2013 la   Fiscalía General se
manifestó refiriendo que consideraba pertinente que  la dupla de puestos  de profesional 2 en Psicología y  Trabajo Social, fueran
trasladados al Departamento de Trabajo Social y Psicología, considerándose que el  perfil del puesto que se había creado, al
tratarse de un Programa novedoso,  debía reestructurar el quehacer profesional no sólo desde el trabajo interdisciplinario, sino
también desde cada una de las disciplinas recomendadas, incluida la del puesto de Profesional 2 en Psicología.



Cabe señalar que la   profesional que ha ocupado el puesto de psicóloga dentro del equipo de trabajo del PJR, se ha capacitado
con el fin de especializarse en temáticas inherentes al puesto, entre las cuales cuenta con los siguientes cursos y que ha
representado una considerable inversión institucional:



•        Curso de Justicia Restaurativa, Círculo y Reuniones Restaurativas con un total de 64 horas, impartido en la UCR.



•        Curso del Instituto Interamericano de Prácticas Restaurativas, impartido en la Escuela Judicial.



•        Taller Internacional sobre Tribunales de Tratamiento de Drogas: Consolidación del Modelo y nuevos Desafíos, impartido en la
ciudad de Santiago de Chile con una duración de tres días (10, 11 y 12 de diciembre 2012)



•        Curso de Adicciones con una duración de 40 horas, impartido por el IAFA.



•        Taller de Formación para Formadores: Justicia Restaurativa de Costa Rica, con una duración de 40 horas, impartido por
Eurosocial y Escuela Judicial.



Por otro lado, al ser ésta profesional  pionera en la puesta en practica del PJR, cuenta con la expertiz que se requiere para  impartir
capacitaciones  sobre el Programa de Justicia Restaurativa, sobre  rol de la persona facilitadora y rol de la dupla psicosocial, siendo
que hasta el momento  ha participado en la capacitación del PJR y entre algunos de los lugares y personal capacitado se
encuentra:



•        Comisión de Violencia Doméstica.



•        Fiscalía General de la República.



•        Coordinadores de la Defensa Pública.



•        Tres capacitaciones dirigidas a los defensores y defensoras públicos.



•        Tribunales de Justicia de Liberia, se expuso sobre el funcionamiento del PJR a profesionales de distintas áreas.



•        Fiscales de la Fiscalía de Pavas.



•        Fiscales de la Fiscalía de Flagrancia de San José.



•        Tres capacitaciones dirigidas a fiscales coordinado directamente con la Unidad de Capacitación del Ministerio Público.



•        Profesionales de los Tribunales de Heredia.



•        Profesionales de la Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito.



•        Profesionales del IAFA.



•        Presentación del Programa en alrededor de 150 organizaciones de la sociedad civil e instituciones gubernamentales que
conforman la Red de Apoyo del PJR.



 En lo que respecta al punto 7 del Informe de la Comisión de Empleabilidad, no es cierto que se realizara un estudio de las
condiciones del lugar en que la plaza se iba a destinar, pues se debe señalar que el puesto de profesional 2 en Psicología ordinario
pertenece a la Oficina de Justicia Restaurativa en sede Pavas, y que por ende se debe considerar que las instalaciones de la casa
donde se desarrolla el Programa Justicia Restaurativa 



.  Adicionalmente señalo que a su vez se ha tratado de
coordinar cambios en las rampas de acceso para todos los usuarios y usuarias,  las cuales considero que no son idóneas para la
accesibilidad de las personas con discapacidad.



8.



no son las más aptas para el desenvolvimiento de una persona con
discapacidad, dado que se trata de una casa de dos plantas, la cual cuenta con accesos únicamente en la planta baja,
condición que limitaría el desenvolvimiento requerido para el puesto











 
De otra parte, si bien la Jefa del Departamento de Trabajo Social y Psicología ha dado su anuencia a que se tomen parte de las
plazas nuevas para el cometido legal de acceso al empleo, es lo cierto que se cuenta con otras plazas profesionales o no
profesionales de las cuales puede disponer, por lo que atentamente solicito se la invite a señalar (tal y como debió procederse,
respetando el criterio técnico de la jefatura) cual es la plaza que más se ajusta a esas necesidades, sin sacrificar el buen servicio
publico especializado.
 
Finalmente, las plazas de Justicia Restaurativa son tan exiguas y mínimas, las que finalmente serán afectadas en el presupuesto
2015 al punto que ha sido eliminado cualquier crecimiento a futuro.



Con fundamento en lo expuesto, se solicita se revoque la decisión tomada y en su lugar se considere: 1.- la existencia de una
continuidad laboral que se viene ejecutando desde junio del año 2012, y que al no reconocerse la experiencia y la inversión
institucional en capacitación en la plaza de profesional en psicología del Programa de Justicia Restaurativa, se genera un conflicto
de intereses, contrario a lo que señala erróneamente el Departamento de Personal. 2.- Ordenar un estudio al Departamento de
Personal y a la Comisión de Empleabilidad que permita dilucidar mayor precisión en la política de empleabilidad a personas con
discapacidad y que contemple las necesidades reales de esa población para acceder cargos públicos en la Administración de
Justicia, en puestos profesionales o en otros no profesionales y en qué áreas específicas, tomando en consideración lo que se
resuelve en sede jurisdiccional en el proceso señalado presentado por un litigante con discapacidad que reclama su derecho a que
se reserven plazas en el área que se ajuste a su necesidad de empleo. 3.- Se solicite a la Jefa del Departamento de Trabajo Social
y Psicología a señalar (tal y como debió procederse, respetando el criterio técnico de la jefatura) cuál es la plaza que más se ajusta
a esas necesidades, sin sacrificar el buen servicio publico especializado.



Ruego resolver de conformidad, acogiendo los argumentos esbozados y revocar el acuerdo de marras en aras de lograr mayores
elementos para cumplir como corresponda con la política de empleabilidad para personas con discapacidad sin afectar el servicio
que presta el Programa de Justicia Restaurativa en los términos señalados.”  
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Por ser de recibo los argumentos presentados, Acoger el recurso de reconsideración presentado por  se acordó: la Magistrada
Doris Arias Madrigal, en su condición de Coordinadora del Programa de Justicia Restaurativa, en consecuencia:  Solicitar a la
Dirección de Gestión Humana, que considere



1.)
 dentro de los puestos de reserva, para dar cumplimiento a la Ley 8862 Inclusión y



Protección Laboral de las personas con discapacidad en el Sector Público, otras plazas nuevas creadas en el Departamento de
Trabajo Social y Psicología excluyendo la plaza N° 369782 del proyecto piloto del Programa de Justicia Restaurativa por los motivos
apuntados por la Magistrada Arias Madrigal.  En razón de que los motivos esbozados por la Dirección de Gestión Humana no son
suficientes, se solicita a esa dirección y a la Comisión Especializada en Empleabilidad del Poder Judicial, que se debe hacer un
análisis general de las posibilidades de empleabilidad de las personas con capacidades diferentes, para que no solo se separen
plazas, sino que propongan acciones afirmativas en los diferentes concursos, tal como se ha hecho en el Consejo de la Judicatura.
Asimismo se deben incluir una mayor cantidad de puestos, incluidos los de profesionales en Derechos. Con el fin de evitar
situaciones como la presente, se debe implantar un control que permita limitar el nombramiento interino en estos puestos, para que
sean ocupados prioritariamente por personas con capacidades especiales,  y si ello no es posible, la persona designada tenga
claro que en cuanto se ubique una persona con estas características será ubicada en la plaza.



2.)
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Acta de Consejo Superior Nº 049 - 2015



Artículo LXXXV
Buscar en el acta actual...



26 de Mayo del 2015Fecha: 
 Personas con discapacidadDescriptores/Temas:



ARTÍCULO LXXXV



DOCUMENTO Nº 5715-15
Mediante oficio Nº CACC-1218-2015 del 15 de mayo de 2015, la licenciada Alejandra Monge Arias, Coordinadora de la Unidad de
Acceso a la Justicia, comunicó:
“En la sesión de la Comisión de Acceso a la justicia celebrada el lunes 6 de abril, el Master Francisco Arroyo Meléndez Director del
Departamento de Gestión Humana, realizó una amplia exposición sobre las acciones ejecutadas por el Departamento a su cargo,
en cumplimiento de la Ley Nº 8862, Ley de Inclusión y protección laboral de las personas con discapacidad en el sector público.
 
Indicó que la Comisión Especializada integrada por personas representantes de la Comisión de Acceso a la Justicia, la Comisión de
Salud Ocupacional, la Unidad de Salud Ocupacional, la Sección de Reclutamiento y Selección de Gestión Humana, con el apoyo de
un equipo multidisciplinario integrado por  Profesionales en Recursos Humanos, Trabajo Social, Medicina y Salud Ocupacional, de
la Dirección de Gestión Humana, después de varias sesiones de trabajo y un amplio  intercambio de  opiniones, consensuó el
siguiente modelo para  el Reclutamiento y Selección de Personas con Discapacidad:



 
Flujo  de proceso para el  Reclutamiento y Selección de personas con Discapacidad 



Puestos de Reserva
Ley 8862



 



Acciones a desarrollar
 



Se revisa el detalle de todas las plazas vacantes en los diferentes programas
presupuestarios para el período siguiente; así como la información relacionada con la clasificación de los cargos, su naturaleza y
tareas asociadas.



1.             Estudio de clases sujetas a reserva: 



 
Mediante la publicación de un concurso, se



insta a las personas con discapacidad (certificadas por la C.C.S.S);  a conformar parte de un registro de postulantes. La
comunicación es accesible y detalla los puestos vacantes por lo que pueden optar en el Poder Judicial, asimismo establece los 



2.             Aviso de Reclutamiento Selección  para crear banco de postulantes: 











requisitos y otros aspectos de interés.
 



Se revisa cada una de las ofertas para establecer el cumplimiento de los
requerimientos definidos en la publicación, esto  según el interés de la persona con discapacidad.
3.             Revisión y clasificación de oferentes: 



 
Se procede a confeccionar el banco de postulantes por clase de puesto.4.             Creación del banco de postulantes: 



 
En esta etapa se analiza y compara  los requerimientos físicos,



sensoriales y psicosociales de cada puesto con el banco de postulantes. Al mismo tiempo que se orientan los posibles ajustes
técnicos razonables que se debería hacer para integrar a la persona a cada  puesto.



5.             Estudio para determinar puestos de reserva: 



 
Se procede a confeccionar y trasladar  al Consejo Superior para su aprobación la Política



de Reserva, con el detalle específico de los puestos que la conforman.
6.             Crear Política de Reserva: 



 
Se publica el concurso para los puestos de reserva por clase.7.             Concurso para puestos de reserva: 



 
Se procede a consultar el banco de oferentes.8.             Consulta al Banco de oferentes: 



 
De existir en el banco de oferentes personas con discapacidad que cumplan los requerimientos definidos en  la publicación,   se
procede con lo siguiente:
 



 En caso de existir personas con discapacidad  que cumplan con los requisitos
establecidos, se   procede con la aplicación de pruebas y otros instrumentos para determinar la idoneidad, esto de conformidad con
la regulación institucional. Estas pruebas deben adecuarse y adaptarse a la discapacidad que presente la persona interesada.



§                Aplicación y evaluación de pruebas:



 
 La Sección de Reclutamiento y Selección



confeccionará una nómina que contiene la propuesta de la o las  personas candidatas.
§                Confección de Nómina (lista de elegibles con discapacidad):



 
 La misma será remitida a la jefatura de la oficina a la que está adscrita el puesto quien de acuerdo a lo



establecido en la regulación vigente, está en la obligación de escoger uno entre los candidatos que se le envían o bien a quien
resulte elegible cuando la nómina este conformada por una sola persona. Una vez que se tome la decisión se remitirá al Consejo
Superior el detalle de la persona con discapacidad propuesta y los ajustes razonables que se requieren entre ellos la  accesibilidad



al entorno físico.  



§                Nombramiento:



( ) 
[1]



 
Cuando no resulten oferentes del banco o bien a pesar de existir ninguno, haya obtenido la elegibilidad de acuerdo a los
procedimientos establecidos se procede de la siguiente forma:
 



: En caso de no existir personas con discapacidad que cumplan con los requisitos establecidos para
los puestos de reserva; ya sea porque no hay oferentes o estos no fueran idóneos, se publica un concurso abierto. 
§                Concurso abierto



 
 Se procede a revisar las ofertas y el cumplimiento de requerimientos definidos en la publicación 



del concurso.
§                Revisión de ofertas:



 
: Se   procede con la aplicación de pruebas y otros instrumentos para determinar



la idoneidad del oferente, esto de conformidad con la regulación institucional.
§                Aplicación y evaluación de pruebas



 
 La Sección de Reclutamiento y Selección confeccionará una nómina que



contiene la propuesta de la o las  personas candidatas.
§                Confección de Nómina (lista de elegibles):



 
 La misma será remitida a la jefatura de la oficina a la que está adscrita el puesto, para que de



conformidad con lo establecido escoja entre las o los candidatos. Una vez que se tome la decisión se remitirá el detalle de la
persona propuesta al Consejo Superior.



§                Nombramiento:



 
Lo anterior, se justifica no solamente en la obligatoriedad que tiene el Poder Judicial  de cumplir con la Ley 8862 y su Reglamento;
sino también permite avanzar y fortalecer las acciones que promueven la inclusión de poblaciones vulnerables como lo son las
personas con discapacidad.
 
Expuesto lo anterior se recomienda:
 



Aprobar el flujo del procedimiento  propuesto y de esta forma avanzar en la construcción de una institución más inclusiva,
que pueda aprovechar las capacidades de esta fuerza laboral y promover condiciones de pleno desarrollo, y de trabajo como
fuente de progreso y dignificación.



1.             



 
2. La Comisión de Empleabilidad en coordinación con la Dirección de Gestión Humana, estará remitiendo el cronograma de             











actividades  respectivo, para el desarrollo de la propuesta.
 
Indicó el señor Arroyo que la Comisión estimó necesario que el Consejo de Personal, de acuerdo con sus facultades definidas en el
Estatuto de Servicio Judicial, donde se establece su competencia para proponer políticas en recursos humanos, conociera la
propuesta en la que ha trabajado la Comisión Institucional de Empleabilidad para definir una hoja de ruta que permita dar cabal
aplicación a la Ley N° 8862 y a su reglamento y que luego de una exposición y discusión ante el Consejo de Personal del informe,
“(…)  acoger el informe de la Comisión Institucional de Empleabilidad del Poder Judicial con la observación de que en
criterio de esta instancia el paso 1, denominado "Estudio de clases sujetas a reserva" no resulta procedente, ya que las personas
interesadas podrían argumentar que de previo se les veda el acceso a algún tipo de cargo; lo procedente es que las personas
valoren -con la información del puesto- si pueden o no participar de él.  En todo caso, las etapas subsiguientes determinarán para
cada caso específico lo que corresponda. Comuníquese a la Dirección de Gestión Humana y a la Comisión de Acceso a la Justicia.”



se acordó:



 
La amplia exposición realizada por don Francisco tiene como objetivo, solicitar el acompañamiento de la Comisión de Acceso a la
Justicia para remitir el  Modelo para el Reclutamiento y Selección de Personas con Discapacidad, al Consejo Superior para la
respectiva aprobación. El documento  previamente se sometió a estudio de las personas que integran ésta Comisión y se hicieron
las observaciones que se estimaron pertinentes en su momento.
 
En razón de lo anterior : Apoyar la iniciativa del Departamento de Gestión Humana y remitir el Modelo para el
Reclutamiento y Selección de Personas con Discapacidad al Consejo Superior, para su aprobación.



se acordó



 
Con las mayores muestras de estima y consideración suscribe cordialmente,



- 0 -
Se acordó: Aprobar el modelo para el Reclutamiento y Selección de Personas con Discapacidad en el Poder Judicial, propuesto
por el Departamento de Personal y la Comisión de Acceso a la Justicia, en el entendido que este Consejo analizará cada
nombramiento a realizarse mediante este modelo de forma individual.



 



 
[1]



Ajustes razonables: se entenderán las modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas que no impongan una carga
desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un caso particular, para garantizar a las personas con discapacidad el goce
o ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales.
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Acta de Consejo Superior Nº 061 - 2017



Artículo XLVIII
Buscar en el acta actual...



27 de Junio del 2017Fecha: 



ARTÍCULO XLVIII



DOCUMENTO N° 7251-17
La licenciada Karol Monge Molina, Directora interina y el licenciado Jorge Kepfer Chinchilla, Coordinador del Área de Análisis
Jurídico de la Dirección Jurídica, remitieron mediante oficio N° DJ-AJ-2484-2017 del 11 de mayo de 2017 lo que a continuación se
dirá:
“En el oficio n.° 4302-17 de la Secretaria General de la Corte, con fecha 21 de abril del año en curso, se puso en conocimiento de
esta Dirección el acuerdo adoptado por el Consejo Superior en sesión n.° 29-17, celebrada el 28 de marzo pasado (artículo CI),
para los fines consiguientes. En la referida sesión, en lo que interesa, se acordó:



[…] 3.-) Deberá la Dirección Jurídica rendir un criterio de cómo se puede cumplir, paulatinamente, con lo establecido por la
Comisión Institucional de Empleabilidad y sobre los derechos de las personas que han venido en esas plazas.



Al respecto se deben hacer las siguientes consideraciones:



De la gestión:



El Director, Secretario General y Administrador del Organismo de Investigación Judicial, mediante oficio n.° 266-SEC-2017 de fecha
20 de marzo de este año, expusieron:



[…] Según se nos indicó, ya estaban definidos de manera específica los puestos que estarían reservados para cumplir con lo
dispuesto en la Ley 8862; y, además, que los mismos serían sacados a concurso el próximo lunes 20 de marzo del año en curso, en
el entendido que solamente podrán participar las personas con discapacidad que se encuentran dentro del banco de elegibles.



Ante esta noticia tan inesperada, la mayoría de las Jefaturas que nos encontrábamos presentes manifestamos nuestra
inconformidad, pues en ningún momento se nos dio audiencia para referirnos al respecto y sobre todo porque no se estaba
considerando el hecho de que dichas plazas vienen siendo ocupadas desde hace bastante tiempo (incluso durante años) por
personal interino que también tienen sus derechos y que no pueden ser obviados.



[…]



Por todo ello, de la manera más respetuosa nos permitimos solicitar a ese Consejo la revisión del acuerdo tomado en la sesión N°
57-16 del 9 de junio 2016, tomando en consideración los siguientes aspectos:



1 . - La Ley de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con discapacidad en el Sector Público, estable que: […] Por
consiguiente, estimamos que, para realizar esta reserva establecida por ley, se deben considerar las plazas vacantes, pero que
además no estén siendo ocupadas de manera interina, ya sean plazas nuevas o las que se van desocupando por motivos de
jubilación, renuncia, despidos, separaciones para mejor servicio público, traslados, entre otros. De esta manera, se cumpliría
progresivamente con la disposición legal en materia de discapacidad, pero sin afectar los derechos de los servidores que vienen
ostentando las plazas desde hace varios años en condición de interinidad.



2.- A pesar de que la decisión que se tomó por parte de la Comisión Institucional de Empleabilidad del Poder Judicial, afecta
directamente derechos subjetivos o intereses legítimos de muchos servidores, y además el acto final dictado por el Consejo
Superior estaría produciendo efectos en la esfera jurídica de los mismos, no se cumplió con lo establecido en la Ley General de la
Administración Pública, en cuanto al procedimiento que se debe observar en estos casos. Siendo una decisión de tanta relevancia
para los intereses de gran cantidad de servidores, en ningún momento se les informó la situación ni se les dio audiencia para que
pudieran hacer valer sus derechos […] (Sic).



Normativa:



Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad (Naciones Unidas) :[1]



Artículo 1:



Propósito. El propósito de la presente Convención es promover, proteger y asegurar el goce pleno y en condiciones de igualdad











de todos los derechos humanos y libertades fundamentales por todas las personas con discapacidad, y promover el respeto de su
dignidad inherente.



Las personas con discapacidad incluyen aquellas que tengan deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a largo
plazo que, al interactuar con diversas barreras, puedan impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de
condiciones con las demás.



Artículo 27:



Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad a trabajar, en igualdad de condiciones con las demás;
ello incluye el derecho a tener la oportunidad de ganarse la vida mediante un trabajo libremente elegido o aceptado en un mercado
y un entorno laborales que sean abiertos, inclusivos y accesibles a las personas con discapacidad. Los Estados Partes
salvaguardarán y promoverán el ejercicio del derecho al trabajo, incluso para las personas que adquieran una discapacidad
durante el empleo, adoptando medidas pertinentes, incluida la promulgación de legislación, entre ellas:



Prohibir la discriminación por motivos de discapacidad con respecto a todas las cuestiones relativas a cualquier forma de empleo,
incluidas las condiciones de selección, contratación y empleo, la continuidad en el empleo, la promoción profesional y unas
condiciones de trabajo seguras y saludables;



[…]



e ) Alentar las oportunidades de empleo y la promoción profesional de las personas con discapacidad en el mercado laboral, y
apoyarlas para la búsqueda, obtención, mantenimiento del empleo y retorno al mismo;



[…]



g) Emplear a personas con discapacidad en el sector público;



[…]



Convenio 159 de la OIT, Convenio sobre la readaptación profesional y el empleo (personas inválidas) :[2]



Artículo 1:



A los efectos del presente Convenio, se entiende por persona inválida toda persona cuyas posibilidades de obtener y conservar un
empleo adecuado y de progresar en el mismo queden sustancialmente reducidas a causa de una deficiencia de carácter físico o
mental debidamente reconocida […]



Artículo 2:



De conformidad con las condiciones, práctica y posibilidades nacionales, todo Miembro formulará, aplicará y revisará
periódicamente la política nacional sobre la readaptación profesional y el empleo de personas inválidas.



Artículo 3:



Dicha política estará destinada a asegurar que existan medidas adecuadas de readaptación profesional al alcance de todas las
categorías de personas inválidas y a promover oportunidades de empleo para las personas inválidas en el mercado regular del
empleo.



Artículo 4:



Dicha política se basará en el principio de igualdad de oportunidades entre los trabajadores inválidos y los trabajadores en general.
Deberá respetarse la igualdad de oportunidades y de trato para trabajadoras inválidas y trabajadores inválidos. Las medidas
positivas especiales encaminadas a lograr la igualdad efectiva de oportunidades y de trato entre los trabajadores inválidos y los
demás trabajadores no deberán considerarse discriminatorias respecto de estos últimos.



Artículo 6:



Todo Miembro, mediante la legislación nacional y por otros métodos conformes con las condiciones y práctica nacionales, deberá
adoptar las medidas necesarias para aplicar los artículos 2, 3, 4 y 5 del presente Convenio.



Ley n.° 7600, Igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad:



Artículo 23:



Derecho al trabajo. El Estado garantizará a las personas con discapacidad, tanto en zonas rurales como urbanas, el derecho de un
empleo adecuado a sus condiciones y necesidades personales.



Artículo 62:



Multa



Será sancionada con una multa igual a un salario base establecido en la Ley N.° 7337, de 5 de mayo de 1993, la persona física o
jurídica que cometa cualquier tipo de discriminación determinada por distinción, exclusión o preferencias, por una discapacidad, que
limite la igualdad de oportunidades, en cuanto a la accesibilidad o el trato en materia de trabajo, educación, salud, transporte u
otros campos. (Así reformado por el artículo 1° de la ley N° 9207 del 25 de febrero del 2014).



Artículo 63:



Sanciones por irregularidades en el reclutamiento y selección de personal en el Estado, sus instituciones y corporaciones, será
anulable, a solicitud de la parte interesada, todo nombramiento, despido, suspensión o traslado, permuta, ascenso, descenso o











reconocimientos que se efectúen en contra de lo dispuesto en esta ley. Los procedimientos para reclutar y seleccionar personal
carecerán de eficacia en lo que resulte violatorio contra esta ley. Los funcionarios causantes de la acción en contra de lo dispuesto
en esta ley serán, personalmente, responsables y responderán con su patrimonio por los daños y perjuicios que resulten. (Énfasis
agregado)



Ley n.° 8862, Inclusión y protección laboral de las personas con discapacidad en el sector público[3]:



Artículo único:



En las ofertas de empleo de los Poderes del Estado se reservará cuando menos un porcentaje de un cinco por ciento (5%) de las
vacantes, en cada uno de los Poderes, para que sean cubiertas por personas con discapacidad siempre que exista oferta de
empleo y se superen las pruebas selectivas y de idoneidad, según lo determine el régimen de personal de cada uno de esos
Poderes.



Rige a partir de su publicación.



Reglamento a la Ley de inclusión y protección laboral de las personas con discapacidad en el sector público (Decreto



Ejecutivo n.° 36462-MP-MTSS)
[4]:



Artículo 2:



Ámbito de aplicación. Las disposiciones contenidas en éste Reglamento serán de aplicación obligatoria para todo el sector
público, mismo que comprenderá: al Poder Ejecutivo, sea a cada Ministerio y sus órganos desconcentrados y adscritos, incluido la
Procuraduría General de la República; al Poder Legislativo y sus órganos auxiliares o adscritos, incluido la Contraloría General de
la República y la Defensoría de los Habitantes; al Poder Judicial y todos sus órganos; al Tribunal Supremo de Elecciones y todos
sus órganos; a las instituciones autónomas y semiautónomas, descentralizadas, los entes públicos no estatales y las empresas
públicas.



Artículo 4:



Creación de la Comisión Especializada. El máximo jerarca de las instituciones reguladas en el artículo 2 del presente
Reglamento, tendrá la obligación de crear una Comisión Especializada conformada por: el Director de la Unidad de Recursos
Humanos quien la coordinará, un representante de la Comisión Institucional en Materia de Discapacidad y preferiblemente un
especialista en terapia ocupacional o en su defecto un profesional en psicología. Dicha Comisión tendrá por objetivo primordial el
velar por el efectivo cumplimiento del presente Reglamento a nivel institucional, para lo cual contará con la debida colaboración de
todas las demás unidades organizacionales.



Artículo 5:



Funciones de la Comisión especializada. La Comisión Especializada tendrá las siguientes funciones a su cargo:



Hacer anualmente un estudio para identificar los puestos que serán objeto de una reserva de no menos de un 5% de las plazas
vacantes para ser ocupadas por personas con discapacidad. Para ello, consultará obligatoriamente las bases de datos
institucionales internas, así como el Sistema Nacional de Intermediación, Orientación e Información de Empleo (SIOIE), con el fin de
reservar aquellas plazas vacantes que tengan oferentes disponibles.



Informar al jerarca institucional el estudio estipulado en el inciso a), identificando las posibles plazas vacantes a reservar para las
personas con discapacidad y recomendar las adecuaciones y adaptaciones pertinentes para ser aplicadas en el proceso de
evaluación y contratación.



Velar por el efectivo cumplimiento del presente Reglamento y dar seguimiento a la contratación de las plazas vacantes para
personas con discapacidad y su inserción en el ámbito laboral en condiciones óptimas.



Artículo 6:



Política Institucional y Resolución del Jerarca. El máximo jerarca de cada institución, con base en el estudio técnico y
recomendación elaborada por la Comisión Especializada, procederá a emitir una Política Institucional y dictará la respectiva
resolución administrativa de reserva de plazas que corresponda para cada año, la cual deberá ser publicada en el Diario Oficial La
Gaceta y un extracto de la misma en un medio de prensa escrita. Dicha resolución deberá ser comunicada a la Dirección General
del Servicio Civil, a la Secretaría Técnica de la Autoridad Presupuestaria (STAP) cuando corresponda y, en todo caso a la Dirección
Nacional de Empleo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.



Artículo 15:



Sanciones. Las y los funcionarios públicos que incumplan la disposición relativa al reclutamiento y selección de personal regulada
en la presente norma, serán sancionados de conformidad con lo establecido en los artículos 62, 63 y 64 de la Ley N° 7600, Ley de
Igualdad de Oportunidades para las personas con discapacidad.



Artículo 20:



Vigencia. Rige a partir de su publicación en el Diario Oficial .La Gaceta



Transitorio I:



El estudio referido en el artículo segundo de este reglamento y la consecuente política institucional en la materia deberá estar listo
a más tardar en el segundo trimestre del año 2011, lo cual no exime de la debida aplicación de la Ley N° 8862.



Acuerdos administrativos de interés:











 El Consejo Superior en sesión n.° 40-14, celebrada el 2 de mayo de 2014, artículo LXII, conoció y aprobó la primera propuesta de
Puestos de Reserva presentada por la Comisión de Empleabilidad, amparada a la Ley n.° 8862. No obstante, en sesión n.° 81-15,
celebrada el 10 de setiembre de 2015, artículo LXX, se dejó sin efecto el acuerdo anterior y, por consiguiente, la reserva de plazas
para personas con discapacidad no se dio.



El Consejo Superior en sesión n.° 40-16, celebrada el 26 abril de 2016, artículo LXXV, conoció el oficio n.° JP-198-2016 suscrito por
el Coordinador de la Comisión Institucional de Empleabilidad, máster José Luis Bermúdez Obando, mediante el cual se comunicó el
acuerdo tomado por dicha comisión en la primera sesión de ese año:



Acoger el informe n° RS-0412-16 presentado por la Sección de Reclutamiento y Selección, el cual contiene consideraciones
técnicas en relación con la propuesta de Puestos de Reserva para el año 2016 conforme al modelo aprobado por el Consejo
Superior en sesión 49-15 del 26 de mayo del 2015, artículo LXXXV y en cumplimiento a la Ley 8862. De tal manera, se aprueba
someter a valoración del Consejo Superior la siguiente Propuesta de puestos de reserva para ser ocupados por personas con
discapacidad: […] Trasladar al Consejo Superior este acuerdo, e incorporar el informe N° RS-0412-16 y la presentación de Datos
Estadísticos. Esta Comisión queda en disposición para coordinar la presentación de las consideraciones técnicas observadas en la
propuesta, en caso que ese Órgano Superior lo estime pertinente.



Al respecto se dispuso:



Conceder audiencia al máster José Luis Bermúdez Obando, Director de Gestión Humana y Coordinador de la Comisión Institucional
de Empleabilidad, en la fecha y horas que oportunamente se indicará, a fin de que realice ante los y las integrantes de este órgano
la presentación del informe técnico y explique las consideraciones en relación con la propuesta de Puestos de Reserva para el año
2016 en cumplimiento a la Ley 8862.



El Consejo Superior en sesión n.° 57-16, celebrada el 9 de junio de 2016, artículo LIII, por mayoría acordó:



Tener por hechas las manifestaciones del Integrante Montero Zúñiga. 2.) Devolver el presente informe a la Dirección de Gestión
Humana para que considere las variables que se han discutido, analicen los porcentajes, así como los traslados producto del
Programa de Readecuación Laboral, que no fueron contemplados y lo readecuen a la Ley 8862, máxime que la Institución no ha
tenido un crecimiento de plazas nuevas. Y presente una propuesta integral que contemple las diferentes variables que se deben
considerar en este tema.



El Consejo Superior en sesión n.° 100-16, celebrada el 1° de noviembre de 2016, artículo LXXIX, conoció el oficio n.° DGH-695-
2016 suscrito por el Coordinador de la Comisión Institucional de Empleabilidad, máster José Luis Bermúdez Obando, mediante el
cual se atendieron las consideraciones expuestas por quienes integran este órgano colegiado y sobre el particular dispuso:



Acoger el criterio técnico de la Comisión Institucional de Empleabilidad, con la aclaración de que debe incluirse en lo que
corresponda al sector jurisdiccional, por lo que se deberá aplicar la reserva del 5% de las plazas vacantes nuevas conforme lo
indica la norma sin que se realice excepción alguna. 2) La Dirección de Gestión Humana velará para que se cumpla con las
disposiciones que regulan el presente tema.



En marzo de este año se publicó el Concurso n.° 04-2017, Exclusivo para personas con discapacidad permanente según ley n°
8862 y su reglamento.



Resoluciones de interés dictadas por la Sala Constitucional:



Ley n.° 8862



Sentencia n° 9723, de las 10:00 horas del 19 de julio de 2013:



Es por esa razón que el legislador aprobó posteriormente la Ley número 8862, en la que ordena a cada uno de los Poderes del
Estado reservar cuando menos un 5% de las plazas vacantes, en cualquier nivel de la escala de clasificación de puestos (incluido
por supuesto el nivel profesional) para que sean cubiertos por personas con capacidades especiales, claro, siempre y cuando haya
oferta de empleo y se superen las pruebas selectivas y de idoneidad. Esta es una obligación concreta y específica, a la que debe
dar fiel cumplimiento el Estado. De manera que, además de la obligación de impartir cursos de capacitación y adaptar las pruebas y
requisitos de selección de personal, debe reservarse y garantizarse el acceso de este sector de la población al mercado laboral. Lo
anterior, no implica que se le exima a la persona de capacidades especiales de satisfacer los requisitos que se requieren para el
puesto, toda vez que debe cumplirse con los principios de eficiencia e idoneidad que rigen la contratación de los funcionarios
públicos, pero que en caso de reunir los requisitos sí se les garantice su acceso al menos en dicho porcentaje. Ahora bien, dicha
disposición no implica que cada vez que se realice un concurso deba ser nombrada una persona con capacidades especiales o en
determinado puesto o Ministerio, ya que la norma en cuestión lo que da son parámetros que deben ser implementados por cada
Poder del Estado a la hora de estructurar su oferta laboral en general, para la cual claro deberá reservar al menos un 5% para el
nombramiento de personas con capacidades especiales. Esto significa, además, que cada Poder deberá establecer los
mecanismos para verificar y controlar, que de la oferta laboral total de ese Poder (no de cada concurso en específico), se
contemple el porcentaje previsto en la norma, de modo que se mantengan totalmente actualizados los registros, para que tanto la
administración como los oferentes verifiquen la oferta disponible o el cubrimiento de esta en los términos previstos por el legislador.
De tal forma que se permita o facilite el ejercicio de las acciones reivindicativas que pudiere corresponder, a través eso sí, de las
instancias ordinarias en cada caso concreto.



Estabilidad impropia de personas trabajadoras interinas



Sentencia n.° 5986, de las 9:05 horas del 6 de mayo de 2016:



Tratándose de la sustitución o cese de funcionarios públicos interinos, la Sala Constitucional ha analizado el derecho de estabilidad
laboral, consagrado en el numeral 56, de la Constitución Política, en relación con lo dispuesto en el artículo 192, Constitucional.











Así, este Tribunal, en la sentencia número 1991-867 de las 15:08 horas del 3 de mayo de 1991, indició lo siguiente: ʻ… Único.-
Debe indicarse que 



 por el regreso del titular de la plaza o porque la
plaza ha sido ocupada en propiedad. Esta última hipótesis incluye ascensos y traslados en propiedad, que son supuestos que
permiten válidamente el cese de un nombramiento interino, como así lo ha reconocido esta Sala en su jurisprudencia…ʼ (Énfasis
agregado)



este Tribunal ha sostenido que en el caso de los funcionarios interinos que laboran para el Estado les
corresponde una estabilidad impropia, lo que significa que el ordenamiento jurídico les concede el derecho de permanecer en el
puesto en el cual la Administración les nombró, hasta que suceda o sobrevenga un hecho legítimo y eficaz que impida o no permita,
válidamente, que pueda seguir desempeñándolo. Ese acontecimiento puede darse



Sentencia n.° 5975, de las 9:05 horas del 6 de mayo de 2016:



III.- SOBRE LA ESTABILIDAD IMPROPIA DE LOS FUNCIONARIOS INTERINOS. En cuanto a la temática apuntada, esta Sala
Constitucional en la sentencia No. 2008-12488 de las 18:25 hrs. de 14 de agosto de 2008, explicó que: ʻ(…) la figura del servidor
interino ha sido concebida con el fin de hacer posible la sustitución temporal de los servidores públicos regulares, garantizando de
esta forma la continuidad de la labor del Estado, motivo por el cual, aunque se haya nombrado interinamente durante varios años a
un servidor no adquiere un derecho que obligue a la Administración a nombrarlo en propiedad, o a seguirlo nombrando en otros
cargos. En este punto es importante realizar la siguiente distinción, los interinos para sustituir funcionarios en propiedad (es decir,
interinos en plazas no vacantes) y los interinos en plazas vacantes. En el caso del nombramiento en sustitución del propietario, la
designación está subordinada a la eventualidad del regreso al puesto del funcionario titular, en cuyo caso debe cesar la
designación del interino, ya que ese tipo de nombramiento no le es oponible al propietario. En caso de plazas vacantes, el servidor
interino goza de una estabilidad relativa o impropia, en el sentido de que no puede ser cesado de su puesto a menos que se
nombre en él a otro funcionario en propiedad. El interinato es una situación provisional y una excepción a la regla, así que, ningún
funcionario puede pretender que las autoridades accionadas estén obligadas a decretar la prórroga de su nombramiento, pues no
se ostenta derecho adquirido alguno sobre un puesto determinado, sino que ello dependerá de la situación particular de cada uno,
y de que no se esté frente a alguno de los siguientes cinco supuestos que operan como excepciones a la máxima de no poder
sustituir un interino por otro funcionario: 1.- cuando se nombra a otro funcionario en propiedad (plaza vacante), 2.- cuando se
reincorpora a sus labores el titular del puesto, es decir, cuando sustituye a otra persona por un determinado plazo y éste se cumple
(plaza no vacante), 3.- cuando el interino inicialmente nombrado lo fue por inopia, no reuniendo los requisitos del puesto (interino
nombrado sin reunir los requisitos), 4.- cuando el servidor ascendido interinamente no supera con éxito el período de prueba
establecido por la ley, o 5.- cuando en casos calificados como aquellos donde se está frente a un proceso de reestructuración que
implica la eliminación de plazas, con el respectivo cumplimiento de los requisitos legalmente establecidos para hacerlo. Una
actuación de la Administración contraria a lo expuesto constituye una violación al derecho a la estabilidad laboral del servidor
interino, cobijado en el artículo 56 de la Constitución Política. Así entonces, fuera de las excepciones mencionadas, el
nombramiento de servidores interinos por plazos que se prolongan en forma indefinida y la posterior remoción de un interino para
nombrar a otro en las mismas condiciones de inestabilidad sólo puede conducir a lo que nuestros constituyentes pretendieron
evitar: que existan funcionarios públicos laborando en forma regular para la Administración pero sin contar con la garantía de
inamovilidad que establece la Constitución (…)ʼ (El sombreado no corresponde al original).



Sala Constitucional, sentencia n.° 4401, de las 9:20 horas del 1° de abril de 2016:



III.- SOBRE LA ESTABILIDAD IMPROPIA. Tratándose de la sustitución o cese de funcionarios públicos interinos, este Tribunal ha
analizado el derecho a la estabilidad consagrado en el numeral 56 de la Constitución Política, en relación con lo dispuesto en el
artículo 192 constitucional. Así, en la sentencia número 8544-2002 de las 15:24 del 3 de septiembre de 2002, se indicó en lo que
interesa, lo siguiente: ʻ(…) Respecto de la estabilidad que gozan los funcionarios interinos, se ha establecido que si bien no gozan
de la estabilidad que otorga el artículo 192 de la Constitución Política, gozan de una especia de estabilidad impropia, y en virtud de
ello es que el mismo Tribunal Constitucional ha determinado los casos en que puede darse por finalizada una relación de servicio
tratándose de funcionarios interinos. Es así como se ha determinado que un servidor interino sólo puede ser removido de su puesto
cuando concurran ciertas circunstancias especiales como lo serían: cuando sustituye a otra persona por un determinado plazo y
éste se cumple, cuando el titular de la plaza que ocupa el funcionario interino regresa a ella, cuando el servidor ascendido
interinamente no supera con éxito el período de prueba establecido por ley, además en el caso en que la plaza ocupada por el
interino está vacante y es sacada a concurso para ser asignada en propiedad, y en casos calificados como aquellos donde se está
frente a un proceso de reestructuración que implica la eliminación de plazas, con el respectivo cumplimiento de los requisitos
legalmente establecidos para hacerlo […] (El sombreado no corresponde al original).



Criterio legal:



Costa Rica, al ratificar el Convenio n.° 159 de la OIT, Convenio sobre la readaptación profesional y el empleo (personas con
discapacidad), y la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad de las Naciones Unidas, mediante las leyes
números 7219-A y n.° 8661 -respectivamente-, adquirió el compromiso de garantizar el ingreso de las personas con discapacidad
en el mercado laboral –tanto del sector privado como del público-.



A nivel nacional, nuestros legisladores aprobaron la Ley n.° 8862, Inclusión y protección laboral de las personas con discapacidad
en el sector público, que le ordena a los Poderes del Estado reservar -al menos- un 5% de las plazas vacantes para que estas, una
vez finalizado el respectivo proceso de reclutamiento y selección, sean ocupadas por personas con discapacidad. Este instrumento
jurídico fue desarrollado a través del reglamento dictado por el Poder Ejecutivo, mediante Decreto n.° 36462-MP-MTSS, el cual –
entre otras cosas- dispone que las instituciones reguladas en el artículo 2 de ese cuerpo normativo deben crear una Comisión



Especializada  y  elaborar una Política Institucional .
[5] [6]



En cumplimiento de lo anterior, el Consejo Superior en sesión n.° 74-12, celebrada el 16 de agosto de 2012, artículo LVII, conformó











la , la cual -en el 2014- propuso ante este órgano superior una política
sobre empleabilidad y la reserva de 12 plazas nuevas para estos efectos; planteamiento que fue aprobado en sesión n.° 40-14,
celebrada el 2 de mayo de 2014, artículo LXXII, mas se dejó sin efecto en sesión n.° 81-15, celebrada el 10 de setiembre de 2015,
artículo LXX.



Comisión especializada en empleabilidad del Poder Judicial



Posteriormente, en el año 2016, la Comisión Institucional de Empleabilidad elevó a conocimiento de este Consejo una nueva
propuesta de reserva de plazas (la cual fue conocida y analizada en las sesiones números 40-16, celebrada el 26 abril de 2016,
artículo LXXV; 57-16, celebrada el 9 de junio de 2016, artículo LIII; y 100-16, celebrada el 1° de noviembre de 2016, artículo LXXIX)
y en el 2017 se publicó el Concurso n.° 04, exclusivo para personas con discapacidad –con el fin de nombrar en propiedad en los
puestos anunciados-. 



Ante esta Dirección se consulta cómo puede cumplirse “paulatinamente” con lo establecido por la Comisión de Empleabilidad del
Poder Judicial. Analizada la inquietud, a la luz de la normativa traída a colación en este informe, se considera que no debería
procederse de manera paulatina o gradual con lo planteado por aquella. La Institución, como parte de la Administración Pública,



está sujeta al principio de legalidad  y, por ende, todas sus actuaciones deben estar conforme con lo que esté autorizado en
forma expresa en nuestra Constitución Política y demás cuerpos normativos.



[7]



En el caso concreto, la Ley n.° 8862 y su reglamento no le brindan a las instituciones la posibilidad de reservar ese 5% dentro de
un plazo determinado, o bien, progresivamente. Luego, desde que la ley entró en vigencia -11 de noviembre de 2010- surgió para
el Poder Judicial la obligación de cumplir con ella; lo cual no ha logrado conseguir al día de hoy. En consecuencia, la Institución
debe llevar a cabo todas las acciones que sean necesarias para ejecutar lo dispuesto en nuestro ordenamiento jurídico lo más
pronto posible; ya que existe un atraso significativo en perjuicio de las personas con discapacidad.



Finalmente, se considera oportuno recordar que el incumplimiento a las disposiciones contenidas en el “Reglamento a la Ley de
inclusión y protección laboral de las personas con discapacidad en el sector público” será sancionado de conformidad con lo
dispuesto en los artículos 62 y 63 de la Ley n.° 7600 –trascritos líneas atrás-.



Por otra parte, se solicitó criterio respecto de los derechos que gozan las personas servidoras interinas nombradas en los puestos
que fueron seleccionados por la Comisión Institucional de Empleabilidad. Sobre el particular debe mencionarse que la
jurisprudencia de la Sala Constitucional ha señalado que las personas trabajadoras en condición de interinidad cuentan con una
estabilidad impropia en la plaza en la que se encuentran designadas que no les genera un derecho a ocuparla en propiedad. A
modo de ejemplo, a continuación se trascribe un extracto de interés:



III.- SOBRE LA ESTABILIDAD IMPROPIA DE LOS FUNCIONARIOS INTERINOS. En cuanto a la temática apuntada, esta Sala
Constitucional en la sentencia No. 2008-12488 de las 18:25 hrs. de 14 de agosto de 2008, explicó que: ʻ(…) la figura del servidor
interino ha sido concebida con el fin de hacer posible la sustitución temporal de los servidores públicos regulares, garantizando de
esta forma la continuidad de la labor del Estado, motivo por el cual, aunque se haya nombrado interinamente durante varios años a
un servidor no adquiere un derecho que obligue a la Administración a nombrarlo en propiedad, o a seguirlo nombrando en otros
cargos . (El sombreado no corresponde al original)[8]



Asimismo, el Tribunal Constitucional ha dispuesto que la persona en esa condición puede ser cesada ante determinados
presupuestos de hecho, entre ellos el nombramiento en propiedad de una tercera persona. Veamos:



[…] el mismo Tribunal Constitucional ha determinado los casos en que puede darse por finalizada una relación de servicio
tratándose de funcionarios interinos. Es así como se ha determinado que un servidor interino sólo puede ser removido de su puesto
cuando concurran ciertas circunstancias especiales como lo serían: […] en el caso en que la plaza ocupada por el interino está
vacante y es sacada a concurso para ser asignada en propiedad […]  (Énfasis agregado).[9]



Así las cosas, queda claro que las personas servidoras interinas, indistintamente del tiempo que lleven nombradas en el puesto, no
tienen derecho sobre este –como sí lo tienen quienes ostentan la condición de propietaria-. El único derecho que les asiste es a
permanecer designadas en la plaza hasta tanto no se dé alguno de los presupuestos de hecho enumerados por la Sala
Constitucional en múltiples resoluciones, entre ellas la n.° 5975, de las 9:05 horas del 6 de mayo de 2016.



En el caso concreto, se hace referencia a personas servidoras judiciales interinas que llevan años nombradas en los puestos que
fueron reservados para ser designados en propiedad por personas con discapacidad. De conformidad con la jurisprudencia de la
Sala Constitucional la remoción de estas personas por ese hecho es procedente y no vulnera derecho fundamental alguno de ellas.
Luego, se estima que la propuesta de la Comisión de Empleabilidad del Poder Judicial no va en detrimento de los derechos de
estas personas –tal y como se alega-; por el contrario se apega a nuestro ordenamiento jurídico y resguarda los derechos de las
personas con discapacidad.



En esa línea de pensamiento, se considera oportuno citar lo establecido en el artículo 4 del Convenio 159 de la OIT: “Las medidas
positivas especiales encaminadas a lograr la igualdad efectiva de oportunidades y de trato los trabajadores inválidos y los demás
trabajadores no deberán considerarse discriminatorias respecto de estos últimos”.



De esta manera se deja rendido el informe solicitado por el Consejo Superior para lo que corresponda.”



- 0 -



En sesión N° 49-16 del 26 de mayo del 2016, artículo LXXXV, se aprobó el modelo para Reclutamiento y Selección de Personas con
Discapacidad en el Poder Judicial, propuesto por la Dirección de Gestión Humana y la Comisión de Acceso a la Justicia, en el
entendido que este Consejo analizaría cada nombramiento a realizarse mediante este modelo de forma individual.
Luego, en sesión Nº 57-16 del 9 de junio de 2016, artículo LIII, se acordó tener por hechas las manifestaciones del integrante
Montero Zúñiga y devolver el informe referente a la propuesta técnica de los Puestos de Reserva para el año 2016, a la Dirección



 
 











de Gestión Humana para que considere las diferentes variables y puntos que se discutieron, con el fin de que presentara una
propuesta integral que los contemple.
Seguidamente, en sesión N° 100-16 celebrada el 1 de noviembre del 2016, artículo LXXIX, se acogió el criterio técnico de la
Comisión Institucional de Empleabilidad, con la aclaración de que debe incluirse en lo que corresponda al sector jurisdiccional, por
lo que se deberá aplicar la reserva del 5% de las plazas vacantes nuevas conforme lo indica la norma sin que se realice excepción
alguna. Aunado a lo anterior se encomendó a la Dirección de Gestión Humana velar que se cumplan las disposiciones que regulan
el tema.
En sesión Nº 29-17 celebrada el 28 de marzo del año 2017, artículo CI, se comunicó a la Dirección General del Organismo de
Investigación Judicial, que por disposición de la Ley de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el
Sector Público (Ley N° 8862 del 16 de septiembre del 2010) no era posible excluir del Concurso N° 04-2017 las plazas Nº 109802,
103198, 371323, 371324, 359342 y 47176 de ese Organismo. Se solicitó, a su vez, a la Dirección de Gestión Humana la lista de las
personas que ocupaban las plazas que incluían el concurso indicado, el tiempo de servicio en el Poder Judicial y desde hace
cuánto las venían ocupando. Asimismo, debía la Dirección Jurídica rendir un criterio de cómo se podía cumplir, paulatinamente, con
lo establecido por la Comisión Institucional de Empleabilidad y sobre los derechos de las personas que venían en esas plazas.
En la verificada sesión Nº 31-17 del 30 de marzo del año 2017, artículo LXXV, se concedió audiencia al máster José Luis Bermúdez
Obando, Director de Gestión Humana para que realizara una exposición sobre el Concurso N° 04-2017, exclusivo para Personas
con Discapacidad Permanente según Ley N° 8862 y su Reglamento. Además, por mayoría, se suspendió la ejecución de la
segunda etapa del referido concurso, hasta tanto se realizara la audiencia con el máster Bermúdez Obando.
El integrante Amador Badilla votó porque se continuara con el respectivo concurso.
Asimismo, en sesión Nº 51-17 celebrada el 25 de mayo del año 2017, artículo CXXII, por mayoría, se comunicó al señor Óscar Jesús
Rojas Villalobos que el Concurso N° 04-2017 Exclusivo para Personas Con Discapacidad Permanente Según Ley N° 8862 y su
Reglamento, no se estaba dejando sin efecto, solamente se suspendió en razón de que se estaba solicitando información adicional
a la Dirección de Gestión Humana, con el fin de resolver lo que correspondiera respecto a varias gestiones planteadas ante este
Consejo. Por lo que se le solicitó a la Dirección de Gestión Humana que en el plazo de 15 días después de recibida la comunicación
de este acuerdo, realizara la exposición solicitada por este órgano en sesión Nº 31-17 celebrada el 30 de marzo del año 2017,
artículo LXXV.
El Integrante Amador Badilla, mantuvo el voto consignado en sesión Nº 31-17 celebrada el 30 de marzo del año 2017, artículo
LXXV.
Finalmente, en sesión Nº 54-17 celebrada el 2 de junio del año 2017, artículo XCV, previamente a resolver lo que correspondiera,
por mayoría, se solicitó a la Dirección Jurídica que analizara la situación planteada y emitiera criterio legal donde establezca las
medidas que deben adoptarse y el procedimiento que legalmente se debe aplicar, para cumplir con lo ordenado por la Ley de
Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público (Ley N° 8862 del 16 de septiembre del 2010),
pero respetando los derechos de las personas interinas que vienen ocupando las plazas que se indican en el informe que ahora se
conoce; por cuanto este Consejo ordenó en su momento que fueran plazas nuevas vacantes las que se consideraran en el
concurso  para este tipo de población. Y no se cumplió con esta disposición.
Por su parte, el integrante Amador votó por mantener su voto de minoría consignado en la sesión N° 31-17 del 30 de marzo de
2017, artículo LXXV, en el sentido de que se continuara con el citado concurso.
Por mayoría, Tener por rendido el informe de la Dirección Jurídica, y con base en lo expuesto, solicitar a la Dirección de
Gestión Humana, continuar con el concurso N° 04-2017, en aplicación de lo establecido en la Ley de Inclusión y Protección Laboral
de las Personas con Discapacidad en el Sector Público (Ley N° 8862 del 16 de septiembre del 2010).



se acordó: 



La integrante Conejo Aguilar, se aparta del voto de mayoría, indicando que la Dirección de Gestión Humana debe indicar las
razones por las que se incluyeron puestos que no corresponden a vacantes nuevas del año 2016, por cuanto ese fue el criterio
inicial de este Consejo. Asimismo estima que a futuro se deben contemplar puestos exclusivos que solo puedan ser ocupados por
las personas a quienes protege esta ley, y que así quede determinado desde la programación presupuestaria, ya que se debe
determinar  primero  la clase de puestos que pueden incluirse y luego la definición de los puestos concretos que se deben reservar.
Las Direcciones General del Organismo de Investigación, Gestión Humana e interesados tomarán nota para lo que corresponda.



 



[1]
 Ratificada por Costa Rica mediante ley n.° 8661.



[2]
 Ratificado por Costa Rica mediante ley n.° 7219-A.



[3]
 Publicada en La Gaceta el 11 de noviembre de 2010.



[4]
 Publicado en La Gaceta del 21 de marzo de 2011.



[5]
 Artículo 4.



[6]
 Artículo 6.



[7]
 Regulado en el artículo 11 de la Constitución Política y 11 y 13 de la Ley General de la Administración Pública.



[8]
 Sentencia n.° 5975, de las 9:05 horas del 6 de mayo de 2016.



[9]
 Sentencia n.° 4401, de las 9:20 horas del 1° de abril de 2016.
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Acta de Consejo Superior Nº 006 - 2018



Artículo CXXVI
Buscar en el acta actual...



23 de Enero del 2018Fecha: 



ARTÍCULO CXXVI



Documento N° 5715-15 y 478-18
En sesión N° 99-17  celebrada el 31 de octubre de 2017, artículo XXXII, se tomó el acuerdo que dice:
“En sesión N° 54-17 celebrada el 02 de junio de 2017, artículo XCV, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
En sesión N° 29-17 celebrada el|28 de marzo del 2017, artículo CI, se comunicó a la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, que
por disposición de la Ley de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público (Ley N° 8862 del 16 de septiembre
del 2010) no era posible excluir del Concurso N° 04-2017 las plazas Nº s 109802, 103198, 371323, 371324, 359342 y 47176 de ese Organismo,
asimismo, este Consejo solicitó a la Dirección de Gestión Humana la lista de las personas que ocupan las plazas que incluye el concurso indicado, el
tiempo de servicio en el Poder Judicial y desde hace cuánto las vienen ocupando.
El máster José Luis Bermúdez Obando, la máster Roxana Arrieta Meléndez y la licenciada Olga Guerrero Córdoba, por su orden, Director interino y
Subdirectora interina de Gestión Humana y Jefa interina de Reclutamiento y Selección, mediante oficio N° RS-0373-2017 del 3 de mayo de 2017,
comunicó lo siguiente:
“En la sesión Nº 29-17 celebrada el 28 de marzo del  año en curso, artículo CI, el Consejo Superior conoció la nota suscrita por los licenciados Walter
Espinoza Espinoza, Rodolfo Fernández Castillo y Mauricio Fonseca Umaña, por su orden Director General, Secretario General y Administrador del
Organismo de Investigación Judicial, en la cual solicitaban a dicho Órgano, excluir varias plazas del Organismo de Investigación Judicial reservadas y
publicadas en el Concurso CN-04-2017 de puestos varios,  exclusivo para personas con discapacidad.
Así las cosas, mediante el oficio N° 4304-17 del 21 de abril del 2017, de la Secretaria de la Corte,  se solicita a la Dirección de Gestión Humana, lo
que se transcribe a continuación:
Se acordó: …. 2.-) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana la lista de las personas que ocupan las plazas que incluye el concurso indicado, el
tiempo de servicio en el Poder Judicial y desde hace cuánto las vienen ocupando.
En razón de lo anterior, nos permitimos presentar la información requerida en el siguiente documento anexo:
 



PUESTO OFICINA No
PUESTO



PUESTO
VACANTE
DESDE



PERSONA QUE
OCUPA
ACTUALMENTE
EL PUESTO



CEDULA
FECHA DE
INGRESO AL
PJ



Tiempo
servido en
el PJ     (al
03/05/2017)



Tiempo en 
el
p u e s t o    
(al
03/05/2017)



Tiempo en
la plaza en
condición
de
Vacante (al
03/05/2017)



ASISTENTE
ADMINISTRATIVO 1



OFICINA DE
COMUNICACIONES
JUDICIALES I
CIRCUITO JUDICIAL
DE SAN JOSÉ



43904



01/06/2014



GLADYS
ESTHER
MANTILLA
SOLORZANO



08-0068-
0835



27/08/2008
 8 años, 1
mes, 2 días



5 años 2
mes 1 día



2 años 9
meses 23
días



UNIDAD DE
CARCELES I
CIRCUITO JUDICIAL
DE SAN JOSÉ



371323



01/01/2015



JONATHAN
GERARDO
RODRIGUEZ
OTAROLA



01-1534-
0505



02/05/2013 4 años
6 meses 21
días



6 meses 21
días



SECRETARÍA
GENERAL DEL
ORGANISMO DE
INVESTIGACIÓN
JUDICIAL



109802



01/07/2015



KRISTEL INES
CHINCHILLA
ZAMORA  



06-0389-
0398



01/11/2010



6 años, 4
,meses, 3
días



1 mes 28
días



1 mes 28
días



ADMINISTRACIÓN
DE LA DEFENSA
PÚBLICA I
CIRCUITO JUDICIAL
DE SAN JOSÉ



109798



01/01/2016



PAMELA
PATRICIA
CHAVARRIA
PORTUGUEZ



06-0372-
0032



21/04/2014



2 años, 8
meses y 15
días



2 años 6
meses 27
días



1 años 3
meses 7
días



SECCIÓN DE
CARCELES II
CIRCUITO JUDICIAL
DE SAN JOSÉ
GOICOECHEA



371324



01/01/2015



KEVIN ADRIAN
ARCE MORA



01-1424-
0703



22/03/2011
6 años, 16
días



2 años 3
meses 14
días



2 años 3
meses 14
días











UNIDAD DEFENSA
PENAL I CIRCUITO
JUDICIAL DE SAN
JOSÉ



353404



01/06/2014



DIEGO ISAAC
PORRAS
VARGAS



01-1319-
0527



28/01/2010



6 años,4
meses y 6
días



2 años 9
meses y 14
días



2 años 9
meses 14
días



           



ASISTENTE
ADMINISTRATIVO(A)
REGIONAL 1



OFICINA
ADMINISTRACIÓN II
CIRCUITO JUDICIAL
DE SAN JOSE
GOICOECHEA



34734



01/06/2014



MARIO
ALBERTO
BADILLA COTO



01-1426-
0495



24/11/2008



7 años, 4
meses 5
días



4 años 3
meses 27
días



2 años 2
meses 23
días



ADMINISTRACIÓN
REGIONAL
GUANACASTE
SANTA CRUZ



350084



01/10/2015



TATIANA MARIA
DELGADO
ZUÑIGA



05-0363-
0842



02/07/2012



4 años, 8
meses, 22
días



3 años 10
meses 19
días



1 año 3
meses 20
días



OFICINA DE
COMUNICACIONES
JUDICIALES I
CIRCUITO JUDICIAL
DE ALAJUELA



57029



01/01/2014



CINDY ALPIZAR
BOLAÑOS



02-0545-
0159



23/06/2010
5 años, 7
días



4 años 6
meses 20
días



3 años 3
meses 28
días



           



ASISTENTE
ADMINISTRATIVO 2



UNIDAD DE
JUBILACIONES Y
PENSIONES I
CIRCUITO JUDICIAL
DE SAN JOSÉ



103611



16/12/2015



DAVID
CASTILLO
MORA



01-1251-
0469



22/03/2010
7 años, 16
días



5 meses 2
días



5 meses 2
días



SECCION GESTION
DE LA
CAPACITACION I
CIRCUITO JUDICIAL
DE SAN JOSÉ



369756



01/01/2014



ELIZABETH
MARIA VARGAS
ARGUEDAS



01-1355-
0183



02/07/2012



1 año, 6
meses y 14
días



11 meses
26 días



11 meses
26 días



           



ASISTENTE
ADMINISTRATIVO(A)
REGIONAL 2



ADMINISTRACIÓN
REGIONAL DE
CARTAGO



34310



08/02/2016



SHARON LUCIA
QUIROS ARCE



03-0412-
0717



12/12/2005
nombramientos
interrumpidos



3, años, 8
meses 26
días



1 año 2
meses y 18
días



1 año 2
meses 7
días



ADMINISTRACIÓN
REGIONAL DE
TURRIALBA



350072



01/10/2014



IVETH REBECA
SABORIO
CHACON



03-0431-
0340



26/04/2012



4 años, 6
meses y 13
días



4 años 3
meses 9
días



2 años 5
meses 9
días



           



ASISTENTE
ADMINISTRATIVO 3



SERVICIOS DE
APOYO
ADMINISTRATIVO
COMPLEJO SAN
JOAQUIN DE
FLORES



60178



01/07/2014



JUDITH
AGUILAR
ALVARADO



01-1598-
0811



10/11/2014



1 años, 7
meses y 29
años



6 meses 18
días



6 meses 18
días



DIRECCIÓN DE
TECNOLOGIA DE
LA INFORMACIÓN I
CIRCUITO JUDICIAL
DE SAN JOSÉ



100789



01/10/2015



SHARON
BARQUERO
TORRES



01-1309-
0491



11/06/2012



4, años, 4
meses y 23
días



3 años 4
meses y 26
días



1 año 7
meses 3
días



           



AUXILIAR
ADMINISTRATIVO



DELEGACIÓN
REGIONAL DE
ALAJUELA



359342



01/11/2014



KARLA
DANIELA
FALLAS
TREMINIO



02-0691-
0325



14/07/2014



2 años, 5
meses, 12
días



2 años 2
meses 28
días



2 años 2
meses 21
días



UNIDAD DE
SERVICIO SALUD
EMPLEADOS
CIRCUITO JUDICIAL
DE CARTAGO



371031



01/01/2015



NICOLE
ANDREA
FERNANDEZ
CORDERO



01-1591-
0837



07/11/2013
2 años, 11
meses



2 años 3
meses 24
días



2 años 3
meses 24
días



ADMINISTRACIÓN
REGIONAL
HEREDIA



44220



01/10/2015



NATALY CRUZ
PEREZ



02-0617-
0873



13/01/2009



7 años, 3
meses y 18
días



1 año 10
meses 9
días



1 año 9
meses



ADMINISTRACIÓN
REGIONAL II
CIRCUITO JUDICIAL
DE ALAJUELA SAN
CARLOS



369749



01/01/2014



SILVIA ELENA
MIRANDA
OTOYA



02-0685-
0157



18/03/2010



4 años, 7
meses y 22
días



2 meses 6
días



2 meses 6
días



ADMINISTRACIÓN
REGIONAL I
CIRCUITO JUDICIAL
DE LA ZONA
ATLANTICA LIMON



359165



01/07/2014



FIORELA
PIZARRO
SANDINO



07-0188-
0465



04/07/2013
3 años, 1
mes, 9 días



10 meses 2
días



9 meses 24
días











SECCIÓN DE
LIMPIEZA Y
JARDINERÍA I
CIRCUITO JUDICIAL
DE SAN JOSÉ



12408



01/05/2014



NATHALIE
LIZANO COTO



01-1540-
0120



07/07/2016
7 meses  24
días



6 meses 20
días



6 meses 20
días



OFICINA DE
ATENCION A LA
VICTIMA DE
DELITOS I
CIRCUITO JUDICIAL
DE SAN JOSÉ



372197



01/01/2016



LAURA
CRISTINA IRIAS
BRENES



01-1274-
0754



04/03/2013
4 años, 1
mes, 1 día



1 año 3
meses 9
días



1 año 3
meses 9
días



           



AUXILIAR DE
RECEPCIÓN,
REGISTRO Y
E N T R E G A DE
DOCUMENTOS



ADMINISTRACIÓN
REGIONAL I
CIRCUITO JUDICIAL
DE LA ZONA SUR
PEREZ ZELEDÓN



6509



30/11/2014



ADRIANA MARIA
ARIAS MONGE



01-1031-
0375



10/02/2010
5 años 1
mes 27 días



9 meses 14
días



9 meses 14
días



ADMINISTRACIÓN
REGIONAL DE
PUNTARENAS



371043



01/01/2015



ILEANA
PATRICIA
DELGADO
PEREZ



06-0356-
0957



21/07/2009



5 años, 3
meses y 14
días



6 meses 3
días



6 meses 3
días



           



AUXILIAR
CONTRALORÍA DE
SERVICIOS



SUBCONTRALORÍA
DE SERVICIOS I
CIRCUITO JUDICIAL
DE GUANACASTE
LIBERIA



96574



01/08/2014



ESTEFANIE
MAYELA
GONZALEZ
MENDOZA



05-0376-
0926



21/07/2009



7 años, 11
meses, 5
días



7 años 9
meses 9
días



2 años 7
meses 7
días



CONTRALORÍA DE
SERVICIOS SEDE
CENTRAL SAN
JOSÉ



60820



30/09/2014



JORGE LUIS
QUESADA
VILLALOBOS



01-1464-
0745



10/03/2014



2 años, 11
meses 19
días



6 años 6
meses 20
días



2 años 6
meses 20
días



           



AUXILIAR 
SERVICIOS
GENERALES 2
/CONSERJE 2



ADMINISTRACIÓN
DEL MINISTERIO
PÚBLICO I
CIRCUITO JUDICIAL
DE SAN JOSÉ



96387



01/07/2015



ERICK JAVIER
GUTIERREZ
ARROYO



01-1068-
0758



09/12/2014
2 años 4
meses



11 meses
22 días



11 meses
22 días



JUZGADO CIVIL,
TRABAJO, FAMILIA
Y PENAL JUVENIL
DE SARAPIQUÍ



369962



01/01/2014



YASMIN DE LOS
ANGELE
CASTRO
PERAZA



02-0631-
0460



08/06/2016
6 meses 5
días



5 meses 4
días



5 meses 4
días



FISCALÍA ADJUNTA
II CIRCUITO
JUDICIAL DE
ALAJUELA SAN
CARLOS



44535



02/06/2014



KEVIN ANDRES
JIMENEZ
CORELLA



02-0718-
0289



01/04/2014



2 años 11
meses 18
días



2 años, 11
meses 18
días



2 años 9
meses 26
días



         ,  



TÉCNICO(A)
ADMINISTRATIVO(A)
1



ADMINISTRACIÓN
DEL ORGANISMO
DE INVESTIGACION
JUDICIAL I
CIRCUITO JUDICIAL
DE SAN JOSÉ



103198



01 04 2015



WILLIAM
RODOLFO
BARRANTES
RAMIREZ



01-1077-
0013



05/07/2004



11 años 4
días



1 año 6
meses 9
días



7 meses 9
días



           



TÉCNICO(A)
ADMINISTRATIVO(A)
2



SECCION DE
EGRESOS I
CIRCUITO JUDICIAL
DE SAN JOSÉ



48472



01 09 2015



JUAN DIEGO
FALLAS
ZUÑIGA



01-0852-
0705



09/11/1998



9 años, 9
meses, 24
días



6 meses 7
días



6 meses 7
días



           



TÉCNICO(A) DE
RADIO 1



SUBDELEGACIÓN
REGIONAL DE
TURRIALBA



47176



01 07 2015



JOSE ADOLFO
DOTTI DONDI



01-1137-
0265



19/09/2014



1 año 11
meses 27
días



1 año 10
meses 22
días



1 año 10
meses 3
días



 



 
(…)”



- 0 -
En sesión N° 31-17 del 30 de marzo del 2017, artículo LXXV, conocer gestión presentada por el licenciado



“
 Mario Alberto Mena Áyales, Presidente de



la Asociación Nacional de Empleados Judiciales (ANEJUD), referente al CONCURSO N°04-2017 EXCLUSIVO PARA PERSONAS CON











por mayoría se tomó el siguiente acuerdo cuya parte dispositiva en lo
que interesa dice:
DISCAPACIDAD PERMANENTE SEGÚN LEY N°8862 Y SU REGLAMENTO, 



 
 Previamente a resolver lo que corresponda, conceder audiencia al máster José Luis Bermúdez Obando, Director de Gestión Humana para que



realice una exposición sobre el Concurso N° 04-2017 Exclusivo Para Personas Con Discapacidad Permanente Según Ley N°8862 y Su Reglamento.
Por mayoría, en tanto se resuelve lo que proceda respecto a la gestión del señor Mario Mena Áyales, Presidente de la ANEJUD,  y  a la revisión



interpuesta por la señora Presidenta de la Corte Suprema de Justicia,  se suspende la ejecución de la segunda etapa del referido concurso, hasta
tanto se realice la audiencia con el máster  Bermúdez Obando.



“ (…)



3) 
 



El Integrante Amador Badilla vota porque se continúe con el respectivo concurso.”
 



-0-
 
Previamente a resolver lo que corresponda, por mayoría,  Solicitar a la Dirección Jurídica que analice la situación planteada y emita
criterio legal donde establezca las medidas que deben adoptarse y el procedimiento que legalmente se debe aplicar,  para cumplir con lo ordenado
por la Ley de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público (Ley N° 8862 del 16 de septiembre del 2010),
pero respetando los derechos de las personas interinas que vienen ocupando las plazas que se indican en el informe que ahora se conoce; por
cuanto este Consejo ordenó en su momento que fueran plazas nuevas vacantes las que se consideraran en el concurso  para este tipo de población.
Y no se cumplió con esta disposición.



se acordó:



Por su parte el integrante Amador vota por mantener su voto de minoría consignado en la sesión N° 31-17 del 30 de marzo de 2017,  artículo LXXV,
en el sentido de que se continúe con el citado concurso.”
 



-0-
 
La licenciada Karol Monge Molina, Directora Jurídica, mediante oficio N° DJ-AJ-4231-2017 del 22 de setiembre de 2017, indicó lo siguiente:
“En atención al correo electrónico del pasado 21 de septiembre del año en curso por medio del cual indican que
“…



…”.



en relación al seguimiento de asuntos pendientes, registra que el oficio N° 6883-17 relacionado con la referencia N° 5715-2015, tiene fecha de
vencimiento 20/09/2017. Como la fecha de remisión del informe no fue cumplida, de conformidad con lo dispuesto por Consejo Superior del Poder
Judicial en sesión del 17 de mayo de 2012, artículo LXXXIII, debe remitir informe en 3 días hábiles a partir del siguiente al del recibo de este aviso
Se informa que esta Dirección se encuentra a la espera de una reunión que se solicitó con la Comisión Institucional de Empleabilidad, por lo anterior
de la manera más atenta se solicita prórroga para  poder atender lo dispuesto por el Consejo Superior.”



- 0 -
Acoger la gestión que hace la licenciada Karol Monge Molina, Directora Jurídica, y concederle prórroga de 1 mes contado a partir de la



comunicación de este acuerdo,  para que remita el informe solicitado en sesión N° 54-17 celebrada el 02 de junio de 2017, artículo XCV. 
”



Se dispuso: 
Se declara



acuerdo firme.”



- 0 -



Por su parte, el máster José Luis Bermúdez Obando, en su condición de Coordinador de la Comisión Especializada de Empleabilidad, en oficio CEE-
003-17 de 15 de enero de 2018, manifestó:
El presente informe responde a la reserva de puestos para personas con discapacidad, en el marco de lo establecido en la Ley de Inclusión y



Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público, Nº 8862, la cual indica que los Poderes del Estado deben reservar,
cuando menos un porcentaje de un cinco por ciento (5%) de las vacantes, para ser cubiertas por personas con discapacidad, siempre que exista
oferta de empleo.



“



Esta Comisión Especializada de Empleabilidad, tiene entre otras funciones a cargo, realizar anualmente  un estudio para identificar los puestos que
serán objeto de una reserva y para ello debe consultar obligatoriamente las bases de datos institucionales internas, según lo establece el artículo N°
5 del reglamento de la mencionada Ley.
Sobre este particular, analizando los índices proporcionados por la relación de puestos de la Unidad de Presupuesto de Gestión Humana, se
determinó que con el presupuesto anual se crearon 221 plazas ordinarias para el año 2017, adscritas a los diferentes ámbitos institucionales,
incluidas aquellas relacionadas a la entrada en vigencia de la Reforma Procesal Laboral.
Asimismo, la cantidad de puestos que obtuvieron la condición de vacantes en años anteriores por motivos de jubilaciones, ascensos, renuncias u
otros, ronda entre las  863 plazas a la fecha (incluye algunas de las plazas mencionadas en el párrafo anterior), pertenecientes a clases
contempladas por la Sección de Análisis de Puestos como sujetas a posibilidad de reserva.
Aunado a lo anterior, esta Comisión ha tenido conocimiento de diversos factores relevantes que inciden directamente en la proyección de una nueva
política institucional, los cuales nos permitimos desarrollar a continuación:
1-           Evolución de los procesos selectivos efectuados en cumplimiento de la Ley 8862.
En primer término, es importante destacar aquellas acciones desarrolladas a nivel institucional por la Dirección de Gestión Humana en coordinación
con la Comisión Especializada en materia de empleabilidad durante el presente año.



 1.1. Concurso , bajo la Modalidad de Reclutamiento y Selección para
personas con discapacidad.



 Exclusivo para personas con discapacidad permanenteCN° 04-2017



 
A. Publicación:
La Sección de Reclutamiento y Selección publicó el concurso en el período comprendido entre el 20 y el 31 de marzo de 2017.
 
Dicho concurso, se publicó en la página  del Ministerio de Trabajo y el Instituto Nacional de Aprendizaje, además en el sitio Web del
Consejo Nacional de Personas con Discapacidad CONAPDIS, así como en la página Web de Gestión Humana del Poder Judicial.



Busco Empleo



Para este concurso se dispuso de un total de 32 plazas vacantes de las siguientes clases de puesto:
·             Asistente Administrativo 1, 2 y 3.
·             Asistente Administrativo Regional 1 y 2.
·             Auxiliar Administrativo, Auxiliar de Recepción, Registro y Entrega de Documentos.
·             Auxiliar de Contraloría de Servicios.
·             Auxiliar de Servicios Generales 2.
·             Técnico Administrativo 1 y 2.
·             Técnico de Radio.
Lo anterior, según lo aprobado en la sesión del Consejo Superior N° 100-16 del 01 de noviembre del 2016, artículo LXXIX.
 











B. Revisión de Requisitos:
Conforme los resultados obtenidos, se inscribieron un total de 500 personas, de las cuales 235 fueron desestimadas por falta de requisitos
académicos y de experiencia o bien porque la persona oferente indicó no poseer algún tipo de discapacidad y que se inscribió por error.
A la fecha se mantiene otro pequeño grupo que aún no se ha desestimado pero que para su continuidad acudimos al criterio de la Dirección Jurídica,



con la finalidad de determinar si por medio de la aplicación de “acciones afirmativas o discriminación positiva” podrán permanecer en el proceso.
[1] 



 
C. Remisión de documentación al Servicio de Salud:
Posterior a esta revisión, se trasladó el listado de personas activas (que cumplen requisitos para al menos un puesto) al Servicio de Salud del Primer
Circuito Judicial de San José, junto con la documentación médica aportada por cada una de las personas participantes.
Lo anterior con el objetivo de que dicha información sea analizada por parte de las personas profesionales del área médica, para precisar el protocolo
siguiente, es decir, determinar si esos oferentes efectivamente cuentan con una discapacidad, para proceder con la definición de la etapa evaluativa,
o en su defecto que se recomienden otras alternativas para conocimiento y resolución de la Comisión de Empleabilidad.
En la misma línea, se debe destacar el hecho de que la Institución es pionera en la materia de empleabilidad de personas con discapacidad, por lo
cual se encuentra en proceso de construcción conforme se avanza en cada una de las etapas del modelo de Reclutamiento y Selección de Personas
con Discapacidad.
Las primeras fases de revisión y validación de requisitos para este concurso, han resultado sumamente complejas, por la carencia de información
amplia y válida en la materia a nivel nacional, limitando las posibilidades de contar con apoyo en el desarrollo de las diversas áreas de Recursos
Humanos en función de las necesidades de las personas participantes.
Uno de los ejemplos más claros que podemos mencionar es la dificultad de corroborar la discapacidad de las personas participantes, pues según se
establece en el Reglamento de la Ley 8862, artículo 1º, apartado P, estos participantes debían presentar una 



, que indicara el porcentaje y tipo de discapacidad permanente presente en
el oferente.



certificación emitida por la
Dirección de la Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social



No obstante, en marzo del presente año,  a raíz de un recurso interpuesto ante la Sala Constitucional por la Presidenta Ejecutiva de esa misma
institución, se declara inconstitucional el Decreto número 36042 



 del 10 de mayo de 2010, así como el conjunto de disposiciones denominadas 
"Oficialización de las Normas de Acreditación de la Discapacidad para el Acceso a



Programas Selectivos y de Salud” "Normas de Acreditación de la
Discapacidad para el Acceso a los Programas Sociales Selectivos y de Salud".
Ante este panorama, la Dirección de Gestión Humana se vio obligada a recurrir a otras alternativas para solventar dicho requisito, así pues, por
consenso se determinó recibir diferente documentación médica como epicrisis, dictámenes médicos, expedientes de instituciones entre ellas, el INS,
CENARE, Hospitales y Clínicas públicas y privadas a nivel nacional, más la información referida en la oferta por la personas participantes, para
subsanar la falta de la certificación, por lo menos en forma preliminar, pues como ya se indicó, no existe a nivel nacional una instancia que pueda
certificar la condición de discapacidad para este grupo de personas oferentes en particular.
 
D. Fases pendientes del concurso:
_ Aplicación y evaluación de pruebas: una vez que se defina por parte del Servicio de Salud el listado definitivo de personas que sí poseen una
discapacidad permanente         -bajo la premisa de que este objetivo sea realizable a nivel interno- la etapa siguiente consistirá en determinar para
cada persona (según su condición particular) si los instrumentos evaluativos están acordes con su situación, tal como corresponde según la
normativa en esta materia.
En otras palabras, estas pruebas selectivas deben adecuarse y adaptarse a la discapacidad que presenten las personas interesadas, es decir



interponiendo los ajustes razonables  que se requieran,
[2]



 pues conllevan una adaptación a nivel de instrumentos, espacios físicos donde se llevarían
a cabo las pruebas, además de adecuación de pautas básicas para facilitar la interacción y comunicación con las personas, en otros términos, se
requerirán diversos apoyos a nivel de servicios, equipos y sistemas de comunicación.
Finalmente se realizará la aplicación de pruebas u otros instrumentos para determinar la idoneidad de ese grupo de oferentes, esto de conformidad
con la regulación institucional, así como la correspondiente etapa de atención de consultas, apelaciones o devoluciones que pudieran recibirse una
vez comunicados los resultados.
_ Confección de Nómina (lista de elegibles con discapacidad): La Sección de Reclutamiento y Selección confeccionará una nómina o una terna
según se establezca, basada en las personas candidatas que obtuvieron resultados favorables en las pruebas y que según las bases del concurso
ordinarias, adquieran la condición de elegibilidad.
_ Acompañamiento durante nombramiento de elegibles: Como penúltima fase del modelo, tenemos la remisión de las nóminas a las jefaturas de
las oficinas que tienen puestos reservados, quienes de acuerdo con lo establecido en la regulación vigente, están en la obligación de escoger a una
de las personas candidatas que se le envíen o bien a quien resulte elegible cuando la nómina o terna esté conformada por una sola persona.
Una vez que se tome la decisión se remitirá al Consejo Superior el detalle de la persona con discapacidad propuesta y los ajustes que se requieren,
para cada uno de los puestos en concurso, siempre y cuando se cuente con personas elegibles suficientes; caso contrario, según la misma norma lo
establece, se procedería con el llenado mediante el registro ordinario, o bien, un escenario alternativo podría ser mantener esas plazas con la misma
condición de reserva para un próximo proceso, decisión que en llegado el momento habrá que valorar.
_ Proceso de Adecuación: Con la aplicación de esta fase se pretende adaptar el entorno laboral a las necesidades o condiciones que requieran las
personas con discapacidad que ingresarían al Poder Judicial.
Para llevar a cabo una adecuada aplicación del aspecto citado, se recomienda la colaboración de entes técnicos, como la Sección de Salud
Ocupacional, la cual desde una perspectiva multidisciplinaria podría establecer condiciones en los diferentes ambientes para la adaptación al entorno
y capacidades físicas de las personas trabajadoras.



 1.2. Concurso  Juez o Jueza Civil, Exclusivo para personas con discapacidad permanente.CJ° 0026-2017
 
A. Publicación:
El concurso en mención tuvo un período de inscripción del 24 de julio del 2017 al 08 de agosto del 2017.
 
B. Revisión de Requisitos:
Para este proceso selectivo, se inscribieron en total 17 personas, 7 hombre y 10 mujeres, los cuales fueron convocados a pruebas.
 
C. Aplicación de pruebas:
No se presentaron al examen: 11
Examen insuficiente: 4
No elegible: 1
2-           Llenado de vacantes por modelo ordinario:
Al momento de realizar el estudio de puestos vacantes para el año 2016, se identificaron un total de 714 plazas vacantes ordinarias al 29 de enero











del 2016, correspondientes a puestos contenidos en los grupos ocupacionales publicados en la convocatoria CV-015-2015.
La cantidad de vacantes, correspondía a todas las plazas de apoyo operativo, asistencial y técnico, incluidas en las convocatorias del Modelo
Ordinario de Reclutamiento y Selección aprobado por el Consejo Superior en sesión Nº 12-15, celebrada el 12 de febrero de 2015, artículo LXV.
Este modelo evaluativo para la dotación de personal sustituto y nombramiento en propiedad, a la fecha se encuentra en las etapas de remisión de
nóminas en los circuitos judiciales de Limón (finalizado), Guanacaste, Zona Norte y Zona Sur. Por su parte, el gran área metropolitana está en
confección de promedios finales de todas las personas participantes y se estima para el próximo año, la culminación de las fases pendientes.
Lo expuesto demuestra, que si se efectuara la nueva reserva con la relación de puestos que se mantiene al día, se tendrían que considerar las
mismas vacantes del año 2016, principalmente las concentradas en el GAM, predominantemente en el ámbito administrativo, lo que arrojaría los
mismos porcentajes de cantidades y distribuciones de clases a la anterior reserva, generando una duplicidad en la reserva.
3-           Informe pendiente de la Dirección Jurídica sobre la constitución de reserva:
En la sesión del Consejo Superior N° 054 del 02 de junio del 2017, artículo XCV, dicho órgano conoció varias apelaciones presentadas por la
Secretaría General del Organismo de Investigación Judicial, además de la Asociación Nacional de Empleados Judiciales, en las cuales solicitaban la
exclusión de puestos de la reserva aprobada en aquel momento (para el concurso que aún está en proceso).
A raíz de esas apelaciones, y otras presentadas directamente en la Sección de Reclutamiento y Selección, el Consejo acordó lo que se transcribe a
continuación:
 “Solicitar a la Dirección Jurídica que analice la situación planteada y emita criterio legal donde establezca las medidas que deben adoptarse y el
procedimiento que legalmente se debe aplicar,  para cumplir con lo ordenado por la Ley de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con
Discapacidad en el Sector Público (Ley N° 8862 del 16 de septiembre del 2010), pero respetando los derechos de las personas interinas que vienen
ocupando las plazas que se indican en el informe que ahora se conoce; por cuanto este Consejo ordenó en su momento que fueran plazas nuevas
vacantes las que se consideraran en el concurso  para este tipo de población. Y no se cumplió con esta disposición.”
Posteriormente, la Dirección Jurídica contactó a esta Comisión para coordinar una reunión, con el fin de poder averiguar los detalles y definir el
procedimiento solicitado, por lo tanto, hasta tanto no se tenga conocimiento de la recomendación que se emita relacionado al tema, no se tiene claro
qué recomendaciones o línea deberá seguir el subproceso a cargo de realizar la próxima reserva; en especial si se considera que aún no ha
concluido el primero proceso según la reserva anterior, y por consiguiente la experiencia que se ha acumulado en este lapso será un insumo vital
para la toma de decisiones al momento de identificar las plazas que podrían ser objeto de reserva, para el siguiente proceso.
4-           Recurso de Amparo interpuesto por la servidora Iveth R. Saborío Chacón.
La Sala Constitucional mediante resolución del 13 de setiembre del 2017, expediente N° 17-014266-0007-CD, notificó a la Dirección de Gestión
Humana, el recurso interpuesto por la señora Iveth Rebeca Saborío Chacón, quien se encuentra nombrada de manera interina en una de las plazas
reservada para el concurso CN-04-2017, alegando lo que se transcribe:
… cuando estaba en su casa disfrutando de la licencia de maternidad, recibió un mensaje del Lic. […], quien le solicitó su presencia en la oficina.
Añade que, al acudir al despacho, su jefe le informó que, a partir del lunes 20 de marzo de 2017, la plaza que estaba ocupando saldría a concurso,
pero, exclusivo para personas con discapacidad….
Considera que la actuación del Poder Judicial es, totalmente, discriminatoria, pues, atenta contra sus derechos fundamentales. Agrega que la
disposición del Poder Judicial le causa indefensión, violenta su derecho al trabajo y, consecuentemente, lesiona el derecho de su hija de 8 meses de
edad a disfrutar de una lactancia saludable. Esto, por cuanto,  producto del estrés que le ha generado la noticia, ha estado atravesando crisis
nerviosas muy fuertes que han afectado a su bebé.”
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 29, siguientes y concordantes de la Ley de Jurisdicción Constitucional, se procedió a contestar el
recurso y se está a la espera de la resolución de la Sala.
Este es otro elemento cuyo resultado por ahora es incierto, y por tanto podría afectar o beneficiar la continuidad del presente proceso (relacionado
con el concurso N° 04-17 exclusivo para personas con discapacidad), y eventualmente también los procedimientos para identificar en el futuro las
plazas que deberán reservarse a efecto de cumplir con la Ley 8862.
 
5-           Conclusiones y recomendaciones.
Esta Comisión como responsable de informar al jerarca institucional lo relacionado al tema de empleabilidad y del estudio de reserva, además de
recomendar las adecuaciones pertinentes aplicables al proceso de contratación, analizando el contexto, considera prudente 



, de acuerdo con las siguientes justificantes:
no realizar reserva de



puestos para el año 2017
1.           Concurso no finalizado. Los procesos selectivos iniciados en el 2017, se encuentran en trámite pues han resultado sumamente complejos,
no solo por la poca experticia en la materia a nivel país, sino también porque la única institución a nivel nacional que eventualmente podría certificar
en esta materia, como es la Caja Costarricense de Seguro Social, impulsó la derogatoria de las normas de acreditación de la discapacidad, decreto
que constituía la única herramienta para identificar en forma efectiva (bajo principios científicos y de legalidad) a las personas en dicha condición.
Lamentablemente ese decreto ejecutivo fue anulado este año a raíz de una acción de inconstitucionalidad, lo que implica para el Poder Judicial una
paradoja con respecto al abordaje de la documentación que presentaron las personas oferentes.
Este hecho, desde la perspectiva del concurso que nos ocupa, redunda en un análisis aún más detallado de cada etapa, con la inseguridad jurídica
de los resultados que se obtendrán más adelante; pues, aunque se están encausando los esfuerzos para garantizar el beneficio de la población y la
construcción de precedentes para el modelo de reclutamiento, no se puede asegurar el éxito en un proceso como este, de construcción y
aprendizaje. 
Adicionalmente, por lógica procesal no es conveniente crear un nuevo concurso y  generar expectativas en las personas participantes, sin tener claro
el panorama del desarrollo y finalización de todas las acciones del actual proceso, es decir, hasta contar con la certeza de que las plazas dispuestas
para tales efectos lograron ser llenadas con personas con discapacidad, o en su defecto analizar las consecuencias de no poder hacerlo y valorar
escenarios alternativos para un nuevo trámite.
Una vez nombrados en propiedad los puestos de reserva, es conveniente elaborar estadísticas que reflejen, con el mayor desglose posible, de los
procesos realizados,  toda vez que la idea del análisis es la mejora continua del mismo y evitar la réplica de los inconvenientes presentados.
Lo anterior, se puede desarrollar en apego a lo estipulado por la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, específicamente
a su artículo 31 pues atañe a la recopilación de información adecuada, incluidos datos estadísticos y de investigación, que permita formular y aplicar
políticas, a fin de dar efecto a la citada Convención.
2.           Llenado de vacantes de procesos ordinarios pendientes de finalizar. Según la relación de puestos, las plazas vacantes sujetas a
posibilidad de reserva  aumentaron, sin embargo, la base de puestos contemplada en la reserva del 2016, se mantiene igual por cuanto la Sección de
Reclutamiento y Selección se encuentra en el proceso de llenado de vacantes por medio del modelo ordinario, esto indica que los porcentajes de
reserva y los puestos a contemplar se repetirían en una nueva reserva.
3.           Consultas jurídicas y recurso de amparo en proceso. Tanto el resultado del recurso de amparo interpuesto, como de los informes
(acciones afirmativas y proceso de construcción de reserva) pendientes de pronunciamiento por parte de la Dirección Jurídica, podrían modificar la
metodología utilizada. De la misma forma la conformación y preparación de la reserva o plazas para el concurso no deberían adelantarse sin antes
contar con la certeza de que el primer proceso ha caminado de la forma correcta.











En resumen, esta comisión, no solo busca cumplir con la Ley 8862, sino con el espíritu de ésta, es por ello que pretende brindar oportunidades reales
y adecuadas a la población de personas con discapacidad que quieren laborar en el Poder Judicial, y para ello se considera trascendental finalizar el
presente proceso selectivo para nombrar personas con discapacidad, conocer y valorar los resultados, compartir la experiencia adquirida, y realizar
las correcciones procesales que sean necesarias a futuro, antes de iniciar con un nuevo ciclo de reserva que por sí mismo, no aporta ningún valor al
cumplimiento de la Ley, si no es por medio de resultados materializados.
En su lugar, esta representación se compromete a informar periódicamente a ese Consejo, el grado de avance en cada una de las etapas pendientes
del presente proceso, es decir, por un lado el abordaje de la documentación que las personas presentaron para “dar validez a su condición de
discapacidad” así como las medidas que se aplicarán en la etapa evaluativa, y por otra parte los resultados que arrojen otros órganos, a saber, la
Sala Constitucional y la Dirección Jurídica.
Por todo lo anterior, se recomienda suspender temporalmente la reserva de plazas exclusivas para personas con discapacidad del año 2017, hasta el
momento en que esta Comisión presente el informe final con el detalle de los alcances, limitaciones, hallazgos y propuestas de mejora para el
establecimiento periódico de procesos de esta naturaleza en el Poder Judicial.”



- 0 -
La Secretaría General de la Corte, informa que según los registros que para tal efecto se lleva este despacho, a la fecha no se ha recibido el informe
solicitado a la Dirección Jurídica en la sesión N° 54-17 celebrada el 2 de junio de 2017, artículo XCV.
Se acordó: Apartarse del Criterio de la Comisión de Empleabilidad, en consecuencia: Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que mantenga la
reserva de plazas 2017 y promueva, a la brevedad,  el concurso respectivo exclusivo para personas con discapacidad permanente, toda vez, que la
Ley de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público, Nº 8862, obliga a los Poderes del Estado a reservar
cuando menos un 5% (cinco por ciento) de las plazas vacantes para ser cubiertas por personas con capacidades diferentes y la Institución no está
exenta de su cumplimiento.



 



 
[1]



Según definición de la Real Academia Española, se refieren a la protección de carácter extraordinario que se da a un grupo social,
históricamente discriminado.
[2]



 Por “ajustes razonables” se entenderán las modificaciones y adaptaciones  necesarias y adecuadas que no impongan una carga
desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un caso particular, para garantizar a las personas con discapacidad el goce o ejercicio, en
igualdad de condiciones con las demás, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales. Convención sobre los Derechos de las Personas
con Discapacidad.
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Acta de Consejo Superior Nº 086 - 2019



Artículo LII
Buscar en el acta actual...



03 de Octubre del 2019Fecha: 



 



ARTÍCULO LII



Documento N° 5715-15
 
En la sesión N° 75-19 celebrada el 27 de agosto del 2019, artículo III, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“El máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, mediante oficio N° 896-DG-2019 de
12 de agosto de 2019, presentó la siguiente gestión:
 
“…Con relación al contenido del oficio N° 8024-19 de 9 de agosto de los corrientes, me permito solicitarle una reconsideración de lo
acordado en la sesión N° 69-19 celebrada el 6 de agosto del 2019, Artículo XLIX, por medio del cual se acordó lo siguiente: “…Se
acordó: 1.) Tener por rendido el informe N° PJ-DGH-RS-0308-19 de la Sección de Reclutamiento y Selección de la Dirección de
Gestión Humana, relacionado con la Política de puestos de reserva, en aplicación a la ley 8862 para los años 2017 y 2018, así
como de los datos estadísticos aportados. 2.) Indicar a la Dirección de Gestión Humana, que debe promover a la brevedad la
realización de los concursos relacionados con estas plazas, con el fin de que se nombre a personas que cumplan con las
condiciones que estipula la ley antes referida.” A continuación, voy a referirme puntualmente a algunos aspectos contenidos en el
informe PJ-DGH-RS-0308-19 de la Sección de Reclutamiento y Selección de la Dirección de Gestión Humana, a saber:
 
�              “Una vez identificada la totalidad de vacantes de estos dos años, la revisión se basó en las clases que en su momento la
Sección de Análisis de Puestos estableció que pueden ser objeto de las reservas anuales (según su naturaleza, tareas típicas a
desarrollar, requerimientos físicos, sensoriales y psicosociales de cada uno de los puestos)”.
 
Como puede observarse, el estudio no fue realizado de manera integral, por lo que se dejaron aspectos importantes sin considerar,
como por ejemplo:  accesos a edificios, condiciones de iluminación, ventilación y mobiliario.  Se analizó la clase de puesto no así el
espacio físico y el entorno en el que la persona desarrollaría sus funciones, es decir, sin analizar de forma pormenorizada si la
oficina reúne las condiciones básicas que permitan proveer de condiciones óptimas a las personas con capacidades disminuidas.
 La ausencia de análisis de los factores antes mencionados implicaría adaptar el lugar de trabajo y a la persona que ocuparía el
puesto, situación que generaría ajustes presupuestarios no planificados que tomaría tiempo en su ejecución.
 
�              “Tomando en cuenta la información anterior y de acuerdo con lo que estable la Ley en esta materia, la cantidad de
plazas que se estarán reservando para el próximo concurso exclusivo para personas con discapacidad corresponden a catorce
puestos, cuyas cifras para efectos de cálculo se muestran en la siguiente tabla:
 



 2017 2018 Total
Cantidad total de
vacantes



108 176 284



Reserva del 5% 5 9 14
 
Con vista del cuadro anterior, se tiene que de las 14 plazas reservadas 4 pertenecen al Organismo de Investigación Judicial, lo cual
representa el 29% mientras que las oficinas restantes aportan únicamente el 7% (1 plaza). Lo anterior evidencia falta de equidad en
la distribución de la reserva de las plazas.    
 
�              “Es importante mencionar, que la experiencia laboral para esta población no necesariamente ha sido en puestos
oficinescos pues también se destacan en el área operativa, en actividades o negocios propios o familiares de distinta naturaleza,
toda vez que las oportunidades de trabajo a nivel nacional se ven limitadas por su condición”











 
De conformidad con lo expuesto, es posible que no se cuente con oferentes que reúnan el requisito de experiencia indicada en el
Manual Descriptivo de Clases de Puestos para los puestos reservados para el OIJ.
 
Es del caso hacer mención, que el requisito para desempeñarse como Auxiliar Administrativo demanda un mínimo de seis meses de
experiencia en labores relacionadas con el puesto, al igual que el Técnico Administrativo 1, mientras que para laborar como
Técnico especializado 2, se requiere un mínimo de un año de experiencia en labores relacionadas con el puesto.
 
Lo anterior, tomando en consideración que el dato suministrado en el cuadro N°5 corresponde a las personas participantes, no así
a las que se encuentran en condición de elegibles.  Situación que conduciría a realizar concursos que resultarían infructuosos, en
los cuales se invierte tiempo y dinero, dejado sin la posibilidad a la persona que ha venido desempeñando el puesto de manera
interina de optar por la plaza y de esta forma lograr estabilidad laboral.     
  
�              “…no existe un procedimiento que pueda ser de aceptación generalizada para identificar de un grupo de vacantes cuáles
serán objeto de reserva; no obstante, se procura que la elección de estos puestos responda por una parte a la satisfacción de las
necesidades de esa población, y por otra parte que en cada nuevo proceso de reserva anual se vayan considerando
paulatinamente todas las áreas de la institución, en forma equitativa…”,
 
Según lo expuesto, únicamente se valoraron los criterios del Departamento de Gestión Humana al momento de seleccionar las
plazas que serán utilizadas de reserva, sin tomar en consideración el perjuicio que se ocasionaría a las personas que actualmente
ocupan estos puestos de forma interina y que desconocían la condición que se le está dando a la plaza en la actualidad.
 
Asimismo, es importante indicar que el presente estudio no contempla las clases de puestos denominadas “de riesgo”, siendo que
en el OIJ el 75% de las plazas forman parte de los puestos policiales y de investigación, de ahí que únicamente contamos con un
25% de plazas administrativas y técnicas, por lo que llegará el momento en que la capacidad para aceptar plazas de reserva se
verá agotada. 
 
Seguidamente, voy a referirme sobre las plazas de OIJ que fueron incluidas en el estudio de Gestión Humana.
 
En el caso de la plaza N° 43215 que corresponde al puesto que se denomina “Auxiliar Administrativo”, adscrito a la Dirección
General del OIJ, voy a indicar someramente las labores que ejecuta, con la finalidad de que puedan considerar aspectos relevantes
que son determinantes para analizar la conveniencia o no de nombrar a una persona con discapacidad.  Lo anterior, en razón de
que el informe elaborado por Gestión Humana no hace referencia al tipo de discapacidad que podría presentar la persona ofertante
que se estaría considerando como posible candidato o candidata para desempeñarse en cada uno de los puestos seleccionados.
 
Las labores que ejecuta el Auxiliar Administrativo de la Dirección General del OIJ, en términos generales son las siguientes:
 
�              Mantener actualizado el archivo digital y físico que se ubica en un habitáculo anexo a los baños que se ubican fuera de la
oficina.
 
�              Revisión de los correos electrónicos remitidos por el Jefe de Despacho y la persona que se desempeña en la Recepción,
con la finalidad de alimentar y asignar referencias en el sistema denominado “Sistema Integrado de Correspondencia Electrónica
SICE”.
 
�              Prestar colaboración a los demás servidores de la Dirección General en la ubicación de documentación física y digital.
 
�              Atención de visitas, sirviendo café y gestionando aspectos técnicos y materiales necesarios para la realización de
reuniones, como la conexión de sistemas audiovisuales, entre otros.
 
�              Colaboración en las compras de artículos necesarios para la atención de reuniones.
 
�              Realizar suplencias temporales de los compañeros que prestan funciones en la Recepción y en la Secretaría de la











Dirección General (Director y Subdirector General).
 
En el caso específico de las funciones que debe ejecutar el personal que ostenta la clase de puesto Técnico Administrativo 1 (en su
clase angosta Técnico de Archivo Criminal), plaza N° 95366 es necesario indicarles, que a pesar de estar denominado, en su clase
ancha como puesto administrativo, la naturaleza del trabajo engloba una serie de aspectos operativos que se estima conveniente
sean tomados en consideración por este órgano previo a que se publique el concurso respectivo de manera formal.
 
Dentro de las tareas de este puesto se debe estar constantemente en contacto directo con personas detenidas para la toma de
huellas, fotografías y captar sus características físico-cromáticas con el fin de incluirlas en la herramienta digital dispuesta para
dicho fin. Cabe destacar que los espacios destinados para el desarrollo de esta función se ubican dentro del área de celdas de
este Organismo.
 
Asimismo, otra de las funciones que debe desempeñar la persona que ocupe este cargo se encuentra la de entrevistar ofendidos y
testigos de una causa penal para captar información relevante sobre las características de una persona sospechosa de la comisión
de un delito. A partir de dicho diálogo debe materializar las manifestaciones en un reconocimiento fotográfico que permita en alto
grado de probabilidad individualizar al presunto responsable del hecho punible.
 
Como parte del catálogo funcional también se encuentra la atención y evacuación de consultas a las distintas organizaciones
policiales desde la cabina de radio sobre personas, vehículos y objetos requeridos judicialmente.
 
Por lo tanto, el elenco de labores críticas del puesto Técnico Administrativo 1 asignada al Archivo Criminal requiere una constante
movilización dentro de los espacios físicos respectivos y una aguda percepción por medio de los sentidos sobre las particularidades
que se presentan en cada caso atendido en el Archivo Criminal para cumplir con una adecuada identificación técnico-policial de las
personas.
 
Derivado de lo anterior, se debe tomar en cuenta que el espacio físico que ocupa el Archivo Criminal no cumple con los criterios
técnicos mínimos para el desarrollo y movilización de personas con discapacidad, toda vez que la infraestructura en razón de su
antigüedad no se encuentra diseñada con las condiciones óptimas para esta población y en virtud de la expectativa de la
construcción de un nuevo edificio para el Organismo de Investigación Judicial sobreviene la dificultad de realizar modificaciones que
requieran partidas presupuestarias para estos fines.
 
Del mismo modo, debe considerarse que la naturaleza del Archivo Criminal exige que el servicio se preste de manera incesante, por
lo cual la plaza de Técnico Administrativo 1 mantiene horarios rotativos y alternado tanto en el Primer y Segundo Circuito Judicial de
San José para asegurar la continuidad del servicio público 24/7.
 
Finalmente, no se omite señalar que la plaza 95366 se encuentra ocupada de manera interina y continua desde el 01 de marzo del
año 2018 por un servidor, el cual quedaría cesado definitivamente pues el Archivo Criminal no cuenta en la actualidad con otra
plaza donde se pueda reubicar al servidor, razón por la cual se podría incurrir en un grave perjuicio para esta persona.
 
En lo que concierne al puesto N° 111251 de la Delegación Regional de Cartago, hago de su conocimiento que dicha plaza es de
Técnico Especializado, que corresponde a Radio Operador.  Al respecto, debe considerarse que por l a naturaleza del puesto la
persona que lo ocupe debe ser de total confianza de la Jefatura, por cuanto es quien recibe de primera mano todas las
informaciones que ingresan a la delegación, muchas de estas de carácter confidencial. 
 
Aunado a lo anterior, quien se desempeñe como Radio Operador debe saberse plenamente las claves, las cuales son básicas en la
atención del radio y del teléfono (este puesto atiende la central telefónica de la Oficina), ya que debe desenvolverse con fluidez en
la atención de público, así como saber identificar cuando se trata de una verdadera llamada de emergencia, brindar un trato
adecuado a informantes, entre otros.  Además, debe tener la capacidad, adiestramiento y desempeño, para la atención de un caso
de crisis, conocimientos que no se adquieren de la noche a la mañana, sino que es con mucha práctica, siendo que nuestra
regional es una de las tres más grandes a nivel nacional, con mucho movimiento de personal y flujo de llamadas y comunicaciones,
motivo por el cual es indispensable que el Radioperador posea mucha experiencia, agilidad y versatilidad para el desempeño de
sus funciones.
 
También, es importante valorar que, dada la naturaleza del puesto, quien lo ocupe debe ser una persona que se encuentre al
100% de sus capacidades, por cuanto su capacidad de escucha y habla es esencial para cumplir con las funciones propias del
puesto.  Sumado a lo anterior, es preciso que la persona pueda desplazarse rápidamente y sin ninguna dificultad por diferentes
sectores de la oficina y del edificio, para la lograr coordinaciones prontas e inmediatas necesarias para la atención de casos de
emergencias.
 
En el caso específico de Cartago, debo hace mención que la persona que ocupa actualmente el puesto en cuestión, lo ha hecho
por casi diez años.
 
Por otro lado, con relación a la plaza N° 112394 que corresponde al puesto de Auxiliar Administrativo del Departamento de Medicina
legal, debo indicar que en la misma se ha venido desempeñando de forma interina desde hace meses atrás, una servidora que
actualmente está en período de lactancia, motivo por el cual considero debe valorarse su condición, a la luz de los dispuesto por el











Código Laboral, con la finalidad de no incurrir en una discriminación en atención a su condición actual.
 
Adicionalmente, deseo hacer las siguientes valoraciones, apreciaciones y sugerencias en torno a la situación detallada:
 
1-             Preocupa al suscrito que el acuerdo tomado en la sesión en mención involucre a personas que han venido ocupando de
forma interina un puesto vacante dentro del Organismo de Investigación Judicial, con expectativas a futuro de poder ocuparlo en
propiedad.  En otras ocasiones, cuando se ha dispuesto algún cambio en la condición de un puesto, se ha dispuesto que el cambio
opere a futuro, es decir, cuando las plazas queden vacantes sin nombramientos interinos.  Lo anterior, con el propósito de no
afectar a la persona que se ha venido desempeñando de forma satisfactoria en el mismo, incluso durante varios meses o años.  En
ese sentido, me parece conveniente que se ordene que cuando las plazas queden vacantes sin nombramientos interinos, se
disponga que no se pueden realizar nuevos nombramientos interinos hasta que las personas con discapacidad se nombren, ya que
de lo contrario deviene en una grosería para quienes han venido ocupando plazas vacantes con expectativas de nombramientos en
propiedad en el corto plazo.
 
2-             Es importante tener presente que, si bien es cierto, nos compete garantizar el cumplimiento de las leyes aprobadas, eso
no implica que deban desatenderse o vulnerarse los derechos de aquellas personas que han venido ocupando de forma interina
las plazas vacantes durante un tiempo determinado.  Para el suscrito, la persona que ocupa el puesto de forma interina debería de
ser incluido en la nómina y poder ser elegido, puesto que es una persona probada y con buen rendimiento, de ahí que no tiene
sentido que sea sustituido arbitrariamente por otra persona sobre quien se desconoce si será eficiente en el puesto, ajeno al tema
de su discapacidad.
 
3-             Otro aspecto importante a tener en cuenta es el hecho de que la reforma procesal laboral estableció la prohibición de
discriminación bajo severas penas, lo cual estaría ocurriendo en este caso, ya que se limita, y por ende, se discrimina la
participación como oferente en el puesto a una persona que se acredita que lo desempeña adecuadamente, únicamente por no
contar con una discapacidad, con lo cual estaríamos dando pie a la discriminación inversa o discriminación positiva. 
 
Ante esa situación, estaríamos dando un trato discriminatorio a las personas que no cuenten con una discapacidad, lo que
evidentemente les causaría un perjuicio, pues se les estaría vulnerando su derecho a la estabilidad en un puesto de la
Administración Pública.
 
Bajo ese entendido, creo conveniente que el Poder Judicial tome acciones para asegurar el cumplimiento de la Ley N° 8862 en
beneficio de las personas con discapacidad. No obstante, deben plantearse otras opciones que no impliquen o conlleven el hecho
de que se tenga que disponer de plazas que si bien es cierto, están vacantes, en las mismas se han venido desempeñando
personas con aspiraciones a lograr la estabilidad en un puesto, ya sea de índole administrativo o profesional.
 
4-             Debe tomarse en consideración el principio constitucional de idoneidad comprobada, contenido en el artículo 192 de la
Constitución Política.  Si bien es cierto, nuestro Ordenamiento Jurídico no define el término “idoneidad comprobada”, según el
tratadista Guillermo Cananellas, la idoneidad implica un complejo de circunstancias que van desde la comprobación de condiciones
físicas y el cumplimiento de requisitos reglamentarios o la demostración de dotes para el cargo o el encargo, haciendo referencia
incluso a que otras veces sólo la práctica o la experiencia coronada por resultados satisfactorios, acredita la idoneidad del sujeto o
del objeto que se ha de elegir o emplear.
 
De lo expuesto, podríamos afirmar que la idoneidad se refiere a la aptitud o capacidad para realizar una función o desempeñar una
tarea. Explica la doctrina que el contenido de esta dependerá de las características peculiares de la vacante que se debe llenar y
del perfil requerido para llenarla, compuesto por aquellas condiciones físicas, psíquicas o morales que debe poseer el titular del
puesto. 
 
Partiendo de lo esgrimido, sería riesgoso asumir que una persona sólo por el hecho de cumplir con el requisito de ser una persona
con discapacidad vaya a desempeñar satisfactoriamente las labores encomendadas, según la naturaleza del puesto, es decir, llama
poderosamente la atención al suscrito, que simplemente con el objetivo de cumplir con lo preceptuado en una ley, se tenga que
prescindir de los servicios de personas que han venido demostrando que cumplen no sólo con los requisitos académicos propios
del puesto, sino que han demostrado contar con las capacidades y competencias necesarias para cumplir de forma eficiente las
labores encomendadas.
 
5-             A mi juicio, creo conveniente que para la reserva de plazas establecida por ley, se consideren únicamente las plazas
vacantes que no estén siendo ocupadas de forma interina por ninguna persona, ya sea aprobando la creación de plazas nuevas
para esos fines o disponiendo de aquellas que se van desocupando por motivos de jubilación, renuncia, despidos, separaciones
para mejor servicio público, entre otros.  Con esta medida se garantiza el cumplimiento de la ley, pero de forma progresiva, sin
afectar o perjudicar los derechos de las personas que han venido cumpliendo funciones en esos puestos de forma interina.
 
6-             El acuerdo adoptado vulnera seriamente los derechos de las personas que están nombrados en esos puestos, a quienes
incluso se les está poniendo en un estado de indefensión, puesto que en ningún momento fueron informados por la Comisión
Institucional de Empleabilidad del Poder Judicial acerca de la posibilidad de que los mismos fueran incluidos dentro del porcentaje
de plazas para dar cumplimiento a la Ley N° 8862, obviándose de esa forma el deber de darles audiencia considerando su
condición como posibles afectados.











 
7-             A criterio del suscrito, la selección de plazas no está debidamente justificada, dado que la misma no responde a estudios
técnicos que indiquen de forma pormenorizada la o las razones por las cuales fueron seleccionadas, situación que deviene en una
decisión arbitraria en menoscabo de las personas que están ocupando esos puestos actualmente.
 
En virtud de lo anterior, someto a su estimable consideración y estudio lo expuesto, sugiriendo salvo mejor criterio, que a futuro
únicamente se disponga de puestos creados de forma exclusiva para el cumplimiento de la Ley N° 8862, todo en resguardo de los
derechos de quienes han venido ocupando un puesto vacante de forma interina durante un tiempo determinado, con la expectativa
a mediano o corto plazo de ser considerado para optar ese puesto en propiedad y lograr estabilidad laboral.”
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Se acuerda: 1.) Rechazar el recurso planteado por el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de
Investigación Judicial. 2) Mantener incólume el acuerdo tomado en sesión N° 69-19 del 6 de agosto de 2019, artículo XLIX. 3.)
Trasladar a la Dirección de Gestión Humana, la inquietud presentada por el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del
Organismo de Investigación, en cuanto al porcentaje de plazas que se reservaron para el próximo concurso exclusivo para
personas con discapacidad en ese organismo e informe dentro del plazo de 5 días lo pertinente a este Consejo.”
 



- 0 -
 



              Informa la Secretaría General de la Corte que revisados los registros que esta lleva, no se ha recibido respuesta por parte
de la Dirección de Gestión Humana, referente al acuerdo tomado en la sesión N° 75-19 celebrada el 27 de agosto del 2019, artículo
III.
Se acordó: 1.) Tomar nota de la manifestación realizada por la Secretaría General de la Corte. 2.) Deberá la Dirección de Gestión
Humana en el plazo de 10 días contados a partir de la comunicación de este acuerdo, atender la solicitud realizada por este
Consejo Superior mediante la sesión N° 75-19 celebrada el 27 de agosto del 2019, artículo III, sobre el porcentaje de plazas que se
reservaron para el próximo concurso exclusivo para personas con discapacidad del Organismo de Investigación Judicial.
La Dirección General del Organismo de Investigación Judicial tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
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Artículo XXII
Buscar en el acta actual...



24 de Octubre del 2019Fecha: 



 



ARTÍCULO XXII



Documento N° 5715-15 / 13439-19
 
En sesión N° 86-19 celebrada el 03 de octubre del 2019, artículo LII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“En la sesión N° 75-19 celebrada el 27 de agosto del 2019, artículo III, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
 
“El máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, mediante oficio N° 896-DG-2019 de
12 de agosto de 2019, presentó la siguiente gestión:
 
“…Con relación al contenido del oficio N° 8024-19 de 9 de agosto de los corrientes, me permito solicitarle una reconsideración de lo
acordado en la sesión N° 69-19 celebrada el 6 de agosto del 2019, Artículo XLIX, por medio del cual se acordó lo siguiente: “…Se
acordó: 1.) Tener por rendido el informe N° PJ-DGH-RS-0308-19 de la Sección de Reclutamiento y Selección de la Dirección de
Gestión Humana, relacionado con la Política de puestos de reserva, en aplicación a la ley 8862 para los años 2017 y 2018, así
como de los datos estadísticos aportados. 2.) Indicar a la Dirección de Gestión Humana, que debe promover a la brevedad la
realización de los concursos relacionados con estas plazas, con el fin de que se nombre a personas que cumplan con las
condiciones que estipula la ley antes referida.” A continuación, voy a referirme puntualmente a algunos aspectos contenidos en el
informe PJ-DGH-RS-0308-19 de la Sección de Reclutamiento y Selección de la Dirección de Gestión Humana, a saber:
 
ü “Una vez identificada la totalidad de vacantes de estos dos años, la revisión se basó en las clases que en su momento la Sección
de Análisis de Puestos estableció que pueden ser objeto de las reservas anuales (según su naturaleza, tareas típicas a desarrollar,
requerimientos físicos, sensoriales y psicosociales de cada uno de los puestos)”.
 
Como puede observarse, el estudio no fue realizado de manera integral, por lo que se dejaron aspectos importantes sin considerar,
como por ejemplo: accesos a edificios, condiciones de iluminación, ventilación y mobiliario.  Se analizó la clase de puesto no así el
espacio físico y el entorno en el que la persona desarrollaría sus funciones, es decir, sin analizar de forma pormenorizada si la
oficina reúne las condiciones básicas que permitan proveer de condiciones óptimas a las personas con capacidades disminuidas.
 La ausencia de análisis de los factores antes mencionados implicaría adaptar el lugar de trabajo y a la persona que ocuparía el
puesto, situación que generaría ajustes presupuestarios no planificados que tomaría tiempo en su ejecución.
 
ü “Tomando en cuenta la información anterior y de acuerdo con lo que estable la Ley en esta materia, la cantidad de plazas que se
estarán reservando para el próximo concurso exclusivo para personas con discapacidad corresponden a catorce puestos, cuyas
cifras para efectos de cálculo se muestran en la siguiente tabla:
 



 2017 2018 Total
Cantidad total de
vacantes



108 176 284



Reserva del 5% 5 9 14
 
Con vista del cuadro anterior, se tiene que de las 14 plazas reservadas 4 pertenecen al Organismo de Investigación Judicial, lo cual
representa el 29% mientras que las oficinas restantes aportan únicamente el 7% (1 plaza). Lo anterior evidencia falta de equidad en
la distribución de la reserva de las plazas.    
 
ü “Es importante mencionar, que la experiencia laboral para esta población no necesariamente ha sido en puestos oficinescos pues
también se destacan en el área operativa, en actividades o negocios propios o familiares de distinta naturaleza, toda vez que las
oportunidades de trabajo a nivel nacional se ven limitadas por su condición”











 
De conformidad con lo expuesto, es posible que no se cuente con oferentes que reúnan el requisito de experiencia indicada en el
Manual Descriptivo de Clases de Puestos para los puestos reservados para el OIJ.
 
Es del caso hacer mención, que el requisito para desempeñarse como Auxiliar Administrativo demanda un mínimo de seis meses de
experiencia en labores relacionadas con el puesto, al igual que el Técnico Administrativo 1, mientras que para laborar como
Técnico especializado 2, se requiere un mínimo de un año de experiencia en labores relacionadas con el puesto.
 
Lo anterior, tomando en consideración que el dato suministrado en el cuadro N°5 corresponde a las personas participantes, no así
a las que se encuentran en condición de elegibles.  Situación que conduciría a realizar concursos que resultarían infructuosos, en
los cuales se invierte tiempo y dinero, dejado sin la posibilidad a la persona que ha venido desempeñando el puesto de manera
interina de optar por la plaza y de esta forma lograr estabilidad laboral.     
  
ü “…no existe un procedimiento que pueda ser de aceptación generalizada para identificar de un grupo de vacantes cuáles serán
objeto de reserva; no obstante, se procura que la elección de estos puestos responda por una parte a la satisfacción de las
necesidades de esa población, y por otra parte que en cada nuevo proceso de reserva anual se vayan considerando
paulatinamente todas las áreas de la institución, en forma equitativa…”,
 
Según lo expuesto, únicamente se valoraron los criterios del Departamento de Gestión Humana al momento de seleccionar las
plazas que serán utilizadas de reserva, sin tomar en consideración el perjuicio que se ocasionaría a las personas que actualmente
ocupan estos puestos de forma interina y que desconocían la condición que se le está dando a la plaza en la actualidad.
 
Asimismo, es importante indicar que el presente estudio no contempla las clases de puestos denominadas “de riesgo”, siendo que
en el OIJ el 75% de las plazas forman parte de los puestos policiales y de investigación, de ahí que únicamente contamos con un
25% de plazas administrativas y técnicas, por lo que llegará el momento en que la capacidad para aceptar plazas de reserva se
verá agotada. 
 
Seguidamente, voy a referirme sobre las plazas de OIJ que fueron incluidas en el estudio de Gestión Humana.
 
En el caso de la plaza N° 43215 que corresponde al puesto que se denomina “Auxiliar Administrativo”, adscrito a la Dirección
General del OIJ, voy a indicar someramente las labores que ejecuta, con la finalidad de que puedan considerar aspectos relevantes
que son determinantes para analizar la conveniencia o no de nombrar a una persona con discapacidad.  Lo anterior, en razón de
que el informe elaborado por Gestión Humana no hace referencia al tipo de discapacidad que podría presentar la persona ofertante
que se estaría considerando como posible candidato o candidata para desempeñarse en cada uno de los puestos seleccionados.
 
Las labores que ejecuta el Auxiliar Administrativo de la Dirección General del OIJ, en términos generales son las siguientes:
 
ü   Mantener actualizado el archivo digital y físico que se ubica en un habitáculo anexo a los baños que se ubican fuera de la
oficina.
 
ü   Revisión de los correos electrónicos remitidos por el Jefe de Despacho y la persona que se desempeña en la Recepción, con la
finalidad de alimentar y asignar referencias en el sistema denominado “Sistema Integrado de Correspondencia Electrónica SICE”.
 
ü   Prestar colaboración a los demás servidores de la Dirección General en la ubicación de documentación física y digital.
 
ü   Atención de visitas, sirviendo café y gestionando aspectos técnicos y materiales necesarios para la realización de reuniones,
como la conexión de sistemas audiovisuales, entre otros.
 
ü   Colaboración en las compras de artículos necesarios para la atención de reuniones.
 
ü   Realizar suplencias temporales de los compañeros que prestan funciones en la Recepción y en la Secretaría de la Dirección
General (Director y Subdirector General).











 
En el caso específico de las funciones que debe ejecutar el personal que ostenta la clase de puesto Técnico Administrativo 1 (en su
clase angosta Técnico de Archivo Criminal), plaza N° 95366 es necesario indicarles, que a pesar de estar denominado, en su clase
ancha como puesto administrativo, la naturaleza del trabajo engloba una serie de aspectos operativos que se estima conveniente
sean tomados en consideración por este órgano previo a que se publique el concurso respectivo de manera formal.
 
Dentro de las tareas de este puesto se debe estar constantemente en contacto directo con personas detenidas para la toma de
huellas, fotografías y captar sus características físico-cromáticas con el fin de incluirlas en la herramienta digital dispuesta para
dicho fin. Cabe destacar que los espacios destinados para el desarrollo de esta función se ubican dentro del área de celdas de
este Organismo.
 
Asimismo, otra de las funciones que debe desempeñar la persona que ocupe este cargo se encuentra la de entrevistar ofendidos y
testigos de una causa penal para captar información relevante sobre las características de una persona sospechosa de la comisión
de un delito. A partir de dicho diálogo debe materializar las manifestaciones en un reconocimiento fotográfico que permita en alto
grado de probabilidad individualizar al presunto responsable del hecho punible.
 
Como parte del catálogo funcional también se encuentra la atención y evacuación de consultas a las distintas organizaciones
policiales desde la cabina de radio sobre personas, vehículos y objetos requeridos judicialmente.
 
Por lo tanto, el elenco de labores críticas del puesto Técnico Administrativo 1 asignada al Archivo Criminal requiere una constante
movilización dentro de los espacios físicos respectivos y una aguda percepción por medio de los sentidos sobre las particularidades
que se presentan en cada caso atendido en el Archivo Criminal para cumplir con una adecuada identificación técnico-policial de las
personas.
 
Derivado de lo anterior, se debe tomar en cuenta que el espacio físico que ocupa el Archivo Criminal no cumple con los criterios
técnicos mínimos para el desarrollo y movilización de personas con discapacidad, toda vez que la infraestructura en razón de su
antigüedad no se encuentra diseñada con las condiciones óptimas para esta población y en virtud de la expectativa de la
construcción de un nuevo edificio para el Organismo de Investigación Judicial sobreviene la dificultad de realizar modificaciones que
requieran partidas presupuestarias para estos fines.
 
Del mismo modo, debe considerarse que la naturaleza del Archivo Criminal exige que el servicio se preste de manera incesante, por
lo cual la plaza de Técnico Administrativo 1 mantiene horarios rotativos y alternado tanto en el Primer y Segundo Circuito Judicial de
San José para asegurar la continuidad del servicio público 24/7.
 
Finalmente, no se omite señalar que la plaza 95366 se encuentra ocupada de manera interina y continua desde el 01 de marzo del
año 2018 por un servidor, el cual quedaría cesado definitivamente pues el Archivo Criminal no cuenta en la actualidad co n otra
plaza donde se pueda reubicar al servidor, razón por la cual se podría incurrir en un grave perjuicio para esta persona.
 
En lo que concierne al puesto N° 111251 de la Delegación Regional de Cartago, hago de su conocimiento que dicha plaza es de
Técnico Especializado, que corresponde a Radio Operador.  Al respecto, debe considerarse que por la naturaleza del puesto la
persona que lo ocupe debe ser de total confianza de la Jefatura, por cuanto es quien recibe de primera mano todas las
informaciones que ingresan a la delegación, muchas de estas de carácter confidencial. 
 
Aunado a lo anterior, quien se desempeñe como Radio Operador debe saberse plenamente las claves, las cuales son básicas en la
atención del radio y del teléfono (este puesto atiende la central telefónica de la Oficina), ya que debe desenvolverse con fluidez en
la atención de público, así como saber identificar cuando se trata de una verdadera llamada de emergencia, brindar un trato
adecuado a informantes, entre otros.  Además, debe tener la capacidad, adiestramiento y desempeño, para la atención de un caso
de crisis, conocimientos que no se adquieren de la noche a la mañana, sino que es con mucha práctica, siendo que nuestra
regional es una de las tres más grandes a nivel nacional, con mucho movimiento de personal y flujo de llamadas y comunicaciones,
motivo por el cual es indispensable que el Radioperador posea mucha experiencia, agilidad y versatilidad para el desempeño de
sus funciones.
 
También, es importante valorar que, dada la naturaleza del puesto, quien lo ocupe debe ser una persona que se encuentre al
100% de sus capacidades, por cuanto su capacidad de escucha y habla es esencial para cumplir con las funciones propias del
puesto.  Sumado a lo anterior, es preciso que la persona pueda desplazarse rápidamente y sin ninguna dificultad por diferentes
sectores de la oficina y del edificio, para la lograr coordinaciones prontas e inmediatas necesarias para la atención de casos de
emergencias.
 
En el caso específico de Cartago, debo hace mención que la persona que ocupa actualmente el puesto en cuestión, lo ha hecho
por casi diez años.
 
Por otro lado, con relación a la plaza N° 112394 que corresponde al puesto de Auxiliar Administrativo del Departamento de Medicina
legal, debo indicar que en la misma se ha venido desempeñando de forma interina desde hace meses atrás, una servidora que
actualmente está en período de lactancia, motivo por el cual considero debe valorarse su condición, a la luz de los dispuesto por el
Código Laboral, con la finalidad de no incurrir en una discriminación en atención a su condición actual.











 
Adicionalmente, deseo hacer las siguientes valoraciones, apreciaciones y sugerencias en torno a la situación detallada:
 
1-           Preocupa al suscrito que el acuerdo tomado en la sesión en mención involucre a personas que han venido ocupando de
forma interina un puesto vacante dentro del Organismo de Investigación Judicial, con expectativas a futuro de poder ocuparlo en
propiedad.  En otras ocasiones, cuando se ha dispuesto algún cambio en la condición de un puesto, se ha dispuesto que el cambio
opere a futuro, es decir, cuando las plazas queden vacantes sin nombramientos interinos.  Lo anterior, con el propósito de no
afectar a la persona que se ha venido desempeñando de forma satisfactoria en el mismo, incluso durante varios meses o años.  En
ese sentido, me parece conveniente que se ordene que cuando las plazas queden vacantes sin nombramientos interinos, se
disponga que no se pueden realizar nuevos nombramientos interinos hasta que las personas con discapacidad se nombren, ya que
de lo contrario deviene en una grosería para quienes han venido ocupando plazas vacantes con expectativas de nombramientos en
propiedad en el corto plazo.
 
2-           Es importante tener presente que, si bien es cierto, nos compete garantizar el cumplimiento de las leyes aprobadas, eso
no implica que deban desatenderse o vulnerarse los derechos de aquellas personas que han venido ocupando de forma interina
las plazas vacantes durante un tiempo determinado.  Para el suscrito, la persona que ocupa el puesto de forma interina debería de
ser incluido en la nómina y poder ser elegido, puesto que es una persona probada y con buen rendimiento, de ahí que no tiene
sentido que sea sustituido arbitrariamente por otra persona sobre quien se desconoce si será eficiente en el puesto, ajeno al tema
de su discapacidad.
 
3-           Otro aspecto importante a tener en cuenta es el hecho de que la reforma procesal laboral estableció la prohibición de
discriminación bajo severas penas, lo cual estaría ocurriendo en este caso, ya que se limita, y por ende, se discrimina la
participación como oferente en el puesto a una persona que se acredita que lo desempeña adecuadamente, únicamente por no
contar con una discapacidad, con lo cual estaríamos dando pie a la discriminación inversa o discriminación positiva. 
 
Ante esa situación, estaríamos dando un trato discriminatorio a las personas que no cuenten con una discapacidad, lo que
evidentemente les causaría un perjuicio, pues se les estaría vulnerando su derecho a la estabilidad en un puesto de la
Administración Pública.
 
Bajo ese entendido, creo conveniente que el Poder Judicial tome acciones para asegurar el cumplimiento de la Ley N° 8862 en
beneficio de las personas con discapacidad. No obstante, deben plantearse otras opciones que no impliquen o conlleven el hecho
de que se tenga que disponer de plazas que si bien es cierto, están vacantes, en las mismas se han venido desempeñando
personas con aspiraciones a lograr la estabilidad en un puesto, ya sea de índole administrativo o profesional.
 
4-           Debe tomarse en consideración el principio constitucional de idoneidad comprobada, contenido en el artículo 192 de la
Constitución Política.  Si bien es cierto, nuestro Ordenamiento Jurídico no define el término “idoneidad comprobada”, según el
tratadista Guillermo Cananellas, la idoneidad implica un complejo de circunstancias que van desde la comprobación de condiciones
físicas y el cumplimiento de requisitos reglamentarios o la demostración de dotes para el cargo o el encargo, haciendo referencia
incluso a que otras veces sólo la práctica o la experiencia coronada por resultados satisfactorios, acredita la idoneidad del sujeto o
del objeto que se ha de elegir o emplear.
 
De lo expuesto, podríamos afirmar que la idoneidad se refiere a la aptitud o capacidad para realizar una función o desempeñar una
tarea. Explica la doctrina que el contenido de esta dependerá de las características peculiares de la vacante que se debe llenar y
del perfil requerido para llenarla, compuesto por aquellas condiciones físicas, psíquicas o morales que debe poseer el titular del
puesto. 
 
Partiendo de lo esgrimido, sería riesgoso asumir que una persona sólo por el hecho de cumplir con el requisito de ser una persona
con discapacidad vaya a desempeñar satisfactoriamente las labores encomendadas, según la naturaleza del puesto, es decir, llama
poderosamente la atención al suscrito, que simplemente con el objetivo de cumplir con lo preceptuado en una ley, se tenga que
prescindir de los servicios de personas que han venido demostrando que cumplen no sólo con los requisitos académicos propios
del puesto, sino que han demostrado contar con las capacidades y competencias necesarias para cumplir de forma eficiente las
labores encomendadas.
 
5-           A mi juicio, creo conveniente que para la reserva de plazas establecida por ley, se consideren únicamente las plazas
vacantes que no estén siendo ocupadas de forma interina por ninguna persona, ya sea aprobando la creación de plazas nuevas
para esos fines o disponiendo de aquellas que se van desocupando por motivos de jubilación, renuncia, despidos, separaciones
para mejor servicio público, entre otros.  Con esta medida se garantiza el cumplimiento de la ley, pero de forma progresiva, sin
afectar o perjudicar los derechos de las personas que han venido cumpliendo funciones en esos puestos de forma interina.
 
6-           El acuerdo adoptado vulnera seriamente los derechos de las personas que están nombrados en esos puestos, a quienes
incluso se les está poniendo en un estado de indefensión, puesto que en ningún momento fueron informados por la Comisión
Institucional de Empleabilidad del Poder Judicial acerca de la posibilidad de que los mismos fueran incluidos dentro del porcentaje
de plazas para dar cumplimiento a la Ley N° 8862, obviándose de esa forma el deber de darles audiencia considerando su
condición como posibles afectados.
 











7-           A criterio del suscrito, la selección de plazas no está debidamente justificada, dado que la misma no responde a estudios
técnicos que indiquen de forma pormenorizada la o las razones por las cuales fueron seleccionadas, situación que deviene en una
decisión arbitraria en menoscabo de las personas que están ocupando esos puestos actualmente.
 
En virtud de lo anterior, someto a su estimable consideración y estudio lo expuesto, sugiriendo salvo mejor criterio, que a futuro
únicamente se disponga de puestos creados de forma exclusiva para el cumplimiento de la Ley N° 8862, todo en resguardo de los
derechos de quienes han venido ocupando un puesto vacante de forma interina durante un tiempo determinado, con la expectativa
a mediano o corto plazo de ser considerado para optar ese puesto en propiedad y lograr estabilidad laboral.”
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Se acuerda: 1.) Rechazar el recurso planteado por el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de
Investigación Judicial. 2) Mantener incólume el acuerdo tomado en sesión N° 69-19 del 6 de agosto de 2019, artículo XLIX. 3.)
Trasladar a la Dirección de Gestión Humana, la inquietud presentada por el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del
Organismo de Investigación, en cuanto al porcentaje de plazas que se reservaron para el próximo concurso exclusivo para
personas con discapacidad en ese organismo e informe dentro del plazo de 5 días lo pertinente a este Consejo.”
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            Informa la Secretaría General de la Corte que revisados los registros que esta lleva, no se ha recibido respuesta por parte
de la Dirección de Gestión Humana, referente al acuerdo tomado en la sesión N° 75-19 celebrada el 27 de agosto del 2019, artículo
III.
 
Se acordó: 1.) Tomar nota de la manifestación realizada por la Secretaría General de la Corte. 2.) Deberá la Dirección de Gestión
Humana en el plazo de 10 días contados a partir de la comunicación de este acuerdo, atender la solicitud realizada por este
Consejo Superior mediante la sesión N° 75-19 celebrada el 27 de agosto del 2019, artículo III, sobre el porcentaje de plazas que se
reservaron para el próximo concurso exclusivo para personas con discapacidad del Organismo de Investigación Judicial.
 
La Dirección General del Organismo de Investigación Judicial tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.”
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              La máster Roxana Arrieta Meléndez y las licenciadas Olga Guerrero Córdoba y Krissia Rojas Quirós, por su orden,
Directora interina, Subdirectora interina y Jefa interina de la Sección Reclutamiento y Selección, en oficio N° PJ-DGH-RS-691-19 de
17 de octubre de 2019, remitieron lo siguiente:
“El Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 75-19 celebrada el 27 de agosto del 2019, artículo III, conoció una gestión de
reconsideración del señor director del OIJ, relacionada con la reserva de puestos exclusivos para personas con discapacidad
(según ley 8862) y dispuso lo siguiente:
 
“1.) Rechazar el recurso planteado por el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación
Judicial. 2) Mantener incólume el acuerdo tomado en sesión N° 69-19 del 6 de agosto de 2019, artículo XLIX. 3.) Trasladar a la
Dirección de Gestión Humana, la inquietud presentada por el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de
Investigación, en cuanto al porcentaje de plazas que se reservaron para el próximo concurso exclusivo para personas con
discapacidad en ese organismo e informe dentro del plazo de 5 días lo pertinente a este Consejo.”
 
Con respecto a dicha solicitud, la Sección de Reclutamiento y Selección presenta el informe de ampliación correspondiente, a fin de
aclarar no solo la metodología utilizada para la identificación de las plazas propuestas para la nueva reserva (que es la base para el
concurso que próximamente se estará publicando), sino también algunos otros aspectos generales en relación con la solicitud de
reconsideración que presentó don Walter a ese Consejo.
 
En primer término, cabe señalar que el acuerdo de la sesión N°69-19 en que se conoció la reserva de plazas para concursar,
incluye en sus anexos el oficio PJ-DGH-RS-308-19 en el cual las jefaturas interinas de Reclutamiento y Selección y de la
Subdirección de Gestión Humana, mediante un amplio informe hicieron de conocimiento de la máster Roxana Arrieta, en su
condición de Coordinadora de la Comisión de Nombramientos, la propuesta de reserva -que en definitiva aprobó el Consejo- así
como una recapitulación del procedimiento, que en este acto se resume.
 



             Principio de legalidad
 
La base principal en que se sustenta esta reserva y las venideras, es la aplicación del principio de legalidad, para lo cual se retoma
la principal normativa en la materia:
 
La ley 8862 de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el sector público, establece en su
artículo único, lo siguiente:
 











“En las ofertas de empleo público de los Poderes del Estado se reservará cuando menos un porcentaje de un cinco por ciento (5%)
de las vacantes, en cada uno de los Poderes, para que sean cubiertas por personas con discapacidad, siempre que exista oferta
de empleo y se superen las pruebas selectivas y de idoneidad, según lo determine el régimen de personal de cada uno de esos
Poderes.”
 
Asimismo, conviene transcribir para mayor claridad, parte del articulado del Reglamento de la citada ley vigente a esta fecha, cuyo
contenido es base fundamental para la justificación que se expone en este informe:
 
Artículo 1- Definiciones. Para la aplicación del presente Reglamento, los términos siguientes tienen el significado que a
continuación se indica:
 
a-              Ajustes razonables: se entenderán las modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas que no impongan una
carga desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un caso particular, para garantizar a las personas con discapacidad el
goce o ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales. […]
(énfasis agregado)
m-              Discriminación por motivos de discapacidad: cualquier distinción, exclusión o restricción por motivos de discapacidad
que tenga el propósito o el efecto de obstaculizar o dejar sin efecto el reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de condiciones,
de todos los derechos humanos y libertades fundamentales en los ámbitos político, económico, social, cultural, civil o de otro tipo.
Incluye todas las formas de discriminación, entre ellas, la denegación de ajustes razonables. […]
o-              Ofertas de empleo público: corresponde a las plazas vacantes que existen en cada órgano, ente o empresa pública y
que por su condición no cuentan con una persona que las ocupe en propiedad. […]
s-              Pruebas: exámenes o test escritos, orales o prácticos mediante los cuales se evalúan los conocimientos, habilidades,
destrezas y competencias de los oferentes, con el fin de determinar si se satisfacen los criterios de éxito establecidos en particular
para las clases de puestos y especialidades de que se trate. Estos deben adecuarse y adaptarse a la discapacidad que presente la
persona interesada. […]
Artículo 5- Funciones de la Comisión especializada […]
 
a- Hacer anualmente un estudio para identificar los puestos que serán objeto de una reserva de no menos de un 5% de las
plazas vacantes para ser ocupadas por personas con discapacidad… (énfasis agregado)
Artículo 10- Casos de excepción. […]
a-             En caso de no encontrarse oferentes idóneos para ocupar las plazas vacantes, la institución deberá documentarlo para
justificar la no posibilidad de reservar las plazas
 
[…]
b-             En caso de que no existieran candidatos en el Registro de Elegibles paralelos para llenar los puestos reservados dentro
del 5%, estos puestos podrán ser ocupados con candidatos del Registro de elegibles general que cada institución lleve al efecto,
sin perjuicio de que se utilicen otros pedimentos de personal para mantener la reserva regulada en la Ley Nº 8862. (énfasis
agregado)
 
Artículo 15- Sanciones. Las y los funcionarios públicos que incumplan la disposición relativa al reclutamiento y selección de
personal regulada en la presente norma, serán sancionados de conformidad con lo establecido en los artículos 62, 63 y 64 de la
Ley Nº 7600, Ley de Igualdad de Oportunidades para las personas con discapacidad.
 
Por su parte, es importante recordar lo que indican las normas que tutelan el derecho que tienen las personas con discapacidad de
acceder al trabajo a nivel internacional, en procura de velar por el acceso al trabajo en el sector público.
 
La Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, aprobada por la Asamblea
Legislativa de Costa Rica mediante la Ley N° 8661, estipula en lo que interesa, lo siguiente:
 
Artículo 4- Obligaciones generales
1.           Los Estados Partes se comprometen a asegurar y promover el pleno ejercicio de todos los derechos humanos y las
libertades fundamentales de las personas con discapacidad sin discriminación alguna por motivos de discapacidad. A tal fin, los
Estados Partes se comprometen a:
 
a)             Adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de otra índole que sean pertinentes para hacer efectivos los
derechos reconocidos en la presente Convención;
b)             Tomar todas las medidas pertinentes, incluidas medidas legislativas, para modificar o derogar leyes, reglamentos,
costumbres y prácticas existentes que constituyan discriminación contra las personas con discapacidad;
c)              Tener en cuenta, en todas las políticas y todos los programas, la protección y promoción de los derechos humanos de
las personas con discapacidad;
d)             Abstenerse de actos o prácticas que sean incompatibles con la presente Convención y velar por que las autoridades e
instituciones públicas actúen conforme a lo dispuesto en ella;
e)              Tomar todas las medidas pertinentes para que ninguna persona, organización o empresa privada discrimine por motivos
de discapacidad; […]
 











Artículo 27 -Trabajo y empleo
1.           Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad a trabajar, en igualdad de condiciones con
las demás; ello incluye el derecho a tener la oportunidad de ganarse la vida mediante un trabajo libremente elegido o aceptado en
un mercado y un entorno laborales que sean abiertos, inclusivos y accesibles a las personas con discapacidad. Los Estados Partes
salvaguardarán y promoverán el ejercicio del derecho al trabajo, incluso para las personas que adquieran una discapacidad
durante el empleo, adoptando medidas pertinentes, incluida la promulgación de legislación, entre ellas:
 
a)             Prohibir la discriminación por motivos de discapacidad con respecto a todas las cuestiones relativas a cualquier forma de
empleo, incluidas las condiciones de selección, contratación y empleo, la continuidad en el empleo, la promoción profesional y unas
condiciones de trabajo seguras y saludables;
b)             Proteger los derechos de las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, a condiciones de
trabajo justas y favorables, y en particular a igualdad de oportunidades y de remuneración por trabajo de igual valor, a condiciones
de trabajo seguras y saludables, incluida la protección contra el acoso, y a la reparación por agravios sufridos;
c)              Asegurar que las personas con discapacidad puedan ejercer sus derechos laborales y sindicales, en igualdad de
condiciones con las demás;
d)             Permitir que las personas con discapacidad tengan acceso efectivo a programas generales de orientación técnica y
vocacional, servicios de colocación y formación profesional y continua;
e)              Alentar las oportunidades de empleo y la promoción profesional de las personas con discapacidad en el mercado
laboral, y apoyarlas para la búsqueda, obtención, mantenimiento del empleo y retorno al mismo;
f)               […]
g)             Emplear a personas con discapacidad en el sector público;
h)             […]
i)               Velar por que se realicen ajustes razonables para las personas con discapacidad en el lugar de trabajo;
 



             Metodología
 
Si bien la normativa vigente no podría delimitar la forma en que cada institución deba proceder con su reserva -pues el imperativo
es cumplir con el porcentaje establecido- lo cierto es que la Dirección de Gestión Humana debió diseñar una estrategia que le
permita anualmente determinar cuántas y cuáles plazas se deberán reservar.
 
En este sentido, el procedimiento utilizado tanto para el primer concurso ya tramitado como para esta segunda reserva se divide en
dos etapas sucesivas:
 
a)             Identificar todas las vacantes del período, eliminar las que por su naturaleza no se pueden reservar (puestos policiales o
de riesgo), y calcular la cifra equivalente al 5%, que responde a la interrogante de ¿cuántas plazas reservar?
b)             Seleccionar entre todas las vacantes los cargos a reservar, según número de puesto, clase, oficina y zona geográfica,
que responde a la pregunta de ¿cuáles plazas reservar? 
 
a)             Identificación de la cantidad de plazas por reservar (equivalente al 5%)
 
En primer lugar es importante aclarar que pese a que la primera reserva que dio origen a un concurso exclusivo para la población
con discapacidad fue la aprobada en el 2016, años antes ya la institución venía valorando la necesidad de implementar estos
procesos, tal como se puede revisar en la sesión del Consejo Superior N°40-10 del 2 de mayo de 2014, artículo LXII, en el cual se
conoció el informe  de la Sección de Análisis de Puestos N° SAP-049-2014 que dio origen al primer procedimiento institucional para
ejecutar la “política de reserva”.
 
En dicha política se aclara que no serán considerados para la reserva cargos que por la naturaleza del trabajo y las condiciones
ambientales sean de “riesgo”, toda vez que una de las exigencias para ocupar el cargo es la utilización de un arma de fuego;
aunado a lo anterior los postulantes deben de pasar por un proceso de valoración psicológica para determinar la idoneidad mental
(cargos policiales, auxiliares de seguridad, custodios de detenidos).
 
Igualmente, dado que la Sección Administrativa de la Carrera Judicial es la instancia encargada de promover los concursos de la
clase juez o jueza, esa oficina será quien coordine lo correspondiente con los concursos exclusivos para personas con
discapacidad a ese nivel, por lo cual se excluyen también del “paquete” de clases que debe considerar la Sección de Reclutamiento
y Selección en su revisión y propuesta.
 
En vista de que el resto de las plazas vacantes sí pueden ser consideradas para nombramientos de personas con discapacidad, el
paso siguiente para cada período es simplemente calcular en términos nominales cuántos puestos son los que equivalen al 5% de
todas las vacantes, a efecto de pasar al análisis de la siguiente fase.
 
b)             Selección de los puestos específicos para la reserva
 
La Dirección de Gestión Humana publicó en marzo de 2017 el primer concurso exclusivo para personas con discapacidad, en
acatamiento a la normativa citada. En ese momento, la reserva de los 32 puestos que se publicaron correspondió a un estudio de
vacantes del año 2016 y anteriores.











 
Ahora bien, en vista de que el reglamento establece que la reserva debe ser un proceso anual y continuo en todo el sector público,
para la reciente reserva de 14 plazas cuyo concurso se estará publicando próximamente, se consideraron las vacantes de dos
períodos, es decir, de los años 2017 y 2018.
 
Tal como se detalla en el oficio PJ-DGH-RS-308-19 que se citó con anterioridad, el procedimiento utilizado para contar con datos
que permitieran tomar decisiones con respecto al abordaje, cuando menos para las dos primeras reservas que se han efectuado,
se basó en la información que arrojó la convocatoria CV-10-2016 publicitada a nivel nacional.
 
Dicha convocatoria, cuyo cartel se anexa a este informe, tenía como objetivo principal crear un registro de personas oferentes
con discapacidad a nivel nacional, y a partir de los datos de cada persona, se logró diseñar un “mapeo” por provincias, zonas y
niveles de escolaridad de personas con discapacidad que podrían luego participar en los concursos para nombramientos en
propiedad.
 
Así las cosas, una vez que las personas con discapacidad del país completaron esos registros, la Sección de Reclutamiento logró
obtener datos básicos relacionados con los siguientes aspectos:
 



            Distribución de personas con discapacidad (con expectativas laborales) por provincia o zona geográfica.
            Grados de escolaridad.
            Áreas académicas o títulos universitarios.
            Clases de puesto de interés.
            Tipos de discapacidad[1].



Esta información se solicita para uso del personal a cargo del proceso evaluativo a fin de realizar los posibles ajustes y
adecuaciones que así se requieran en cada caso, tanto para la aplicación de los exámenes de selección, dentro de los parámetros
que establece la normativa nacional e internacional en estos temas, como en la determinación de medidas afirmativas.



 
 
Esa información fue de suma importancia para definir las clases de puesto y cantidad de plazas por provincia o zonas geográficas
que se estarían considerando, cuando menos para los primeros concursos, pues como cualquier otra metodología, es de esperar
que en un tiempo prudencial se requiera una actualización de esos datos, e incluso incorporar otro tipo de variables.
 
Lo cierto del caso es que ese registro de oferentes con discapacidad facilitó la logística para realizar la selección de las plazas
que se publicaron en el concurso CN-04-17 y las que ya están reservadas para el siguiente, por lo que sin necesidad de entrar
nuevamente en detalles, pues el informe PJ-DGH-RS-308-19 es amplio en aspectos estadísticos y gráficos, a manera de resumen
se puede indicar que para las 14 plazas que el Consejo Superior autorizó reservar recientemente, esta oficina tomó en cuenta las
siguientes variables para la selección:
 
-                  Que los puestos debían ser de oficinas distintas a las de la primera reserva (Concurso N° 04-17), a efectos de alternar
las opciones e incorporar paulatinamente a todas las oficinas en los procesos de sensibilización para la inclusión laboral de esta
población.
 
-                  Que todas las oficinas judiciales debían ser parte de la valoración de acuerdo con los criterios establecidos,
indistintamente su nivel jerárquico dentro de la estructura organizacional, salvo los casos de excepción ya mencionados.
 
-                  Que para esta reserva se debían considerar algunas plazas de nivel profesional, según las especialidades en que
existe oferta (en principio: Derecho y Administración).
 
-                  Que al prever la normativa que la única condición para poder reservar una plaza es que se encuentre vacante,
cualquier puesto puede considerarse, indistintamente las condiciones laborales o personales de la persona interina que la ocupe,
por tanto, salvo situaciones especiales (como estudios de reasignación, reestructuración o traslado físico de la plaza) no se
requiere una consulta previa ni a las jefaturas ni a las personas interinas, salvo la notificación formal al momento de autorizar la
reserva, tal como lo ha efectuado la Secretaría de la Corte.
 
-                  Que técnicamente no procede realizar en forma anticipada una evaluación de la estructura física de las oficinas donde
se ubican las plazas objeto del estudio, como un argumento para no considerarlas en la reserva -bajo la falsa premisa de posibles
problemas de accesibilidad- por las siguientes razones:
 
a.            Los ajustes razonables al entorno (modificaciones y/o adaptaciones) proceden cuando no impongan una carga
desproporcionada o indebida.
 
b.           Dichas modificaciones aplican para casos particulares en que se pueda garantizar el goce de todos los derechos humanos
y fundamentales, en igualdad de condiciones, sin entrar en cuestionamientos por razones de presupuesto o logística.
 
c.            Aunque la oficina no tuviera ascensor, rampas, pasamanos, sistema braille, sistemas de lectura de pantalla, servicios
sanitarios accesibles, etc., ninguno de esos elementos podría aducirse como impedimento para nombrar a una persona con











discapacidad hasta que el proceso finalice, es decir, hasta que se conozca en definitiva el tipo de discapacidad de la persona que
se contrate y por consiguiente el tipo de ajuste, si fuera requerido.
 
d.           El principal error en materia de empleabilidad es presumir que una persona con discapacidad constituye una “carga” para
una oficina, y es la misma persona quien con conocimiento de causa podrá decidir si requiere o no algún requerimiento.
 



             Otras consideraciones planteadas por don Walter Espinoza
 
En su solicitud de reconsideración, el señor director del OIJ, menciona como elementos de valoración algunos aspectos que
conviene señalar y aclarar, por lo que se extraen los más relevantes incluidos en su oficio N° 896-DG-2019:
 
PUNTO 1.-
“…el estudio no fue realizado de manera integral, por lo que se dejaron aspectos importantes sin considerar, como por ejemplo:
 accesos a edificios, condiciones de iluminación, ventilación y mobiliario.  Se analizó la clase de puesto no así el espacio físico y el
entorno en el que la persona desarrollaría sus funciones, es decir, sin analizar de forma pormenorizada si la oficina reúne las
condiciones básicas que permitan proveer de condiciones óptimas a las personas con capacidades disminuidas…”  
 
Tal como se mencionó anteriormente, es materialmente imposible realizar un estudio preliminar sin conocer quién es la persona que
ocupará el cargo y cuáles son sus condiciones particulares, por lo que es innecesaria mayor ampliación.
 
PUNTO 2.-
“…Con vista del cuadro anterior, se tiene que de las 14 plazas reservadas 4 pertenecen al Organismo de Investigación Judicial, lo
cual representa el 29% mientras que las oficinas restantes aportan únicamente el 7% (1 plaza). Lo anterior evidencia falta de
equidad en la distribución de la reserva de las plazas.”    
 
Como ya se ha aclarado, ni la ley ni el reglamento prevén una metodología discriminatoria para realizar la reserva, lo importante es
que del total de plazas vacantes se destine al menos un 5% de ellas para efectos de empleabilidad para personas con
discapacidad.
 
En esta línea, es necesario aclarar que el Poder Judicial es uno, pese a que a nivel interno exista una compleja división estructural
iniciando por los tres grandes ámbitos. De ahí que si bien, lleva razón don Walter en su revisión, pues de las 14 plazas, se
reservaron 4 puestos adscritos en forma “macro” a la Dirección General del OIJ, lo cierto es que a nivel “micro” están distribuidos a
nivel de oficinas y ubicaciones, de manera separada, a saber:
 
1 plaza de Auxiliar Administrativo del Departamento de Medicina Legal
1 plaza de Auxiliar Administrativo de la Dirección General del OIJ
1 plaza de Técnico Administrativo del Archivo Criminal
1 plaza de Técnico de Radio de la Delegación Regional de Cartago
 
Como puede apreciarse, no sería correcto alegar falta de equidad, pues en ningún momento se está reservando más de una plaza
para una misma oficina (sección o departamento).
 
PUNTO 2.-
“Es del caso hacer mención, que el requisito para desempeñarse como Auxiliar Administrativo demanda un mínimo de seis meses
de experiencia en labores relacionadas con el puesto, al igual que el Técnico Administrativo 1, mientras que para laborar como
Técnico especializado 2, se requiere un mínimo de un año de experiencia en labores relacionadas con el puesto.
 
Lo anterior, tomando en consideración que el dato suministrado en el cuadro N°5 corresponde a las personas participantes, no así
a las que se encuentran en condición de elegibles.  Situación que conduciría a realizar concursos que resultarían infructuosos, en
los cuales se invierte tiempo y dinero, dejando sin la posibilidad a la persona que ha venido desempeñando el puesto de manera
interina de optar por la plaza y de esta forma lograr estabilidad laboral.”     
 
La información a la que hace referencia don Walter corresponde a las estadísticas que se reflejaron en cuanto a la participación del
anterior concurso CN-04-17, pues para esta nueva reserva deberá primero tramitarse la publicación, revisar las condiciones
particulares de cada participante y finalmente aplicar los instrumentos selectivos que les permitan adquirir la elegibilidad.
 
Teniendo claro esto, esta Dirección no podría incumplir la ley alegando con antelación que las personas participantes no cumplirán
los requisitos, pues de ser así se estaría dejando en indefensión a esta población sin una justificación objetiva.
 
Igualmente, aunque es entendible la situación de la persona interina, tanto en el caso del OIJ como de todas las vacantes que
anualmente habrá que reservar, no se puede desaplicar la ley, dado que alegar un derecho de continuidad de todos los interinos y
que por ese motivo una u otra plaza no se debería reservar, prácticamente significaría que el Poder Judicial no podría cumplir con
la ley, lo cual evidentemente no es un elemento que cuente con bases para entrar a su discusión.
 
PUNTO 3.-











“…En el caso de la plaza N° 43215 que corresponde al puesto que se denomina “Auxiliar Administrativo”, adscrito a la Dirección
General del OIJ, voy a indicar someramente las labores que ejecuta, con la finalidad de que puedan considerar aspectos relevantes
que son determinantes para analizar la conveniencia o no de nombrar a una persona con discapacidad.  Lo anterior, en razón de
que el informe elaborado por Gestión Humana no hace referencia al tipo de discapacidad que podría presentar la persona
ofertante que se estaría considerando como posible candidato o candidata para desempeñarse en cada uno de los puestos
seleccionados.”
 
Efectivamente, por las razones ya indicadas, al momento en que el proceso finalice, es decir, cuando producto de esta nueva
reserva se conforme una nómina de personas con discapacidad elegibles, es cuando la jefatura respectiva podrá saber
exactamente cuáles son los oferentes.
 
Es de recordar, que este proceso selectivo exclusivo para personas con discapacidad mantiene el procedimiento ordinario a cargo
de la jefatura de la oficina donde se ubica la vacante, por lo cual es esa jefatura quien podrá entrevistar, revisar atestados,
comprobar experiencia, etc., para tomar su decisión hasta ese momento futuro, lo cual se debe hacer no en función de la
discapacidad de la persona, sino en su capacidad alineada en función de las competencias para el cargo.
 
PUNTO 4.-
“…Partiendo de lo esgrimido, sería riesgoso asumir que una persona sólo por el hecho de cumplir con el requisito de ser una
persona con discapacidad vaya a desempeñar satisfactoriamente las labores encomendadas, según la naturaleza del puesto, es
decir, llama poderosamente la atención al suscrito, que simplemente con el objetivo de cumplir con lo preceptuado en una ley, se
tenga que prescindir de los servicios de personas que han venido demostrando que cumplen no sólo con los requisitos académicos
propios del puesto, sino que han demostrado contar con las capacidades y competencias necesarias para cumplir de forma
eficiente las labores encomendadas.”
 
Es dable reiterar que la ley 8862 y su reglamento son claros al establecer que si bien, las personas con discapacidad podrían
requerir ajustes razonables, al igual que en cualquier otro cargo público su condición no los exime del cumplimiento de preceptos
constitucionales como la idoneidad comprobada, por lo que claramente las personas participantes deben someterse y aprobar en
igualdad de condiciones el proceso de reclutamiento y selección correspondiente, y de esa manera integrar los registros de
elegibles de acuerdo con la clase de puesto para la que cumplan requisitos.
 
Evidentemente como cualquier persona de nuevo ingreso a un puesto de trabajo, requerirá inducción, capacitación y
acompañamiento, pero en acatamiento con la ley, no se puede supeditar un proceso de este tipo según la condición particular de la
persona interina, quien con lo que cuenta es con una estabilidad impropia hasta el momento en que la plaza vacante sea nombrada
en propiedad.
 
PUNTO 5.- Otras generalidades
 
En otros apartados del documento de don Walter, se alude a distintos elementos propios de los cargos que se reservaron y de las
personas interinas que los ocupan, como elementos de análisis para efectos de la definición de la reserva, por ejemplo: aspectos
técnicos, contacto con personas detenidas, entrevista de ofendidos, movilización en los distintos espacios físicos, agudeza de
sentidos, infraestructura antigua, horarios rotativos y alternos, aprendizaje de claves, capacidad de escucha y habla, y finalmente
que las plazas deberían reservarse a futuro cuando queden vacantes y no haya ninguna persona interina, entre otros aspectos.
 
Sobre el particular, se insiste en que los elementos relacionados con infraestructura, espacio físico o temas de acceso son válidos
de revisión, pero no en una fase inicial donde se desconoce qué persona podrá ser contratada.
 
Del mismo modo, desde nuestra posición resultaría discriminatorio hacer cualquier tipo de alusión a las capacidades o condiciones
propias de los diferentes puestos como una justificante para impedir la participación de esta población, pues correspondería a un
juicio de valor de difícil previsión -por no decir imposible- sin que antes se hayan puesto a prueba las capacidades de cualquier
persona, tenga o no una condición de discapacidad.
 
Finalmente, es completamente razonable la solicitud del señor director del OIJ en el sentido de que en un escenario ideal, y para
evitar todas estas afectaciones de las personas que por poco o por mucho tiempo han ocupado una de las plazas vacantes
reservadas, la mejor alternativa sería que estas plazas no estuvieran ocupadas por ninguna persona; sin embargo, hay dos
problemas principales: uno relacionado estrictamente con el tema presupuestario y de crecimiento estatal que ha reducido
drásticamente la creación de nuevas plazas ordinarias.
 
El otro aspecto limitante es el hecho de que la ley exige que la reserva sea ejecutada anualmente, de ahí que este nuevo paquete
de plazas responde incluso al análisis de dos años finalizados (2017-2018), por lo que al igual que con la primer reserva (2016),
necesariamente se debió partir de plazas en las que ya existen personas interinas nombradas, con las expectativas y presupuestos
que eso conlleva, pero que bajo el principio de legalidad es imposible aplicar excepciones donde la ley no lo permite.
 
No obstante, dado el escaso crecimiento institucional, no se descarta que en el mediano plazo -cuando la institución cuente con un
registro de elegibles de personas con discapacidad amplio, para todo tipo de clases- se valore en conjunto con la Comisión de
Empleabilidad del Poder Judicial una metodología distinta, en la cual se consideren otros elementos que permitan cumplir la ley











pero también evitar los inconvenientes que se presentan con las personas interinas en esas plazas, por ejemplo ir reservando en el
transcurso de un año algunas de las plazas que se vayan liberando (por motivos de jubilación, renuncia, despidos, defunciones o
eventuales plazas creadas), y que mientras se tramitan los concursos para nombrar en propiedad se puedan nombrar
interinamente personas con discapacidad de los registros que existan para mantener concordancia con el modelo, pero como se
indicó, es una posibilidad que se estará analizando en el momento oportuno.
 
Así las cosas, esta Dirección da por atendida la gestión solicitada a la espera de lo que a bien disponga el Consejo Superior.”
 



 
- 0 -



 
Se acordó: 1.) Tener por rendido el oficio N° PJ-DGH-RS-691-19 de 17 de octubre de 2019, suscrito por la máster Roxana Arrieta
Meléndez y las licenciadas Olga Guerrero Córdoba y Krissia Rojas Quirós, por su orden, Directora interina, Subdirectora interina y
Jefa interina de la Sección Reclutamiento y Selección, en el que atiende la solicitud de este Consejo mediante sesión N° 75-19
celebrada el 27 de agosto del 2019, artículo III, relacionado con las plazas que se reservaron para el concurso exclusivo para
personas con discapacidad en el Organismo de Investigación Judicial, en el que aclara la metodología utilizada para la selección de
plazas así como otros aspectos sobre dicha temática. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del máster Walter Espinoza Espinoza,
Director General del Organismo de Investigación Judicial.
La Dirección de Gestión Humana tomará nota para lo que corresponda.
[1] Esta información se solicita para uso del personal a cargo del proceso evaluativo a fin de realizar los posibles ajustes y
adecuaciones que así se requieran en cada caso, tanto para la aplicación de los exámenes de selección, dentro de los parámetros
que establece la normativa nacional e internacional en estos temas, como en la determinación de medidas afirmativas.
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Acta de Consejo Superior Nº 101 - 2019



Artículo XXII
Buscar en el acta actual...



20 de Noviembre del 2019Fecha: 



 
ARTÍCULO XXII



DOCUMENTO N° 5715-15, 14638-19
En sesión N° 75-19 celebrada el 27 de agosto de 2019, artículo V, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“La funcionaria Melania Gómez Acuña presentó recurso de reconsideración contra el acuerdo tomado por el Consejo Superior, en
sesión N° 69-19 del 6 de agosto de 2019, artículo XLIX que dispuso: “1.) Tener por rendido el informe N° PJ-DGH-RS-0308-19 de la
Sección de Reclutamiento y Selección de la Dirección de Gestión Humana, relacionado con la Política de puestos de reserva, en
aplicación a la ley 8862 para los años 2017 y 2018, así como de los datos estadísticos aportados. 2.) Indicar a la Dirección de
Gestión Humana, que debe promover a la brevedad la realización de los concursos relacionados con estas plazas, con el fin de que
se nombre a personas que cumplan con las condiciones que estipula la ley antes referida. El Centro de Apoyo, Coordinación y
Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, la Dirección de Gestión Humana y los despachos involucrados tomarán nota para lo de
su cargo. Se declara acuerdo firme.” La recurrente alega, en lo que interesa: “…ocupa el puesto de Técnico Especializado 2 en el
Delegación Regional de Cartago, …me informé que la plaza en la cual estoy nombrada desde el 2012 de forma interina, se está
valorando en ceder a otra persona en razón de esta ley, situación que afecta directamente mi condición laboral, de movilidad
regional, situación familiar, etc. Aclaro de lo anterior, para que se sirva valorar por parte de este honorable consejo las siguientes
afectaciones que generaría la ejecución de este acto administrativo: Primer punto: desde el 2012 estoy nombrada en el puesto
111251, ininterrumpidamente, de forma interina con la alta expectativa de nombramiento en propiedad en OIJ Cartago en razón de
la idoneidad de mi desempeño en el puesto. Segundo punto: trabajo para el poder judicial desde hace 22 años, sirviendo de forma
íntegra a el puesto que desempeño, con vasta experiencia e identificada por la seriedad y confidencialidad de mi trabajo. Tercer
punto: mi situación económica se ha adecuado a la cercanía de mi trabajo y mi casa, permitiéndome estar cerca de mi familia en
cualquier caso de emergencia, ya que mi madre es una persona adulta mayor. /- Sobre el particular debe indicarse que la Ley
de inclusión y protección laboral de las personas con discapacidad en el sector público establece en su artículo único
lo siguiente: “En las ofertas de empleo público de los Poderes del Estado se reservará cuando menos un porcentaje
de un cinco por ciento (5%) de las vacantes, en cada uno de los Poderes, para que sean cubiertas por personas con
discapacidad siempre que exista oferta de empleo y se superen las pruebas selectivas y de idoneidad, según lo
determine el régimen de personal de cada uno de esos Poderes.”  Aunado a lo anterior, nuestro país debe acatar el
Convenio Nº 159 sobre la Readaptación Profesional y el Empleo de Personas Inválidas de la Organización Internacional
del Trabajo, aprobado mediante Ley Nº 7219 de 18 de abril de 1991 que establece que el Estado debe desarrollar una
política que promueva el empleo de las personas con discapacidad, basada en el principio de la igualdad de
oportunidades y que todas las acciones especiales que se realicen para cumplir con este objetivo, bajo ninguna
circunstancia deberán considerarse como discriminatorias contra los trabajadores sin discapacidad y la Convención
Americana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, aprobada
mediante Ley Nº 7948 de 22 de noviembre de 1999  que tiene por objetivo principal lograr la plena integración en la
sociedad de las personas con discapacidad, a través de la prevención y la eliminación de todas las formas de
discriminación; por lo que este Órgano Colegiado tomó el acuerdo cuestionado en acatamiento a la Ley y Convenios
Internacionales ratificados por Costa Rica y no de forma antojadiza o arbitraria. Se comprende la situación familiar y
personal que menciona la funcionaria Gómez Acuña, así como su condición laboral, sin embargo, todas las plazas
reservadas en el informe N° PJ-DGH-RS-0308-19 de la Sección de Reclutamiento y Selección de la Dirección de
Gestión Humana aprobado por este Consejo, fueron designadas para cumplir con el mandato legal y de acuerdo a la
política institucional sobre el tema, así como basados en criterio técnicos bien establecidos por parte de la Dirección
de Gestión Humana, tal y como se extrae del estudio técnico Debido a En razón de lo expuesto, de conformidad con la
normativa interna e internacional, con el objeto de fomentar la práctica de acciones positivas, que favorezcan la
igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad y sin perjuicio de la igualdad de condiciones.
 
Previamente a resolver lo que corresponda; se acordó: Deberá la Dirección de Gestión Humana informar a este Consejo a la
brevedad posible, los parámetros que utilizó dentro del estudio, para considerar que la plaza N° 111251 fuera tomada en cuenta
dentro del porcentaje asignado para la Política de puestos de reserva, en aplicación a la ley 8862 para los años 2017 y 2018. Así











además si dentro del citado estudio se contempló el tiempo servido interinamente por la servidora en la plaza supracitada.”
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La máster Roxana Arrieta Meléndez, las licenciadas Olga Guerrero Córdoba y Krissia Rojas Quirós, por su orden, Directora interina,
Subdirectora interina y Jefa interina de la Sección Reclutamiento y Selección, todas de Gestión Humana, en oficio N° PJ-DGH-RS-
0714-19 del 07 de noviembre de 2019, remitieron lo siguiente:
“El Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 75-19 celebrada el 27 de agosto del 2019, artículo III, conoció una gestión de
reconsideración de la señora Melania Gómez Acuña, (Técnica Especializada 2 a.i.) relacionada con la reserva de puestos
exclusivos para personas con discapacidad (según ley 8862) y dispuso lo siguiente:
 
“Deberá la Dirección de Gestión Humana informar a este Consejo a la brevedad posible, los parámetros que utilizó dentro del
estudio, para considerar que la plaza N° 111251 fuera tomada en cuenta dentro del porcentaje asignado para la Política de
puestos de reserva, en aplicación a la ley 8862 para los años 2017 y 2018.
 
Así además si dentro del citado estudio se contempló el tiempo servido interinamente por la servidora en la plaza supracitada”
 
Con respecto a dicha solicitud, la Sección de Reclutamiento y Selección presenta el informe correspondiente, a fin de aclarar no
sólo la metodología utilizada para la identificación de las plazas propuestas para la nueva reserva (que es la base para el concurso
que próximamente se estará publicando), sino también algunos otros aspectos relacionados con la escogencia de la plaza
N°111251, de los cuales hace mención doña Melania.
 
En primer término, cabe señalar que el acuerdo de la sesión N°69-19 en que se conoció la reserva de plazas para concursar,
incluye en sus anexos el oficio PJ-DGH-RS-308-19 en el cual las jefaturas interinas de Reclutamiento y Selección y de la
Subdirección de Gestión Humana, mediante un amplio informe hicieron de conocimiento de la máster Roxana Arrieta, en su
condición de Coordinadora de la Comisión de Empleabilidad, la propuesta de reserva -que en definitiva aprobó el Consejo- así
como una recapitulación del procedimiento, que en este acto se resume.
 



             Principio de legalidad
 
La base principal en que se sustenta esta reserva y las venideras, es la aplicación del principio de legalidad, para lo cual se retoma
la principal normativa en la materia:
 
La ley 8862 de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el sector público, establece en su
artículo único, lo siguiente:
 
“En las ofertas de empleo público de los Poderes del Estado se reservará cuando menos un porcentaje de un cinco por ciento (5%)
de las vacantes, en cada uno de los Poderes, para que sean cubiertas por personas con discapacidad, siempre que exista oferta
de empleo y se superen las pruebas selectivas y de idoneidad, según lo determine el régimen de personal de cada uno de esos
Poderes.”
 
Asimismo, conviene transcribir para mayor claridad, parte del articulado del Reglamento de la citada ley vigente a esta fecha, cuyo
contenido es base fundamental para la justificación que se expone en este informe:
 
Artículo 1- Definiciones. Para la aplicación del presente Reglamento, los términos siguientes tienen el significado que a
continuación se indica:
 
a-              Ajustes razonables: se entenderán las modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas que no impongan una
carga desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un caso particular, para garantizar a las personas con discapacidad el
goce o ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales. […]
(énfasis agregado)
 
m-              Discriminación por motivos de discapacidad: cualquier distinción, exclusión o restricción por motivos de discapacidad
que tenga el propósito o el efecto de obstaculizar o dejar sin efecto el reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de condiciones,
de todos los derechos humanos y libertades fundamentales en los ámbitos político, económico, social, cultural, civil o de otro tipo.
Incluye todas las formas de discriminación, entre ellas, la denegación de ajustes razonables. […]
 
o-              Ofertas de empleo público: corresponde a las plazas vacantes que existen en cada órgano, ente o empresa pública y
que por su condición no cuentan con una persona que las ocupe en propiedad. […]
 
s-              Pruebas: exámenes o tests escritos, orales o prácticos mediante los cuales se evalúan los conocimientos, habilidades,
destrezas y competencias de los oferentes, con el fin de determinar si se satisfacen los criterios de éxito establecidos en particular
para las clases de puestos y especialidades de que se trate. Estos deben adecuarse y adaptarse a la discapacidad que presente la
persona interesada. […]
 
Artículo 5- Funciones de la Comisión especializada […]
 











a- Hacer anualmente un estudio para identificar los puestos que serán objeto de una reserva de no menos de un 5% de las
plazas vacantes para ser ocupadas por personas con discapacidad… (énfasis agregado)
 
Artículo 10- Casos de excepción. […]
 
a-             En caso de no encontrarse oferentes idóneos para ocupar las plazas vacantes, la institución deberá documentarlo para
justificar la no posibilidad de reservar las plazas
 
[…]
 
b-             En caso de que no existieran candidatos en el Registro de Elegibles paralelos para llenar los puestos reservados dentro
del 5%, estos puestos podrán ser ocupados con candidatos del Registro de elegibles general que cada institución lleve al efecto,
sin perjuicio de que se utilicen otros pedimentos de personal para mantener la reserva regulada en la Ley Nº 8862. (énfasis
agregado)
 
Artículo 15- Sanciones. Las y los funcionarios públicos que incumplan la disposición relativa al reclutamiento y selección de
personal regulada en la presente norma, serán sancionados de conformidad con lo establecido en los artículos 62, 63 y 64 de la
Ley Nº 7600, Ley de Igualdad de Oportunidades para las personas con discapacidad.
 
Por su parte, es importante recordar lo que indican las normas que tutelan el derecho que tienen las personas con discapacidad de
acceder al trabajo a nivel internacional, en procura de velar por el acceso al trabajo en el sector público.
 
La Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, aprobada por la Asamblea
Legislativa de Costa Rica mediante la Ley N° 8661, estipula en lo que interesa, lo siguiente:
 
Artículo 4- Obligaciones generales
 
1.           Los Estados Partes se comprometen a asegurar y promover el pleno ejercicio de todos los derechos humanos y las
libertades fundamentales de las personas con discapacidad sin discriminación alguna por motivos de discapacidad. A tal fin, los
Estados Partes se comprometen a:
 
a)             Adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de otra índole que sean pertinentes para hacer efectivos los
derechos reconocidos en la presente Convención;
 
b)             Tomar todas las medidas pertinentes, incluidas medidas legislativas, para modificar o derogar leyes, reglamentos,
costumbres y prácticas existentes que constituyan discriminación contra las personas con discapacidad;
 
c)              Tener en cuenta, en todas las políticas y todos los programas, la protección y promoción de los derechos humanos de
las personas con discapacidad;
 
d)             Abstenerse de actos o prácticas que sean incompatibles con la presente Convención y velar por que las autoridades e
instituciones públicas actúen conforme a lo dispuesto en ella;
 
e)              Tomar todas las medidas pertinentes para que ninguna persona, organización o empresa privada discrimine por motivos
de discapacidad; […]
 
Artículo 27 -Trabajo y empleo
 
1.           Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad a trabajar, en igualdad de condiciones con
las demás; ello incluye el derecho a tener la oportunidad de ganarse la vida mediante un trabajo libremente elegido o aceptado en
un mercado y un entorno laborales que sean abiertos, inclusivos y accesibles a las personas con discapacidad. Los Estados Partes
salvaguardarán y promoverán el ejercicio del derecho al trabajo, incluso para las personas que adquieran una discapacidad
durante el empleo, adoptando medidas pertinentes, incluida la promulgación de legislación, entre ellas:
 
a)             Prohibir la discriminación por motivos de discapacidad con respecto a todas las cuestiones relativas a cualquier forma de
empleo, incluidas las condiciones de selección, contratación y empleo, la continuidad en el empleo, la promoción profesional y unas
condiciones de trabajo seguras y saludables;
 
b)             Proteger los derechos de las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, a condiciones de
trabajo justas y favorables, y en particular a igualdad de oportunidades y de remuneración por trabajo de igual valor, a condiciones
de trabajo seguras y saludables, incluida la protección contra el acoso, y a la reparación por agravios sufridos;
 
c)              Asegurar que las personas con discapacidad puedan ejercer sus derechos laborales y sindicales, en igualdad de
condiciones con las demás;
 











d)             Permitir que las personas con discapacidad tengan acceso efectivo a programas generales de orientación técnica y
vocacional, servicios de colocación y formación profesional y continua;
 
e)              Alentar las oportunidades de empleo y la promoción profesional de las personas con discapacidad en el mercado
laboral, y apoyarlas para la búsqueda, obtención, mantenimiento del empleo y retorno al mismo;
 
f)               […]
 
g)             Emplear a personas con discapacidad en el sector público;
 
h)             […]
 
i)               Velar por que se realicen ajustes razonables para las personas con discapacidad en el lugar de trabajo;
 



             Metodología
 
Si bien la normativa vigente no podría delimitar la forma en que cada institución deba proceder con su reserva -pues el imperativo
es cumplir con el porcentaje establecido- lo cierto es que la Dirección de Gestión Humana debió diseñar una estrategia que le
permita anualmente determinar cuántas y cuáles plazas se deberán reservar.
 
En este sentido, el procedimiento utilizado tanto para el primer concurso ya tramitado como para esta segunda reserva, se divide en
dos etapas sucesivas:
 
a)             Identificar todas las vacantes del período, eliminar las que por su naturaleza no se pueden reservar (puestos policiales o
de riesgo), y calcular la cifra equivalente al 5%, que responde a la interrogante de ¿cuántas plazas reservar?
 
b)             Seleccionar entre todas las vacantes los cargos a reservar, según número de puesto, clase, oficina y zona geográfica,
que responde a la pregunta de ¿cuáles plazas reservar?
 
a)             Identificación de la cantidad de plazas por reservar (equivalente al 5%)
 
En primer lugar es importante aclarar que pese a que la primera reserva que dio origen a un concurso exclusivo para la población
con discapacidad fue la aprobada en el 2016, años antes ya la institución venía valorando la necesidad de implementar estos
procesos, tal como se puede revisar en la sesión del Consejo Superior N°40-10 del 2 de mayo de 2014, artículo LXII, en el cual se
conoció el informe  de la Sección de Análisis de Puestos N° SAP-049-2014 que dio origen al primer procedimiento institucional para
ejecutar la “política de reserva”.
 
En dicha política se aclara que no serán considerados para la reserva cargos que por la naturaleza del trabajo y las condiciones
ambientales sean de “riesgo”, toda vez que una de las exigencias para ocupar el cargo es la utilización de un arma de fuego;
aunado a lo anterior los postulantes deben de pasar por un proceso de valoración psicológica para determinar la idoneidad mental
(cargos policiales, auxiliares de seguridad, custodios de detenidos).
 
Igualmente, dado que la Sección Administrativa de la Carrera Judicial es la instancia encargada de promover los concursos de la
clase juez o jueza, esa oficina será quien coordine lo correspondiente con los concursos exclusivos para personas con
discapacidad a ese nivel, por lo cual se excluyen también del “paquete” de clases que debe considerar la Sección de Reclutamiento
y Selección en su revisión y propuesta.
 
En vista de que el resto de plazas vacantes sí pueden ser consideradas para nombramientos de personas con discapacidad, el
paso siguiente para cada período es simplemente calcular en términos nominales cuántos puestos son los que equivalen al 5% de
todas las vacantes, a efecto de pasar al análisis de la siguiente fase.
 
b)             Selección de los puestos específicos para la reserva
 
La Dirección de Gestión Humana publicó en marzo de 2017 el primer concurso exclusivo para personas con discapacidad, en
acatamiento a la normativa citada. En ese momento, la reserva de los 32 puestos que se publicaron correspondió a un estudio de
vacantes del año 2016 y anteriores.
 
Ahora bien, en vista de que el reglamento establece que la reserva debe ser un proceso anual y continuo en todo el sector público,
para la reciente reserva de 14 plazas cuyo concurso se estará publicando próximamente, se consideraron las vacantes de dos
períodos, es decir, de los años 2017 y 2018.
 
Tal como se detalla en el oficio PJ-DGH-RS-308-19 que se citó con anterioridad, el procedimiento utilizado para contar con datos
que permitieran tomar decisiones con respecto al abordaje, cuando menos para las dos primeras reservas que se han efectuado,
se basó en la información que arrojó la convocatoria CV-10-2016 publicitada a nivel nacional.
 











Dicha convocatoria, cuyo cartel se anexa a este informe, tenía como objetivo principal crear un registro de personas oferentes
con discapacidad a nivel nacional, y a partir de los datos de cada persona, se logró diseñar un “mapeo” por provincias, zonas y
niveles de escolaridad de personas con discapacidad que podrían luego participar en los concursos para nombramientos en
propiedad.
 
Así las cosas, una vez que las personas con discapacidad del país, completaron esos registros, la Sección de Reclutamiento logró
obtener datos básicos relacionados con los siguientes aspectos:
 



            Distribución de personas con discapacidad (con expectativas laborales) por provincia o zona geográfica.
            Grados de escolaridad.
            Áreas académicas o títulos universitarios.
            Clases de puesto de interés.
            Tipos de discapacidad[1].



Esta información se solicita para uso del personal a cargo del proceso evaluativo a fin de realizar los posibles ajustes y
adecuaciones que así se requieran en cada caso, tanto para la aplicación de los exámenes de selección, dentro de los parámetros
que establece la normativa nacional e internacional en estos temas, como en la determinación de medidas afirmativas.
 
 
Esa información fue de suma importancia para definir las clases de puesto y cantidad de plazas por provincia o zonas geográficas
que se estarían considerando, cuando menos para los primeros concursos, pues como cualquier otra metodología, es de esperar
que en un tiempo prudencial se requiera una actualización de esos datos, e incluso incorporar otro tipo de variables.
 
Lo cierto del caso es que ese registro de oferentes con discapacidad facilitó la logística para realizar la selección de las plazas
que se publicaron en el concurso CN-04-17 y las que ya están reservadas para el siguiente, por lo que sin necesidad de entrar
nuevamente en detalles, pues el informe PJ-DGH-RS-308-19 es amplio en aspectos estadísticos y gráficos, a manera de resumen
se puede indicar que para las 14 plazas que el Consejo Superior autorizó reservar recientemente, incluida desde luego la N°
111251 de Técnico Especializado 2 (Técnico de Radio) del OIJ de Cartago, objeto de apelación por parte de su ocupante interina,
esta oficina tomó en cuenta las siguientes variables para la selección:
 
-                  Que los puestos debían ser de oficinas distintas a las de la primera reserva (Concurso N° 04-17), a efectos de alternar
las opciones e incorporar paulatinamente a todas las oficinas en los procesos de sensibilización para la inclusión laboral de esta
población.
 
-                  Que todas las oficinas judiciales debían ser parte de la valoración de acuerdo con los criterios establecidos,
indistintamente su nivel jerárquico dentro de la estructura organizacional, salvo los casos de excepción ya mencionados.
 
-                  Que para esta reserva se debían considerar algunas plazas de nivel profesional, según las especialidades en que
existe oferta (en principio: Derecho y Administración).
 
-                  Que al prever la normativa que la única condición para poder reservar una plaza es que se encuentre vacante,
cualquier puesto puede considerarse, indistintamente las condiciones laborales o personales de la persona interina que
la ocupe, por tanto, salvo situaciones especiales (como estudios de reasignación, reestructuración o traslado físico de la plaza) no
se requiere una consulta previa ni a las jefaturas ni a las personas interinas, salvo la notificación formal al momento de autorizar la
reserva, tal como lo ejecutó la Secretaría de la Corte.
 
-                  Que técnicamente no procede realizar en forma anticipada una evaluación de la estructura física de las oficinas donde
se ubican las plazas objeto del estudio, como un argumento para no considerarlas en la reserva -bajo la falsa premisa de posibles
problemas de accesibilidad- por las siguientes razones:
 
a.            Los ajustes razonables al entorno (modificaciones y/o adaptaciones) proceden cuando no impongan una carga
desproporcionada o indebida.
 
b.           Dichas modificaciones aplican para casos particulares en que se pueda garantizar el goce de todos los derechos humanos
y fundamentales, en igualdad de condiciones, sin entrar en cuestionamientos por razones de presupuesto o logística.
 
c.            Aunque la oficina no tuviera ascensor, rampas, pasamanos, sistema braille, sistemas de lectura de pantalla, servicios
sanitarios accesibles, etc., ninguno de esos elementos podría aducirse como impedimento para nombrar a una persona con
discapacidad.
 
d.           El principal error en materia de empleabilidad es presumir que una persona con discapacidad constituye una “carga” para
una oficina, y es la misma persona quien con conocimiento de causa podrá decidir si requiere o no algún requerimiento, para
igualar su desempeño de labores con aquellas que no tienen una discapacidad.
 



             Parámetros para incluir la plaza N° 111251 en la reserva
 











Como bien se menciona anteriormente, para la selección específica de las plazas de reserva, fueron valorados una serie de
factores que determinaron la ubicación geográfica de los puestos, así como las clases que serían más adecuadas para la población
con discapacidad, según grados de escolaridad determinados en las convocatorias preliminares (que hicieron las veces de un
censo poblacional enfocado a esta población).
 
Dentro de los datos de referencia más relevantes, se encontró que la población con mayor participación residía en la gran área
metropolitana, razón por la que 8 de las 14 plazas seleccionadas están ubicadas en San José y las 6 restantes fueron distribuidas
equitativamente en las demás provincias del país a fin de dar oportunidad laboral a personas que viven en zonas distintas.
 
Asimismo, fue valorado que al menos una de las plazas perteneciera a cada grupo ocupacional de la Institución: apoyo
administrativo, operativo, jefaturas-coordinaciones y Profesionales, fiscales, defensores y técnicos especializados. 
 
En adición a lo anterior, es importante mencionar que pese a que la normativa vigente únicamente exige que las plazas sean
vacantes, con el propósito de causar la menor afectación, se procuró (en la medida de lo posible) que los puestos reservados tanto
para el año 2017 como para el 2018, fueran aquellos con una fecha más reciente de vacancia.
 
Ahora bien, la plaza N°1112 51 correspondiente a la clase Técnico Especializado 2 (clase angosta Técnico de Radio), adscrita a la
Delegación Regional de Cartago, obtuvo condición de vacante a partir del 15 de junio de 2018, lo que la incluye dentro del grupo
de las 176 plazas vacantes contabilizadas para el estudio de reserva del 5% del año 2018.
 
Al momento de realizarse el estudio de puestos, para toda la zona de Cartago (área central y cantones periféricos, incluido el
circuito de Turrialba) se registraron únicamente 9 plazas vacantes en el periodo 2017-2018 (cuyas clases pueden ser objeto de
reserva), de las que debían ser excluidas aquellas que pertenecían a oficinas tomadas en cuenta en la reserva anterior, lo que dio
como resultado mínimas opciones de puestos a considerar.
 
Es así, que de la revisión correspondiente se encontró que según su fecha de vacancia dicha plaza era de las más recientes dado
que al 31 de diciembre de 2018 (fecha de cierre del periodo en estudio) el tiempo como vacante contabilizado fue de 6 meses y 16
días, por lo cual luego del respectivo análisis se determinó que era una de las que podía considerarse en la reserva para la zona
de Cartago.
 
Por otra parte, referente al tiempo servido por la señora Gómez Acuña en la plaza N°111251, -punto medular de la consulta de
ese Consejo- se reitera, que la ley no prevé ningún tipo de condición especial que la Administración deba considerar al momento de
definir una reserva, por tanto si bien esa variable (tiempo de la persona interina) se tuvo a la vista en otros casos (donde existieran
dos o más plazas vacantes de la misma clase y de la misma oficina,  para escoger una), en este caso en particular era la única de
su tipo en esa oficina y zona geográfica, por lo cual la experiencia o el tiempo de interinazgo de la señora Gómez Acuña, no era un
elemento que se debía considerar ni para ese ni para otros casos similares, al no estar expresamente regulado ni en la ley 8862 ni
en su reglamento.
 
Actuar de una manera distinta a la indicada sería delimitar el ámbito de aplicación de la norma, contraviniendo el principio de
legalidad administrativo (el Estado sólo puede hacer lo que la ley específicamente le faculte a hacer), según lo define la Ley
General de la Administración Pública en los siguientes términos:
 
“Artículo 11. 1. La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o
prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes.
 
2. Se considerará autorizado el acto regulado expresamente por norma escrita, al menos en cuanto a motivo o contenido,
aunque sea en forma imprecisa.” (énfasis agregado)
 
Finalmente, es dable reiterar que en esta materia, para la selección de las plazas no existe un procedimiento que pueda ser de
aceptación generalizada para identificar de un grupo de vacantes cuáles serán objeto de reserva; no obstante, se procura que la
elección de estos puestos responda por una parte a la satisfacción de las necesidades de esa población, y por otra parte que en
cada nuevo proceso de reserva anual se vayan considerando paulatinamente todas las áreas de la institución en forma equitativa,
indistintamente el nivel jerárquico donde se ubique la vacante, o cualquier otro tipo de diferenciación, más allá de los criterios
técnicos ya descritos con respecto a ubicación geográfica, grupo ocupacional o tipos de puesto.
 
Así las cosas, esta Dirección da por atendida la gestión solicitada a la espera de lo que a bien disponga el Consejo Superior.”
 



- 0 -
Debe indicarse que la Ley de inclusión y protección laboral de las personas con discapacidad en el sector público establece en su
artículo único: “En las ofertas de empleo público de los Poderes del Estado se reservará cuando menos un porcentaje de un cinco
por ciento (5%) de las vacantes, en cada uno de los Poderes, para que sean cubiertas por personas con discapacidad siempre que
exista oferta de empleo y se superen las pruebas selectivas y de idoneidad, según lo determine el régimen de personal de cada
uno de esos Poderes.” Aunado a lo anterior, nuestro país debe acatar el Convenio Nº 159 sobre la Readaptación Profesional y el
Empleo de Personas Inválidas de la Organización Internacional del Trabajo, aprobado mediante Ley Nº 7219 de 18 de abril de 1991
que establece que el Estado debe desarrollar una política que promueva el empleo de las personas con discapacidad, basada en el











principio de la igualdad de oportunidades y que todas las acciones especiales que se realicen para cumplir con este objetivo, bajo
ninguna circunstancia deberán considerarse como discriminatorias contra los trabajadores sin discapacidad y la Convención
Americana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, aprobada mediante
Ley Nº 7948 de 22 de noviembre de 1999 que tiene por objetivo principal lograr la plena integración en la sociedad de las personas
con discapacidad, a través de la prevención y la eliminación de todas las formas de discriminación. Por lo que en cumplimiento de
normativa interna e internacional, con el objeto de fomentar la práctica de acciones positivas, que favorezcan la igualdad de
oportunidades de las personas con discapacidad y sin perjuicio de la igualdad de condiciones.
Aunado a lo anterior, es menester recordar que los servidores interinos gozan de estabilidad impropia, es decir, la figura del
servidor interino ha sido concebida con el fin de hacer posible una sustitución temporal, son funcionarios públicos laborando en
forma regular para la Administración, pero sin contar con la garantía de inamovilidad que establece la Constitución, así indicado por
la Sala Constitucional, véase la resolución N° 12071-2019 del dos de julio de dos mil diecinueve.
Por lo anteriormente expuesto, se acordó: 1.) Tener por recibido el informe N° PJ-DGH-RS-0714-19 del 07 de noviembre de 2019,
suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, las licenciadas Olga Guerrero Córdoba y Krissia Rojas Quirós, por su orden,
Directora interina, Subdirectora interina y Jefa interina de la Sección Reclutamiento y Selección, todas de Gestión Humana. 2.)
Rechazar el recurso planteado por la señora Melania Gómez Acuña. 3.) Mantener incólume el acuerdo tomado en sesión N° 69-19
del 6 de agosto de 2019, artículo XLIX. 4.) Notifíquese el presente acuerdo a la recurrente.
La Dirección General de Organismo de Investigación Judicial y la Delegación Regional de Cartago, tomará nota para lo que
corresponda.
[1] Esta información se solicita para uso del personal a cargo del proceso evaluativo a fin de realizar los posibles ajustes y
adecuaciones que así se requieran en cada caso, tanto para la aplicación de los exámenes de selección, dentro de los parámetros
que establece la normativa nacional e internacional en estos temas, como en la determinación de medidas afirmativas.
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San José, 9 de noviembre de 2020. 
DVV-S1-0167-2020 



 



Señora 
Máster Roxana Arrieta Meléndez 
Coordinadora 



Comisión Institucional de Empleabilidad 
Poder Judicial 



 
Asunto: Solicitud de Revisión e Inclusión de 
la Política de Empleabilidad del Poder 



Judicial conforme al Modelo de Gestión de las 
Políticas Institucionales en el Poder Judicial 



 
Estimada Señora: 
 



Reciba un atento saludo. Tengo el honor de dirigirme a su persona en la 
condición de Coordinadora de la Comisión Institucional de Empleabilidad 
para solicitarle que se incluya dentro de los proyectos de la citada comisión, 



la revisión y actualización de la Política de Empleabilidad ligada a la Ley no. 
8862 “Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el 
Sector Público”, de conformidad con el Modelo de Gestión de las Políticas 
Institucionales en el Poder Judicial, aprobado por Corte Plena en sesión 02-



2020 del 13 de enero de 2020, artículo XXXII y que exige el alineamiento de 
los planes de acción de todas las políticas existentes a dicho Modelo. 
 



I. Antecedentes 
 



Dentro de las acciones de la Comisión Institucional de Empleabilidad a 
considerar para la revisión y actualización de la Política de Empleabilidad 
del Poder Judicial, se encuentran las siguientes:  



 
El Consejo Superior mediante sesión No. 004-2014 del 16 de enero de 2014, 
conoció y aprobó el informe presentado por el entonces Presidente de la 



Comisión de Empleabilidad del Poder Judicial, en el cual detalló las labores 
que ha venido realizando dicha Comisión para cumplir con la Ley N° 7600 



“Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad” y 
la ley N° 8862 “Inclusión y Protección Laboral de las Personas con 
Discapacidad en el Sector Público”, entre ellas: 
 
1. “En primera instancia se definió como una necesidad establecer un 
mapa de las acciones necesarias para cumplir con el cometido de la Ley.  
Basados en las capacitaciones previas recibidas que han brindado la 
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Comisión Interinstitucional para la Empleabilidad de las Personas con 
Discapacidad o de las capacitaciones como las de ASCODI, se aprobó seguir 
la siguiente secuencia: 
 



 
 
 
En esa primera reunión, la Comisión acordó trabajar sobre los siguientes 
aspectos: 
 



✓ Contar con un inventario de las plazas vacantes. 
 



✓ Clases de puestos vacantes y precisar ubicación y despacho. 
 



✓ Conocer el detalle de la condición de infraestructura de los edificios del 
Poder Judicial, en especial donde se ubican dichas plazas. 
 



✓ Determinar las clases de puestos que en este momento están 
trabajando bajo la modalidad de teletrabajo; a fin de valorar esta 
posibilidad en caso de que algunos de los cargos vacantes laboren en 
esta modalidad. 



 
✓ Definido la cantidad de puestos que se procurará llenar.  Se puede 



trabajar valorar un grupo de clases de puestos para iniciar con un plan 
piloto, dado la complejidad del tema. 
 
 



2. Debido a la magnitud, complejidad e interdisciplinariedad que implica 
la definición de los puestos que pueden ser ocupados por personas con 
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discapacidad, la Comisión acordó apoyar su trabajo creando un equipo 
multidisciplinario con personal de la Dirección de Gestión Humana donde se 
incluyen Profesionales en Recursos Humanos, Trabajo Social, Medicina y 
Salud Ocupacional. En particular, la Subcomisión se compone del siguiente 
equipo: 
 
 



Mauricio Quirós Álvarez, Subdirector de Gestión Humana 



 



Mauricio Moreira Soto, Médico de Empresa, Servicios de Salud 



 



Alejandra Jeréz Soto, Profesional en Psicología, Reclutamiento y Selección 



 



Rebeca Sanabria Sánchez, Profesional en Trabajo Social, Carrera Judicial 



 



Lucrecia Chaves Torres, Jefa Sección Administrativa de la Carrera Judicial 



 



María Gabriela Mora Zamora, Jefa Sección de Análisis de Puestos  



 
 
A esta Subcomisión se le asignó la tarea de analizar los puestos vacantes y 
plantear una alternativa de conformidad con los elementos mencionados. 
 
3. Con base en lo dispuesto, la Subcomisión elaboró los siguientes 
instrumentos: 
 



✓ “REQUERIMIENTOS PARA LA ELABORACIÓN DE PERFILES DE 
PUESTOS APLICABLES A OFERENTES CON DISCAPACIDAD”.  Siendo 
este un instrumento que considera como base los elementos del CIF 
(Clasificación Internacional del Funcionamiento, de la Discapacidad y 
de la Salud); así como los distintos insumos suministrados por ASCODI 
en capacitaciones que ha recibido los servidores del Departamento de 
Gestión Humana. 



 
✓ “EVALUACIÓN DE INFRAESTRUCTURA EN RELACION A LA 



DISCAPACIDAD EN EL PODER JUDICIAL”,  herramienta que se puede 
utilizar para verificar en el Poder Judicial el cumplimiento de las 
condiciones de accesibilidad en obras existentes (edificios principales, 
casas alquiladas, locales alquilados) en concordancia con la Ley 7600 
y su Reglamento, la normalización técnica en Accesibilidad al Medio 
Físico (INTECO) y recomendaciones complementarias del Consejo 
Nacional de Rehabilitación y Educación Especial (CNREE) y el Colegio 
Federado de Ingenieros y de Arquitectos (CFIA).  Los elementos que 
considera la herramienta son tomados de la “Guía Integrada para la 
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Verificación de la Accesibilidad al Entorno Físico”. Capítulo V. 
Instrumento Técnico: Verificación de la Accesibilidad al Entorno Físico 
en Costa Rica. 



 
 
4. La Comisión definió que con el fin de iniciar el proceso de inserción 
laboral se tomen como base los cargos nuevos destinados para el presupuesto 
del 2014. 
Esta medida tiene los siguientes beneficios: 



 
a) Dado que las plazas son "nuevas"; es decir, no vienen desde años 
anteriores como extraordinarias y en 2014 se oficializan, sino que se tratan 
de plazas "sin historial" por decirlo de alguna forma, se facilita el proceso de 
inserción, ya que no existen personas que vengan ocupando las plazas, ni se 
han generado expectativas, ni compromisos con ellas. 
 
b) La Sección de Reclutamiento y Selección puede continuar y finalizar los 
concursos actuales y los que tiene previstos para lo que resta del período, bajo 
las medidas temporales aprobadas por el Consejo Superior.  
 
c) El total de plazas según programa presupuestario es el siguiente: 
 



 
 
d) Se realizó un ejercicio para determinar el equivalente del 5% de plazas que 



deben reservarse, resultando 13 puestos. Sobre este punto la Comisión reiteró 
que es importante considerar variables como: cantidad de puestos, ubicación 
geográfica, programa presupuestario, accesibilidad de la infraestructura, 
ambientes laborales, entre otras.   
 
e) Se ratifica lo señalado en sesiones anteriores, donde a criterio de la 
Comisión, que por la naturaleza del trabajo de los cargos catalogados como 
de riesgo, entre éstos; fiscales, defensores y jueces, por contener como 
requisito el carné de portación de armas, los postulantes deberán ser 
valorados para determinar la idoneidad mental, se dispuso no incluirlos para 
la reserva.     
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f) Se define la necesidad de efectuar protocolos relacionados con el proceso 
de inducción, seguimiento de las personas que se contraten bajo la nueva 
política de accesibilidad, en diferentes áreas como la infraestructura; el 
ambiente laboral; adaptabilidad del puesto de trabajo; desempeño, entre 
otras.     
 
5. Luego de varias sesiones de trabajo y de análisis de los insumos 
presentados por la Subcomisión, se acordó seguir analizando las 219 plazas 
nuevas para el 2014 con el objetivo de determinar con análisis matricial de 



todas las variables, la cantidad de plazas que se reservarán por medio de 
una Política que, conforme a la ley, debe dictar el máximo jerarca.  En el 
momento de realizar este informe, el trabajo de análisis está en proceso y se 
espera que durante el mes de febrero 2014 se haya aprobado, en definitiva. 
 
6. Proyecto de Ventanilla Ciudadana 
 
La Comisión conoció acuerdo del Consejo Superior de fecha primero de agosto 
del año 2014, artículo LXX, en el que se recomienda implantar un plan piloto 
de “Ventanilla Ciudadana” en el edificio de la Corte Suprema de Justicia, a 
cargo de una persona con discapacidad, en cumplimiento de la Ley de 
Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad”, y que los 
responsables de su ejecución son la Contraloría de Servicios y Gestión 
Humana. Sobre el particular, la Comisión decide participar del proyecto por 
considerar que es competente de acuerdo con las responsabilidades legales 
otorgadas. 
 
Luego de varias reuniones, el Departamento de Gestión Humana presenta el 
estudio técnico donde se realiza la propuesta sobre la definición de la 
naturaleza del trabajo, tareas típicas, condiciones ambientales y 
organizacionales; así como los requerimientos físicos, sensoriales y mentales 
de un cargo cuyo propósito es la atención de consultas de las personas 
usuarias orientadas a los servicios que brinda la institución y la ubicación de 
los diferentes despachos judiciales para que sea ocupado por una persona 
con diversidad funcional (discapacidad). 
 



7. Otras iniciativas institucionales. 
 
El Consejo Superior en sesión del 16 de julio de 2013, artículo XXXVI, autorizó 
la gestión para ejecutar el "PROYECTO PILOTO QUE GARANTICE EL ACCESO 
A LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD A LA OFERTA DE EMPLEO DEL 
MINISTERIO PÚBLICO", por lo que se otorgó permiso con goce de salario y 
sustitución a la plaza No. 24809 de Fiscal Auxiliar en la Fiscalía de Pérez 
Zeledón, Zeledón para que garantice la inclusión de un oferente elegible con 
discapacidad visual para el puesto de fiscal auxiliar, que sirva como 
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experiencia previa a fin de que se puedan crear condiciones igualitarias para 
que personas con otro tipo de discapacidad y que muestren interés de 
ingresar al Ministerio Público puedan optar por una plaza en forma interina o 
propietaria, siempre que existan ofertas de empleo y se superen las pruebas 
de selección y de idoneidad.” 
 
 



Para un mayor detalle se adjunta el acuerdo del Consejo Superior:  
 



Acta de Consejo 



Superior Nº  004 - 2014 .pdf 
 



II. Sobre la Política de Empleabilidad del Poder Judicial 



 
El Consejo Superior mediante acuerdo N° 40-2014 del 02 de mayo del 2014, 



conoció y aprobó la Política de Empleabilidad del Poder Judicial (Política de 
Reserva), en la cual se indicó: 
 



“JUSTIFICACIÓN DE LA POLÍTICA: El Poder Judicial desarrolla 
acciones para avanzar en la construcción de una institución inclusiva. 
En este sentido, debe desarrollar una estrategia de inclusión laboral 
para personas con discapacidad. Estas acciones deben realizarse no 
sólo para cumplir con la Ley 8862 y su Reglamento, que en todo caso es 
de acatamiento obligatorio, sino también para aprovechar las 
capacidades de esta fuerza laboral y promover condiciones de pleno 
desarrollo, donde el trabajo es fuente de progreso y dignificación de cada 
persona. 



 



Asimismo, se explicó el Procedimiento para la reserva cuando menos un 
porcentaje de un cinco (5%) de las plazas vacantes para el período en ejercicio 
- 2014- según el marco normativo vigente.  
 
Bajo ese escenario, se plantea en cada período del ejercicio presupuestario 



correspondiente, el listado de plazas que mediante un estudio técnico se 
recomiendan reservar a través de la Política de Reserva para cumplir con el 
requerimiento estipulado en la Ley N° 8862. 



 
Aunado a esto, el Consejo Superior en sesión no. 049- 2015 del 26 de mayo 



de 2015 conoció y aprobó el Modelo para el Reclutamiento y Selección 
de Personas con Discapacidad, el cual establece el procedimiento detallado 
de la siguiente manera:  



 
“Acciones a desarrollar 
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1. Estudio de clases sujetas a reserva: Se revisa el detalle de todas 
las plazas vacantes en los diferentes programas presupuestarios para el 
período siguiente; así como la información relacionada con la 
clasificación de los cargos, su naturaleza y tareas asociadas. 
 
2. Aviso de Reclutamiento Selección para crear banco de 
postulantes: Mediante la publicación de un concurso, se insta a las 
personas con discapacidad (certificadas por la C.C.S.S); a conformar 



parte de un registro de postulantes. La comunicación es accesible y 
detalla los puestos vacantes por lo que pueden optar en el Poder Judicial, 
asimismo establece los requisitos y otros aspectos de interés. 
 
3. Revisión y clasificación de oferentes: Se revisa cada una de las 
ofertas para establecer el cumplimiento de los requerimientos definidos 
en la publicación, esto según el interés de la persona con discapacidad. 
 
4. Creación del banco de postulantes: Se procede a confeccionar el 
banco de postulantes por clase de puesto. 
 
5. Estudio para determinar puestos de reserva: En esta etapa se 
analiza y compara los requerimientos físicos, sensoriales y psicosociales 
de cada puesto con el banco de postulantes. Al mismo tiempo que se 
orientan los posibles ajustes técnicos razonables que se debería hacer 
para integrar a la persona a cada puesto. 
 
6. Crear Política de Reserva: Se procede a confeccionar y trasladar al 
Consejo Superior para su aprobación la Política de Reserva, con el detalle 
específico de los puestos que la conforman. 
 
7. Concurso para puestos de reserva: Se publica el concurso para los 



puestos de reserva por clase. 
 
8. Consulta al Banco de oferentes: Se procede a consultar el banco 
de oferentes. 
 
De existir en el banco de oferentes personas con discapacidad que 
cumplan los requerimientos definidos en la publicación, se procede con 
lo siguiente: 
 
§ Aplicación y evaluación de pruebas: En caso de existir personas 
con discapacidad que cumplan con los requisitos establecidos, se   
procede con la aplicación de pruebas y otros instrumentos para 
determinar la idoneidad, esto de conformidad con la regulación 
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institucional. Estas pruebas deben adecuarse y adaptarse a la 
discapacidad que presente la persona interesada. 
 
§ Confección de Nómina (lista de elegibles con discapacidad): La 
Sección de Reclutamiento y Selección confeccionará una nómina que 
contiene la propuesta de la o las personas candidatas. 
 
§ Nombramiento: La misma será remitida a la jefatura de la oficina a 
la que está adscrita el puesto quien de acuerdo a lo establecido en la 



regulación vigente, está en la obligación de escoger uno entre los 
candidatos que se le envían o bien a quien resulte elegible cuando la 
nómina este conformada por una sola persona. Una vez que se tome la 
decisión se remitirá al Consejo Superior el detalle de la persona con 
discapacidad propuesta y los ajustes razonables que se requieren entre 
ellos la accesibilidad al entorno físico. ([1])   
 
Cuando no resulten oferentes del banco o bien a pesar de existir ninguno, 
haya obtenido la elegibilidad de acuerdo con los procedimientos 
establecidos se procede de la siguiente forma: 
 
§ Concurso abierto: En caso de no existir personas con discapacidad 
que cumplan con los requisitos establecidos para los puestos de reserva; 
ya sea porque no hay oferentes o estos no fueran idóneos, se publica un 
concurso abierto.  
 
§ Revisión de ofertas: Se procede a revisar las ofertas y el 
cumplimiento de requerimientos definidos en la publicación del concurso. 
 
§ Aplicación y evaluación de pruebas: Se   procede con la aplicación 
de pruebas y otros instrumentos para determinar la idoneidad del 
oferente, esto de conformidad con la regulación institucional. 



 
§ Confección de Nómina (lista de elegibles): La Sección de 
Reclutamiento y Selección confeccionará una nómina que contiene la 
propuesta de la o las personas candidatas. 
 
§ Nombramiento: La misma será remitida a la jefatura de la oficina a 
la que está adscrita el puesto, para que de conformidad con lo 
establecido escoja entre las o los candidatos. Una vez que se tome la 
decisión se remitirá el detalle de la persona propuesta al Consejo 
Superior. 
 
Lo anterior, se justifica no solamente en la obligatoriedad que tiene el 
Poder Judicial de cumplir con la Ley 8862 y su Reglamento; sino también 
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permite avanzar y fortalecer las acciones que promueven la inclusión de 
poblaciones vulnerables como lo son las personas con discapacidad. 
 
Expuesto lo anterior se recomienda: 
 
1. Aprobar el flujo del procedimiento propuesto y de esta forma avanzar 
en la construcción de una institución más inclusiva, que pueda 
aprovechar las capacidades de esta fuerza laboral y promover 
condiciones de pleno desarrollo, y de trabajo como fuente de progreso y 



dignificación. 
 
2. La Comisión de Empleabilidad en coordinación con la Dirección de 
Gestión Humana, estará remitiendo el cronograma de actividades 
respectivo, para el desarrollo de la propuesta.” 



 
III. Solicitud 



Conforme a lo expuesto, se le solicita: 



1. Se incluya en la siguiente sesión de la Comisión Institucional de 
Empleabilidad esta propuesta de revisión y actualización de la Política 



de Empleabilidad del Poder Judicial, a fin de la Comisión de aboque 
su conocimiento y decisión como una de sus prioridades a corto plazo, 



a fin de cumplir con los siguientes objetivos: 



 



a. Garantizar a la población en situación de discapacidad el acceso 
al empleo sin discriminación en cumplimiento de la Convención 
Internacional sobre los derechos de las personas con 



discapacidad y la Convención sobre los derechos de las 
personas con discapacidad, de carácter supraconstitucional por 



tratarse de derechos humanos, en los términos dispuestos 
reiteradamente por la Sala Constitucional. Además, la 
normativa nacional integrada entre otras por la Ley 7.600, la 



Ley 8862 y su Reglamento, y la Ley que creo un capítulo 
adicional de Acceso a la Justicia a la Ley 7600, así como la 
Política de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad 



del Poder Judicial aprobada por Corte Plena. 



 



b. Cumplir con el acuerdo de Corte Plena en sesión N° 02-2020 de 
13 de enero de 2020, Artículo XXXII, en el que aprobó el Modelo 
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de Gestión de las Políticas Institucionales en el Poder Judicial y 



estableció la exigencia del alineamiento de los planes de acción 
de todas las políticas existentes a dicho Modelo. 



 



c. Propiciar una mayor claridad en las regulaciones 
administrativas que engloban los derechos de las personas con 



discapacidad, en virtud de las posiciones que ha adoptado el 
Consejo Superior y que han sido de conocimiento de la 



Comisión para la reserva de plazas, de conformidad con la Ley 
N° 8862 y su Reglamento. 



 



2. Solicitar al Consejo Nacional de Discapacidad asesoría para la revisión 
y actualización de la Política de Empleabilidad del Poder Judicial, con 



base en el artículo 2 de la Ley 9303 que es la Ley de Creación del 
Consejo Nacional de Discapacidad; así como a la Dirección de 



Planificación conforme al Modelo de Gestión de Políticas 
Institucionales del Poder Judicial. 



 



Cordialmente, 



 



Magistrada Damaris Vargas Vásquez 



Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad 
Integrante de la Comisión de Empleabilidad 



Poder Judicial 



República de Costa Rica 
 
 
 
Copias: 
Consejo Nacional de Discapacidad 
Comisión de Acceso a la Justicia 
Dirección de Gestión Humana 
Dirección de Planificación 
Contraloría de Servicios 
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Política de igualdad para  
las personas con discapacidad  
en el Poder Judicial



Aprobada en  la sesión n.º 14-08 de la Corte Plena, celebrada 
el cinco de mayo del dos mil ocho. Artículo XXIII.



DECLARACIÓN DE LA POLÍTICA DE IGUALDAD PARA LAS 
PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN EL PODER JUDICIAL



Introducción



Con la promulgación de la Ley de Igualdad de Oportunidades 
para las Personas con Discapacidad, Ley No. 7600 del año 
1996, surgen una serie de lineamientos de acatamiento 
obligatorio por parte de las instituciones públicas y privadas, 
tendientes a garantizar el acceso a los servicios y la igualdad 
de oportunidades de las personas con discapacidad. 



Con el fin de coadyuvar con el cumplimiento de esta 
Ley y recomendar la adopción de políticas en materia 
de discapacidad, el Poder Judicial conformó la Comisión 
Institucional en esta materia, con una integración estratégica 
al contar con representantes de diversos Despachos 
Administrativos, Judicatura, Defensa Pública, Fiscalía, 
Organismo de Investigación Judicial, así como Sociedad 
Civil,facilitando así la toma de decisiones. 



La Comisión de Accesibilidad tiene definidas dos áreas de 
acción: la interna dirigida a las funcionarias y funcionarios 
judiciales, básicamente, en función de tres objetivos:
Ingreso, nombramiento en propiedad y ascenso.



“Garantizar la igualdad de oportunidades 
y no discriminación en los servicios 
judiciales, decisiones judiciales y 
funcionamiento interno del Poder 
Judicial para las personas en condición 
de discapacidad”.











Prevención ante situaciones de riesgo individual o colectivo.
Atención integral (adecuación laboral), frente a una discapacidad 
temporal o definitiva, congénita o sobreviniente. 



En el área externa, la Comisión vela porque la institución brinde 
las mejores condiciones para la atención de usuarias y usuarios, 
enfocando su accionar en los siguientes campos:



1. Infraestructura
2. Comunicación
3. Información
4. Sensibilización



La cobertura de las necesidades detectadas para el fortalecimiento 
de estas áreas, es una tarea a la cual el Poder Judicial se ha abocado, 
creando los mecanismos necesarios para la consecución de los 
objetivos planteados tanto en el Plan Estratégico como en el Plan 
Anual Operativo. 



No obstante los esfuerzos realizados; ante la diversidad de servicios 
y demandas, que el Poder Judicial ha tenido en esta materia, se hizo 
necesario contar con una línea de acción que estableciera objetivos 
concretos que tuvieran un denominador común: cumplir con los 
mandatos que impone la ley, como única opción para respetar uno 
de los derechos fundamentales de las personas con discapacidad, a 
saber, el acceso real y efectivo a la justicia. Por estas razones la Corte 
Plena en Sesión N° 14 -08, celebrada el 5 de mayo de 2008, artículo 
XIII, aprobó la Declaración de la Política de Accesibilidad para las 
personas con discapacidad en el Poder Judicial, propiciando así que 
de una manera transversal, prioritaria y sustantiva se incorpore la 
perspectiva de la discapacidad en todos los ámbitos del quehacer 
institucional del Poder Judicial, para garantizar la igualdad de 
oportunidades y la no discriminación en los servicios judiciales, 
decisiones judiciales y funcionamiento interno de la institución.



La construcción de esta Política se realizó mediante una consultoría 
financiada con fondos del préstamo Corte - Bid, que facilitó la 
contratación de un experto en la materia e implicó un proceso 
participativo con integrantes de la Comisión de Accesibilidad, 
instituciones afines, representantes de la Sociedad Civil, y 
funcionarias (os) judiciales quienes, en una segunda etapa, validaron 
el documento con aportes y sugerencias recopiladas mediante 
talleres ejecutados en todos los circuitos judiciales del país. 



Este proceso sirvió además como agente sensibilizador, al 
desarrollarse a partir de la perspectiva de los Derechos Humanos 
de las Personas con Discapacidad e involucrar a representantes de 
todos los sectores que conforman el Poder Judicial: Administrativo, 
Jurisdiccional y Auxiliar de Justicia.



La Política establece las líneas generales del plan de acción y se 
fundamenta en los Principios Generales que informan la materia.



DECLARACION DE LA POLÍTICA DE IGUALDAD PARA LAS PERSONAS 
CON DISCAPACIDAD EN EL PODER JUDICIAL



Considerando:



Que el derecho a la igualdad y no discriminación de todos los 
seres humanos se encuentra reconocido en diversos instrumentos 
de protección de los derechos humanos tales como: Declaración 
Universal de los Derechos Humanos1, Pacto de Derechos Civiles y 
Políticos2 y la Convención Americana de Derechos Humanos3.



Que el derecho al acceso a la justicia es reconocido en los 
siguientes instrumentos internacionales de protección de los 
derechos humanos: Declaración Universal de Derechos Humanos4, 
Pacto de Derechos Civiles y Políticos5 y la Convención Americana 
de Derechos Humanos6.











Que el Estado costarricense por medio de la Ley 7948 aprueba 
la Convención Interamericana para la Eliminación de todas las 
formas de discriminación contra las personas con discapacidad. La 
cual establece el derecho de la población con discapacidad a no 
ser discriminada7 y el derecho al acceso a la justicia8.



Que la Constitución Política Costarricense reconoce el derecho a la 
igualdad9 y los derechos al acceso a la justicia10.



Que conforme a la ley de Igualdad de Oportunidades para 
las Personas con Discapacidad11 se establecen una serie de 
obligaciones estatales dirigidas a asegurar la igualdad y equidad 
para las personas con discapacidad.



Que el Poder Judicial tiene como mandato constitucional la 
administración de la justicia en forma pronta y cumplida, sin 
denegación y en estricta conformidad con las leyes. 



Reconociendo:



Que existe una realidad social identificada por las instituciones 
nacionales y organismos internacionales que refleja la desigualdad 
económica, jurídica, política, ideológica que viven las personas en 
condición de discapacidad en la sociedad costarricense.



Que el Poder Judicial realizó un diagnóstico institucional (2006) en el 
cual se identificaron las desigualdades existentes, las necesidades y las 
líneas de acción a seguir. Dicho documento de diagnóstico constituye 
una base fundamental de la política ya que plantea y orienta las medidas 
a tomar en las diferentes dimensiones de trabajo en la administración 
de justicia y el acceso a sus servicios de las personas con discapacidad.



Que las personas en condición de discapacidad son muy diversas 
por razones de género, edad, condición económica, discapacidad, 
orientación sexual, creencias, etc.



Tomando en cuenta los siguientes principios:



El principio de no discriminación por razones de 
discapacidad: significa toda distinción, exclusión o restricción 
basada en una discapacidad, antecedente de discapacidad, 
consecuencia de discapacidad anterior o percepción de una 
discapacidad presente o pasada, que tenga el efecto o propósito 
de impedir o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por parte 
de las personas con discapacidad, de sus derechos humanos y 
libertades fundamentales.12 



El principio de equiparación: utilizar acciones afirmativas o 
medidas correctivas dirigidas a corregir desigualdades sociales 
conforme a los instrumentos internacionales de protección de los 
derechos humanos que establece: “No constituye discriminación 
la distinción o preferencia adoptada por un Estado parte a fin 
de promover la integración social o el desarrollo personal de las 
personas con discapacidad, siempre que la distinción o preferencia 
no limite en sí misma el derecho a la igualdad de las personas con 
discapacidad y que los individuos con discapacidad no se vean 
obligados a aceptar tal distinción o preferencia…13”



El principio del respecto a la diversidad: evidenciar las diferencias 
de los seres humanos según edad, género, etnia, religión, condición 
económica, situación geográfica, discapacidad, etc., reconociendo 
que los intereses, necesidades y percepciones de esta diversidad 
de seres humanos son igualmente diferentes.



El principio de igualdad de oportunidades: ampliar el principio 
de igualdad formal, al de igualdad real y equidad tomando en 
cuenta con criterios de equidad, las condiciones personales y el 
trasfondo humano de los conflictos en cada uno de los casos y 
sus consecuencias. 











El principio de la no violencia: prevenir, sancionar y erradicar 
la violencia estructural que se da cuando se invisibiliza e 
ignora las necesidades de las personas con discapacidad en 
los servicios judiciales14. 



El principio de accesibilidad: brindar facilidades para que todas las 
personas puedan movilizarse libremente en el entorno, hacer uso 
de todos los servicios requeridos y disponer de todos los recursos 
que garanticen su seguridad, su movilidad y su comunicación.15



El principio de vida independiente: abordar el “problema” en el 
entorno y no en las personas, permitiendo que estas tomen las 
decisiones en sus vidas.16



El principio de auto representación: desarrollar mecanismos de 
participación ciudadana en todas las instancias judiciales donde 
las personas con discapacidad como colectiva social participen en 
la toma de decisiones.17 



Principio de Participación conforme a la edad cronológica: 
relacionarse con las personas con discapacidad conforme a la 
edad cronológica 



Asumir en su totalidad los principios enunciados en el Código de 
Ética, de la justicia como un servicio público; la independencia 
judicial libre de prejuicios; la transparencia judicial; la participación 
ciudadana; el mejoramiento de la administración de la justicia; 
el acceso a las instancias judiciales; así como los deberes de 
capacitación judicial, reserva e imparcialidad.



Incorporar los principios enunciados en el Código de Ética con 
el fin de promover la igualdad de las personas en condición 
de discapacidad.



Acuerda: 



1. Adoptar una Política de Igualdad para las personas en 
condición de discapacidad que de manera transversal, 
prioritaria y sustantiva incorpore la perspectiva de la 
discapacidad en todo el quehacer del Poder Judicial. Para 
garantizar la igualdad de oportunidades y no discriminación 
en los servicios judiciales, decisiones judiciales y 
funcionamiento interno del Poder Judicial.18



2. Integrar esta política a la misión, visión y los objetivos 
institucionales, así como en los procesos de planificación, en 
los planes anuales operativos y presupuestos19.



3. Incorporar todos los principios establecidos en esta política en 
el Código de Ética Judicial y el Estatuto Judicial.20



4. Desarrollar todas las medidas de carácter administrativo, 
normativo, procedimental y operativo que sean necesarias con 
el fin de garantizar la integración y aplicación de esta política 
en los diferentes ámbitos del Poder Judicial.21



5. Asegurar los recursos humanos, materiales, financieros 
y técnicos necesarios, así como la creación de órganos, 
métodos y procedimientos adecuados para implementar 
esta política e incorporar criterios de descentralización para 
que se haga efectiva.22



6. Garantizar el seguimiento y monitoreo de la política de 
igualdad para las personas en condición de discapacidad, 
mediante la instancia que las autoridades judiciales 
determinen para velar por el cumplimiento de la presente 
política; creando mecanismos que sean necesarios para lograr 
la coordinación entre los tres ámbitos de la administración 
judicial responsables de su aplicación. c.23











7. Incluir e implementar las acciones afirmativas o medidas de 
corrección que se requieran en el plan de acción, con el fin de 
asegurar la eliminación de las desigualdades que sufren las 
personas en condición de discapacidad.24



8. Transversar la perspectiva de la discapacidad y el principio 
de no discriminación por razones de discapacidad, en todos 
los servicios judiciales incluyendo los dirigidos a las personas 
servidoras judiciales25.



9. Dar a conocer de manera inmediata la presente política en todos 
los ámbitos y niveles del Poder Judicial, así como en la sociedad 
civil con el objeto de que se aplique en forma inmediata26.



10. Concienciar y capacitar en forma sistemática y continua a 
las personas servidoras judiciales con el objeto de lograr un 
cambio de actitud en la cultura institucional acorde con los 
principios establecidos en esta política27.



11. Promover la participación ciudadana de personas con 
discapacidad en los diferentes órganos del Poder Judicial28.



12. Asegurar la prestación de servicios a partir de criterios de 
eficiencia, agilidad, cortesía y accesibilidad acordes con las 
demandas y necesidades de las personas con discapacidad, 
que tomen en cuenta sus características específicas y 
eliminen todas aquellas normas, prácticas y costumbres que 
tengan un efecto o resultado discriminatorios por razones de 
discapacidad, o de cualquier otra naturaleza.29



13. Garantizar que el entorno, los bienes, los servicios y las 
instalaciones de atención al público relacionado con los 
servicios judiciales, sean accesibles para que las personas en 
condición de discapacidad los usen y disfruten.30



14. Brindar información veraz, comprensible y accesible sobre los 
servicios judiciales a la población con discapacidad.31



15. Apoyar a la Comisión de Accesibilidad y los comités locales 
en la coordinación, el desarrollo, la promoción, la ejecución, la 
evaluación y el seguimiento de esta política, para alcanzar a corto, 
mediano y largo plazo las metas propuestas y erradicar así las 
desigualdades y discriminaciones por razones de discapacidad 
en todos los ámbitos de la administración de justicia.32



LÍNEAS GENERALES DEL PLAN DE ACCIÓN



Con el fin de lograr la igualdad real, considerando la normativa 
jurídica internacional y nacional de los Derechos Humanos, 
los principios que rigen el Código de Ética del Poder Judicial, 
incluyendo los principios establecidos en esta política, así como 
los compromisos asumidos por la Corte Suprema de Justicia en los 
procesos de modernización, se presentan a continuación la meta y 
las líneas generales a ser contempladas en un plan de acción que 
permita llevar a la práctica la Política de Igualdad para las Personas 
en Condición de Discapacidad del Poder Judicial.



Meta de la Política de Igualdad para las Personas en Condición de 
Discapacidad del Poder Judicial



Garantizar la igualdad de oportunidades y no discriminación en los 
servicios judiciales, decisiones judiciales y funcionamiento interno 
del Poder Judicial para las personas en condición de discapacidad.



Líneas de acción de la política



Las acciones a seguir en todos los ámbitos del Poder Judicial para 
la implementación de la presente política, deben orientarse a la 
identificación y erradicación de las desigualdades por razones 
de discapacidad. Especial atención debe darse en el acceso a 
los servicios judiciales y en las decisiones judiciales. Además 
las desigualdades no deben afectar el acceso, interpretación 
y aplicación de la justicia, ni interferir en el desempeño de las 
personas servidoras judiciales en relación con sus funciones.











La Comisión de Accesibilidad y administraciones regionales 
en los distintos circuitos judiciales, serán responsables de la 
implementación, seguimiento y evaluación de la política.



Las áreas estratégicas para la ejecución de la política serán las siguientes:



a) Gestión de Personal
b) Comunicación, información y señalización
c) Espacios accesibles
d) Desarrollo de tecnología que facilite la accesibilidad
e) Políticas, Normas y Procedimientos Institucionales
f ) Labor Jurisdiccional
g) Organización Administrativa
h) Monitoreo e Implementación



Las acciones propuestas serán desarrolladas en diferentes ámbitos 
como lo son:



En el ámbito Administrativo



Aspectos Generales



El Consejo Superior, Dirección Ejecutiva y demás instancias 
administrativas del Poder Judicial deben impulsar el mejoramiento 
y fortalecimiento de los mecanismos administrativos y 
jurisdiccionales existentes, tales como la Contraloría de Servicios, 
el Departamento de Personal, el Departamento de Planificación, 
la Inspección Judicial, la Defensa Pública y la Oficina de Atención 
a la Víctima, para lograr la accesibilidad a la justicia a las personas 
usuarias con discapacidad, sin discriminación.



El Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva por medio de las 
administraciones regionales establecerán servicios de apoyo que 
brinden: a) ayudas técnicas que faciliten el acceso a la justicia 
de las personas con discapacidad b) personal especializado 



que facilite el acceso a los servicios judiciales a las personas en 
condición de discapacidad.



El Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva a través de los 
departamentos de Servicios Generales y Proveeduría deben 
asegurar que los inmuebles donde se otorgan los servicios 
judiciales sean accesibles para lo cual deberán a) Mantener un 
diagnóstico actualizado de los inmuebles en el cual se otorgan 
los servicios con el fin de identificar las barreras arquitectónicas. 
b) Implementar un sistema de control que asegure que los 
inmuebles que alquile el Poder Judicial cumplan con las normas 
establecidas en la Ley de Igualdad de Oportunidades para 
las Personas con Discapacidad. c) Actualizar una guía sobre 
accesibilidad a los inmuebles de los servicios judiciales d) Elaborar 
y ejecutar un plan de eliminación de barreras arquitectónicas 
para los inmuebles propiedad del Poder Judicial. e) Negociar 
con las personas propietarias de los bienes inmuebles alquilados 
la realización de las adaptaciones necesarias para asegurar el 
acceso arquitectónico a los inmuebles, de las personas usuarias 
en condición de discapacidad. F) Rescindir los contratos de 
inquilinato donde los inmuebles no aseguren un mínimo de 
accesibilidad arquitectónica para las personas con discapacidad. 



El Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva a través de los 
departamentos de Servicios Generales y Proveeduría deberán 
asegurar que los muebles para la atención al público y para 
servidores judiciales sean accesibles para lo cual se deberá: a) 
Mantener un diagnóstico actualizado de los muebles que se 
utilizan para la atención al público donde se identifique aquellos 
que contemplen barreras de acceso b) Diseñar y actualizar una 
guía sobre accesibilidad a los inmuebles de los servicios judiciales. 
c) Elaborar y ejecutar un plan de renovación de muebles para 
asegurar que estos sean accesibles, cómodos y satisfactorios para 
su uso por parte de la población en condición de discapacidad.











El Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva velarán porque se 
implementen procesos de atención cómodos, seguros, accesibles 
y eficientes, que aseguren la igualdad de oportunidades para las 
personas con discapacidad.



El Consejo Superior, el Consejo de Administración de Circuitos y 
los órganos auxiliares de justicia (Organismos de Investigación 
Judicial, Ministerio Publico y Defensa Pública) promoverán, la 
adquisición de automóviles accesibles, para aquellos casos en que 
se otorgan servicios al público. 



El Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva a través del 
Departamento de Servicios Generales asegurarán una señalización 
accesible en los inmuebles judiciales mediante las siguientes 
acciones: a) realizar un diagnóstico sobre la señalización existente 
en los inmuebles donde se dan servicios judiciales, b) Diseñar y 
actualizar una guía sobre señalización accesible para los inmuebles 
donde se otorgan servicios judiciales, c)Elaborar y ejecutar un plan 
de renovación de rótulos de señalización que sean accesibles para 
la población en condición de discapacidad.



El Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva por medio del 
Departamento de Seguridad deberá desarrollar gestiones para 
prevenir los riesgos que surjan de emergencias por medio de 
las siguientes acciones a) Realizar un diagnóstico sobre riesgos 
en situaciones de emergencia en los edificios judiciales desde 
la perspectiva de la discapacidad b) Elaborar una guía para la 
prevención de riesgos en situaciones de emergencias en los 
edificios judiciales desde la perspectiva de la discapacidad c) 
Capacitar al personal judicial sobre el manejo de emergencia 
incorporando la variable de la discapacidad d) Diseñar un plan para 
ser ejecutado para garantizar la seguridad de todos las personas 
usuarias de los servicios judiciales sin discriminación por razones 
de edad, discapacidad, género, etc.



El Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva por medio del 
Departamento de Seguridad, deberán implementar un programa 
de salud ocupacional para el personal con discapacidad que labora 
en el Poder Judicial.



b) Planificación, Seguimiento, Evaluación y Presupuesto



El Departamento de Planificación deberá promover la incorporación 
de las acciones derivadas del cumplimiento de la Política en los 
planes estratégicos, en los planes anuales operativos de las oficinas 
y despachos del Poder Judicial y, será responsable de que esta 
disposición se cumpla a través de un efectivo seguimiento.



El Departamento de Planificación junto con la Comisión de 
Accesibilidad, desarrollará un sistema de indicadores para medir 
el avance de la implementación de la Política de Igualdad para las 
personas en condición de discapacidad.



El Departamento de Planificación con la asistencia técnica de la 
Comisión de Accesibilidad,realizará una evaluación anual de los 
planes y programas de las oficinas y despachos judiciales, para 
determinar el logro o grado de avance de los resultados esperados 
en materia de igualdad y discapacidad.



Los centros de responsabilidad conforme a la Ley 7600, asegurarán 
que las acciones para garantizar la igualdad de oportunidades para 
las personas con discapacidad, previstas en los planes y programas 
de todas las oficinas y despachos judiciales, tengan el respectivo 
contenido presupuestario.



El Departamento de Planificación, mediante la Sección de 
Estadística desarrollará indicadores desde la perspectiva de la 
discapacidad para recoger información que sea útil para la toma 
de decisiones. 











El Departamento Financiero Contable velará por la correcta 
asignación de recursos conforme a lo planificado y la Auditoria 
será la entidad responsable de evaluar el cumplimiento.



c) Gestión de Personal 



El Departamento de Personal como ente rector en materia de 
Gestión Humana en el Poder Judicial, deberá garantizar que 
los procesos de selección de personal estén adaptados a las 
condiciones de las y los aspirantes con discapacidad y que se 
asegure la igualdad de oportunidades en dichos procesos.



El Departamento de Personal incorporará en los procesos de 
inducción la perspectiva de la discapacidad para promover 
actitudes respetuosas para esta población.



El Departamento de Personal debe asegurar que las políticas de 
contratación de personal, incentivos, ascensos, formación profesional, 
evaluación del desempeño y administración de los recursos humanos 
en general, no discriminen por razones de discapacidad.



El Departamento de Personal formará a servidoras (es) judiciales 
en la lengua de señas costarricense con énfasis en el área jurídica 
para la atención al público.



El Departamento de Personal desarrollará acciones para facilitar 
que las personas con discapacidad que son servidoras judiciales, 
cuenten con los servicios de apoyo y las ayudas técnicas para 
desempeñar lo mejor posible sus funciones. Así como readaptar y 
reubicar al personal que adquiera una discapacidad.



d) Capacitación



La Escuela Judicial y las otras instancias responsables de la 
capacitación, en coordinación con la Comisión de Accesibilidad 



elaborarán planes de capacitación permanente en la perspectiva 
de la discapacidad para todo el personal, en todos los ámbitos y 
niveles del Poder Judicial.



La Escuela Judicial y las otras instancias responsables de la 
capacitación, deberán incorporar en sus cursos y planes de 
capacitación, la perspectiva de la discapacidad de manera 
específica y transversal en todo su quehacer 



La Escuela Judicial y las otras instancias responsables de la 
capacitación desarrollarán material didáctico relacionado con los 
derechos de las personas con discapacidad para todo el personal, 
en todos los ámbitos y niveles del Poder Judicial.



La Escuela Judicial y las otras instancias responsables de la 
capacitación aplicarán adecuaciones curriculares para los procesos 
de formación y evaluación. 



e) Información y Comunicación



La información al público que emane del Poder Judicial deberá 
ser accesible a todas las personas, según sus necesidades 
particulares33. Para ello: a) Se otorgará servicios de información 
y comunicación virtual que cumplan con los requerimientos de 
accesibilidad para las personas con discapacidad mental y sensorial 
y b) Las dependencias judiciales que atienden al público deberán 
contar con personal que informe en lengua de señas costarricense 



La Biblioteca del Poder Judicial contará con: i) documentación 
actualizada sobre los derechos de las personas con discapacidad ii) 
material bibliográfico accesible para la población con discapacidad 
mental y sensorial, y iii) contará con un tesauro desde el enfoque 
de los derechos humanos de las personas con discapacidad.











El Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional del 
Poder Judicial llevará a cabo programas de información y divulgación 
a personas en condición de discapacidad, sobre el acceso a la 
justicia en condiciones de igualdad y sobre los mecanismos a su 
disposición para efectuar los reclamos correspondientes en caso 
de considerarse afectados. De igual forma, divulgará a lo interno 
del Poder Judicial la política de igualdad para las personas con 
discapacidad utilizando los medios idóneos.



El Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional 
del Poder Judicial, implementará un programa de divulgación 
de las resoluciones judiciales que incorporen la perspectiva de 
los derechos de las personas con discapacidad ante los medios 
de comunicación.



El Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional del 
Poder Judicial en coordinación con la Comisión de Accesibilidad 
divulgará los logros alcanzados en materia de igualdad de las 
personas con discapacidad en el acceso a la justicia así como 
artículos y resoluciones de interés sobre el tema.



f) Desarrollo de Procesos, normas y métodos



Las diversas instancias del Poder Judicial desarrollarán protocolos, 
guías y directrices para mejorar la atención a las personas usuarias 
y personal de los servicios judiciales.



La Comisión de Accesibilidad conformará un equipo de trabajo 
para elaborar recomendaciones que aseguren que las normas, 
métodos y procesos judiciales sean accesibles para las personas 
usuarias con discapacidad. 



2. En el ámbito Jurisdiccional



Los jueces y juezas deberán aplicar prioritariamente las Normas 
Internacionales de Protección de los Derechos Humanos de 
las Personas con Discapacidad tales como la Convención 
Interamericana sobre todas las formas de Discriminación contra 
las Personas con Discapacidad, las Normas Uniformes de Naciones 
Unidas para la Equiparación de Oportunidades, etc.



Los jueces y juezas en su labor interpretativa deberán tomar en 
consideración los principios generales de interpretación del 
derecho de las personas con discapacidad y la desigual condición 
entre las personas para eliminar todo sesgo por razones de 
discapacidad, que produzca un efecto o resultado discriminante 
contra las personas con discapacidad en todas las esferas o 
materias jurídicas.



Los jueces y juezas en su labor de análisis y valoración se abstendrán 
de hacer valoraciones basadas en consideraciones de tipo cultural 
o ideológico, que configuren prejuicios que produzcan efectos o 
resultados discriminatorios y subordinantes contra las personas en 
condición de discapacidad.



Los jueces y juezas para garantizar el precepto constitucional de 
justicia pronta y cumplida,considerarán prioritariamente los casos 
en los cuales se expresa la desigualdad contra las personas en 
condición de discapacidad tales como situaciones de violencia 
intrafamiliar, discriminación por razones de discapacidad y otras.



Los jueces y juezas redactarán las resoluciones judiciales con un 
lenguaje inclusivo y respetuoso de los derechos humanos de las 
personas con discapacidad.



Los jueces y juezas velarán en la fase de ejecución de sentencia, 
que las resoluciones no produzcan efectos adversos basados en 











prejuicios contra las personas con discapacidad, que menoscaben 
el disfrute de los derechos o acciones logradaoen el fallo.



Los Departamentos de Trabajo Social y de Medicina Legal contarán 
con personal especializado en materia de discapacidad, para realizar 
los peritajes respectivos. Deberán capacitar para su especialización 
a sus funcionarias y funcionarios. En caso de contratación externa 
de peritajes quienes lo ejerzan deberán cumplir con los requisitos 
preestablecidos y certificados de su idoneidad.



El Sistema Costarricense de Información Jurídica pondrá a 
disposición de quienes administran justicia, una metodología 
de incorporación de la perspectiva de la discapacidad para las 
resoluciones judiciales que reúna un tesauro, desde la visión de los 
derechos humanos de las personas con discapacidad que incluya 
legislación, resoluciones judiciales y doctrina. 



En toda Comisión que la Corte Suprema de Justicia designe con 
la finalidad de elaborar alguna propuesta de ley o reforma legal, 
deberá ser considerada la participación de una persona con 
estudios o experiencia en materia de los derechos humanos de 
las personas con discapacidad, de modo que pueda incorporar la 
perspectiva de la discapacidad.



3. En el ámbito Auxiliar Jurisdiccional



a) Ministerio Público



Deberá promover el cumplimiento de las directrices para reducir la 
revictimización de personas en condición de discapacidad en los 
procesos judiciales.



La Oficina de Atención a la victima deberá incorporar 
transversalmente la perspectiva de la discapacidad en los servicios 
que otorga.



b) Defensa Pública



La Defensa Pública deberá revisar periódicamente la situación de 
las personas que se encuentran con medidas de seguridad, con el 
objeto de justificar la continuidad de la misma.



La Defensa Pública procurará otorgar servicios de defensa del 
derecho alimentario en lugares accesibles, seguros y cercanos a 
las personas con discapacidad usuarias de estos.



c) Organismo de Investigación Judicial



El personal técnico y profesional del Departamento de Medicina 
Legal que lleva a cabo las evaluaciones médicas y psicológicas, 
deberán incorporar la perspectiva de la discapacidad en el 
momento de la valoración así como en el informe correspondiente.



El personal del Organismo de Investigación Judicial procurará 
erradicar prácticas que revictimicen a las personas con discapacidad



4. Relaciones interinstitucionales



a) Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial



La Comisión de Accesibilidad del Poder Judicial desarrollará relaciones 
de colaboración y asistencia técnica con el Consejo Nacional de 
Rehabilitación y Educación Especial, cuando se estime oportuno.



b) Defensoría de los Habitantes



La Comisión de Accesibilidad del Poder Judicial trabajará en 
conjunto con la Defensoría de las Personas con Discapacidad, 
de la Defensoría de los Habitantes, para la detección, análisis 
y propuesta de solución de situaciones de discriminación por 
razones de discapacidad que se presenten en el ámbito judicial.











c) Instituto de Rehabilitación y Formación Hellen Keller 



La Comisión de Accesibilidad del Poder Judicial desarrollará 
relaciones de colaboración y asistencia técnica con el Instituto 
de Rehabilitación y Formación Hellen Keller, cuando se  
estime oportuno.



d) Sociedad Civil



La Comisión de Accesibilidad del Poder Judicial promoverá la 
participación de organizaciones de personas con discapacidad, en 
diferentes instancias como la Comisión de Accesibilidad, Comités 
Locales o Comisiones especiales, donde la presencia de la sociedad 
civil es fundamental para asegurar su participación ciudadana.



5. Red Interinstitucional



La Comisión de Accesibilidad y las Administraciones regionales en 
los diferentes Circuito Judiciales del Poder Judicial, promoverán 
la creación de una red interinstitucional conformada por 
representantes de instituciones estatales, internacionales y 
sociedad civil vinculadas con la protección de los derechos 
humanos de las personas con discapacidad para la coordinación 
de programas, acciones destinadas a promover iniciativas de ley 
y monitorear la aplicación del marco jurídico de los derechos 
humanos, sin discriminación por razones de discapacidad.



6. Monitoreo e Implementación



La Secretaría de Género será la responsable del seguimiento y 
evaluación de las acciones que se implementan para cumplir con 
la presente política en todas las oficinas y despachos del Poder 
Judicial, para lo cual solicitará informes cada seis meses. Dichos 
informes se sistematizarán para ser presentados a la Comisión 
de Accesibilidad en los meses de junio y noviembre de cada año. 



Una vez al año se presentarán los avances a la sociedad civil y al 
ente rector en el tema de discapacidad el Consejo Nacional de 
Rehabilitación y Educación Especial. 
III. Estrategias de Implementación



La Corte Plena será el órgano máximo responsable de la aprobación 
de la Política de Igualad para las Personas con Discapacidad, para 
ello emitirá directrices mediante circulares internas.



La Comisión de Accesibilidad será el ente director de la Política. 



Las líneas de acción a corto plazo son:



OBJETIVOS 
ESPECÍFICOS ACCIONES PRODUCTOS



Identificar los 
factores que 
obstaculizan 



las 
posibilidades 
de acceso a la 
Justicia de las 
personas con 
discapacidad, 
ya sea como 



usuarias o 
funcionarias



Desarrollo de 
indicadores que 



surgen del árbol de 
problemas



Diseño de 
Instrumentos



Trabajo de Campo: 
recopilación 
bibliográfica, 



talleres, visitas in 
loco, grupos focales, 
talleres, entrevistas



Clasificación de la 
Información



Análisis de la 
Información



Elaborar un protocolo de investigación 
que establezca el marco filosófico desde 



el modelo de los derechos humanos, 
el marco conceptual, el desarrollo de 



indicadores y los instrumentos para la 
investigación acción



Realizar en conjunto con funcionarios/
as del Poder Judicial y las personas 



usuarias con discapacidad un análisis 
de las carencias actuales que tiene el 
Poder Judicial en el cumplimiento del 
ordenamiento jurídico costarricense 



relacionado con el acceso a la justicia y 
el goce pleno de los derechos humanos 



de las personas servidoras, usuarias y 
procesadas con una discapacidad
Diagnóstico sobre la situación del 
acceso a la justicia de las personas 



con discapacidad con los siguientes 
apartados:



1)Información, comunicación y 
señalización



2)Infraestructura y organización
3) Actitudes del personal



4) Políticas, normas, métodos y procesos
5) Resoluciones judiciales



6) Tecnología y servicios de apoyo











Construir en 
conjunto con 
funcionarias 



(os) del Poder 
Judicial, 



un Plan de 
Acción o 



Política con 
enfoques 



innovadores 
para su 



integración 
desde 



perspectivas 
de género 



y de la 
discapacidad 



bajo el 
modelo de 



los derechos 
humanos



Diseño de la carta 
de entendimiento



Entrega de la carta 
de entendimiento a 



las partes



Negociación de 
los aportes de 



cada institución 
para la carta de 
entendimiento



Definición de 
prioridades con 
la Comisión de 
Accesibilidad 



Elaboración del Plan



Definición de los 
principios



Establecimiento de 
las estrategias



Diseño de la Política



Aprobación de la 
política



Elaborar los 
programas de 
capacitación



Convocatoria



Facilitación de la 
capacitación



Desarrollar instrumentos participativos de 
evaluación del estado de la situación que 



involucren a personas usuarias, servidoras y 
procesadas con discapacidad que permitan 
desarrollar acciones a corto y mediano plazo 
para el mejoramiento del acceso a la justicia 



de la población con discapacidad



Cartas de Entendimiento con CNREE, 
Instituto Hellen Keller, UCR y FECODIS



Plan de Acción



Política de Acceso a la Justicia de las Personas 
con Discapacidad.



Capacitación a operadores jurídicos sobre los 
derechos de las personas con discapacidad



Capacitación a operadores jurídicos sobre 
violencia intrafamiliar contra las personas con 



discapacidad



Capacitación a administradores de justicia 
sobre la aplicación de la ley 7600



Capacitación a docentes de la Escuela 
de capacitación del Poder Judicial sobre 



adecuaciones curriculares.



Capacitación a periodistas sobre 



la importancia de divulgar las sentencias 
relacionados con los derechos de las 



personas con discapacidad



Capacitación en LESCO jurídico



Manual de Exigibilidad de Derechos para 
personas con discapacidad



Manual sobre los derechos de las personas 
con discapacidad para operadores de justicia



Manual sobre violencia intrafamiliar contra 
personas con discapacidad



Directrices para la atención a victimas con 
discapacidad



Directrices para la atención a niños/as con 
discapacidad víctimas 



Guía de señalización e información para 
personas con discapacidad.



Guía de cómo hacer servicios virtuales 
accesibles



Diseño de las guías



Validación de las 
guías



Edición de las guías



Publicación de las 
guías



Diseño del 
protocolo



Validación del 
protocolo



Publicación del 
protocolo



Recopilación 
Jurisprudencial



Clasificación de la 
Jurisprudencia



Relación de la 
Jurisprudencia con 



la ley 7600



Publicación de la ley 
comentada



Elaboración de las 
recomendaciones



Validación de las 
recomendaciones



Divulgación de las 
recomendaciones



Recopilación de los 
instrumentos



Análisis de los 
instrumentos de 



evaluación



Incorporación de 
la perspectiva de 



la discapacidad en 
los instrumentos de 



evaluación



Guía de contratación de inmuebles accesibles



Guía para el desarrollo de espacio  
judiciales accesibles



Diseño de un Protocolo Metodológico para 
incorporar la perspectiva de la discapacidad 



en las sentencias



Clasificación de la Jurisprudencia relacionada 
con la discapacidad



Ley 7600 



Comentada



Recomendaciones para la inducción de 
personal sobre como relacionarse con las 



personas con discapacidad



Incorporar la perspectiva de la discapacidad 
en los instrumentos de evaluación



Promover los servicios itinerantes en la 
defensa pública



Informe de rendición de cuentas a la  
sociedad civil











Establecer el 
Convenio de 
cooperación



Identificación 
de recursos y 
necesidades



Establecimiento 
de los servicios de 



defensa pública



Convocatoria de la 
sociedad civil



Preparación de la 
presentación por 



parte de la Comisión



Presentación de los resultados



GLOSARIO



Acceso a Justicia de las personas con discapacidad: 
conjunto de medidas, facilidades, servicios y apoyos, que permiten 
a todas las personas con discapacidad, sin discriminación alguna, 
les sean garantizados los servicios judiciales,   para una justicia 
pronta y cumplida con un trato humano.



Ayudas Técnicas: 
equipo y recursos auxiliares requeridos por las personas en 
condiciones de discapacidad para aumentar su grado de autonomía 
y garantizar oportunidades equiparables de acceso al desarrollo.



Discapacidad: 
El resultado de la interacción entre una persona con deficiencia 
física, mental y sensorial que limita la capacidad de ejercer una o 
más de las actividades esenciales de la vida diarias y un entorno 
con barreras que no le ofrece los servicios y apoyos requeridos 
limitando y restringiendo su participación.



Discriminación por razones de discapacidad: 
toda distinción, exclusión o restricción basada en una discapacidad, 
antecedente de discapacidad, consecuencia de discapacidad 
anterior o percepción de una discapacidad presente o pasada, que 
tenga el efecto o propósito de impedir o anular el reconocimiento, 
goce o ejercicio por parte de las personas con discapacidad, de sus 
derechos humanos y libertades fundamentales.34 



Perspectiva de la discapacidad: 
Evidenciar, las distintas formas de subordinación y discriminación 
que en el entorno social experimentan las personas en condición de 
discapacidad considerando el género, edad, condición económica, 
etnia, orientación sexual etc., a fin de de eliminarlas.



Revictimización: 
Toda acción u omisión que contribuya al detrimento del estado 
físico, mental y/o afectivo-emocional de la persona víctima.



Servicios de Apoyo: toda asistencia personal dirigida a aumentar el 
grado de autonomía y garantizar oportunidades equiparables de 
acceso al desarrollo para las personas en condición de discapacidad.



Transversalidad de la discapacidad: Proceso que convierte 
las experiencias, necesidades e intereses de las personas 
con discapacidad en una dimensión integral en el diseño, 
implementación, monitoreo y evaluación de políticas y programas, 
en todas las esferas políticas, económicas y sociales, a fin de que 
estos gocen de servicios en condición de igualdad y equidad. 



1. Artículo 1, 2, 10 y 21.
2. Artículo 3 y 25 inciso c.
3. Artículo 23 inciso c y 24
4. Artículo 6, 7, 8,9 ,10 y 11
5. Artículo 14 inciso 3
6. Artículo 8 y 25











7. Artículo 1 inciso 2
8. Artículo 3 inciso 1 a)
9. Artículo 33
10. Artículo 35 y siguientes 41
11. Ley 7600
12. Convención Interamericana sobre todas las formas de 



discriminación contra las personas con discapacidad artículo 
1 inciso 2.



13. La Convención Interamericana para la Eliminación de todas las 
formas de Discriminación contra las personas con Discapacidad 
artículo 1 inciso 2 b 



14. Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia contra las Mujeres.



15. Establecido transversalmente en la Convención Interamericana 
para la Eliminación de todas las formas de discriminación 
contra las personas con discapacidad.



16. Convención Interamericana para la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra las personas con discapacidad 
artículo 4 inciso 2 b.



17. Convención Interamericana sobre todas las formas de 
discriminación contra las personas con discapacidad artículo 5.



18. Artículo 4 inciso a de la Ley de Igualdad de Oportunidades par 
a las Personas con Discapacidad.



19. Artículo 56 de la Ley de Igualdad de Oportunidades para las 
Personas con Discapacidad.



20. Artículo 3 de la Convención sobre los Derechos de las Personas 
con Discapacidad



21. Artículo 4 de la Ley 7600
22. Idem
23. Articulo 36 siguientes y concordantes de la Convención sobre 



los Derechos de las Personas con Discapacidad
24. Artículo 1 inciso b Convención Interamericana sobre todas las 



formas de discriminación contra las personas con discapacidad
25. Artículo 1 de la Convención Interamericana sobre todas las 



formas de discriminación contra las personas con discapacidad.



26. Artículos 60 y 61 de la Ley de Igualdad de Oportunidades para 
las Personas con Discapacidad.



27. Artículo 6 de la Ley de Igualdad de Oportunidades para las 
Personas con Discapacidad.



28. Artículo 4 inciso d y 12 de la Ley Igualdad de Oportunidades 
para las Personas con Discapacidad.



29. Preámbulo inciso 1 de la Convención sobre los derechos de las 
Personas con Discapacidad.



30. Artículo 4 inciso b de la Ley Igualdad de Oportunidades para 
las Personas con Discapacidad.



31. Artículo 50 de la Ley de Igualdad de Oportunidades para las 
Personas con Discapacidad.



32. Artículo 1 Directriz 27.
33. Artículo 10 de la Ley de Igualdad de Oportunidades para las 



Personas con Discapacidad
34. Artículo 1 de la Convención sobre todas las formas de 



discriminación contra las personas con discapacidad
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SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PERSONAS 


  EN SITUACIÓN DE DISCAPACIDAD 
  


COMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA 
  


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
  
  


San José, 31 de julio de 2021  


DVV-SP-61-2021  


  


  


  


Señora  


Lizbeth Barrantes Arroyo  


Directora Ejecutiva   


Consejo Nacional de Discapacidad  


  


  


Asunto: Informe I Semestre 2021 Subcomisión de 


Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad  


  


  


  


Estimada Señora:  


  


Tengo el honor de dirigirme a usted en la condición de Coordinadora de la 


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad para 


remitirle el Informe del I Semestre de 2021, al que hace referencia el artículo 


3 de la Ley N° 9171 de Creación de las Comisiones Institucionales sobre 


Accesibilidad y Discapacidad (CIAD).   


  


El Poder Judicial está excluido del régimen establecido por esa normativa, 


pues regula expresamente el deber de las comisiones institucionales sobre 


accesibilidad y discapacidad (CIAD) de los ministerios y órganos 


desconcentrados adscritos a ellos, instituciones autónomas y 


semiautónomas y empresas públicas constituidas como sociedades 


anónimas, de presentar informes semestrales de gestión. No obstante, desde 


2008 la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, 


adscrita a la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, se ha unido 


a la gestión integrada en la atención de los derechos de las personas con 


discapacidad liderada por el Consejo Nacional de Discapacidad.  


  


En ese marco, remito para su conocimiento el siguiente informe:  
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Informe de Gestión I Semestre 2021  


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad  


  


  


Constitución y Cumplimiento de Funciones de la Subcomisión de Acceso a 


la Justicia de Personas con Discapacidad  


  


  


 I.  Antecedentes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de  


Personas con Discapacidad  


  


En el acuerdo de Corte Plena tomado en sesión 14-2008 de 5 de mayo de 


2008, Artículo XLVII, se dispuso la creación de la Comisión de Accesibilidad 


para la atención de las personas con discapacidad y se aprobó la Política 


de Igualdad de las Personas con Discapacidad del Poder Judicial, en 


cumplimiento de la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas 


con Discapacidad N° 7.600 de 1996, la Directriz 27-2001, emitida por la 


Presidencia de la República y el Ministerio de la Presidencia que promovió la 


creación de comisiones institucionales en materia de discapacidad en 


todas las instituciones públicas, y la normativa internacional que regula los 


derechos de dicha población.   


  


En sesión de Corte Plena N° 19-12 de 28 de mayo de 2012, Artículo XXVIII, se 


acordó que la Comisión de Accesibilidad se convirtiera en la Comisión de 


Acceso a la Justicia, la cual funciona con órgano rector de las 


Subcomisiones de Acceso a la Justicia a cargo de las diferentes poblaciones 


en situación de vulnerabilidad. Con ocasión de ese cambio, los asuntos 


vinculados con la población con discapacidad pasaron a conocimiento de 


la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, bajo 


la rectoría de la Comisión de Acceso a la Justicia.    


  


En la sesión de Corte Plena N° 57-2014 del 8 de diciembre de 2014, Artículo 


XIX, se aprobaron las acciones recomendadas para cumplir con el Informe 
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de Advertencia N° 512-44-AEE-2014 de 21 de mayo de 2014, teniéndose a la 


Subcomisión como “activa”.  


   


En el año 2013 se aprobó la Ley de Creación de las Comisiones 


Institucionales sobre Accesibilidad y Discapacidad (CIAD) que es la N° 9171 


-vigente- la cual dispone que “todos los ministerios y órganos 


desconcentrados adscritos a ellos deberán constituir una comisión 


institucional sobre accesibilidad y discapacidad (CIAD), cuyos miembros 


serán nombrados por la máxima autoridad institucional, procurando una 


representación amplia de la estructura institucional. Las instituciones 


autónomas y semiautónomas y las empresas públicas constituidas como 


sociedades anónimas podrán constituir una CIAD al amparo de esta ley.”    


  


La normativa en referencia no está dirigida a los supremos poderes; sin 


embargo, para la fecha de su emisión, el Poder Judicial contaba en primer 


orden con una Comisión de Accesibilidad, que luego se transformó en la 


Comisión de Acceso a la Justicia, de la cual depende la Subcomisión de 


Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad; además, ya estaba 


aprobada la Política de Igualdad de las Personas con Discapacidad en el 


Poder Judicial.    


  


II. Constitución de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas 


con Discapacidad  


  


Por disposición de Corte Plena, me corresponde la Coordinación de la 


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, cuya 


gestión se realiza de manera articulada con las demás personas integrantes, 


representantes de las oficinas involucradas del Poder Judicial y 


representantes de CONAPDIS, Defensoría de los Habitantes de la República 


y sociedad civil.   


  


La gestión se realiza en forma coordinada con la Comisión de Acceso a la 


Justicia que preside el Magistrado de la Sala Segunda, Dr. Jorge Olaso 


Álvarez e integran los Magistrados Gerardo Rubén Alfaro Vargas y Paul 


Rueda Leal, así como la suscrita, en representación de la Sala Tercera, Sala 


Constitucional y Sala Primera, respectivamente. Con la colaboración de la 


Unidad de Acceso a la Justicia que Coordina la máster Melissa Benavides 


Víquez.  
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 III.  Integración de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de  


Personas con Discapacidad  


  


Las personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de 


Personas con Discapacidad son las siguientes:  


  
 


INTEGRANTES  


Comisión de Acceso a la Justicia: Sr. Jorge Olaso Alvarez, Magistrado Coordinador de la Comisión, Sala 


Segunda  


Comisión de Acceso a la Justicia: Sra. Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión Acceso a la 


Justicia de Personas con Discapacidad e integrante de la Comisión de Acceso a la Justicia por la Sala Primera  


Comisión de Acceso a la Justicia: Sr. Paul Rueda Leal, Integrante Comisión de Acceso a la Justicia por la Sala 


Constitucional  


Comisión de Acceso a la Justicia: Magistrado Gerardo Rubén Alfaro, Integrante de la Comisión de Acceso a la 


Justicia por la Sala Tercera  


Consejo Superior: Sra.  Sandra Pizarro Gutiérrez 


Unidad de Acceso a la Justicia: Sra. Melissa Benavides Víquez, Coordinadora  


Suplentes: Sra. Nora Lía Mora Lizano  


Dirección de la Defensa Pública: Sr. Juan Carlos Pérez Murillo  


Suplente: Sra. Gabriela Abarca Morán  


Suplente: Sra. Damaris Cruz Obregón 


Dirección del Ministerio Público: Sr. Warner Molina Ruiz 


Suplente: Sra. Mayela Pérez Delgado 


Suplente: Sra. Evelyn Chavarría Brenes 


Dirección del Organismo de Investigación Judicial: Sr. Walter Espinoza Espinoza 


Suplente: Sra. Yorleny Ferreto Solano 


Dirección Ejecutiva: Sra. Ana Eugenia Romero Jenkins 


Suplente: Sr. Wilbert Kidd Alvarado, Subdirector  


Suplente: Sra. Katherine Hernández Molina  


Dirección de Planificación:  Sra. Nacira Valverde Bermúdez 


Suplente: Sr. Dixon Li Morales, Subdirector 


Suplente: Ginethe Retana 


Judicatura y Dirección del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional: 


Maricruz Chacón Cubillo 


Suplente: Sr. Cristian Alberto Martínez Hernández 


Jueza Shirley Víquez Vargas, Tribunal de Familia 


Dirección de Gestión Humana: Sra. Roxana Arrieta Meléndez, Directora de G.H. y Coordinadora Comisión 


Institucional de Empleabilidad  


Suplente: Sra. Alejandra Isabel Jerez Soto  


Dirección de Tecnología de la Información: Sra. Kattia Morales 


Suplente: Sr. Orlando Castrillo, Subdirector Tecnología de la Información  


Dirección de la Escuela Judicial: Sra. Rebeca Guardia Morales 


Suplente: Sra. María Lourdes Acuña Aguilar 


Suplente: Sra. Ana Barboza 


Contraloría de Servicios: Sr. Erick Alfaro Romero 


Suplente: Sr. Gustavo Solano  


Suplente: Sra. Ericka Chavarría Astorga 
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Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional: Sr. Hugo Vega 


Suplente: Sra. Maureen González Barrantes 


Centro de Información Jurisprudencial: Sra. Patricia Bonilla Rodríguez 


Sociedad Civil: Sra. Wendy Patricia Barrantes Jiménez  


Oficina de Control Interno: Sr. Hugo Hernández Alfaro 


Suplente: Sra. Indira Alfaro Castillo 


Departamento de Medicina Legal: Sr. Franz Vega Zúñiga 


Suplente: Sr. Kennette Villalobos León  


Auditoría Judicial (Función Asesora): Sr. Roberth García González 


Suplente: Jeremy Eduarte Alemán 


Consejo Nacional de Discapacidad: Sra. Andrea Sanchez Montero 


Suplente: Sra. Grettel Oses Gutiérrez 


Defensoría de los Habitantes de la República: Sr. Otto Lépiz, Coordinador del Mecanismo Nacional de 


Supervisión de las Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de la Defensoría de los 


Habitantes de la República 


Ministerio de Trabajo: Sra. Ericka Alvarez Ramírez 


 


  


  IV.  Sesiones y Actas  


  


Las sesiones se realizaron mensualmente en cumplimiento del Reglamento 


General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia; y de manera virtual 


por la herramienta Microsoft Teams. En forma previa a la sesión siempre se 


circula la agenda y después de la sesión se confiere audiencia del acta de 


la sesión por el plazo de tres días para la emisión de observaciones.   


  


Las actas se publican en la página web de la Comisión de Acceso a la 


Justicia, en el apartado de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de 


Personas con Discapacidad, después de que se verifica no contengan 


datos sensibles, en cumplimiento de la normativa nacional e internacional 


que lo regula, así como los lineamientos institucionales.  


   


Las sesiones del I Semestre de 2021 se realizaron en las siguientes fechas:  


  


ACTAS  SESIONES   
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01-2021  21 de enero 2021 


ACTA 01-2021 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD.pdf 


02-2021  2 de febrero 2021 


ACTA 02-2021 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD.pdf 


03-2021  2 de marzo 2021 


ACTA 03-2021 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD.pdf 


04-2021  6 de abril 2021 


ACTA 04-2021 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PERSONAS EN SITUACION DE DISCAPACIDAD.pdf 


05-2021  11 de mayo 2021 


ACTA 05-2021 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PERSONAS EN SITUACIÓN DE DISCAPACIDAD.pdf 


06-2021  8 de junio 2021 


ACTA 06-2021 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PERSONAS EN SITUACION DE DISCAPACIDAD.pdf 
 


El contenido de esas actas fue puesto en conocimiento oportunamente de 


las personas integrantes de la Subcomisión, entre ellas, la señora Andrea 


Sánchez quien representa a CONAPDIS.  


 


 V.  Cumplimiento de funciones de la Subcomisión  


  


Las siguientes son algunas de las principales funciones desarrolladas por la 


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad:   


  


  Ejecución de la Política de Igualdad para las Personas con 


Discapacidad en el Poder Judicial aprobada por Corte Plena en 


sesión N° 14-08 de 5 de mayo de 2008, Artículo XXIII.  
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  Cumplimiento de las metas incluidas en el PAO 2021 de la Comisión 


de Acceso a la Justicia referidas a la población en situación de 


discapacidad   


  


  Articulación de acciones con la jerarquía institucional y oficinas 


respectivas para la atención de las personas servidoras judiciales y las 


usuarias en situación de discapacidad en forma acorde con sus 


requerimientos ajustados a la pandemia Covid-19 y lineamientos de la 


Comisión Interamericana de Derechos Humanos en la resolución 01-


2020.  


  


  Acciones vinculadas con la actualización de la Política de Acceso a 


la Justicia de Personas con Discapacidad aprobada por Corte Plena 


en sesión N° 14-08 de 5 de mayo de 2008, Artículo XXIII, entre ellas, la 


participación en actividades de capacitación impartidas por la 


Dirección de Planificación del Poder Judicial y con el Ministerio de 


Planificación Nacional. Lo anterior, para que se adapte a la Política 


Nacional de Discapacidad y a la nueva normativa y lineamientos 


institucionales vinculados. Se realizó un primer Taller coordinado con 


la Dirección de Planificación para tal efecto. Además, se solicitó a 


CONAPDIS colaboración mediante asesoría para la actualización de 


la Política y su alineamiento a la Política Nacional de Discapacidad.   


  


  Se realizaron comunicados a CONAPDIS a fin de coordinar acciones 


para implementar la Ley N° 9714 que es Adición del Capítulo VIII, 


Acceso a la Justicia, al Título II de la Ley N° 7600, Igualdad de 


Oportunidades para las Personas con Discapacidad, necesarias para 


promover que las instancias de administración de justicia cuenten con 


la disponibilidad de los recursos para la comunicación, ayudas 


técnicas y humanas requeridas para la atención de las personas con 


discapacidad de manera idónea. Además de comunicar la 


disposición institucional para integrar el equipo a cargo de brindar 


asesoramiento y seguimiento en relación con la aplicación y el 


cumplimiento de lo dispuesto en la Ley, integrado por las comisiones 


institucionales de accesibilidad y discapacidad, la Comisión de 


Acceso a la Justicia del Poder Judicial y el Consejo Nacional de 


Personas con Discapacidad (Conapdis). Lo anterior, a fin de poder 


planificar las acciones que sean necesarias para informar los logros y 


avances de manera oportuna a la Comisión de Asuntos de 
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Discapacidad y de Adulto Mayor de la Asamblea Legislativa, tal y 


como lo dispone la Ley 9714. Ese informe anual se envió el 31 de julio 


de 2021 a las diputadas y los diputados integrantes de la Comisión de 


Discapacidad y Adultez Mayor de la Asamblea Legislativa y contiene, 


además, los informes de las oficinas del Poder Judicial y de las 


Instituciones involucradas con el Capítulo VIII de Acceso a la Justicia 


de la Ley 7.600. El informe se envió con copia a CONAPDIS y se ejecutó 


con una plantilla estandarizada que fue construida con el apoyo de 


dicho Consejo. 


  


  Con el objetivo de dar la trazabilidad debida a los informes a los que 


hace referencia el artículo 3 de la Ley N° 9171 de Creación de las 


Comisiones Institucionales sobre Accesibilidad y Discapacidad, se le 


solicitó a CONAPDIS el seguimiento que se ha dado a los informes que 


ha presentado el Poder Judicial en cumplimiento de dicha norma con 


el objetivo de buscar oportunidades de mejora en las gestiones del 


Poder Judicial.  


  


  Se realizaron acciones de coordinación con la Dirección de 


Tecnología de la Información para que en la construcción del nuevo 


sistema informático se incorpore la perspectiva de la población en 


situación de discapacidad. Para tal efecto se informó sobre los 


nombres de algunas de las personas servidoras judiciales con 


discapacidad para que coadyuven directamente con sugerencias, 


así como las personas usuarias con discapacidad o representantes de 


organizaciones de éstas aprovechando para ello el listado del registro 


oficial de CONAPDIS. Se han extendido estas acciones a la 


accesibilidad de las plantillas de resoluciones que utiliza la Judicatura 


de las diferentes materias. 


  


  La Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia participó 


activamente en las sesiones de la Comisión de Empleabilidad del 


Poder Judicial, de la cual forma parte, para la implementación de la 


Ley de Empleabilidad de las Personas con Discapacidad.   


  


  Se remitieron propuestas a la Comisión de Acceso a la Justicia para 


que se actualice la página de la Comisión en la parte relacionada 


con la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con 
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Discapacidad, incorporando circulares, legislación, informes y otros 


datos relevantes, debidamente actualizados y sin datos sensibles. 


  


  En coordinación con CONAPDIS se remitió a la Dirección de 


Tecnología de la Información el modelo universal de accesibilidad 


para personas con discapacidad para que se incorpore en todas las 


páginas de la Institución, no solo en la de la Subcomisión y la Comisión, 


sino también en el resto de las páginas institucionales. De igual forma, 


se les entregó la lista oficial de organizaciones de personas con 


discapacidad facilitada por CONAPDIS y se le ha dado seguimiento. 


Se está en proceso de desarrollo de acciones vinculadas con este 


reto. 


  


  Se realizaron acciones coordinadas con el Colegio de Abogados y 


Abogadas para la constitución de la Comisión de Discapacidad de 


dicho Colegio y se les solicitó informe vinculado con el Capítulo VIII de 


Acceso a la Justicia de la Ley 7.600. 


  


  Enfoque durante 2021 al cumplimiento de las funciones establecidas 


en el artículo 2 de la Ley N° 9171 de Creación de las Comisiones 


Institucionales sobre Accesibilidad y Discapacidad, referidas a:   


  


o Se han realizado acciones para que el Poder Judicial incluya, 


en sus reglamentos, políticas institucionales, planes, programas, 


proyectos y servicios, los principios de igualdad de 


oportunidades y accesibilidad para las personas con 


discapacidad, en cualquier región y comunidad del país.   


  


o Se han realizado coordinaciones para la formulación, ejecución 


y evaluación de la Política Institucional de Acceso a la Justicia 


de Personas con Discapacidad, en el marco de la política 


nacional en discapacidad y de la normativa vigente; 


adecuada al Plan Estratégico Institucional 2019/2024.   


  


o Se han emitido recomendaciones para la elaboración y 


evaluación del plan y presupuesto institucional de equiparación 


de oportunidades de las instancias institucionales, 


fundamentadas en la normativa vigente sobre discapacidad. 
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Está pendiente para los días 18 y 25 de agosto y 1 de setiembre 


una Inducción a cargo de CONAPDIS dirigida a las personas 


integrantes de la Comisión de Acceso a la Justicia, Subcomisión 


de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad y 


Comisión Institucional de Empleabilidad. 


  


o Se han realizado acciones para propiciar la participación de las 


personas con discapacidad y de las organizaciones que las 


representan en la formulación de las políticas institucionales y su 


actualización, así como en el diseño, la ejecución y la 


evaluación del plan institucional de equiparación de 


oportunidades.   


  


o Se coordinan acciones con las instancias correspondientes, la 


incorporación de la perspectiva de discapacidad y 


equiparación de oportunidades en los contenidos de la 


capacitación, la divulgación y en los sistemas de información 


institucionales.  Entre las instancias con las que se ha coordinado 


está la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación de la 


Dirección de Gestión Humana, el Ministerio Público, la Defensa 


Pública y el Organismo de Investigación Judicial. 


  


o Se han realizado acciones coordinadas con la Dirección 


Ejecutiva para organizar y promover la provisión de servicios de 


apoyo y ayudas técnicas que requieren las personas servidoras 


judiciales y las usuarias con discapacidad.   


  


o En las sesiones de las CIADis en las que se ha participado 


activamente, se han establecido vínculos de cooperación para 


aprovechar las lecciones aprendidas y las buenas prácticas.   


  


Se anexan a este informe las actas de las sesiones ordinarias del segundo 


semestre de 2020. Estoy a su disposición de requerir información adicional.  


  


El informe anual que se presentó el 31 de julio de 2021 a la Asamblea 


Legislativa en cumplimiento de la Ley N° 9714 que es Adición del Capítulo 


VIII, Acceso a la Justicia, al Título II de la Ley N° 7600, Igualdad de 
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Oportunidades para las Personas con Discapacidad, se envió con copia a 


CONAPDIS.  


 


Desde esa fecha se está trabajando en forma coordinada con las 


instituciones y oficinas involucradas para la construcción del tercer informe 


anual que debe presentarse el 1° de agosto de 2022.  


  


Aprovecho para externarle la gran oportunidad que ha significado para el 


Poder Judicial poder contar con una persona representante de CONAPDIS 


integrando la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con 


Discapacidad, señora Andrea Sánchez, pues ha brindado una asesoría de 


calidad y oportuna lo cual ha impactado positivamente la mejora continua 


de nuestra gestión. De igual forma, el apoyo de la señora Grettel Oses ha 


sido emblemático en el proceso de inducción para la construcción y la 


actualización de Políticas Institucionales en las que la población con 


discapacidad está involucrada. 


  


Cualquier dato adicional que requieran, se está en la mayor disponibilidad 


de suministrarlo, siempre y cuando sea parte de las competencias de la 


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad. 


 


Atentamente,   


  


  


  


 


 


 


   
Magistrada Damaris Vargas Vásquez  


Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia  
Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad  


Poder Judicial  
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		DAMARIS VARGAS VASQUEZ (FIRMA)
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San José, 30 de julio de 2021 


Oficio CACC-629-2021 


 


 


Señoras y Señores 


Comisión de Discapacidad y Adultez Mayor 


Asamblea Legislativa 


 


Asunto: Segundo Informe de Seguimiento 2020/2021 


sobre acciones del Poder Judicial asociadas a la 


Ley 9714 “Adición del Capítulo VIII, Acceso a la 


Justicia, al Título 11 de la Ley N.º 7600, Igualdad de 


Oportunidades para las Personas con 


Discapacidad” 


 


 


Estimados Señores y Señoras: 


 


Tenemos el honor de dirigirnos a ustedes en nuestra condición de 


Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia, Coordinadora de la 


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad y Jefa 


de la Unidad de Acceso a la Justicia, con ocasión de rendir dentro del plazo 


legal, el Informe 2020 sobre Acciones del Poder Judicial asociadas a la Ley 


9714 “Adición del Capítulo VIII, Acceso a la Justicia, al Título 11 de la Ley N.º 


7600, Igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad”. 


 


El numeral 68 de dicha normativa señala: 


 


“Seguimiento. Para dar seguimiento del derecho al acceso a la justicia 


de las personas con discapacidad, las comisiones institucionales de 


accesibilidad y discapacidad, la Comisión de Acceso a la Justicia del 


Poder Judicial y el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad 


(Conapdis) constituirán un equipo que brinde asesoramiento y 


seguimiento en relación con la aplicación y el cumplimiento de lo 


dispuesto en este capítulo. Cada doce meses se deberá rendir un 


informe detallado de la aplicación de la presente ley, a la Comisión 


de Asuntos de Discapacidad y de Adulto Mayor de la Asamblea 


Legislativa.” 


 


El informe incorpora en su primera parte una contextualización de datos 


acerca de los antecedentes de constitución, integración, funciones 
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desarrolladas, periodicidad de sesiones y actas mensuales de 2020 y 2021 


con acuerdos incluidos de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de 


Personas con Discapacidad del Poder Judicial. 


 


Para este Segundo Informe, en coordinación con el Consejo Nacional para 


Personas con Discapacidad (CONAPDIS), se formuló una plantilla con los 


aspectos más relevantes del Capítulo VIII de la Ley 7600, con la finalidad que 


se detallen las acciones concretas respecto a su cumplimiento. Se puso en 


conocimiento de varias oficinas internas del Poder Judicial y de instituciones 


externas mediante correo electrónico durante el mes de junio.  Como parte 


de los apartados de este informe se adjuntan cada una de las respuestas, 


indicando su remitente.  


 


 


 


II Informe de Seguimiento 2020/2021 


 


Acciones del Poder Judicial asociadas a la Ley 9714 “Adición del Capítulo 


VIII, Acceso a la Justicia, al Título 11 de la Ley N.º 7600, Igualdad de 


Oportunidades para las Personas con Discapacidad” 


 


 


Para el Poder Judicial la atención a las personas en situación de 


discapacidad conforme a los derechos que regula la normativa nacional e 


internacional siempre ha sido una prioridad. La Corte Plena, jerarquía 


máxima institucional, aprobó la Política de Igualdad para las Personas con 


Discapacidad en el Poder Judicial en la sesión Nº 14-08 del 5 de mayo de 


2008, Artículo XXIII, y en la actualidad el tema de acceso a la justicia es parte 


de los ejes transversales y temas estratégicos del Plan Estratégico 


Institucional 2019-2024 del Poder Judicial. 


 


 


PRIMERA PARTE: 


 


I. Constitución y cumplimiento de funciones conforme al Plan de 


Trabajo Anual de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de 


Personas con Discapacidad  


 


1. Antecedentes 


En el acuerdo de Corte Plena tomado en sesión 14-2008 de 5 de mayo de 


2008, Artículo XLVII, se dispuso la creación de la Comisión de Accesibilidad 
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para la atención de las personas con discapacidad y se aprobó la Política 


de Igualdad de las Personas con Discapacidad del Poder Judicial, en 


cumplimiento de la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas 


con Discapacidad N° 7.600 de 1996, la Directriz 27-2001, emitida por la 


Presidencia de la República y el Ministerio de la Presidencia que promovió 


la creación de comisiones institucionales en materia de discapacidad en 


todas las instituciones públicas, y la normativa internacional que regula los 


derechos de dicha población.  


  


En sesión de Corte Plena N° 19-12 de 28 de mayo de 2012, Artículo XXVIII, se 


acordó que la Comisión de Accesibilidad se convirtiera en la Comisión de 


Acceso a la Justicia, la cual funciona con órgano rector de las 


Subcomisiones de Acceso a la Justicia1 a cargo de las diferentes 


poblaciones en situación de vulnerabilidad. Con ocasión de ese cambio, 


los asuntos vinculados con la población con discapacidad pasaron a 


conocimiento de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con 


Discapacidad, bajo la rectoría de la Comisión de Acceso a la Justicia.   


  


En la sesión de Corte Plena N° 57-2014 del 8 de diciembre de 2014, Artículo 


XIX, se aprobaron las acciones recomendadas para cumplir con el Informe 


de Advertencia de la Auditoría Judicial N° 512-44-AEE-2014 de 21 de mayo 


de 2014, teniéndose a la Subcomisión dentro de las de categoría “activa” 


del Poder Judicial.  


   


En el año 2013 se aprobó la Ley de Creación de las Comisiones 


Institucionales sobre Accesibilidad y Discapacidad (CIAD) que es la N° 9171 


-vigente- la cual dispone: 


 


“todos los ministerios y órganos desconcentrados adscritos a ellos 


deberán constituir una comisión institucional sobre accesibilidad y 


discapacidad (CIAD), cuyos miembros serán nombrados por la 


máxima autoridad institucional, procurando una representación 


amplia de la estructura institucional. Las instituciones autónomas y 


semiautónomas y las empresas públicas constituidas como 


sociedades anónimas podrán constituir una CIAD al amparo de esta 


ley.”   


 


La normativa en referencia no está dirigida a los supremos poderes. No 


obstante, para el momento de su entrada en vigor ya el Poder Judicial 


                                                        
1 Actualmente el Poder Judicial cuenta con Subcomisiones para el acceso a la justicia de Discapacidad, Personas Adultas Mayores, 


Afrodescendientes, Indígenas, LGTBIQ, Niñez y Adolescencia y Penal Juvenil, Personas Privadas de Libertad.  
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contaba con la Comisión de Accesibilidad, que luego se transformó en la 


Comisión de Acceso a la Justicia, y con la Subcomisión de Acceso a la 


Justicia de Personas con Discapacidad. Además, ya había sido aprobada 


por Corte Plena en sesión 14-2008 de 5 de mayo de 2008, Artículo XLVII, la 


Política de Igualdad de las Personas con Discapacidad del Poder Judicial. 


 


2. Coordinación 


 


Por disposición de Corte Plena, el Magistrado Jorge Olaso Álvarez y la 


Magistrada Damaris Vargas Vásquez están a cargo de la Coordinación de 


la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Subcomisión de Acceso a la 


Justicia de Personas con Discapacidad, respetivamente.  


Además, se cuenta con el apoyo técnico de la Unidad de Acceso a la 


Justicia a cargo de la máster Melissa Benavides Víquez. 


 


3. Integración 


 


La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad está 


integrada por personas representantes de las principales oficinas 


institucionales, de otras instituciones tales como el Consejo Nacional de 


Discapacidad, la Defensoría de los Habitantes de la República, entre otros, 


y en cumplimiento de las Políticas de Participación Ciudadana y de 


Gobierno Abierto del Poder Judicial, cuenta con representantes de la 


sociedad civil.  


Las y los integrantes son: 


 


INTEGRANTES  


Sr. Jorge Olaso Alvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la 


Justicia y Magistrada de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia  


Sra. Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión Acceso a 


la Justicia de Personas con Discapacidad, Integrante de la Comisión de 


Acceso a la Justicia y Magistrada de la Sala Primera de la Corte Suprema 


de Justicia 


Sr. Paul Rueda Leal, Integrante de la Comisión de Acceso a la Justicia y 


Magistrado de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia  
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Sr. Gerardo Rubén Alfaro Vargas, Integrante de la Comisión de Acceso a 


la Justicia y Magistrado de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia  


Consejo Superior: Sra.  Sandra Pizarro Gutiérrez 


Unidad de Acceso a la Justicia: Sra. Melissa Benavides Víquez, Jefa  


Suplentes: Sra. Nora Lía Mora Lizano  


Dirección de la Defensa Pública: Sr. Juan Carlos Pérez Murillo  


Suplente: Sra. Gabriela Abarca Morán  


Suplente: Sra. Damaris Cruz Obregón 


Dirección del Ministerio Público: Sr. Warner Molina Ruiz 


Suplente: Sra. Mayela Pérez Delgado 


Suplente: Sra. Evelyn Chavarría Brenes 


Dirección del Organismo de Investigación Judicial: Sr. Walter Espinoza 


Espinoza 


Suplente: Sra. Yorleny Ferreto Solano 


Dirección Ejecutiva: Sra. Ana Eugenia Romero Jenkins 


Suplente: Sr. Wilbert Kidd Alvarado, Subdirector  


Suplente: Sra. Katherine Hernández Molina  


Dirección de Planificación:  Sra. Nacira Valverde Bermúdez 


Suplente: Sr. Dixon Li Morales, Subdirector 


Suplente: Ginethe Retana 


Judicatura y Dirección del Centro de Apoyo, Coordinación y 


Mejoramiento de la Función Jurisdiccional: Maricruz Chacón Cubillo 


Suplente: Sr. Cristian Alberto Martínez Hernández 


Suplente: Jueza Shirley Víquez Vargas, Tribunal de Familia y Magistrada 


Suplente de la Sala Segunda 


Dirección de Gestión Humana: Sra. Roxana Arrieta Meléndez, Directora 


de G.H. y Coordinadora Comisión Institucional de Empleabilidad  


Suplente: Sra. Alejandra Isabel Jerez Soto  


Dirección de Tecnología de la Información: Sra. Kattia Morales Navarro 


Suplente: Sr. Orlando Castrillo, Subdirector Tecnología de la Información  


Dirección de la Escuela Judicial: Sra. Rebeca Guardia Morales 


Suplente: Sra. María Lourdes Acuña Aguilar 


Suplente: Sra. Ana Barboza Monge 


Contraloría de Servicios: Sr. Erick Alfaro Romero 


Suplente: Sr. Gustavo Solano Rivera 


Suplente: Sra. Ericka Chavarría Astorga 
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Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional: Sr. Hugo Vega 


Castro 


Suplente: Sra. Maureen González Barrantes 


Centro de Información Jurisprudencial: Sra. Patricia Bonilla Rodríguez 


Sociedad Civil: Sra. Wendy Patricia Barrantes Jiménez  


Oficina de Control Interno: Sr. Hugo Hernández Alfaro 


Suplente: Sra. Indira Alfaro Castillo 


Departamento de Medicina Legal: Sr. Franz Vega Zúñiga 


Suplente: Sr. Kennette Villalobos León  


Auditoría Judicial (Función Asesora): Sr. Roberth García González 


Suplente: Jeremy Eduarte Alemán 


Consejo Nacional de Discapacidad: Sra. Andrea Sanchez Montero 


Suplente: Sra. Grettel Oses Gutiérrez 


Defensoría de los Habitantes de la República: Sr. Otto Lépiz, Coordinador 


del Mecanismo Nacional de Supervisión de las Convención sobre los 


Derechos de las Personas con Discapacidad de la Defensoría de los 


Habitantes de la República 


Ministerio de Trabajo: Sra. Ericka Alvarez Ramírez 


 


 


 


 


Magistrado Jorge Olaso Alvarez, Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia   


Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión Acceso a la 


Justicia de Personas con Discapacidad   


Sra. Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la 


Justicia  


Suplente: Nora Lía Mora Lizano  


Sra. Mayela Pérez, Ministerio Público  


Sra. Gabriela Abarca, Defensa Pública  


Sr. Wilbert Kidd Alvarado, Dirección Ejecutiva   


Suplente: Sra. Katherine Hernández Molina  


Sr. Dixon Li Morales, Dirección de Planificación  
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Sr. Cristian Alberto Martínez Hernández, Centro de Apoyo, Coordinación y 


Mejoramiento de la Función Jurisdiccional   


Sra. Wendy Patricia Barrantes Jiménez, representante sociedad civil  


Sra. Nelda Beatriz Rojas Jiménez, representante de la Judicatura de Niñez y 


Adolescencia  


Sra. Roxana Arrieta Meléndez, Dirección de Gestión Humana y Comisión 


Institucional de Empleabilidad  


Suplente: Sr. Alex Guevara, Suplente  


Sra. Andrea Sanchez, CONAPDIS  


Sra. Mayela Pérez Delgado, Ministerio Público  


Suplente: Sra. Evelyn Chavarría Brenes  


Sr. Orlando Castrillo, Dirección de Tecnología de la Información  


Sr. Franz Vega Zúñiga, Departamento Médico Legal  


Suplente: Sr. Edgar Madrigal Ramírez  


Sr. Otto Lépiz, Coordinador del Mecanismo Nacional de Supervisión de las 


Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de la 


Defensoría de los Habitantes de la República  


Sra. Yorleny Ferreto Solano, Organismo de Investigación Judicial  


Sra. María Lourdes Acuña Aguilar, Escuela Judicial  


Suplente: Sra. Ana Barboza  


Sra. Maureen González Barrantes, Departamento de Prensa y Comunicación 


Organizacional 


Sr. Roberth García González, Auditor General del Poder Judicial en función de 


asesoría ante la relevancia institucional de la temática discapacidad 


  


 


4. Plan de Trabajo 2021 (continuación del Plan de Trabajo 2020) 


 


Entre las funciones de la Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión 


para el acceso a la Justicia de Personas en Situación de Discapacidad, y a 


las que se da seguimiento desde el Poder Judicial, están las siguientes: 
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a) Velar por que las instituciones que representan incluyan, en sus 


reglamentos, políticas institucionales, planes, programas, proyectos y 


servicios, los principios de igualdad de oportunidades y accesibilidad 


para las personas con discapacidad, en cualquier región y 


comunidad del país. 


 


Sobre este extremo, el 12 de marzo de 2021 se remitió solicitud a Corte Plena 


para que se apruebe el Proyecto de actualización de la Política de Acceso 


a la Justicia de Personas con Discapacidad conforme al Modelo de 


Construcción de Políticas Públicas del Poder Judicial, el apoyo de MIDEPLAN, 


de CONAPDIS, y la Metodología de Administración de Proyectos. 


 


En el Plan Estratégico Institucional 2019/2024, al que debe alinearse la 


Política, tiene como uno de sus ejes estratégicos el Acceso a la Justicia, de 


manera tal que existe una obligatoriedad institucional de alineación a dicho 


PEI y a los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030, además de 


la Política Nacional de Discapacidad. 


 


El objetivo es actualizar la Política de Igualdad de las Personas con 


Discapacidad del Poder Judicial que data de 2008 pues fue construida 


antes de que se aprobaran leyes muy importantes, entre ellas, la Ley de que 


aprueba el Capítulo VIII de Acceso a la Justicia de la Ley 7.600, la Ley de 


Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad, 


entre otras; además, poder construirla con una participación activa de las 


personas usuarias con discapacidad bajo una estrategia de co-


construcción. 


 


 


b) Coordinar la formulación, ejecución y evaluación de las políticas 


institucionales, en el marco de la política nacional en discapacidad y 


de la normativa vigente. 


 


Con el objetivo de que la actualización de la Política de Acceso a la Justicia 


de Personas con Discapacidad responda a los requerimientos actuales de 


la población con discapacidad, durante 2021 se está en proceso de análisis 


del estado actual de avance de la Política creada en 2008. 


 


Se resalta en este proceso el apoyo que nos está dando CONAPDIS con la 


designación de dos personas expertas que nos están colaborando con su 


experticia, señora Grettel Oses y señora Andrea Sánchez. 


 


c) Cooperar mediante recomendaciones con la elaboración y 


evaluación del plan y presupuesto institucional de equiparación de 
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oportunidades con las diferentes instancias institucionales, 


fundamentadas en la normativa vigente sobre discapacidad. 


 


En el marco competencial de las Comisiones que establece la Ley Orgánica 


del Poder Judicial, el Reglamento General de Comisiones de la Corte 


Suprema de Justicia y las sugerencias y recomendaciones emitidas por la 


Auditoría Judicial en los Oficios 952-AUD-48-UJ-2020 y 1516-84-AUD-UJ-2020 


ante solicitud de asesoría, las funciones de la Subcomisión de Acceso a la 


Justicia de Personas con Discapacidad se circunscriben a emitir 


recomendaciones y propuestas técnicas a la Comisión de Acceso a la 


Justicia y ésta por su parte, lo hace a los órganos tomadores de decisiones, 


a saber, Corte Plena y Consejo Superior. 


 


De igual forma, la Subcomisión ejecuta sus funciones conforme al Sistema 


Específico de Valoración de Riesgos Institucional -SEVRI- con el objetivo de 


administrar los riesgos detectados, en forma coherente con el 


planteamiento del PAO 2021 de la Comisión de Acceso a la Justicia, en la 


parte relacionada con las poblaciones en situación de discapacidad. 


 


Con ocasión de lo anterior, uno de los más importantes objetivos de la 


Subcomisión durante 2021 ha sido colaborar mediante recomendaciones 


técnicas a las oficinas encargadas de la elaboración y evaluación del Plan 


y el Presupuesto institucional asociado a la equiparación de oportunidades 


conforme a la normativa nacional e internacional y la Política de Igualdad 


de las Personas con Discapacidad del Poder Judicial, la cual como se 


señaló, se trabaja en actualizar. Se trata de acciones que son seguimiento 


del PAO 2020. 


 


 


d) Propiciar la participación de las personas con discapacidad y de las 


organizaciones que las representan en la formulación de las políticas 


institucionales, así como en el diseño, la ejecución y la evaluación del 


plan institucional de equiparación de oportunidades. 


 


En la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia 


de Personas con Discapacidad tengo la oportunidad de integrar la 


Comisión Institucional de Empleabilidad, responsable de la empleabilidad 


de esta población y la reserva de al menos el 5% de las plazas vacantes de 


cada año en el Poder Judicial.  


 


Con ocasión de ello, en sesión de Corte Plena celebrada el 12 de julio de 


2021 se conoció y aprobó el Informe DVV-S1-170-2021 de 11 de noviembre 


de 2020 presentado por la Magistrada Damaris Vargas Vásquez en la 
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condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de 


Personas con Discapacidad y el informe del Magistrado Jorge Olaso Álvarez, 


Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia. Esos informes están 


relacionados con la actualización de la Política de Empleabilidad y la 


Política de Equiparación de Oportunidades de las Personas con 


Discapacidad, además de la Política de Equiparación de Oportunidades de 


Poblaciones en Situación de Vulnerabilidad. 


 


 


e) Coordinar, con las instancias correspondientes, la incorporación de la 


perspectiva de discapacidad y equiparación de oportunidades en los 


contenidos de la capacitación, la divulgación y en los sistemas de 


información institucionales. 


 


Durante las sesiones correspondientes al Primer Semestre de 2021 se han 


establecido acciones de coordinación con la Escuela Judicial y demás 


Unidades de Capacitación de la Defensa Pública, el Ministerio Público, el 


Organismo de Investigación Judicial, la Dirección de Gestión Humana y la 


Oficina Rectora de Justicia Restaurativa para la incorporación de la 


perspectiva de discapacidad y equiparación de oportunidades en los 


contenidos de la capacitación.  


 


Se han articulado acciones con el Departamento de Prensa y 


Comunicación Organizacional para la divulgación y con la Dirección de 


Tecnología de la Información y Comunicación en lo que se vincula con los 


sistemas de información institucional.  


 


Esto último es de particular importancia pues precisamente este año dio 


inicio el plan piloto de implementación del nuevo sistema de gestión que 


desarrolló la Dirección de Tecnología de la Información. El objetivo es 


aprovechar todas las oportunidades para la mejora continua, lográndose 


un enlace directo entre esa Dirección, la Subcomisión y personas expertas 


de CONAPDIS, así como consultas a personas usuarias internas y externas 


para validar la accesibilidad de los sistemas. 


 


La idea es seguir con este desarrollo por lo que resta de 2021 y se constituyan 


en acciones sostenibles a través del tiempo. 


 


La Unidad de Acceso a la Justicia en forma coordinada con el CONAPDIS 


desarrolló el documento El ABC de la Salvaguardia que servirá de base para 


los procesos de capacitación de la Escuela Judicial y las demás Unidades 


de Capacitación del Poder Judicial, documento que fue conocido y 


aprobado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con 
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Discapacidad y cuenta con el visto bueno de la Comisión de Acceso a la 


Justicia. 


Salvaguardia.pdf


 
f) Organizar y promover la provisión de servicios de apoyo y ayudas 


técnicas que requieren los funcionarios, usuarios y beneficiarios que 


presentan discapacidad. 


 


Se mantiene una coordinación activa con la Dirección Ejecutiva con el 


objetivo de organizar y promover la provisión de servicios de apoyo y ayudas 


técnicas que requieren las personas usuarias y servidoras judiciales 


beneficiarias que presenten alguna discapacidad. 


 


Durante las primeras sesiones del año ya se han hecho gestiones pidiendo la 


actualización del inventario institucional de servicios de apoyo y ayudas 


técnicas e inclusión de las vinculadas con sistemas de información. El 


objetivo es actualizar la información de la página de la Comisión de Acceso 


a la Justicia en lo que a estos servicios y ayudas se refiere y, además, darle 


mayor divulgación para un mejor aprovechamiento de las personas usuarias 


con discapacidad. 


 


En este proceso ha sido indispensable el apoyo brindado por la Contraloría 


de Servicios del Poder Judicial al desarrollar un estudio para determinar el 


nivel de conocimiento de la población usuaria de estas ayudas técnicas y 


servicios de apoyo, identificándose importantes oportunidades de mejora. 


Esta información es indispensable para el enfoque que estamos 


desarrollando durante 2021. De la misma forma, el compromiso de la 


Dirección Ejecutiva ha sido indispensable en este proceso pues es quien 


administra esas ayudas técnicas y servicios de apoyo. 


 


 


g) Establecer vínculos de cooperación con integrantes de otras CIAD. 


 


Con ocasión de la participación de las sesiones de trabajo de las CIAD que 


ha propiciado el CONAPDIS se ha tenido la oportunidad de conocer las 


buenas prácticas y lecciones aprendidas de éstas, con el objetivo de 


propiciar la mejora continua del servicio que ofrece el Poder Judicial e ir 


fortaleciendo las competencias de las personas integrantes de la 


Subcomisión de Acceso a la Justicia de las Personas con Discapacidad, la 


Comisión de Acceso a la Justicia, la Unidad de Acceso a la Justicia y la 
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Comisión Institucional de Empleabilidad, con un impacto directo en la 


Institución en general. 


 


De igual forma, nos hemos puesto a disposición de mostrar los importantes 


logros que el Poder Judicial ha desarrollado en todos estos años gracias a la 


responsabilidad y el compromiso de la jerarquía institucional, las principales 


jefaturas y en general, de las personas servidoras judiciales, para ofrecer a 


la población con discapacidad las condiciones establecidas en la 


normativa nacional e internacional que regula sus derechos. 


 


El Plan de Trabajo Anual 2021 se encuentra incorporado en lo medular en el 


Plan Anual Operativo de la Comisión de Acceso a la Justicia en la parte 


vinculada con las metas y objetivos de la Subcomisión de Acceso a la 


Justicia de Personas con Discapacidad; y es una continuación del Plan de 


Trabajo Anual 2020, comunicado también al CONAPDIS -entre rector de 


discapacidad- oportunamente. 


 


 


5. Solicitud al CONAPDIS para brindar asesoría en la ejecución de las 


funciones programadas 


 


 


Con fundamento en el artículo 4 de la Ley N° 9171 de Creación de las 


Comisiones Institucionales sobre Accesibilidad y Discapacidad (CIAD), se 


solicitó a CONAPDIS mantener el acompañamiento que hasta el momento 


han facilitado al Poder Judicial con el objetivo de ejecutar las funciones 


citadas de manera óptima y en cumplimiento de la normativa nacional e 


internacional que regula los derechos de la población con discapacidad. 


 


Concretamente, para 2021 se solicitó: 


 


a) Asesoría al Poder Judicial para la implementación de la Política de 


Igualdad de las Personas con Discapacidad, así como en la 


actualización de dicha Política y formulación del respectivo plan. 


Además de la asesoría para la construcción del II Informe Anual a la 


Asamblea Legislativa del cumplimiento de la Ley que adicionó un 


Capítulo de Acceso a la Justicia en la Ley 7.600; y en los procesos de 


capacitación de las personas servidoras judiciales considerando la 


experticia de CONAPDIS 


 


b) Seguir convocando al Poder Judicial para poder participar 


activamente en las sesiones de las CIAD constituidas en todo el país a 
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fin de aprovechar las capacitaciones, lecciones aprendidas y buenas 


prácticas institucionales. 


 


c) Analizar los informes que les remitamos desde el Poder Judicial, 


respecto a la rendición de cuentas sobre la ejecución de las acciones 


institucionales en discapacidad y equiparación de oportunidades con 


el objetivo de mejorar nuestros procesos y poder ofrecer un mejor 


servicio a las personas con discapacidad, usuarias internas y externas. 


De manera adicional, se les solicita valorar la posibilidad, cuando lo 


estimen necesario, de proponer y promover acciones que 


contribuyan a la mejora continua, previa valoración institucional. 


 


Con ocasión de la gestión anterior, el CONAPDIS ha dispuesto de la 


participación de la señora Andrea Sánchez quien es experta de ese Consejo 


para que participe activamente en todas las sesiones de la Subcomisión de 


Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad. 


 


De igual forma, el CONAPDIS autorizó a la señora Grettel Oses de la 


Dirección Técnica para que asesore al Poder Judicial en la construcción de 


la Política de Equiparación de Oportunidades de Personas con 


Discapacidad en el Poder Judicial. Para tal efecto, ya esta programada una 


Actividad de Inducción a cargo de CONAPDIS que se desarrollará por 


medio de Teams los días 18 y 25 de agosto y 1 de setiembre de las 8:30 a las 


12 mediodía. 


 


6. Sesiones ordinarias y extraordinarias 


 


Las sesiones ordinarias de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas 


con Discapacidad se realizan mensualmente en cumplimiento del 


Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia. 


También se realizan sesiones extraordinarias cada vez que es necesario, de 


manera presencial o virtual. Además, se participa en las sesiones de la 


CIADS. 


A partir de la Pandemia Covid-19 las sesiones se realizan por medio de 


Microsoft Teams.  


 


7. Actas de sesiones mensuales 2020 y primer semestre de 2021 
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Se adjuntan como evidencia las actas de las sesiones de la Subcomisión 


de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad 2020 y 2021: 


  


  


  2020   


Acta agosto 2020  


ACTA 08-2020 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD 4 DE AGOSTO 2020.pdf 


 


Acta setiembre 2020  


ACTA 09-2020 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD.pdf 
 


 


Acta octubre 2020 


ACTA 10-2020 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD.pdf 


 


 


Acta noviembre 2020  


ACTA 11-2020 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD.pdf 


Acta diciembre 


2020 


ACTA 12-2020 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD.pdf 
  


 


  


 


  


  


2021  


Acta enero 2021 


 


ACTA 01-2021 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD.pdf 
 


 


 


Acta febrero 2022 


ACTA 02-2021 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD.pdf 


Acta marzo 2021 


 


Acta abril 2021 
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ACTA 03-2021 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD.pdf 


ACTA 04-2021 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PERSONAS EN SITUACION DE DISCAPACIDAD.pdf 
 


Acta mayo 2021 


 


ACTA 05-2021 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PERSONAS EN SITUACIÓN DE DISCAPACIDAD.pdf 
 


Acta junio 2021 


ACTA 06-2021 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PERSONAS DISCAPACIDAD.pdf 


Acta julio 2021 


 


ACTA 07-2021 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD.pdf 
 


 


 


 


8. Metas dentro del Plan Anual Operativo 2021 de la Subcomisión de 


Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


 


Como parte de la incorporación de la perspectiva de las Personas en 


situación de discapacidad dentro de las acciones de la Comisión de 


Acceso a la Justicia, se incorporaron metas dentro del Plan Anual Operativo 


2021 como continuación de las metas 2020, las cuales ya están cumplidas.  


 


1.5 - Que al 31 de diciembre del 2021, se hayan realizado al menos 3 


actividades de capacitación sobre los derechos de las personas con 


discapacidad y/o las personas adultas mayores 


 


2.8 - Que al 31 de diciembre del 2021, se hayan efectuado 3 reuniones para 


la actualización de la Política de Acceso a la Justicia de Personas con 


Discapacidad, con la participación de las personas integrantes de la 


Comisión de Acceso a la Justicia, la Subcomisión de Acceso a la Justicia de 


Personas con Discapacidad, la asesoría técnica de CONAPDIS y personas 


con diferentes tipos de discapacidades y sus organizaciones. 


 


2.9 - Que al 31 de diciembre del 2021, se hayan efectuado al menos dos 


diferentes acciones para divulgar el Capítulo Adicional de Acceso a la 


Justicia de Personas con Discapacidad, de la Ley 7.600. 
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2.10 - Que al 31 de diciembre del 2021, se hayan realizado al menos tres 


acciones en donde se visibilicen estadísticamente los procesos judiciales en 


los que intervienen personas en situación de discapacidad y personas 


indígenas, para que se reflejen en el sistema SIGMA y se facilite la emisión de 


decisiones estratégicas institucionales por parte de los órganos competentes 


y en cumplimiento de la Circular 188 19 de Corte Plena. 


 


2.10 - Que al 31 de diciembre del 2021, se hayan realizado al menos dos 


acciones para actualizar el plan institucional de equiparación de 


oportunidades para poblaciones en condición de vulnerabilidad. 


 


3.5 - Que al 31 de diciembre del 2021, se hayan ejecutado al menos dos 


actividades de capacitación para impulsar los procesos de capacitación 


en la normativa nacional e internacional de derechos humanos de las 


personas con discapacidad. 


 


4.3 - Que al 31 de diciembre de 2021 se hayan emitido recomendaciones a 


la Dirección Ejecutiva y la Comisión de Construcciones para que en todos 


los Edificios del Poder Judicial y los alquilados se reserve el porcentaje 


establecido por el Decreto N° 40659-MOPT-MP, que modifica el art 154 del 


Decreto Ejecutivo N° 25831, del Reglamento de la ley 7600, destinados al 


Parqueo de Personas con discapacidad usuarias internas y externas. 


 


4.4 - Que al 31 de diciembre del 2021 se haya realizado una solicitud formal 


ante la Dirección de Gestión Humana para que materialice la reserva de al 


menos el 5% de las plazas vacantes de cada año, desde que entró en 


vigencia la normativa que así lo dispone, para las Personas con 


Discapacidad y que la información sea publicitada a la ciudadanía 


costarricense en situación de discapacidad por medios efectivos, para los 


concursos respectivos. 


 


4.9 - Que al 31 de diciembre del 2021, se haya realizado una recomendación 


ante la Dirección de Gestión Humana para Impulsar la contratación 


institucional de personas indígenas dentro de los equipos de trabajo en 


cumplimiento de la Circular 188-19 de Corte Plena 


 


6.1 - Que al 31 de diciembre del 2021, se haya elaborado y publicado al 


menos dos boletines con información referente a las efemérides de las 


poblaciones en condición de vulnerabilidad, en especial las referidas a 


personas con discapacidad y personas adultas mayores. 
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II PARTE. Acciones institucionales sobre Acceso a la Justicia 


 


 


Tal y como fue indicado al inicio del informe, en coordinación con el Consejo 


Nacional para Personas con Discapacidad (CONAPDIS), se sistematizaron 


en una matriz los aspectos más relevantes del Capítulo VIII de la Ley 7600, 


con la finalidad que se detallen las acciones concretas respecto a su 


cumplimiento. Adjuntas cada una de las respuestas.  


 


1. Acciones concretas sobre el trabajo de otras instituciones en materia 


de Discapacidad dentro del Poder Judicial. 


 


Respecto al trabajo coordinado entre la Subcomisión de Acceso a la 


Justicia de Personas con Discapacidad, la Comisión de Acceso a la 


Justicia y la Unidad de Acceso a la Justicia con otras oficinas de la Poder 


Judicial, se informa que se remitió consulta sobre las acciones 


desarrolladas obteniéndose respuestas de las siguientes: 


 


a.  


b.  


c.  


d.  


e.  


f.  


g. 
Scción de Comunicación Organizacional de enero a junio 2021 relacionadas a la p (Línea de comandos)
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h.  


i.  


j. 


Sala Segunda.msg


 


k.  


l. 


RV Oficio 


CJP129-2021.eml.msg 


m. 


Comisión 


Laboral.msg  


n.  


o. 


Comisión 


Ambiental.msg  


p. 


Comisión de 


Agrario.msg  


q. 


Comisión Civil.msg


 
 


 


 


2. Acciones concretas sobre el trabajo de otras instituciones en materia 


de Discapacidad dentro del Poder Judicial. 


 


Con relación al trabajo coordinado entre la Subcomisión de Acceso a la 


Justicia de Personas con Discapacidad, la Comisión de Acceso a la 


Justicia y la Unidad de Acceso a la Justicia con otras instituciones, se 
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informa que se han realizado sesiones de trabajo con el CONAPDIS, el 


Colegio de Abogado y Abogadas, entre otros; además de establecer 


contacto con Universidades estatales y públicas que ofrecen servicios de 


asesoría a las personas en situación de discapacidad. 


 


Con relación al trabajo que otras instituciones realizan en materia de 


discapacidad, por medio de la Subcomisión para el acceso a la justicia de 


personas en situación de discapacidad y de la Unidad de Acceso a la 


Justicia, se solicitó información por medio de correo electrónico, teniendo 


las siguientes respuestas: 


 


a.  


b.  


c.  


d.  


e.  


f.  


g.  
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h. 


Informe 


inicial.eml.msg  


i. 


Recordatorio del 


Informe Capítulo VII Acceso a la Justicia de la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad No. 7600.eml.msg 


j.  


k.  


l.  


 


De esta manera se rinde el Informe de Seguimiento 2020 sobre las 


principales acciones desarrolladas por el Poder Judicial asociadas a la Ley 


9714 “Adición del Capítulo VIII, Acceso a la Justicia, al Título 11 de la Ley 


N.º 7600, Igualdad de Oportunidades para las Personas con 


Discapacidad”. 


 


Se está en la mayor disposición de atender las consultas que se planteen 


y si es necesario, ampliar la información que se estime necesaria. 


 


Atentamente,  
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Magistrado Jorge Olaso Alvarez 


Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia 


 


 


 


Magistrada Damaris Vargas Vásquez 


Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad 


 


 


 


 


 


Máster Melissa Benavides Víquez 


Coordinadora Unidad de Acceso a la Justicia 
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